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I. DATOS GENERALES Y ABREVIATURAS 

 

1.1 Datos Generales: 

 

Contrato: Contrato Nº 01-2020-GRC-GGR “Mejoramiento carretera CA-

103: EM- PE-06B (Santa Cruz de Succhubamba) – Romero Circa – La 

Laguna – Tongod – Catilluc – EMP. PE – 06 C (El Empalme) – Cajamarca” 

– Saldo de Obra. 

 

Demandante: Consorcio Carretera Cajamarca. 

 

Demandado: Gobierno Regional de Cajamarca. 

 

Monto del contrato: S/ 88’760,837.60 (Ochenta y ocho millones 

setecientos sesenta mil ochocientos treinta y siete con 60/100 Soles), 

incluido impuestos de Ley. 

 

Cuantía de la Controversia: S/ 8’421,849.96 (Ocho millones cuatrocientos 

veintiún mil ochocientos cuarenta y nueve con 96/100 Soles). 

 

Proceso de Selección: Licitación Pública N° 005-2020-GR.CAJ-Primera 

Convocatoria 

 

Fecha de Convocatoria: 14 de agosto de 2020. 

 

Tipo de Arbitraje: Institucional, Nacional y de Derecho. 

 

Fecha de inicio del arbitraje: 21 de diciembre de 2021. 

 

Fecha de emisión del laudo: 24 de setiembre de 2024. 

 

N° de páginas: 291 páginas. 

 

Institución arbitral: Centro de Arbitraje de la Red Nacional de Arbitraje. 

 

Controversias relacionadas a las siguientes materias: 

☐ Nulidad de Contrato. 

☐ Resolución de Contrato. 

☐ Penalidad. 

☐ Solicitud de ampliación de plazo. 
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1.2 Abreviaturas: 

 

Centro: Centro de Arbitraje de la Red Nacional de Arbitraje. 

Demandante, Consorcio o Contratista: Consorcio Carretera Cajamarca. 

Demandado, Entidad o Gore Cajamarca: Gobierno Regional de 

Cajamarca. 

 

Las partes: Conjuntamente el Consorcio Carretera Cajamarca y el 

Gobierno Regional de Cajamarca. 

LCE: Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones del Estado, Ley 

N° 30225, aprobado por Decreto Supremo N° 082-2019-EF. 

Ley de Arbitraje: Decreto Legislativo N° 1071. 

 

MGG: Mayores Gastos Generales 

 

OSCE: Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado 

 

Reglamento del Centro: Reglamento Procesal de Arbitraje del Centro de 

Arbitraje de la Red Nacional de Arbitraje.  

RLCE: Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado aprobado por 

Decreto Supremo Nº 344-2018-EF modificado por los Decretos Supremos 

N° 377-2019-EF y 168-2020-EF. 

SAP: Solicitud de Ampliación de Plazo. 
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RESOLUCIÓN N° 46 

II. MARCO INTRODUCTORIO 

2.1 LUGAR Y FECHA DE EMISIÓN 

En la ciudad de Lima, a los veinticuatro (24) días del mes de setiembre del 

año dos mil veinticuatro (2024), el TRIBUNAL ARBITRAL, luego de haber 

realizado las actuaciones arbitrales de conformidad con la ley y las 

normas establecidas por las partes y, asimismo, habiendo escuchado los 

argumentos vertidos por ellas sobre las pretensiones planteadas y las 

cuestiones controvertidas fijadas en este arbitraje, dicta el presente 

Laudo de Derecho. 

2.2 NOMBRE DE LAS PARTES 

2.2.1 Demandante 

Consorcio Carretera Cajamarca con RUC Nº 20601116082. 

Representante común: Zhao Bo, con Carnet de Extranjería N° 004809171. 

Abogado: Arthur Ruiz Huamaní  

Domicilios procesales electrónicos:  

- crec10peru@crec10peru.com.pe  

- gerencapp@crec10peru.com.pe  

- controldocumentos@crec10peru.com.pe  

- pamela.vicencio@crec10peru.com.pe  

- bmonteverde@grupoconstructor.com.pe  

- malcomlouis123@gmail.com  

- legal@crec10peru.com.pe 

- neysermunoz@crec10peru.com.pe  

- liuguanggi@crec10peru.com.pe  

 

2.2.2 Demandado   

 Gobierno Regional de Cajamarca con RUC Nº 20453744168. 

Representante Legal: Abogado Henry Fernando Monter Vásquez, 

Procurador Público, con DNI N° 26706013 

mailto:crec10peru@crec10peru.com.pe
mailto:gerencapp@crec10peru.com.pe
mailto:controldocumentos@crec10peru.com.pe
mailto:pamela.vicencio@crec10peru.com.pe
mailto:bmonteverde@grupoconstructor.com.pe
mailto:malcomlouis123@gmail.com
mailto:legal@crec10peru.com.pe
mailto:neysermunoz@crec10peru.com.pe
mailto:liuguanggi@crec10peru.com.pe
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Abogada: Lizkarina Villena Cachay  

Domicilio procesal electrónico: 

- conciliacionarbitrajegrc@regioncajamarca.gob.pe  

2.3 CONVENIO ARBITRAL 

 

El presente arbitraje se sustenta en el convenio arbitral contenido en la 

Cláusula Vigésima del Contrato, que expresamente señala:  

 

2.4 DESCRIPCIÓN DEL CONTRATO 

 

El presente contrato tiene por objeto la contratación de la ejecución de 

la obra: “Mejoramiento Carretera CA-103: EM. PE-06B (Santa Cruz de 

Succhubamba) – Romero Circa – La Lagua – Tongod – Catilluc – EMP. PE 

– 06 C (El Empalme) – Cajamarca” – Saldo de obra”, cuyo plazo de 

ejecución era de 540 días calendario, el mismo que se computaba desde 

el día siguiente de cumplidas las condiciones previstas en el artículo 176 

del Reglamento.  

 

El monto total del contrato asciende a S/ 88’760,837.60 (Ochenta y ocho 

millones setecientos sesenta mil ochocientos treinta y siete con 60/100 

Soles), incluido impuestos de Ley. 

2.5 DESIGNACIÓN DEL TRIBUNAL ARBITRAL  

 

El abogado Edwin Giraldo Machado fue designado por el Contratista 

mediante su solicitud de arbitraje con fecha 20 de diciembre de 2021. 

mailto:conciliacionarbitrajegrc@regioncajamarca.gob.pe
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El abogado Ricardo Antonio Leon Pastor fue designado por la Entidad 

mediante su escrito de contestación a la solicitud de arbitraje con fecha 

14 de enero de 2022.  

El abogado Sergio Alberto Tafur Sánchez fue designado como Presidente 

del Tribunal Arbitral por los Co-árbitros Edwin Giraldo Machado y Ricardo 

Antonio Leon Pastor. 

2.6 REGLAS PROCESALES APLICABLES 

 

Las reglas procesales aplicables al presente proceso se rigen según lo 

dispuesto en la Resolución N° 1 del 01 de marzo de 2022, en la cual se 

señaló que en este arbitraje se aplicará lo dispuesto en el Reglamento 

Procesal del Centro de Arbitraje de la Red Nacional de Arbitraje.  

2.7 LEY APLICABLE AL FONDO DE LA CONTROVERSIA 

 

Para la determinación de la Ley aplicable se debe tener en cuenta lo 

establecido en la Cláusula Décima Novena del Contrato, que señala:  

 

En consecuencia, de acuerdo con el Contrato y por un criterio de 

temporalidad en la aplicación de la norma, la Ley aplicable al fondo de 

la controversia es el TUO de la Ley de Contrataciones del Estado, Ley 

30225, aprobado por Decreto Supremo N° 082-2019-EF y su Reglamento 

aprobado por Decreto Supremo N° 344-2018-EF modificado por los 

Decretos Supremos N° 377-2019-EF y 168-2020-EF, ello teniendo en cuenta 

que la convocatoria del proceso de selección fue el 14 de agosto de 

20201. 

2.8 SEDE DE ARBITRAJE 

 

Según el artículo 7 del Reglamento del Centro, el lugar y sede del arbitraje 

es el domicilio del Centro, ubicado en Calle Los Laureles 104 Oficina406, 

Urbanización Valle Hermoso, Santiago de Surco, Lima. 

 
1 Información obtenida del SEACE.  
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III. PRINCIPALES ANTECEDENTES PROCESALES 

 

3.1. Con fecha 1 de marzo de 2022, el Tribunal Arbitral emitió la Resolución N° 

1, a través de la cual se establecieron las reglas aplicables al presente 

arbitraje; asimismo, se otorgó al Contratista el plazo de diez (10) días 

hábiles para la presentación de su escrito de demanda arbitral, conforme 

a las reglas establecidas. 

 

3.2. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 01-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 03 de marzo de 2022, corrió traslado a la Entidad de los pedidos 

de acumulación contenidos en la Carta N° 118-2020-CCC con sumilla 

“Solicitamos formalmente la acumulación de pretensiones al arbitraje” 

presentado por el Contratista, por el plazo de tres (3) días hábiles. 

 

3.3. Con fecha 03 de marzo de 2022, el Contratista presentó la Carta N° 420-

2022-CCC con sumilla “Solicitamos formalmente la acumulación de 

pretensiones al arbitraje contra el Gobierno Regional de Cajamarca”. 

 

3.4. Con fecha 04 de marzo de 2022, el Contratista manifestó su conformidad 

con el Reglamento del Centro de Arbitraje. 

 

3.5. Con fecha 8 de marzo de 2022, la Entidad propuso la modificación de las 

reglas del procedimiento arbitral. 

 

3.6. Asimismo, con fecha 8 de marzo de 2022, la Entidad presentó su oposición 

a la acumulación de pretensiones formulado por el Contratista mediante 

su Carta N° 118-2020-CCC. 

 

3.7. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 02-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 14 de marzo de 2022, en relación a las propuestas de 

modificación formuladas por la Entidad, puso en conocimiento del 

Contratista las propuestas a las reglas procesales formuladas por la 

Entidad por un plazo de tres (3) días hábiles, a efectos de que manifieste 

lo conveniente a su derecho. 

 

3.8. Mediante Comunicación N° 03-2022/SA-CA-RENA de fecha 14 de marzo 

de 2022, la Secretaría Arbitral, corrió traslado a la Entidad del pedido de 

acumulación contenido en la Carta N° 420-2022-CCC con sumilla 

“Solicitamos formalmente la acumulación de pretensiones al arbitraje 

contra el Gobierno Regional de Cajamarca” presentado por el 
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Contratista, por el plazo de tres (3) días hábiles, a fin de que manifieste lo 

conveniente a su derecho. 

 

3.9. Al respecto, con fecha 17 de marzo de 2022, la Entidad formuló oposición 

a la acumulación de pretensiones presentada por el Contratista a través 

de la Carta N° 420-2022-CCC. 

 

3.10. En ese sentido, mediante Comunicación N° 04-2022/SA-CA-RENA de 

fecha 22 de marzo de 2022, la Secretaria Arbitral puso a conocimiento 

del Contratista el escrito con sumilla “Se opone acumulación de 

pretensiones” de fecha 8 de marzo de 2022 presentado por la Entidad, 

por un plazo de tres (3) días hábiles, a efectos de que manifieste lo 

conveniente a su derecho. 

 

3.11. Asimismo, mediante Comunicación N° 05-2022/SA-CA-RENA de fecha 22 

de marzo de 2022, la Secretaria Arbitral puso a conocimiento del 

Contratista el escrito con sumilla “Se opone acumulación de 

pretensiones” de fecha 17 de marzo de 2022 presentado por la Entidad, 

por un plazo de tres (3) días hábiles, a efectos de que manifieste lo 

conveniente a su derecho. 

 

3.12. Con fecha 29 de marzo de 2022, el Contratista manifestó su 

disconformidad con la propuesta de modificación de contabilización de 

plazos y tiempos de respuesta de las notificaciones formulado por la 

Entidad. 

 

3.13. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución N° 2 de fecha 04 de abril de 2022, 

declaró infundada la solicitud de modificación de reglas del proceso 

arbitral. 

 

3.14. Asimismo, con fecha 08 de abril de 2022, la Entidad formuló 

reconsideración contra la Resolución N° 2 de fecha 4 de abril de 2022. 

 

3.15. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución N° 3 de fecha 12 de abril de 2022, 

resolvió que se tuviera presente los dos (2) escritos con “Sustento Legal y 

Administrativos sobre la procedencia de acumulación de pretensiones” 

presentados por el Contratista de fecha 25 de marzo de 2022; asimismo, 

declaró infundada la oposición formulada por la Entidad mediante el 

escrito de fecha 8 de marzo de 2022; de igual forma, declaró infundada 

la oposición formulada por la Entidad mediante escrito de fecha 17 de 

marzo de 2022; y, finalmente, admitió a trámite la primera, segunda y 

tercera solicitud de acumulación de pretensiones formulada por el 



   Exp. 26-2021/CA-RENA 
 

Página 11 de 291 

 

Contratista, otorgándole un plazo de diez (10) días hábiles para la 

presentación de las demandas. 

 

3.16. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 07-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 19 de abril de 2022, puso en conocimiento del Contratista el 

recurso de reconsideración formulado por la Entidad contra la Resolución 

N° 2, por un plazo de tres (3) días hábiles, a efectos de que manifieste lo 

conveniente a su derecho. 

 

3.17. Con fecha 21 de abril de 2022, el Contratista presentó su demanda 

arbitral originaria, con las siguientes pretensiones: 

 

“Primera Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral apruebe la Solicitud de Ampliación de 

Plazo N° 02 por 116 días calendario solicitada y sustentada por mi 

representada mediante Carta N° 200-2021-CCC, motivada por la 

causal contemplada en el literal “a” del artículo 197 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, relacionada 

a atraso y/o paralizaciones por causas no atribuibles a mi 

representada, ocasionado por la imposibilidad de ejecutar las 

partidas de preparación de material para sub base en cantera y 

preparación de material para base en cantera. 

 

Pretensión accesoria a la Primera Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos 

directos vinculados a la ampliación de plazo N° 02, el cual equivale 

a la suma de S/1,098,551.92 (un millón noventa y ocho mil 

quinientos cincuenta y uno con 92/100 soles), más los respectivos 

intereses hasta su fecha efectiva de pago. 

 

Segunda Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral apruebe la Solicitud de Ampliación de 

Plazo N° 03 por 70 días calendario solicitada y sustentada por mi 

representada mediante Carta N° 203-2021-CCC, motivada por la 

causal contemplada en el literal “b” del artículo 197 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, relacionada 

a la necesidad de un plazo adicional para la ejecución de la 

prestación adicional de Obra, ocasionado por la imposibilidad de 

ejecutar las partidas de preparación de material para sub base en 

cantera y preparación de material para base en cantera, 
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preparación de material para mejoramiento y preparación de 

material IP = 0 en cantera. 

 

Pretensión accesoria a la Segunda Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos 

directos vinculados a la ampliación de plazo N° 03, el cual equivale 

a la suma de S/ 670,124.14 (seiscientos setenta mil ciento 

veinticuatro con 14/100 soles), más los respectivos intereses hasta 

su fecha efectiva de pago. 

 

Tercera Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial 

de la Resolución Gerencial Regional N° D000196-2021-GRC-GRI en 

el extremo de los 110 días denegados de los 116 días calendarios 

solicitados mediante Solicitud de Ampliación de Plazo N° 02; 

asimismo que el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia 

parcial de la Resolución Gerencial Regional N° D000194-2021-GRC-

GRI mediante la cual declaró improcedente la Ampliación de 

Plazo N° 03 por setenta (70) días calendario. 

 

Cuarta Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad asumir el íntegro de las 

costas, costos y gastos arbitrales del presente arbitraje. 

 

3.18. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 08-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 22 de abril de 2022, corrió traslado de la demanda arbitral 

originaria y los medios probatorios ofrecidos por el Contratista a la 

Entidad, otorgándole un plazo de diez (10) días hábiles, contado desde 

notificados con dicha Comunicación, para que cumpla con contestarla. 

 

3.19. Con fecha 22 de abril de 2022, el Contratista señaló que estaba en 

desacuerdo en la propuesta de modificación de reconsiderar los plazos 

de contestación del proceso arbitral. 

 

3.20. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución N° 4 de fecha 24 de abril de 2022, 

resolvió declarar infundado el recurso de reconsideración interpuesto por 

la Entidad mediante el escrito con sumilla “Reconsideración a la 

Resolución N° 2 de fecha 4 de abril de 2022” de fecha 8 de abril de 2022. 
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3.21. Con fecha 29 de abril de 2022, el Contratista presentó la primera, 

segunda y tercera demanda arbitral acumulada, con las siguientes 

pretensiones: 

 

“Tercera Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral apruebe la Solicitud de Ampliación de 

Plazo N° 04 por 02 días calendario solicitada y sustentada por mi 

representada mediante Carta N° 357-2022-CCC, motivada por la 

causal contemplada en el literal “a” del artículo 197 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, relacionada 

a atraso y/o paralizaciones por causas no atribuibles a mi 

representada, ocasionado por la imposibilidad de ejecutar las 

partidas que pertenecen a la ruta crítica por la falta de Supervisión 

en obra. 

 

Pretensión accesoria a la Tercera Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos 

directos vinculados a la ampliación de plazo N° 04, el cual equivale 

a la suma de S/ 19,362.00 (diecinueve mil trescientos sesenta y dos 

con 00/100 SOLES), más los respectivos intereses hasta su fecha 

efectiva de pago. 

 

Cuarta Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral apruebe la Solicitud de Ampliación de 

Plazo N° 05 por 20 días calendario solicitada y sustentada por mi 

representada mediante Carta N° 370-2022-CCC, motivada por la 

causal contemplada en el literal “a” del artículo 197 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, relacionada 

a atraso y/o paralizaciones por causas no atribuibles a mi 

representada, ocasionado por la imposibilidad de ejecutar las 

partidas correspondientes a la ruta crítica por efecto de las 

precipitaciones pluviales. 

 

Pretensión accesoria a la Cuarta Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos 

directos vinculados a la ampliación de plazo N° 05, el cual equivale 

a la suma de S/ 192,003.88 (Ciento Noventa y Dos Mil Tres con 

88/100 Soles), más los respectivos intereses hasta su fecha efectiva 

de pago. 
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Quinta Pretensión Principal: 

Que el tribunal determine que no corresponde la aplicación ni 

cobro de penalidades ni tampoco descuentos en las 

valorizaciones desde el mes de mayo hasta diciembre del 2021, 

ascendente a S/ 570,759.00. Por tanto, que el Tribunal ordene a la 

Entidad pagar al Consorcio la suma de S/ 570,759.00 (Quinientos 

Setenta Mil Setecientos Cincuenta y Nueve con 00/100), por los 

conceptos que efectivamente deben ser cancelados y fueron 

cobrados en las Valorizaciones correspondientes desde el mes de 

mayo hasta diciembre del 2021. 

 

Sexta Pretensión Principal: 

Que el tribunal arbitral reconozca y/o apruebe y/o ordene al 

gobierno regional de Cajamarca el pago al Consorcio de los 

mayores gastos generales incurridos durante el periodo de 

Suspensión del plazo de la obra verificado entre los meses de enero 

y abril de 2021, ascendente a S/ 696,181.00. 

 

Séptima Pretensión Principal: 

Que el tribunal arbitral reconozca y/o apruebe y/u ordene a la 

Entidad el reconocimiento y pago al Consorcio de los intereses 

legales irrogados por la demora en el pago de las valorizaciones 

N° 07 de setiembre y N°08 de octubre del 2021, los cuales en 

conjunto suman S/1,087.14 (Mil ochenta y siete con 14/100 soles). 

 

Octava Pretensión Principal: 

Que el tribunal arbitral declare la invalidez y/o ineficacia y/o 

nulidad de la Resolución de Gerencia General Regional N° D17-

2022-GR-CAJ-GGR-DRAJ comunicada con carta notarial N° D41-

2022-GR.CAJ-GGR-DRAJ, mediante el cual el Gobierno Regional 

De Cajamarca decidió resolver el Contrato N° 001-2020-CGR-GGR. 

 

Novena Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral apruebe la Solicitud de Ampliación de 

Plazo N° 06 por 94 días calendario solicitada y sustentada por mi 

representada mediante Carta N° 376-2022-CCC, motivada por la 

causal contemplada en el literal “a” del artículo 197 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, relacionada 

a atraso y/o paralizaciones por causas no atribuibles a mi 

representada, ocasionado por la imposibilidad de ejecutar las 

partidas correspondientes a la ruta crítica por efecto de que en 
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sectores de la carretera persistían interferencias por la falta de 

saneamiento físico legal que le correspondía realizar a la Entidad. 

 

Pretensión accesoria a la Novena Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos 

directos vinculados a la ampliación de plazo N° 06, el cual equivale 

a la suma de S/ 905,360.38 (novecientos cinco mil trescientos 

sesenta con 38/100 soles), más los respectivos intereses hasta su 

fecha efectiva de pago. 

 

Décima Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral apruebe la Solicitud de Ampliación de 

Plazo N° 07 por 57 días calendario solicitada y sustentada por mi 

representada mediante Carta N° 378-2022-CCC, motivada por la 

causal contemplada en el literal “a” del artículo 197 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, relacionada 

a atraso y/o paralizaciones por causas no atribuibles a mi 

representada, ocasionado por la imposibilidad de ejecutar las 

partidas correspondientes a la ruta crítica de movimiento de tierras 

generado por falta de definición de talud por omisión del 

Expediente Técnico y Demora de absolución de consulta. 

 

Pretensión accesoria a la Décima Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos 

directos vinculados a la ampliación de plazo N° 07, el cual equivale 

a la suma de S/550,926.98 (quinientos cincuenta mil novecientos 

veinte seis con 98/100 soles), más los respectivos intereses hasta su 

fecha efectiva de pago. 

 

Décimo Primera Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral apruebe la Solicitud de Ampliación de 

Plazo N° 08 por 57 días calendario solicitada y sustentada por mi 

representada mediante Carta N° 380-2022-CCC, motivada por la 

causal contemplada en el literal “a” del artículo 197 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, relacionada 

a atraso y/o paralizaciones por causas no atribuibles a mi 

representada, ocasionado por la imposibilidad de ejecutar las 

partidas de perfilado y compactado de subrasante, sub base y 

base granular por falta de definición valores de las deflexiones 
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admisibles a nivel de subrasante, sub base y base granular, omisión 

del Expediente Técnico. 

 

Pretensión accesoria a la Décimo Primera Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos 

directos vinculados a la ampliación de plazo N° 08, el cual equivale 

a la suma de S/ 550,926.98 (quinientos cincuenta mil novecientos 

veinte seis con 98/100 soles), más los respectivos intereses hasta su 

fecha efectiva de pago. 

 

Décimo Segunda Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral apruebe la Solicitud de Ampliación de 

Plazo N° 09 por 56 días calendario solicitada y sustentada por mi 

representada mediante Carta N° 382-2022-CCC, motivada por la 

causal contemplada en el literal “a” del artículo 197 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, relacionada 

a atraso y/o paralizaciones por causas no atribuibles a mi 

representada, ocasionado por la imposibilidad de ejecutar las 

partidas de la carretera en sectores por interferencia de tuberías 

existentes en la vía proyectada. 

 

Pretensión accesoria a la Décimo Segunda Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos 

directos vinculados a la ampliación de plazo N° 09, el cual equivale 

a la suma de S/ 541,803.65 (quinientos cuarenta y un mil 

ochocientos tres con 65/100 soles), más los respectivos intereses 

hasta su fecha efectiva de pago. 

 

Décimo Tercera Pretensión Principal: 

Que el tribunal arbitral reconozca y/o apruebe y/u ordene a la 

Entidad el pago al Consorcio de las valorizaciones N° 09 y 10, 

correspondiente al mes de noviembre de 2021 (por S/ 477,223.45) 

y diciembre de 2021 (por S/ 997,248.95) así como el reconocimiento 

de intereses por la demora en el pago. 

 

Décimo Cuarta Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad y/o invalidez y/o 

ineficacia parcial de la Resolución Gerencial Regional N° D000196-

2021-GRC-GRI en el extremo de los 110 días denegados de los 116 

días calendarios solicitados mediante Solicitud de Ampliación de 
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Plazo N° 02; asimismo que el Tribunal Arbitral declare la nulidad y/o 

invalidez y/o ineficacia de la: 

 

1. Resolución Gerencial Regional N° D000194-2021-GRC-GRI 

mediante la cual el Gobierno Regional de Cajamarca declaró 

improcedente la ampliación de plazo N° 03 por setenta (70) 

días calendario. 

2. Resolución Gerencial Regional N° D5-2022-GR-CAJ-GRI-DRAJ, 

mediante el cual el Gobierno Regional de Cajamarca declaró 

improcedente la ampliación de plazo N° 04 por dos (2) días 

calendario. 

3. Resolución Gerencial Regional N° D11-2022-GR-CAJ-GRI-DRAJ, 

mediante el cual el Gobierno Regional de Cajamarca declaró 

improcedente la ampliación de plazo N°05 por veinte (20) días 

calendario. 

4. Resolución Gerencial Regional N°D30-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, 

mediante el cual el Gobierno Regional de Cajamarca declaro 

improcedente la ampliación de plazo N°6 por noventa y cuatro 

(94) días calendario. 

5. Resolución Gerencial Regional N°D31-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, 

mediante el cual el Gobierno Regional de Cajamarca declaro 

improcedente la ampliación de plazo N°7 por cincuenta y siete 

(57) días calendario. 

6. Resolución Gerencial Regional N°D32-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, 

mediante el cual el Gobierno Regional de Cajamarca declaro 

improcedente la ampliación de plazo N° 8 por cincuenta y 

siete (57) días calendario. 

7. Resolución gerencial Regional N°D33-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, 

mediante el cual el Gobierno Regional de Cajamarca declaro 

improcedente la ampliación de plazo N° 9 por cincuenta y seis 

(56) días calendario.” 

 

3.22. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 09-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 4 de mayo de 2022, otorgó un plazo de tres (3) días hábiles al 

Contratista, a efectos de que cumpla con subsanar las omisiones 

anotadas en dicha Comunicación. 

 

3.23. Con fecha 6 de mayo de 2022, la Entidad contestó la demanda arbitral 

originaria. 
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3.24. Con fecha 9 de mayo de 2022, el Contratista subsanó las observaciones 

anotadas a través de la Comunicación N° 09-2022/SA-CA-RENA de fecha 

4 de mayo de 2022. 

 

3.25. Con fecha 18 de mayo de 2022, la Entidad contestó la primera, segunda 

y tercera demanda arbitral acumulada. 

 

3.26. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 11-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 1 de junio de 2022, corrió traslado a la Entidad, del pedido de 

acumulación contenido en la Carta N° 423-2022-CCC con asunto 

“Solicitamos formalmente la acumulación de pretensiones al arbitraje 

contra el Gobierno Regional de Cajamarca” presentado por el 

Contratista, por el plazo de tres (3) días hábiles, a efectos de que 

manifieste lo correspondiente a su derecho. 

 

3.27. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 12-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 6 de junio de 2022, procedió a admitir a trámite la primera, 

segunda y tercera demanda arbitral acumulada presentada por el 

Contratista. 

 

3.28. Asimismo, mediante Comunicación N° 13-2022/SA-CA-RENA de fecha 7 

de junio de 2022, la Secretaria Arbitral admitió a trámite la contestación 

de la demanda arbitral original. 

 

3.29. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución N° 5 de fecha 07 de junio de 2022, 

dejó constancia que la Entidad no ejerció su derecho a absolver el 

traslado conferido mediante Comunicación Nº 11-2022 de fecha 1 de 

junio de 2022; asimismo, admitió la solicitud de acumulación de 

pretensiones contenida en la Carta N° 423-2022-CCC de fecha 24 de 

mayo de 2022 presentado por el Contratista; en consecuencia, otorgó a 

dicha parte un plazo de diez (10) días hábiles, contado desde notificados 

con dicha Resolución, a fin de que presente su demanda arbitral 

acumulada. 

 

3.30. En ese sentido, con fecha 22 de junio de 2022, el Contratista presentó su 

cuarta demanda arbitral acumulada, con las siguientes pretensiones: 

 

“Décima Quinta Pretensión Principal: 

Que, el Tribunal Arbitral declare consentida la Resolución de 

Contrato N° 001-2020-GRC-GGR, notificada por el Consorcio 

Carretera Cajamarca al Gobierno Regional de Cajamarca a 

través de la Carta Notarial N° 411-2022-CCC.” 
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3.31. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 14-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 28 de junio de 2022, corrió traslado de la cuarta demanda 

arbitral acumulada y los medios probatorios ofrecidos con fecha 22 de 

junio de 2022 por el Contratista a la Entidad otorgándole un plazo de diez 

(10) días hábiles para que cumpla en contestarla. 

 

3.32. En ese sentido, con fecha 13 de julio de 2022, la Entidad contestó la 

cuarta demanda arbitral acumulada. 

 

3.33. Al respecto, la Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 17-

2022/SA-CA-RENA de fecha 21 de julio de 2022, otorgó un plazo de tres 

(3) días hábiles a la Entidad, a fin de que proceda a levantar las 

observaciones efectuadas en dicha Comunicación; sin perjuicio de ello, 

admitió la contestación de la primera, segunda y tercera demanda 

arbitral acumulada. 

 

3.34. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 18-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 21 de julio de 2022, admitió la contestación de la cuarta 

demanda arbitral acumulada. 

 

3.35. Con fecha 26 de julio de 2022, la Entidad solicitó un plazo adicional de 10 

días a fin de cumplir con lo requerido a través de la Comunicación N° 17-

2022/SA-CA-RENA de fecha 21 de julio de 2022. 

 

3.36. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 19-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 11 de agosto de 2022, corrió traslado a la Entidad del escrito 

con sumilla “Precisamos redacción y orden de las pretensiones 

formuladas por el consorcio” de fecha 8 de agosto de 2022 presentado 

por el Contratista por el plazo de cinco (5) días hábiles, a efectos de que 

manifieste lo que estime pertinente a su derecho. 

 

3.37. Con fecha 17 de agosto de 2022, la Entidad absolvió el traslado conferido 

a través de la Resolución N° 3 y solicitó no tener por aceptada las 

precisiones de pretensiones realizadas por el Contratista. 

 

3.38. Con fecha 18 de agosto de 2022, la Entidad absolvió el traslado conferido 

a través de la Comunicación N° 19-2022/SA-CA-RENA de fecha 11 de 

agosto de 2022 y solicitó tener por no presentado el escrito del Contratista 

sobre la precisión de pretensiones. 
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3.39. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 20-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 23 de agosto de 2022, solicitó a la Entidad que en el plazo de 

tres (03) días hábiles, contado desde notificado con dicha 

Comunicación, cumpla con efectuar y/o acreditar el registro en el SEACE 

de los datos de los árbitros que conforman el Tribunal Arbitral y del 

Secretario Arbitral. 

 

3.40. Al respecto, con fecha 23 de agosto de 2022, la Entidad presentó los 

documentos que fueron requeridos a través de la Comunicación N° 17-

2022/SA-CA-RENA. 

 

3.41. Con fecha 09 de setiembre de 2022, la Entidad cumplió con el registro del 

Tribunal Arbitral en la página del SEACE. 

 

3.42. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 212022/SA-CA-RENA 

de fecha 14 de septiembre de 2022, tuvo por absuelto por parte de la 

Entidad el traslado conferido mediante la Comunicación N° 17-2022/SA-

CA-RENA, y por ofrecidos los medios probatorios “2-B, 2-E, 2-F, 2-H y 2-I”. 

 

3.43. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 22-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 14 de septiembre de 2022, señaló que hubo un error en los datos 

registrados en el SEACE en cuanto al nombre del Secretario Arbitral. 

 

3.44. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución N° 6 de fecha 16 de setiembre de 

2022, resolvió que se tuviera por absuelto el traslado conferido a la 

Entidad mediante Comunicación Nº 19; asimismo, tuvo por modificadas 

las pretensiones contenidas en la demanda arbitral originaria de fecha 

21 de abril de 2022. 

 

3.45. Con fecha 30 de setiembre de 2022, la Entidad complementó la 

contestación de las demandas acumuladas. 

 

3.46. Con fecha 06 de octubre de 2022, el Contratista solicitó la quinta 

acumulación de pretensiones. 

 

3.47. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 23-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 18 de octubre de 2022, indicó que la Entidad complementó los 

argumentos de su contestación a la primera demanda arbitral originaria, 

primera demanda arbitral acumulada, segunda demanda arbitral 

acumulada, tercera demanda arbitral acumulada y cuarta demanda 

arbitral acumulada. 

 



   Exp. 26-2021/CA-RENA 
 

Página 21 de 291 

 

3.48. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 25-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 18 de octubre de 2022, corrió traslado a la Entidad del pedido 

de acumulación contenido en el escrito con sumilla “Acumulación de 

pretensión”, referente a la quinta acumulación de pretensiones 

formulado por el Contratista, por el plazo de tres (3) días hábiles, a efectos 

de que manifieste lo que estime pertinente a su derecho. 

 

3.49. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución N° 7 de fecha 20 de octubre de 

2022, fijó los puntos controvertidos derivados de la demanda arbitral 

originaria y de la primera, segunda, tercera y cuarta demanda arbitral 

acumulada; asimismo, admitió los medios probatorios ofrecidos por la 

Entidad y el Contratista. 

 

3.50. Con fecha 21 de octubre de 2022, la Entidad formuló excepción de 

caducidad de la décimo octava pretensión principal de la pretensión 

formulada por el Contratista. 

 

3.51. En ese sentido, la Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 27-

2022/SA-CA-RENA de fecha 24 de octubre de 2022, corrió traslado al 

Contratista de la excepción de caducidad a efectos de que en un plazo 

de cinco (5) días hábiles, pueda ejercer su derecho a pronunciarse. 

 

3.52. Con fecha 27 de octubre de 2022, el Contratista solicitó al Tribunal Arbitral 

precisión y consentimiento respecto a la secuencia de pretensiones 

presentadas. 

 

3.53. Con fecha 28 de octubre de 2022, el Contratista respondió la excepción 

de caducidad. 

 

3.54. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución N° 8 de fecha 15 de noviembre 

de 2022, citó a las partes a la Audiencia Especial de Ilustración sobre 

Excepción de Caducidad. 

 

3.55. Con fecha 24 de noviembre de 2022, el Contratista presentó el Escrito Nº 

25, donde comunicó que no existe algún otro arbitraje sobre este 

Contrato en otro Centro Arbitral. 

 

3.56. Asimismo, el 29 de noviembre de 2022, la Entidad solicitó la acumulación 

de pretensiones. 

 

3.57. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 29-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 7 de diciembre de 2022, corrió traslado al Contratista del pedido 
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de acumulación contenido en el escrito con sumilla “Solicita 

acumulación de pretensiones” formulado por la Entidad, por el plazo de 

tres (3) días hábiles, contado desde notificados con dicha 

Comunicación, a efectos de que manifieste lo que estime pertinente a su 

derecho. 

 

3.58. Con fecha 14 de diciembre de 2022, el Contratista absolvió el traslado 

conferido a través de la Comunicación N° 29-2022/SA-CA-RENA de fecha 

7 de diciembre de 2022. 

 

3.59. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución N° 9 de fecha 15 de diciembre 

de 2022, resolvió que se dejara constancia que la Entidad no cumplió con 

el mandato realizado a través de la Resolución N° 7. 

 

3.60. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 10 de fecha 15 de diciembre 

de 2022, resolvió que se corriese traslado a la Entidad para que manifieste 

lo conveniente a su derecho del escrito de fecha 27 de octubre 

presentado por el Contratista. 

 

3.61.  El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 11 de fecha 15 de diciembre 

de 2022, resolvió que se cite a las partes a dos Audiencias de ilustración 

de Hechos, Aspectos Técnicos y Probatorios para los días 5 y 6 de enero 

de 2023 a las 14:30 horas. 

 

3.62. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 12 de fecha 15 de diciembre 

de 2022, resolvió que se tuviera presente el escrito presentado por el 

Contratista de fecha 24 de noviembre de 2022. 

 

3.63. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 13 de fecha 15 de diciembre 

de 2022, resolvió que se declare infundada la excepción de caducidad 

deducida por la Entidad contra la octava pretensión principal de la 

demanda acumulada presentada por el Contratista. 

 

3.64. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 14 de fecha 20 de diciembre 

de 2022, resolvió que se tuviera por absuelto el traslado conferido al 

Contratista de fecha 7 de diciembre de 2022 mediante Comunicación Nº 

29. Asimismo, se declaró improcedente la oposición formulada por el 

Contratista de fecha 14 de diciembre de 2022; de igual forma, admitió la 

solicitud de Acumulación de Pretensiones formulada por la Entidad de 

fecha 29 de noviembre de 2022. 
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3.65. Con fecha de 21 de diciembre de 2022, la Entidad solicitó una ampliación 

de plazo por tres (03) días para manifestar lo conveniente a su derecho 

respecto a la fijación de puntos controvertidos. 

 

3.66. Asimismo, el 21 de diciembre de 2022, la Entidad presentó el escrito 

donde solicitó la reconsideración a la Resolución Nº 9. 

 

3.67. Asimismo, con fecha 21 de diciembre de 2022, la Entidad presentó el 

escrito donde solicitó la ampliación de plazo para contestar la Resolución 

Nº 10 de fecha 16 de noviembre de 2022. 

 

3.68. De igual forma, con fecha 21 de diciembre de 2022, la Entidad presentó 

el escrito donde solicitó la ampliación de plazo para contestar la 

Resolución Nº 13 de fecha 15 de diciembre del 2022. 

 

3.69. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 14 de fecha 21 de diciembre 

de 2022, tuvo por absuelto el traslado conferido del Contratista, declaró 

improcedente la oposición formulada por el Contratista a través del 

escrito con sumilla “Rechazamos acumulación de pretensiones” 

presentado con fecha 14 de diciembre de 2022 y admitió la solicitud de 

la acumulación de las pretensiones formuladas por la Entidad. 

 

3.70. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 15 de fecha 21 de diciembre 

de 2022, declaró consentidos los puntos controvertidos de la demanda 

Arbitral originaria de fecha 21 de abril de 2022 presentada por el 

Contratista, y de la Primera, Segunda y Tercera Demanda Arbitral 

Acumulada de fecha 29 de abril de 2022 por el Contratista y la Cuarta 

demanda arbitral Acumulada interpuesta por el Contratista de fecha 22 

de junio de 2022. 

 

3.71. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 16 de fecha 21 de diciembre 

de 2022, resolvió que se admita la Quinta solicitud de Acumulación de 

Pretensiones formulada por el Contratista mediante escrito de fecha 6 de 

octubre de 2022. 

 

3.72. Asimismo, el 22 de diciembre de 2022, la Entidad formuló reconsideración 

a la Resolución Nº 13. 

 

3.73. Con fecha 27 de diciembre de 2022, la Entidad formuló reconsideración 

a la Resolución Nº 15. 
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3.74. Asimismo, el 27 de diciembre de 2022, solicitó la Reprogramación de 

Audiencias de Ilustración de hechos, Aspectos Técnicos y probatorios. 

 

3.75. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 31-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 28 de diciembre de 2022, corrió traslado del pedido de 

reprogramación de Audiencia de Ilustración de Hechos al Contratista el 

mismo por un plazo de tres (3) días hábiles, a efectos de que manifieste 

lo conveniente a su derecho. 

 

3.76. Con fecha 29 de diciembre de 2022, el Contratista indicó que estaba en 

desacuerdo con la reprogramación de la Audiencia de Ilustración de 

Hechos previstas para el día 05 y 06 de enero de 2023. 

 

3.77. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 17 de fecha 5 de enero de 

2023, resolvió que se programe la Audiencia de Informes Orales para los 

días 25 y 26 de enero de 2023 a las 10:00 horas del día. 

 

3.78. Con fecha 09 de enero de 2023, el Contratista presentó la quinta 

demanda arbitral acumulada, con la siguiente pretensión: 

 

“DECIMO OCTAVA PRETENSION PRINCIPAL: 

Que el tribunal arbitral declare la nulidad, invalidez y/o ineficacia 

de la carta notarial N°D1-2022-GR.CAJ-GR.DRAJ y la Resolución 

Ejecutiva Regional N° D216-2022-GR.CAJ/GR, mediante el cual el 

Gobierno Regional de Cajamarca declara la nulidad de oficio del 

contrato N° 001-2020-GRC-GGR.” 

 

3.79. Con fecha 10 de enero de 2023, la Entidad presentó su demanda 

acumulada2, con las siguientes pretensiones: 

 

- “PRIMERA PRETENSIÓN PRINCIPAL: 

Que el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia legal, de las 

Cartas Notariales: 

 

a) CARTA NOTARIAL N° 411-2022-CCC, de fecha 27 de enero del 

2022, y notificada al GOBIERNO REGIONAL DE CAJAMARCA, con 

fecha 31 de enero del 2022; y a través de la cual, el Consorcio 

Carretera Cajamarca, resolvió el Contrato N° 01-2020-GRC- GGR; 

 
2 Entiéndase reconvención. 
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b) Carta NOTARIAL N° 340-2021-CCC, a través de la cual, el Consorcio 

Carretera Cajamarca, requiere a la Entidad, el cumplimiento de 

obligaciones, bajo apercibimiento de Resolución Contractual. 

 

- SEGUNDA PRETENSIÓN PRINCIPAL: 

Que se declare válida y eficaz, la resolución del Contrato N° 01-2022- 

CCC, contenida en la Resolución de Gerencia General Regional N° D17-

2022-GR-CAJ-GGR.DRAJ del Gobierno Regional de Cajamarca, y 

notificada al Consorcio Carretera Cajamarca, a través de la Carta 

Notarial N° D41-2002-GR.CAJ-DRAJ, de fecha 31 de enero del 2022. 

 

- TERCERA PRETENSIÓN PRINCIPAL: 

Que el tribunal arbitral declare que el Gobierno Regional de Cajamarca 

pueda ejecutar las Cartas Fianzas de Fiel Cumplimiento, Adelanto Directo 

y Adelanto de Materiales otorgadas por la empresa CONSORCIO 

CARRETERA CAJAMARCA, y a la vez, ordene a la empresa cumpla con 

cancelar al Gobierno Regional de Cajamarca la suma total del contrato 

como indemnización de los daños ocasionados, con la indebida 

resolución de contrato. 

 

- CUARTA PRETENSIÓN PRINCIPAL: 

Que el Tribunal Arbitral, ordene al Consorcio Carretera Cajamarca, 

asuma en su totalidad el pago de los costos del arbitraje.” 

 

3.80. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 32-2022/SA-CA-RENA 

de fecha 20 de enero de 2023, corrió traslado de la quinta demanda 

arbitral, y los medios probatorios adjuntos a ésta presentado por el 

Contratista a la Entidad otorgándole un plazo de diez (10) días hábiles, 

contado desde notificados con dicha Comunicación, para que cumpla 

con contestarla. 

 

3.81. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 33-2023/SA-CA-RENA 

de fecha 20 de enero de 2023, corrió traslado de la demanda arbitral 

presentado por la Entidad, y los medios probatorios adjuntos a esta al 

Contratista otorgándole un plazo de diez (10) días hábiles, contado 

desde notificados con dicha Comunicación para que cumpla con 

contestarla. 

 

3.82. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 18 de fecha 25 de enero de 

2023, declaró infundado el recurso de reconsideración formulado por el 

Contratista en contra de la Resolución Nº 13. 
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3.83. Asimismo, el 30 de enero de 2023, la Entidad absolvió el traslado sobre la 

fijación de puntos controvertidos fijados por el Tribunal Arbitral. 

 

3.84. Con fecha 03 de febrero de 2023, el Contratista contestó la demanda 

arbitral de la Entidad y formuló excepción de caducidad contra la 

primera pretensión principal de la demanda presentada por el Gobierno 

Regional de Cajamarca, consistente en: 

 

 

 
 

3.85. Asimismo, con fecha 03 de febrero de 2023, la Entidad contestó la quinta 

demanda arbitral acumulada presentado por el Contratista. 

 

3.86. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 36-2023/SA-CA-RENA 

de fecha 13 de febrero de 2023, tuvo por contestada la quinta demanda 

arbitral acumulada formulada por el Contratista. 

 

3.87. La Secretaría Arbitral, mediante Comunicación N° 37-2023/SA-CA-RENA 

de fecha 13 de febrero de 2023, tuvo por contestada la demanda arbitral 

acumulada formulada por la Entidad por parte del Contratista y se corrió 

traslado de la excepción de caducidad. 

 

3.88. Con fecha 13 de febrero de 2023, el Contratista solicitó la reprogramación 

de la Audiencia de Ilustración. 

 

3.89. Con fecha 01 de marzo de 2023, la Entidad absolvió la excepción de 

caducidad formulada por el Contratista. 

 

3.90. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 21 de fecha 06 de marzo de 

2023, dispuso que se precisen los puntos controvertidos fijados mediante 

Resolución Nº 7 de fecha 20 de octubre de 2022. 
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3.91. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 22 de fecha 06 de marzo de 

2023, resolvió que se decrete la suspensión del trámite de las actuaciones 

arbitrales por un periodo de treinta (30) días naturales derivadas de la 

demanda arbitral de fecha 10 de enero de 2023 presentadas por la 

Entidad. 

 

3.92. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 23 de fecha 06 de marzo de 

2023, resolvió que se decrete la suspensión del trámite de las actuaciones 

arbitrales por un periodo de treinta (30) días naturales derivadas de la 

demanda arbitral originaria de fecha 21 de abril de 2022, primera, 

segunda y tercera demanda arbitral acumulada de fecha 29 de abril de 

2022 y cuarta demanda arbitral acumulada de fecha 13 de julio de 2022 

presentada por el contratista. 

 

3.93. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 24 de fecha 30 de marzo de 

2023, resolvió precisando a las partes que las actuaciones arbitrales 

relativas a la quinta demanda arbitral acumulada presentada por el 

contratista con fecha 9 de enero de 2023 no fueron suspendida; 

asimismo, fijó los puntos controvertidos derivados de la quinta demanda 

arbitral acumulada y admitió los medios probatorios presentados por el 

contratista a través de su quinta demanda arbitral acumulada 

interpuesta con fecha 9 de enero de 2023. 

 

3.94. Con fecha 4 de abril de 2023, la Entidad solicitó un plazo de cinco (05) 

días para cumplir con la cancelación de los gastos arbitrales. 

 

3.95. Con fecha 10 de abril de 2023, el Contratista solicitó el desistimiento de 

las siguientes pretensiones: 

 

Segunda Pretensión Principal: Que, el Tribunal Arbitral declare la 

nulidad de la Resolución Gerencial N°D000194- 2021-GRC-GRI, 

notificada mediante oficio N°D002533-2021-GRC-SG, y que 

revirtiendo lo decidido por la Entidad, ampare la Solicitud de 

Ampliación de Plazo N° 03 por 70 días calendario solicitada y 

sustentada mediante carta N°203-2021-CCC, motivada por la 

causal contemplada en el literal “b” del artículo 197 del 

reglamento de la ley de Contrataciones del Estado, relacionada a 

la necesidad de un plazo adicional para la ejecución de la 

prestación adicional de obra, ocasionado por la imposibilidad de 

ejecutar las partidas de preparación de material para sub base en 

cantera y preparación de material para base en cantera, 
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preparación de material para mejoramiento y preparación de 

material IP = 0 en cantera. 

 

Pretensión accesoria a la Segunda Pretensión Principal: En caso se 

ampare la segunda pretensión principal, que el Tribunal Arbitral 

ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del Consorcio, los 

mayores gastos generales y mayores costos directos vinculados a 

la ampliación de plazo N° 03, el cual equivale a la suma de 

S/670,124.14 (seiscientos setenta mil ciento veinticuatro con 14/100 

soles), más los respectivos intereses hasta su fecha efectiva de 

pago. 

 

Pretensión subordinada a la segunda pretensión principal: En caso 

no se ampare la segunda pretensión principal, que el Tribunal 

Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial de la Resolución 

Gerencial Regional N°D000194-2021-GRC-GRI mediante la cual 

declaro improcedente la Ampliación de plazo N°03 por setenta 

(70) días calendario, y que revirtiendo lo decidido por la Entidad 

nos conceda el plazo solicitado. 

 

Pretensión accesoria a la pretensión subordinada a la segunda 

pretensión principal: En caso se ampare la pretensión subordinada 

a la segunda pretensión principal, que el Tribunal Arbitral ordene a 

la Entidad reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores 

gastos generales y mayores costos directos vinculados a la 

ampliación de plazo N°03, el cual equivale a la suma de 

S/670,124.01 (seiscientos setenta mil ciento veinticuatro con 14/100 

soles), más los respectivos intereses hasta su fecha efectiva de 

pago. 

 

Cuarta pretensión principal: Que, el Tribunal Arbitral declare la 

nulidad de la Resolución Gerencial N°D0005-2022- GRC-GRI, y que 

revirtiendo lo decidido por la Entidad, ampare la Solicitud de 

Ampliación de Plazo N° 04 por 02 días calendario solicitada y 

sustentada mediante Carta N°357-2022-CCC, motivada por la 

causal contemplada en el literal “a” del artículo 197 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, relacionada 

a atraso y/o paralizaciones por causas no atribuibles a mi 

representada, ocasionado por la imposibilidad de ejecutar las 

partidas que pertenecen a la ruta crítica por falta de Supervisión 

en obra. 
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Pretensión accesoria a la Cuarta Pretensión Principal: En caso se 

ampare la quinta pretensión principal, que el Tribunal Arbitral 

ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del Consorcio, los 

mayores gastos generales y mayores costos directos vinculados a 

la ampliación de plazo N° 04, el cual equivale a la suma de 

S/19,362.00 (diecinueve mil trescientos sesenta y dos con 00/100 

soles), más los respectivos intereses hasta su fecha efectiva de 

pago. 

 

Pretensión Subordinada a la Cuarta Pretensión Principal: En caso 

no se ampare la Quinta Pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral 

ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del Consorcio, los 

mayores gastos generales y mayores costos directos vinculados a 

la ampliación de plazo N° 04, el cual equivale a la suma de S/ 

19,362.00 (diecinueve mil trescientos sesenta y dos con 00/100 

soles), más los respectivos intereses hasta su fecha afectiva de 

pago. 

 

Quinta Pretensión Principal: Que, el Tribunal Arbitral declare la 

nulidad de la Resolución Gerencial N° D0011- 2022-GRC-GRI, y que 

revirtiendo lo decidido por la Entidad, ampare la Solicitud de 

Ampliación de plazo N° 05 por 20 días calendarios solicitada y 

sustentada mediante Carta N°370-2022-CCC, motivada por la 

causal contemplada en el literal “a” del artículo 197 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, relacionada 

a atraso y/o paralizaciones por causas no atribuibles al 

Demandante, ocasionado por la imposibilidad de ejecutar las 

partidas correspondientes a la ruta crítica por efecto de las 

precipitaciones pluviales. 

 

Pretensión accesoria a la Quinta Pretensión Principal: En caso se 

ampare la sexta pretensión principal, que el Tribunal Arbitral 

ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del Consorcio, los 

mayores gastos generales y mayores costos directos vinculados a 

la ampliación de plazo N° 05 el cual equivale a la suma de 

S/192,003.88 (ciento noventa y dos mil tres con 88/100 soles), más 

los respectivos intereses hasta su fecha efectiva de pago. 

 

Pretensión Subordinada a la Quinta Pretensión Principal: En caso no 

se ampare la Sexta Pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral 

declare la invalidez y/o ineficacia parcial de la Resolución 

Gerencial Regional N° D11-2022-GR-CAJGRI-DRAJ, mediante el 
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cual el Gobierno Regional de Cajamarca declaro improcedente 

la ampliación de plazo N°05 por veinte (20) días calendario. 

 

Pretensión Accesoria a la Pretensión Subordinada a la Quinta 

Pretensión Principal: En caso se ampare la Pretensión Subordinada 

a la Sexta Pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la 

Entidad reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores 

gastos generales y mayores costos directos vinculados a la 

ampliación de plazo N° 05, el cual equivale a la suma de 

S/192,003.88 (ciento noventa y dos mil tres con 88/100 soles), más 

los respectivos intereses hasta su fecha efectiva de pago. 

 

Octava Pretensión Principal: Que, el Tribunal Arbitral reconozca y/o 

apruebe y/u ordene a la Entidad el reconocimiento y pago al 

Consorcio de los intereses legales irrogados por la demora en el 

pago de las valorizaciones N° 07 de setiembre y N° 08 de octubre 

del 2021, los cuales en conjunto suman S/1,087.14 (mil ochenta y 

siete con 14/100 soles). 

 

Décimo Segunda Pretensión Principal: Que, el Tribunal Arbitral 

declare la nulidad de la Resolución Gerencial N° D0032- 2022-GRC-

GRI, y que revirtiendo lo decidido por la Entidad, ampare la 

Solicitud de Ampliación de plazo N°08 por 57 días calendario 

solicitada y sustentada mediante carta N°380-2022-CCC, 

motivada por la causal contemplada en el literal “a” del artículo 

197 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, 

relacionada a atraso y/o paralizaciones por causas no atribuibles 

al Demandante, ocasionado por la imposibilidad de ejecutar las 

partidas de perfilado y compactado de subrasante, sub base y 

base granular por falta de definición valores de las deflexiones 

admisibles a nivel del subrasante, sub base y base granular, omisión 

del Expediente técnico. 

 

Pretensión accesoria a la Décimo Segunda Pretensión Principal: En 

caso se ampare la Décima Tercera Pretensión Principal, que el 

Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N°08, el cual equivale a la 

suma de S/550,926.98 (quinientos cincuenta mil novecientos 

veintiséis con 98/100 soles), más los respectivos intereses hasta su 

fecha efectiva de pago. 
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Pretensión subordinada a la Décimo Segunda Pretensión Principal: 

En caso no se ampare la Décimo Tercera Pretensión Principal, que 

el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial de la 

Resolución Gerencial Regional N°D32-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, 

mediante el cual el Gobierno Regional de Cajamarca declaro 

improcedente la ampliación de plazo N°08 por cincuenta y siete 

(57) días calendario. 

 

Pretensión accesoria a la pretensión subordinada a la Décimo 

Segunda pretensión principal: En caso se ampare la pretensión 

subordinada a la Décimo Tercera pretensión principal, que el 

Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N°08, el cual equivale a la 

suma de S/550,926.98 (quinientos cincuenta mil novecientos 

veintiséis con 98/100 soles), más los respectivos intereses hasta su 

fecha efectiva de pago. 

 

Décimo Tercera Pretensión Principal: Que, el Tribunal Arbitral 

declare la nulidad de la Resolución Gerencial N°D0033-2022- GRC-

GRI, y que revirtiendo lo decidido por la Entidad, ampare la 

Solicitud de Ampliación de plazo N° 09 por 56 días calendario 

solicitada y sustentada por mi representada mediante carta N°382- 

2022-CCC, motivada por la causal contemplada en el literal “a” 

del artículo 197 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del 

Estado, relacionada a atraso y/o paralizaciones por causas no 

atribuibles al Demandante, ocasionado por la imposibilidad de 

ejecutar las partidas de la carretera en sectores por interferencias 

de tuberías existentes en la vía proyectada. 

 

Pretensión accesoria a la Décimo Tercera Pretensión Principal: En 

caso se ampare la Décimo Cuarta Pretensión Principal, que el 

Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N°09, el cual equivale a la 

suma de S/541,803.65 (quinientos cuarenta y un mil ochocientos 

tres con 65/100 soles), más los respectivos intereses hasta su fecha 

efectiva de pago. 

 

Pretensión subordinada a la Décimo Tercera Pretensión Principal: 

En caso no se ampare la Décimo Cuarta Pretensión Principal, que 

el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial de la 
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Resolución Gerencial Regional N° D33-2022-GR.CAJ- GRI-DRAJ, 

mediante el cual el Gobierno Regional de Cajamarca declaro 

improcedente la ampliación de plazo N°09 por cincuenta y seis 

(56) días calendario. 

 

Pretensión accesoria a la pretensión subordinada a la Décimo 

Tercera Pretensión Principal: En caso se ampare la pretensión 

subordinada a la Décimo Cuarta Pretensión Principal, que el 

Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N°09, el cual equivale a la 

suma de S/541,803.65 (quinientos cuarenta y un mil ochocientos 

tres con 65/100 soles), más los respectivos intereses hasta su fecha 

efectiva de pago. 

 

 

3.96. Con fecha 17 de mayo de 2023, la Entidad solicitó una ampliación de 

plazo para cumplir con el pago total de gastos arbitrales y continuar con 

el proceso arbitral. 

 

3.97. Mediante Resolución N° 25, se: (i) levantó la suspensión del trámite de las 

actuaciones arbitrales correspondientes a la demanda arbitral original, la 

primera, segunda tercera y cuarta demanda arbitral acumulada 

presentada por el Consorcio; (ii) se excluyeron del arbitraje las 

pretensiones sobre las que el Consorcio había formulado desistimiento; se 

establecieron cuales resultaban ser las pretensiones que continuaban 

siendo materia del presente arbitraje y sus respectivos puntos 

controvertidos que se derivan de la demanda arbitral originaria, primera, 

segunda, tercera y cuarta demanda arbitral acumulada del Consorcio. 

 

3.98. Con fecha 24 de mayo de 2023, el Contratista presentó la Carta Nº 423-

2022-CCC solicitando formalmente la acumulación de pretensiones al 

arbitraje. 

 

3.99. Mediante Resolución N° 26, se declaró consentido el punto controvertido 

de la Quinta demanda arbitral acumulada del Consorcio. 

 

3.100. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 27 de fecha 18 de agosto de 

2023, resolvió tener por cumplido por parte de la Entidad el mandato 

realizado mediante la Resolución Nº 22 de fecha 6 de marzo de 2023; 

asimismo, levantó la suspensión del trámite de las actuaciones arbitrales 

correspondientes a la demanda presentada por la Entidad. 
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3.101. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 28 de fecha 18 de agosto de 

2023, resolvió que se tenga presente el escrito presentado por la Entidad 

y se citó a las partes a la Audiencia Especial de Ilustración sobre 

Excepción de Caducidad el día 5 de setiembre de 2023 a las 9:30 horas. 

 

3.102. Asimismo, con fecha 05 de setiembre de 2023, la Secretaria Arbitral emitió 

el Acta de la Especial de Ilustración sobre Excepción de Caducidad. 

 

3.103. Con fecha 05 de septiembre de 2023, el Contratista acreditó a los 

participantes que se presentarían en la audiencia especial de ilustración. 

 

3.104. Asimismo, con fecha 13 de setiembre de 2023, la Secretaria Arbitral emitió 

el Acta de la Audiencia Especial de Ilustración sobre Excepción de 

Caducidad. 

 

3.105. Con fecha 13 de setiembre de 2023, el árbitro Sergio Tafur Sánchez, 

presentó la Carta S/N informando la Ampliación de su deber de 

revelación. 

 

3.106. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 29 de fecha 05 de setiembre 

de 2023, resolvió que se integre al tercer extremo resolutivo de la 

Resolución Nº 25, precisando que el mismo quedaría redactado de la 

siguiente manera: 

 

“Tercero: PRECÍSESE que, a partir de la fecha, únicamente 

constituirán materias controvertidas relacionada con las 

pretensiones formuladas por el Consorcio Carretera Cajamarca 

derivadas de la Demanda Arbitral Originaria, Primera Demanda 

Arbitral Acumulada, Segunda Demanda Arbitral Acumulada, 

Tercera Demanda Arbitral Acumulada, Cuarta Demanda Arbitral 

Acumulada y Quinta Demanda Arbitral Acumulada los siguientes: 

 

DEMANDA ARBITRAL ORIGINARIA 

 

Primer punto controvertido (Primera pretensión principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad de la resolución 

gerencial N°D000196-2021-GRC-GRI, notificada mediante oficio 

N°D002548-2021-GRC-SG, y que revirtiendo lo decidido por la 

Entidad, ampare la Solicitud de Ampliación de Plazo N°02 por 116 

días calendario solicitada y sustentada mediante carta N°200-

2021-CCC, motivada por la causal en el literal “a” del artículo 197 
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del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, 

relacionada a atraso y/o paralizaciones por causas no atribuibles 

al Demandante, ocasionando por la imposibilidad de ejecutar las 

partidas de preparación de material para sub base en cantera y 

preparación de material para base en cantera. 

 

Segundo Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la Primera 

Pretensión Principal): 

En caso se ampare la primera pretensión principal, el Tribunal 

Arbitral ordene a la entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N°02, el cual equivale a la 

suma de S/1,098,551.92 (un millón noventa y ocho mil quinientos 

cincuenta y uno con 92/100 soles), más los respectivos intereses 

hasta su fecha efectiva de pago. 

 

Tercer Punto Controvertido (Pretensión subordinada a la primera 

pretensión principal): 

En caso no se ampare la primera pretensión principal, que el 

Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial de la 

Resolución Gerencial Regional N°D000196-2021-GRC-GRI en el 

extremo de los 110 días denegados de los 116 días calendarios 

solicitados mediante Solicitud de Ampliación de Plazo N° 02, y que 

revirtiendo lo decidido por la Entidad conceda el plazo solicitado. 

Cuarto Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la pretensión 

subordinada a la primera pretensión principal) 

En caso se ampare la pretensión subordinada a la primera 

pretensión principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad 

reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos vinculados a la ampliación de 

plazo N° 02, el cual equivale a la suma de S/1,098,551.92 (un millón 

noventa y ocho mil quinientos cincuenta y uno con 92/100 soles), 

más los respectivos intereses hasta su fecha efectiva de pago. 

 

Quinto Punto Controvertido (Cuarta Pretensión Principal) 

Que, el Tribunal Arbitral ordené a la Entidad asumir el íntegro de las 

costas, costos y gastos arbitrales del presente arbitraje. 
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PRIMERA, SEGUNDA Y TERCERA DEMANDA ARBITRAL ACUMULADA 

 

 

Sexto Punto Controvertido (Séptima Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral determine si corresponde la aplicación y 

cobro de penalidades descontadas en las valorizaciones desde el 

mes de mayo hasta diciembre del 2021. Ascendente a 

S/570,759.00 (quinientos setenta mil, setecientos cincuenta y nueve 

con 00/100 soles). 

 

Séptimo Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la Séptima 

Pretensión Principal): 

En caso se ampare la séptima pretensión principal, que el Tribunal 

Arbitral ordene a la Entidad pagar al Consorcio la suma de 

S/570,759.00 (quinientos setenta mil setecientos cincuenta y nueve 

con 00/100 soles), por los conceptos que efectivamente deben ser 

cancelados y fueron cobrados en las valorizaciones 

correspondientes desde el mes de mayo hasta diciembre del 2021. 

 

Octavo Punto Controvertido (Octava Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral reconozca y/o apruebe y/o ordene a la 

Entidad el pago al Consorcio de los mayores gastos generales 

incurridos durante el periodo de suspensión de plazo de la obra 

verificado entre los meses de enero y abril del 2021, ascendente a 

S/696,181.00 (seiscientos noventa y seis mil ciento ochenta y uno 

con 00/100 soles). 

 

Noveno Punto Controvertido (Décima Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia y/o 

nulidad de la Resolución de Gerencia General Regional N°D017-

2022-GR-CAJ-GGR-DRAJ comunicada con carta notarial N°D41-

2022-GR.CAJ-GGR-DRAJ, mediante el cual el Gobierno Regional 

de Cajamarca decidió resolver el contrato N° 001-2020-CGR-GGR. 

 

Décimo Punto Controvertido (Décimo Primera pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad de la Resolución 

Gerencial N°D0030-2022- GRC-GRI, y que revirtiendo lo decidido 

por la Entidad, ampare la Solicitud de Ampliación de Plazo N° 06 

por 94 días calendario solicitada y sustentada por mi representada 

mediante carta N°376-2022-CCC, motivada por la causal 

contemplada en el literal “a” del artículo 197 del Reglamento de 

la Ley de Contrataciones del Estado, relacionada a atraso y/o 
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paralizaciones por causas no atribuibles al Demandante, 

ocasionado por la imposibilidad de ejecutar las partidas 

correspondientes a la ruta crítica por efecto de que en sectores de 

la carretera persistían interferencias por la falta de saneamiento 

físico legal que le correspondía realizar a la Entidad. 

 

Décimo Primer Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la 

Décimo Primera Pretensión Principal): 

En caso se ampare la Décimo Primera Pretensión Principal, que el 

Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 06, el cual equivale a la 

suma de S/ 905,360.38 (novecientos cinco mil trescientos sesenta 

con 38/100 soles), más los respectivos intereses hasta su fecha 

afectiva de pago. 

 

Décimo Segundo Punto Controvertido (Pretensión subordinada a la 

Décimo Primera Pretensión Principal): 

En caso no se ampare la Décimo Primera Pretensión Principal, que 

el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial de la 

Resolución Gerencial Regional N°D30-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, 

mediante el cual el gobierno Regional de Cajamarca declaro 

improcedente la ampliación de plazo N°06 por novena y cuatro 

(94) días calendario. 

 

Décimo Tercer Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la 

pretensión subordinada a la Décimo Primera pretensión principal): 

En caso se ampare la pretensión subordinada a la Décimo Primera 

pretensión principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad 

reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos vinculados a la ampliación de 

plazo N° 06, el cual equivale a la suma de S/ 905,360.38 

(novecientos cinco mil trescientos sesenta con 38/100 soles), más 

los respectivos intereses hasta su fecha efectiva de pago. 

 

Décimo Cuarto Punto Controvertido (Décima Segunda Pretensión 

Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad de la Resolución 

Gerencial N°D00031- 2022-GRC-GRI, y que revirtiendo lo decidido 

por la Entidad, ampare la Solicitud de Ampliación de plazo N° 07 

por 57 días calendario solicitada y sustentada por mi representada 

mediante Carta N°378-2022-CCC, motivada por la causal 
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contemplada en el literal “a” del artículo 197 del Reglamento de 

la Ley de Contrataciones del Estado, ocasionado por la 

imposibilidad de ejecutar las partidas correspondientes a la ruta 

crítica de movimiento de tierras generado por la falta de definición 

de talud por omisión del Expediente técnico y Demora de 

absolución de consulta. 

 

Décimo Quinto Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la 

Décima Segunda Pretensión Principal): 

En caso se ampare la Décima Segunda Pretensión Principal, que el 

Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 07, el cual equivale a la 

suma de S/550,926.98 (quinientos cincuenta mil novecientos veinte 

seis con 98/100 soles), más los respectivos intereses hasta su fecha 

efectiva de pago. 

 

Décimo Sexto Punto Controvertido (Pretensión subordinada a la 

Décimo Segunda Pretensión Principal): 

En caso no se ampare la Décimo Segunda Pretensión Principal, 

que el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial 

de la Resolución Gerencial Regional N°D31-2022-GR.CAJ-GRI-

DRAJ, mediante el cual el Gobierno Regional de Cajamarca 

declaro improcedente la ampliación de plazo N°07 por cincuenta 

y siete (57) días calendario. 

 

Décimo Séptimo Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la 

pretensión subordinada a la Décimo Segunda pretensión 

Principal): 

En caso se ampare la pretensión subordinada a la Décimo 

Segunda pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la 

Entidad reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores 

gastos generales y mayores costos directos vinculados a la 

ampliación de plazo N° 07, el cual equivale a la suma de S/ 

550,926.98 (quinientos cincuenta mil novecientos veintiséis con 

98/100 soles), más los respectivos intereses hasta su fecha efectiva 

de pago. 

 

Décimo Octavo Punto Controvertido (Décimo Quinta Pretensión 

Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral reconozca y/o apruebe y/u ordene a la 

Entidad el pago al Consorcio de las valorizaciones N° 09 y 10, 
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correspondiente al mes de noviembre de 2021 (por S/477,223.45) y 

diciembre de 2021 (por S/997,248.95), así como el reconocimiento 

de intereses por la demora en el pago. 

 

Décimo Noveno Punto Controvertido (Décimo Sexta Pretensión 

Principal): 

Que el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad asumir el íntegro de las 

costas, costo y gastos arbitrales del presente arbitraje. 

 

CUARTA DEMANDA ARBITRAL ACUMULADA 

 

Vigésimo Punto Controvertido (Décimo Séptima Pretensión 

Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare consentida la Resolución de 

Contrato N°001-2020- GRC-GGR, efectuada por el Consorcio 

Carretera Cajamarca, la misma que fuera notificada al Gobierno 

Regional de Cajamarca a través de la Carta Notarial N° 411-2022-

CCC. 

 

QUINTA DEMANDA ARBITRAL ACUMULADA 

 

Vigésimo Primer Punto Controvertido (Décimo Octava Pretensión 

Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad, invalidez y/o ineficacia 

de la Carta Notarial N° D1-2022-GR.CAJ-GR.DRAJ y la Resolución 

Ejecutiva Regional N° D216-2022-GR.CAJ/GR, mediante el cual el 

Gobierno Regional de Cajamarca declara la nulidad de oficio del 

Contrato N° 001-2020- GRC-GGR”. 

 

3.107. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 30 de fecha 28 de setiembre 

de 2023, declaró fundada la excepción de caducidad deducida por el 

Contratista contra la primera pretensión principal de la demanda 

acumulada presentada por La Entidad. En consecuencia, no será materia 

de pronunciamiento mediante el presente laudo la primera pretensión de 

la demanda acumulada presentada por el Gobierno Regional de 

Cajamarca. 

 

3.108. La Entidad presento el escrito de fecha 9 de octubre de 2023, formuló 

recurso de reconsideración contra la Resolución Nº 30. 
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3.109. Mediante Resolución N° 31, el Tribunal Arbitral declaró improcedente el 

recurso de reconsideración contra la Resolución N° 30 formulada por la 

Entidad. 

 

3.110. Mediante Resolución N° 32, el Tribunal Arbitral fijó los siguientes puntos 

controvertidos derivados de la demanda arbitral formulada por la 

Entidad:  

 

“Primer punto controvertido (Segunda Pretensión Principal):  

Determinar si corresponde o no que el Tribunal Arbitral declare 

válida y eficaz, la resolución del Contrato N° 01-2022- CCC, 

contenida en la Resolución de Gerencia General Regional N° D17-

2022-GR-CAJ-GGR.DRAJ del Gobierno Regional de Cajamarca, y 

notificada al Consorcio Carretera Cajamarca, a través de la Carta 

Notarial N° D41-2002-GR.CAJ-DRAJ, de fecha 31 de enero del 2022.  

 

Segundo punto controvertido (Tercera Pretensión Principal):  

Determinar si corresponde o no que el Tribunal Arbitral declare que 

el Gobierno Regional de Cajamarca pueda ejecutar las Cartas 

Fianzas de Fiel Cumplimiento, Adelanto Directo y Adelanto de 

Materiales otorgadas por la empresa CONSORCIO CARRETERA 

CAJAMARCA, y a la vez, ordene a la empresa cumpla con 

cancelar al Gobierno Regional de Cajamarca la suma total del 

contrato como indemnización de los daños ocasionados, con la 

indebida resolución de contrato.  

 

Tercer punto controvertido (Cuarta Pretensión Principal):  

Determinar si corresponde o no que el Tribunal Arbitral ordene al 

Consorcio Carretera Cajamarca, asuma en su totalidad el pago 

de los costos del arbitraje.” 

 

Asimismo, admitió los medios probatorios derivados de la demanda 

arbitral y la contestación de la misma; finalmente, otorgó a las partes un 

plazo de cinco (5) días hábiles, a fin de que manifiesten lo conveniente a 

su derecho respecto a la fijación de dichos puntos controvertidos. 

 

3.111. Con fecha 27 de noviembre de 2023, el Contratista manifestó su 

conformidad a los puntos controvertidos fijados mediante la Resolución 

N° 32. 
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3.112. Con fecha 30 de noviembre de 2023, el Contratista presentó nuevas 

pruebas derivadas de la decisión del Tribunal de Contrataciones del 

Estado del OSCE. 

 

3.113. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 33 de fecha 05 de diciembre 

de 2023, corrió traslado a la Entidad del escrito con sumilla “Presentación 

de Nuevas pruebas derivadas de la decisión del TCE al OSCE” presentado 

por el Contratista, a efectos de que en un plazo de cinco (5) días hábiles, 

contado desde notificada la presente Resolución, manifieste lo 

conveniente a su derecho. 

 

3.114. Con fecha 15 de diciembre de 2023, la Entidad absolvió el traslado 

conferido mediante la Resolución N° 33. 

 

3.115. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución Nº 34 de fecha 03 de enero de 

2024, admitió el medio probatorio denominado "Resolución No 4136-2023-

TCE-S1" presentado por el Contratista. 

 

3.116. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución N° 35 de fecha 5 de enero de 

2024, declaró el cierre de la etapa probatoria; asimismo, citó a las partes 

la Audiencia de Informes Orales para el día 19 de enero de 2024. 

 

3.117. Con fecha 8 de enero de 2024, la Entidad formuló recurso de 

reconsideración contra la Resolución N° 34. 

 

3.118. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución N° 36 de fecha 12 de enero de 

2024, corrió traslado al Contratista del recurso de reconsideración 

formulada por la Entidad contra la Resolución N° 34 al Contratista, a 

efectos de que en un plazo de tres (3) días hábiles, contado desde 

notificada la presente Resolución, manifieste lo conveniente a su 

derecho. 

 

3.119. Con fecha 15 de enero de 2024, el Contratista absolvió el traslado 

conferido a través de la Resolución N° 36. 

 

3.120. Con fecha 15 de enero de 2024, la Entidad solicitó la reprogramación de 

audiencia de informes orales para el día 19 de enero de 2024. 

 

3.121. El Tribunal Arbitral, en su Resolución Nº 37 de fecha 24 de enero de 2024, 

reprogramó la Audiencia de Informes Orales citada mediante Resolución 

N° 35 para el día 1 de marzo de 2024. 
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3.122. El Tribunal Arbitral, en su Resolución Nº 38 de fecha 27 de febrero de 2024, 

tuvo por absuelto el traslado conferido mediante la Resolución N° 36 por 

parte del Contratista y declaró infundado el recurso de reconsideración 

interpuesto por la Entidad en contra de la Resolución N° 34. 

 

3.123. Con fecha 29 de febrero de 2024, el Contratista presentó la lista detallada 

de los medios probatorios que usarán en la Audiencia. 

 

3.124. Con fecha 20 de marzo de 2024, la Entidad solicitó la reprogramación de 

la tercera sesión de la Audiencia de Informes Orales. 

 

3.125. Con fecha 02 de abril de 2024, el Contratista presentó nuevos medios 

probatorios, a fin de amparar la décimo primera pretensión principal de 

su quinta demanda arbitral acumulada. 

 

3.126. En ese sentido, mediante Resolución N° 39, el Tribunal Arbitral reprogramó 

la tercera sesión de la Audiencia de Informes Orales para el día 23 de abril 

de 2024. 

 

3.127. El Tribunal Arbitral, en su Resolución Nº 40 de fecha 8 de abril de 2024, 

corrió traslado a la Entidad del nuevo medio probatorio ofrecido por el 

Contratista a efectos de que en un plazo de tres (3) días hábiles, contado 

desde notificada dicha Resolución, manifieste lo conveniente a su 

derecho. 

 

3.128. Con fecha 12 de abril de 2024, la Entidad absolvió el traslado conferido 

a través de la Resolución N° 40 y solicitó que se tenga por no presentada 

la documentación por el Contratista. 

 

3.129. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución N° 41 de fecha 2 de mayo de 

2024, tuvo por no admitidos los medios probatorios ofrecidos por el 

Contratista y la pericia de parte ofrecida por la Entidad en la Audiencia 

de Informes Orales. 

 

3.130. Con fecha 7 de mayo de 2024, el Contratista formuló reconsideración 

contra la Resolución N° 41. 

 

3.131. El Tribunal Arbitral, mediante Resolución N° 42 de fecha 16 de mayo de 

2024, corrió traslado del recurso de reconsideración contra la Resolución 

N° 41 formulado por el Contratista a la Entidad, a efectos de que en un 

plazo de tres (3) días hábiles, manifieste lo conveniente a su derecho. 
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3.132. Con fecha 22 de mayo de 2024, la Entidad presentó el escrito con sumilla 

“Correlativo”, en donde formuló mayores argumentos para el momento 

de laudar. 

 

3.133. Mediante Resolución N° 43 de fecha 22 de mayo de 2024, el Tribunal 

Arbitral otorgó a la Entidad un plazo de tres (3) días hábiles, a efectos de 

que presente los documentos mencionados en su escrito con sumilla 

“Correlativo” de fecha 22 de mayo de 2024. 

 

3.134. Con fecha 22 de mayo de 2024, la Entidad absolvió el traslado conferido 

a través de la Resolución N° 42. 

 

3.135. Asimismo, con fecha 27 de mayo de 2024, la Entidad cumplió con lo 

requerido por el Tribunal Arbitral mediante la Resolución N° 43 y presentó 

los documentos mencionados en su escrito con sumilla “Correlativo” de 

fecha 22 de mayo de 2024. 

 

3.136. Mediante Resolución N° 44 de fecha 18 de junio de 2024, el Tribunal 

Arbitral declaró infundado del recurso de reconsideración contra la 

Resolución N° 41; asimismo, precisó que de las imágenes insertadas en el 

escrito con sumilla “Correlativo” de fecha 22 de mayo de 2024 

presentado por la Entidad, solo se tendrán en cuenta las imágenes que 

correspondan a medios probatorios que obren en el expediente arbitral. 

 

3.137. Mediante Resolución N° 45 de fecha 03 de julio de 2024, el Tribunal Arbitral 

les otorgó a ambas partes el plazo de diez (10) días hábiles, a efectos de 

que presenten sus escritos de conclusiones finales; asimismo, declaró el 

cierre de la instrucción dado que no existían medios probatorios por 

actuar y fijó el plazo para laudar en cuarenta y cinco (45) días hábiles, 

contado a partir del día siguiente de vencido el plazo para que las partes 

presenten sus conclusiones finales, plazo que vencerá el día miércoles 25 

de setiembre de 2024.  

 

3.138. Con fecha 17 de julio de 2024, ambas partes presentaron sus escritos de 

conclusiones finales, los cuales se tuvieron presentes mediante la 

Resolución N° 46.  

IV. CONSIDERACIONES GENERALES 

4.1 CUESTIONES PREVIAS DE CARÁCTER GENERAL 

 



   Exp. 26-2021/CA-RENA 
 

Página 43 de 291 

 

Antes de comenzar a analizar las cuestiones controvertidas, corresponde 

confirmar lo siguiente: 

(i) Que, el Tribunal Arbitral se constituyó de conformidad con el convenio 

arbitral suscrito por las partes, habiendo sido designado correctamente. 

 

(ii) Que, el Contratista presentó todas sus demandas arbitrales dentro de los 

plazos dispuestos y se otorgó a la Entidad el plazo para presentar su 

contestación a las demandas y eventualmente reconvenir, por lo que las 

partes fueron debidamente emplazadas y ejercieron plenamente su 

derecho de defensa. 

 

(iii) Que, las partes tuvieron plena oportunidad para ofrecer y actuar todos 

sus medios probatorios, así como tuvieron la facultad de presentar 

alegatos o solicitar el uso de la palabra para informar ante el Tribunal 

Arbitral. 

 

Corresponde dejar claramente establecido que en atención a la 

voluminosa documentación presentada por las partes de manera digital, 

en la Resolución N° 35 con la que se citó a Audiencia de Informes Orales, 

el Tribunal tuvo la diligencia de solicitar a las partes que presenten 

previamente un listado de los medios probatorios en que usaran en dicha 

Audiencia al momento de explicar sus posiciones finales, tal como se 

evidencia a continuación: 

 

 
 

La única parte que cumplió con presentar lo requerido fue el Consorcio3. 

 
3 A través de su escrito de fecha 29 de febrero de 2024. 
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(iv) Como regla general, la carga de la prueba corresponde a quien alega 

un determinado hecho para sustentar o justificar una determinada 

posición, de modo que logre crear certeza en el Tribunal Arbitral respecto 

de tales hechos. Sin perjuicio de ello, en aplicación del Principio de 

“Comunidad o Adquisición de la Prueba”, aquellas ofrecidas por las 

partes, desde el momento de su presentación y admisión como medios 

probatorios, pasaron a pertenecer al presente arbitraje y, por 

consiguiente, pueden ser utilizadas para acreditar hechos que incluso 

vayan en contra de los intereses de la parte que la ofreció. 

 

(v) De este modo, el Tribunal Arbitral deja constancia que en el estudio, 

análisis y deliberación del presente arbitraje se ha tenido en cuenta todos 

los argumentos y las alegaciones efectuadas por las partes, así como 

todos los medios probatorios que se han presentado, haciendo un análisis 

y una valoración en conjunta de los mismos, de manera tal que la no 

referencia a un argumento o a una prueba no supone que no haya sido 

tomado en cuenta para su decisión. 

 

(vi) Constituyen materias no controvertidas los hechos afirmados por una de 

las partes y admitidos por la otra de manera pacífica en el transcurso de 

las actuaciones arbitrales4 y aquellos supuestos en los cuales la Ley 

establece una presunción iuris et de iure5. 

 

(vii) El presente Arbitraje es uno de derecho, por lo que corresponde al 

Tribunal Arbitral pronunciarse respecto de las cuestiones controvertidas, 

teniendo en cuenta el mérito de las pruebas aportadas al proceso, para 

determinar sobre la base de su valoración conjunta las consecuencias 

jurídicas que se derivan para las partes en función de los hechos y 

situaciones que hayan sido probados, conforme al ordenamiento 

normativo que le es aplicable.  

 

(viii) Que, la duración del presente arbitraje ha obedecido esencialmente a 

que durante su tramitación se presentaron hasta cinco acumulaciones 

de demanda por parte del Consorcio, reconvención por parte de la 

 
4 Los hechos que las partes acepten pacíficamente y sin contradicción no requieren prueba alguna; 

asimismo, tampoco necesitan ser probados los hechos notorios, cuya existencia es conocida por la 

generalidad de los individuos de cultura media, en el tiempo y en el lugar en que se dicta la 

Resolución que resuelva las controversias – laudo o sentencia. 
5 La presunción legal iuris et de iure, es una presunción absoluta. En estos casos el juzgador tiene la 

obligación de aceptar por cierto el hecho presumido en cuanto se haya acreditado el hecho que 

le sirve de antecedente. Esta presunción no debe confundirse con la presunción establecida por el 

juzgador mediante el examen de los indicios o rasgos sintomáticos recurriendo a las reglas de la 

lógica, la sana crítica y/o la experiencia. 
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Entidad, desistimiento de pretensiones por parte del Consorcio, 

pronunciamiento respecto de excepciones deducidas contra pretensión 

de la demanda (reconvención) de la Entidad, suspensión por falta de 

pago de gastos arbitrales, y sucesivos pedidos de postergación de 

audiencias solicitados por las partes, entre otros. La fase postulatoria se 

dilató por más de un año debido a las cinco acumulaciones producidas 

que fueron introducidas por el demandante. Durante el segundo año, el 

arbitraje estuvo suspendido más de seis meses por requerimiento de las 

partes. Las partes, además, solicitaron varias veces la reprogramación de 

las audiencias lo que varió el calendario procesal. 

 

(ix) Que, el Tribunal Arbitral, ha procedido a laudar dentro de los plazos 

establecidos en las reglas del proceso, los cuales fueron aceptados por 

las partes. 

 

 

4.2 CUESTIONES CONTROVERTIDAS 

 

Mediante Resolución N° 29 del 05 de setiembre de 2023 y Resolución N° 

32 del 20 de noviembre de 2023, teniendo en cuenta las pretensiones que 

se han mantenido luego del desistimiento que presento el Consorcio 

respecto de varias de aquellas que fueron formuladas, quedaron fijados 

los puntos controvertidos de las demandas del Consorcio y de la Entidad, 

respectivamente; conforme al siguiente detalle: 

 

Resolución N° 29: (esto en relación con las pretensiones postuladas por el 

Consorcio) 

 

DEMANDA ARBITRAL ORIGINARIA 

 

Primer punto controvertido (Primera pretensión principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad de la resolución 

gerencial N°D000196-2021-GRC-GRI, notificada mediante oficio 

N°D002548-2021-GRC-SG, y que revirtiendo lo decidido por la 

Entidad, ampare la Solicitud de Ampliación de Plazo N°02 por 116 

días calendario solicitada y sustentada mediante carta N°200-

2021-CCC, motivada por la causal en el literal “a” del artículo 197 

del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, 

relacionada a atraso y/o paralizaciones por causas no atribuibles 

al Demandante, ocasionando por la imposibilidad de ejecutar las 
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partidas de preparación de material para sub base en cantera y 

preparación de material para base en cantera. 

 

Segundo Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la Primera 

Pretensión Principal): 

En caso se ampare la primera pretensión principal, el Tribunal 

Arbitral ordene a la entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N°02, el cual equivale a la 

suma de S/1,098,551.92 (un millón noventa y ocho mil quinientos 

cincuenta y uno con 92/100 soles), más los respectivos intereses 

hasta su fecha efectiva de pago. 

 

Tercer Punto Controvertido (Pretensión subordinada a la primera 

pretensión principal): 

En caso no se ampare la primera pretensión principal, que el 

Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial de la 

Resolución Gerencial Regional N°D000196-2021-GRC-GRI en el 

extremo de los 110 días denegados de los 116 días calendarios 

solicitados mediante Solicitud de Ampliación de Plazo N° 02, y que 

revirtiendo lo decidido por la Entidad conceda el plazo solicitado. 

 

Cuarto Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la pretensión 

subordinada a la primera pretensión principal) 

En caso se ampare la pretensión subordinada a la primera 

pretensión principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad 

reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos vinculados a la ampliación de 

plazo N° 02, el cual equivale a la suma de S/1,098,551.92 (un millón 

noventa y ocho mil quinientos cincuenta y uno con 92/100 soles), 

más los respectivos intereses hasta su fecha efectiva de pago.  

 

Quinto Punto Controvertido (Cuarta Pretensión Principal) 

Que, el Tribunal Arbitral ordené a la Entidad asumir el íntegro de las 

costas, costos y gastos arbitrales del presente arbitraje. 

 

PRIMERA, SEGUNDA Y TERCERA DEMANDA ARBITRAL ACUMULADA 

 

Sexto Punto Controvertido (Séptima Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral determine si corresponde la aplicación y 

cobro de penalidades descontadas en las valorizaciones desde el 

mes de mayo hasta diciembre del 2021. Ascendente a S/ 
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570,759.00 (quinientos setenta mil, setecientos cincuenta y nueve 

con 00/100 soles). 

 

Séptimo Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la Séptima 

Pretensión Principal): 

En caso se ampare la séptima pretensión principal, que el Tribunal 

Arbitral ordene a la Entidad pagar al Consorcio la suma de S/ 

570,759.00 (quinientos setenta mil setecientos cincuenta y nueve 

con 00/100 soles), por los conceptos que efectivamente deben ser 

cancelados y fueron cobrados en las valorizaciones 

correspondientes desde el mes de mayo hasta diciembre del 2021. 

 

Octavo Punto Controvertido (Octava Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral reconozca y/o apruebe y/u ordene a la 

Entidad el pago al Consorcio de los mayores gastos generales 

incurridos durante el periodo de suspensión de plazo de la obra 

verificado entre los meses de enero y abril del 2021, ascendente a 

S/ 696,181.00 (seiscientos noventa y seis mil ciento ochenta y uno 

con 00/100 soles). 

 

Noveno Punto Controvertido (Décima Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia y/o 

nulidad de la Resolución de Gerencia General Regional N°D017-

2022-GR-CAJ-GGR-DRAJ comunicada con carta notarial N°D41-

2022-GR.CAJ-GGR-DRAJ, mediante el cual el Gobierno Regional 

de Cajamarca decidió resolver el contrato N° 001-2020-CGR-GGR. 

 

Décimo Punto Controvertido (Décimo Primera pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad de la Resolución 

Gerencial N°D0030-2022- GRC-GRI, y que revirtiendo lo decidido 

por la Entidad, ampare la Solicitud de Ampliación de Plazo N° 06 

por 94 días calendario solicitada y sustentada por mi representada 

mediante carta N°376-2022-CCC, motivada por la causal 

contemplada en el literal “a” del artículo 197 del Reglamento de 

la Ley de Contrataciones del Estado, relacionada a atraso y/o 

paralizaciones por causas no atribuibles al Demandante, 

ocasionado por la imposibilidad de ejecutar las partidas 

correspondientes a la ruta crítica por efecto de que en sectores de 

la carretera persistían interferencias por la falta de saneamiento 

físico legal que le correspondía realizar a la Entidad. 
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Décimo Primer Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la 

Décimo Primera Pretensión Principal): 

En caso se ampare la Décimo Primera Pretensión Principal, que el 

Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 06, el cual equivale a la 

suma de S/ 905,360.38 (novecientos cinco mil trescientos sesenta 

con 38/100 soles), más los respectivos intereses hasta su fecha 

afectiva de pago. 

 

Décimo Segundo Punto Controvertido (Pretensión subordinada a la 

Décimo Primera Pretensión Principal): 

En caso no se ampare la Décimo Primera Pretensión Principal, que 

el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial de la 

Resolución Gerencial Regional N°D30-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, 

mediante el cual el gobierno Regional de Cajamarca declaro 

improcedente la ampliación de plazo N°06 por novena y cuatro 

(94) días calendario. 

 

Décimo Tercer Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la 

pretensión subordinada a la Décimo Primera pretensión principal): 

En caso se ampare la pretensión subordinada a la Décimo Primera 

pretensión principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad 

reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos vinculados a la ampliación de 

plazo N° 06, el cual equivale a la suma de S/ 905,360.38 

(novecientos cinco mil trescientos sesenta con 38/100 soles), más 

los respectivos intereses hasta su fecha efectiva de pago. 

 

Décimo Cuarto Punto Controvertido (Décima Segunda Pretensión 

Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad de la Resolución 

Gerencial N°D00031- 2022-GRC-GRI, y que revirtiendo lo decidido 

por la Entidad, ampare la Solicitud de Ampliación de plazo N° 07 

por 57 días calendario solicitada y sustentada por mi representada 

mediante Carta N°378-2022-CCC, motivada por la causal 

contemplada en el literal “a” del artículo 197 del Reglamento de 

la Ley de Contrataciones del Estado, ocasionado por la 

imposibilidad de ejecutar las partidas correspondientes a la ruta 

crítica de movimiento de tierras generado por la falta de definición 

de talud por omisión del Expediente técnico y Demora de 

absolución de consulta. 
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Décimo Quinto Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la 

Décima Segunda Pretensión Principal): 

En caso se ampare la Décima Segunda Pretensión Principal, que el 

Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 07, el cual equivale a la 

suma de S/550,926.98 (quinientos cincuenta mil novecientos veinte 

seis con 98/100 soles), más los respectivos intereses hasta su fecha 

efectiva de pago. 

 

Décimo Sexto Punto Controvertido (Pretensión subordinada a la 

Décimo Segunda Pretensión Principal): 

En caso no se ampare la Décimo Segunda Pretensión Principal, 

que el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial 

de la Resolución Gerencial Regional N°D31-2022-GR.CAJ-GRI-

DRAJ, mediante el cual el Gobierno Regional de Cajamarca 

declaro improcedente la ampliación de plazo N°07 por cincuenta 

y siete (57) días calendario. 

 

Décimo Séptimo Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la 

pretensión subordinada a la Décimo Segunda pretensión 

Principal): 

En caso se ampare la pretensión subordinada a la Décimo 

Segunda pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la 

Entidad reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores 

gastos generales y mayores costos directos vinculados a la 

ampliación de plazo N° 07, el cual equivale a la suma de S/ 

550,926.98 (quinientos cincuenta mil novecientos veintiséis con 

98/100 soles), más los respectivos intereses hasta su fecha efectiva 

de pago. 

 

Décimo Octavo Punto Controvertido (Décimo Quinta Pretensión 

Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral reconozca y/o apruebe y/u ordene a la 

Entidad el pago al Consorcio de las valorizaciones N° 09 y 10, 

correspondiente al mes de noviembre de 2021 (por S/ 477,223.45) 

y diciembre de 2021 (por S/ 997,248.95), así como el 

reconocimiento de intereses por la demora en el pago. 

 

Décimo Noveno Punto Controvertido (Décimo Sexta Pretensión 

Principal): 
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Que el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad asumir el íntegro de las 

costas, costo y gastos arbitrales del presente arbitraje. 

 

CUARTA DEMANDA ARBITRAL ACUMULADA 

 

Vigésimo Punto Controvertido (Décimo Séptima Pretensión 

Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare consentida la Resolución de 

Contrato N°001-2020- GRC-GGR, efectuada por el Consorcio 

Carretera Cajamarca, la misma que fuera notificada al Gobierno 

Regional de Cajamarca a través de la Carta Notarial N° 411-2022-

CCC. 

 

QUINTA DEMANDA ARBITRAL ACUMULADA 

 

Vigésimo Primer Punto Controvertido (Décimo Octava Pretensión 

Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad, invalidez y/o ineficacia 

de la Carta Notarial N° D1-2022-GR.CAJ-GR.DRAJ y la Resolución 

Ejecutiva Regional N° D216-2022-GR.CAJ/GR, mediante el cual el 

Gobierno Regional de Cajamarca declara la nulidad de oficio del 

Contrato N° 001-2020- GRC-GGR”. 

 

Resolución N° 32: (esto en relación con la demanda presentada por el 

Gobierno Regional de Cajamarca) 

 

“Primer punto controvertido (Segunda Pretensión Principal):  

Determinar si corresponde o no que el Tribunal Arbitral declare 

válida y eficaz, la resolución del Contrato N° 01-2022- CCC, 

contenida en la Resolución de Gerencia General Regional N° D17-

2022-GR-CAJ-GGR.DRAJ del Gobierno Regional de Cajamarca, y 

notificada al Consorcio Carretera Cajamarca, a través de la Carta 

Notarial N° D41-2002-GR.CAJ-DRAJ, de fecha 31 de enero del 2022.  

 

Segundo punto controvertido (Tercera Pretensión Principal):  

Determinar si corresponde o no que el Tribunal Arbitral declare que 

el Gobierno Regional de Cajamarca pueda ejecutar las Cartas 

Fianzas de Fiel Cumplimiento, Adelanto Directo y Adelanto de 

Materiales otorgadas por la empresa CONSORCIO CARRETERA 
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CAJAMARCA, y a la vez, ordene a la empresa cumpla con 

cancelar al Gobierno Regional de Cajamarca la suma total del 

contrato como indemnización de los daños ocasionados, con la 

indebida resolución de contrato.  

 

Tercer punto controvertido (Cuarta Pretensión Principal):  

Determinar si corresponde o no que el Tribunal Arbitral ordene al 

Consorcio Carretera Cajamarca, asuma en su totalidad el pago 

de los costos del arbitraje.” 

 

4.3 MEDIOS PROBATORIOS ADMITIDOS POR EL TRIBUNAL ARBITRAL 

 

Para efectos del presente laudo, el Tribunal Arbitral considerará los 

medios probatorios ofrecidos por las partes que han sido admitidos siendo 

estos esencialmente los siguientes: 

 

- Resolución N° 7 del 20 de octubre de 2022. 

- Resolución N° 24 del 30 de marzo de 2023. 

- Resolución Nº 32 del 20 de noviembre de 2023. 

- Resolución N° 34 del 03 de enero de 2024. 

 

Conforme al siguiente detalle: 

 

POR PARTE DEL CONTRATISTA: 

 

i. Escrito con sumilla “DEMANDA ARBITRAL” de fecha 21 de abril de 2022, 

indicados en el numeral “IX. ANEXOS” desde el “1-A al 1-K”. 

 

ii. Escrito con sumilla “DEMANDA ARBITRAL ACUMULADA” de fecha 29 

de abril de 2022, indicados en el numeral “XX. ANEXOS” desde el “1-A 

al 1-K”. 

 

iii. Escrito con sumilla “DEMANDA ARBITRAL ACUMULADA” de fecha 20 

de junio de 2022, indicados en el numeral “VI. ANEXOS” desde el “1.1 

al 1.5”.  

 

iv. Escrito con sumilla “DEMANDA ARBITRAL ACUMULADA” presentado el 

09 de enero de 2023, indicados en el numeral “VI. ANEXOS” desde el 

“1.1 al 1.4”.  
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v. Escrito con sumilla “Deducimos Excepción de Caducidad y 

Contestamos Demanda Arbitral Acumulada” de fecha 03 de febrero 

de 2023, indicados en el numeral “VI. ANEXOS” desde el “1-A al 1-G”. 

 

vi. Escrito con sumilla “Presentación de Nuevas pruebas derivadas de la 

decisión del TCE del OSCE” presentado el 30 de noviembre de 2023, 

mediante el cual acompaña la Resolución No 4136-2023-TCE-S1. 

 

 

POR PARTE DE LA ENTIDAD: 

 

vii. Escrito con sumilla “CONTESTA DEMANDA ARBITRAL” de fecha 06 de 

mayo de 2022, indicados en el numeral “3. DE LOS MEDIOS 

PROBATORIOS/ANEXOS” desde el “3.A al 3.I”. 

 

viii. Escrito con sumilla “CONTESTA DEMANDAS ACUMULADAS ARBITRAL” 

de fecha 18 de mayo de 2022, indicados en el numeral “2. DE LOS 

MEDIOS PROBATORIOS/ANEXOS” desde el “2.A al 2.P”. 

 

ix. Escrito con sumilla “CONTESTA DEMANDA ARBITRAL ACUMULADA – 

PRETENSIÓN DÉCIMO QUINTA” de fecha 13 de julio de 2022, indicados 

en el numeral “1.3 DE LOS MEDIOS PROBATORIOS” desde el “1.A al 

1.C”. 

 

x. Escrito con sumilla “FORMULA DEMANDA” de fecha 08 de enero de 

2023, indicados en el numeral “V. MEDIOS PROBATORIOS Y ANEXOS”, 

desde el “1.A al 1.P”. 

 

xi. Escrito con sumilla “CONTESTA QUINTA DEMANDA ARBITRAL 

ACUMULADA” de fecha 03 de febrero de 2023, indicados en el 

numeral “IV. MEDIOS PROBATORIOS Y ANEXOS”, desde el “1. al 5.”. 

 

V. ANÁLISIS DE LAS CUESTIONES CONTROVERTIDAS 

 

Teniendo en cuenta que de la revisión de las pretensiones que se han 

mantenido en el presente arbitraje y sus correspondientes puntos controvertidos 

(fijados en las resoluciones 29 y 32), el Tribunal aprecia que varias de ellas 

pueden ser analizadas de manera conjunta, a continuación, procederá a 

evaluarlas por bloques, de la manera siguiente: 
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BLOQUE PUNTO CONTROVERTIDO Y PRETENSION  PARTE QUE 

POSTULO LA 

PRETENSIÓN 

Sobre la 

nulidad del 

contrato 

Vigésimo Primer Punto Controvertido 

(Décimo Octava Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad, 

invalidez y/o ineficacia de la Carta Notarial 

N° D1-2022-GR.CAJ-GR.DRAJ y la 

Resolución Ejecutiva Regional N° D216-

2022-GR.CAJ/GR, mediante el cual el 

Gobierno Regional de Cajamarca declara 

la nulidad de oficio del Contrato N° 001-

2020- GRC-GGR. 

 

 

Consorcio 

(Quinta 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

Sobre la 

resolución del 

contrato 

Vigésimo Punto Controvertido (Décimo 

Séptima Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare consentida 

la Resolución de Contrato N°001-2020- 

GRC-GGR, efectuada por el Consorcio 

Carretera Cajamarca, la misma que fuera 

notificada al Gobierno Regional de 

Cajamarca a través de la Carta Notarial N° 

411-2022-CCC. 

Consorcio 

(Cuarta 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 Noveno Punto Controvertido (Décima 

Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la invalidez 

y/o ineficacia y/o nulidad de la Resolución 

de Gerencia General Regional N°D017-

2022-GR-CAJ-GGR-DRAJ comunicada con 

carta notarial N°D41-2022-GR.CAJ-GGR-

DRAJ, mediante el cual el Gobierno 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 
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Regional de Cajamarca decidió resolver el 

contrato N° 001-2020-CGR-GGR. 

 

 
Primer punto controvertido (Segunda 

Pretensión Principal):  

Determinar si corresponde o no que el 

Tribunal Arbitral declare válida y eficaz, la 

resolución del Contrato N° 01-2022- CCC, 

contenida en la Resolución de Gerencia 

General Regional N° D17-2022-GR-CAJ-

GGR.DRAJ del Gobierno Regional de 

Cajamarca, y notificada al Consorcio 

Carretera Cajamarca, a través de la Carta 

Notarial N° D41-2002-GR.CAJ-DRAJ, de 

fecha 31 de enero del 2022.  

 

 

Entidad (de la 

demanda de 

la Entidad) 

Sobre las 

penalidades 

Sexto Punto Controvertido (Séptima 

Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral determine si 

corresponde la aplicación y cobro de 

penalidades descontadas en las 

valorizaciones desde el mes de mayo hasta 

diciembre del 2021. Ascendente a S/ 

570,759.00 (quinientos setenta mil, 

setecientos cincuenta y nueve con 00/100 

soles). 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada)  

 Séptimo Punto Controvertido (Pretensión 

accesoria a la Séptima Pretensión 

Principal): 

En caso se ampare la séptima pretensión 

principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la 

Entidad pagar al Consorcio la suma de S/ 

570,759.00 (quinientos setenta mil 

setecientos cincuenta y nueve con 00/100 

soles), por los conceptos que 

efectivamente deben ser cancelados y 

fueron cobrados en las valorizaciones 

correspondientes desde el mes de mayo 

hasta diciembre del 2021. 

 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

Sobre el pago 

de mayores 

gastos 

generales por 

Octavo Punto Controvertido (Octava 

Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral reconozca y/o 

apruebe y/u ordene a la Entidad el pago al 

Consorcio de los mayores gastos generales 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 
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el periodo de 

suspensión 

incurridos durante el periodo de suspensión 

de plazo de la obra verificado entre los 

meses de enero y abril del 2021, 

ascendente a S/ 696,181.00 (seiscientos 

noventa y seis mil ciento ochenta y uno con 

00/100 soles). 

 

arbitral 

acumulada) 

Sobre la 

Solicitud de 

Ampliación de 

Plazo N° 2 

Primer punto controvertido (Primera 

pretensión principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad 

de la resolución gerencial N°D000196-2021-

GRC-GRI, notificada mediante oficio 

N°D002548-2021-GRC-SG, y que revirtiendo 

lo decidido por la Entidad, ampare la 

Solicitud de Ampliación de Plazo N°02 por 

116 días calendario solicitada y sustentada 

mediante carta N°200-2021-CCC, 

motivada por la causal en el literal “a” del 

artículo 197 del Reglamento de la Ley de 

Contrataciones del Estado, relacionada a 

atraso y/o paralizaciones por causas no 

atribuibles al Demandante, ocasionando 

por la imposibilidad de ejecutar las partidas 

de preparación de material para sub base 

en cantera y preparación de material para 

base en cantera. 

 

Consorcio 

(demanda 

original) 

 Segundo Punto Controvertido (Pretensión 

accesoria a la Primera Pretensión Principal): 

En caso se ampare la primera pretensión 

principal, el Tribunal Arbitral ordene a la 

entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y 

mayores costos directos vinculados a la 

ampliación de plazo N°02, el cual equivale 

a la suma de S/1,098,551.92 (un millón 

noventa y ocho mil quinientos cincuenta y 

uno con 92/100 soles), más los respectivos 

intereses hasta su fecha efectiva de pago. 

 

Consorcio 

(demanda 

original)  

 Tercer Punto Controvertido (Pretensión 

subordinada a la primera pretensión 

principal): 

En caso no se ampare la primera pretensión 

principal, que el Tribunal Arbitral declare la 

invalidez y/o ineficacia parcial de la 

Resolución Gerencial Regional N°D000196-

2021-GRC-GRI en el extremo de los 110 días 

Consorcio 

(demanda 

original) 
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denegados de los 116 días calendarios 

solicitados mediante Solicitud de 

Ampliación de Plazo N° 02, y que revirtiendo 

lo decidido por la Entidad conceda el plazo 

solicitado. 

 

 Cuarto Punto Controvertido (Pretensión 

accesoria a la pretensión subordinada a la 

primera pretensión principal) 

En caso se ampare la pretensión 

subordinada a la primera pretensión 

principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la 

Entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y 

mayores costos directos vinculados a la 

ampliación de plazo N° 02, el cual equivale 

a la suma de S/1,098,551.92 (un millón 

noventa y ocho mil quinientos cincuenta y 

uno con 92/100 soles), más los respectivos 

intereses hasta su fecha efectiva de pago. 

 

Consorcio 

(demanda 

original) 

Sobre la 

Solicitud de 

Ampliación de 

Plazo N° 6 

Décimo Punto Controvertido (Décimo 

Primera pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad 

de la Resolución Gerencial N°D0030-2022- 

GRC-GRI, y que revirtiendo lo decidido por 

la Entidad, ampare la Solicitud de 

Ampliación de Plazo N° 06 por 94 días 

calendario solicitada y sustentada por mi 

representada mediante carta N°376-2022-

CCC, motivada por la causal contemplada 

en el literal “a” del artículo 197 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones 

del Estado, relacionada a atraso y/o 

paralizaciones por causas no atribuibles al 

Demandante, ocasionado por la 

imposibilidad de ejecutar las partidas 

correspondientes a la ruta crítica por efecto 

de que en sectores de la carretera 

persistían interferencias por la falta de 

saneamiento físico legal que le 

correspondía realizar a la Entidad. 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 Décimo Primer Punto Controvertido 

(Pretensión accesoria a la Décimo Primera 

Pretensión Principal): 

En caso se ampare la Décimo Primera 

Pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral 

ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 
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favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 06, 

el cual equivale a la suma de S/ 905,360.38 

(novecientos cinco mil trescientos sesenta 

con 38/100 soles), más los respectivos 

intereses hasta su fecha afectiva de pago. 

 

arbitral 

acumulada) 

 Décimo Primer Punto Controvertido 

(Pretensión accesoria a la Décimo Primera 

Pretensión Principal): 

En caso se ampare la Décimo Primera 

Pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral 

ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 06, 

el cual equivale a la suma de S/ 905,360.38 

(novecientos cinco mil trescientos sesenta 

con 38/100 soles), más los respectivos 

intereses hasta su fecha afectiva de pago. 

 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 Décimo Primer Punto Controvertido 

(Pretensión accesoria a la Décimo Primera 

Pretensión Principal): 

En caso se ampare la Décimo Primera 

Pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral 

ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 06, 

el cual equivale a la suma de S/ 905,360.38 

(novecientos cinco mil trescientos sesenta 

con 38/100 soles), más los respectivos 

intereses hasta su fecha afectiva de pago. 

 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 Décimo Segundo Punto Controvertido 

(Pretensión subordinada a la Décimo 

Primera Pretensión Principal): 

En caso no se ampare la Décimo Primera 

Pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral 

declare la invalidez y/o ineficacia parcial 

de la Resolución Gerencial Regional N°D30-

2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, mediante el cual el 

gobierno Regional de Cajamarca declaro 

improcedente la ampliación de plazo N°06 

por novena y cuatro (94) días calendario 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 
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 Décimo Tercer Punto Controvertido 

(Pretensión accesoria a la pretensión 

subordinada a la Décimo Primera 

pretensión principal): 

En caso se ampare la pretensión 

subordinada a la Décimo Primera 

pretensión principal, que el Tribunal Arbitral 

ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 06, 

el cual equivale a la suma de S/ 905,360.38 

(novecientos cinco mil trescientos sesenta 

con 38/100 soles), más los respectivos 

intereses hasta su fecha efectiva de pago. 

 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

Sobre la 

Solicitud de 

Ampliación de 

Plazo N° 7 

Décimo Cuarto Punto Controvertido 

(Décima Segunda Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad 

de la Resolución Gerencial N°D00031- 2022-

GRC-GRI, y que revirtiendo lo decidido por 

la Entidad, ampare la Solicitud de 

Ampliación de plazo N° 07 por 57 días 

calendario solicitada y sustentada por mi 

representada mediante Carta N°378-2022-

CCC, motivada por la causal contemplada 

en el literal “a” del artículo 197 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones 

del Estado, ocasionado por la imposibilidad 

de ejecutar las partidas correspondientes a 

la ruta crítica de movimiento de tierras 

generado por la falta de definición de talud 

por omisión del Expediente técnico y 

Demora de absolución de consulta. 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 Décimo Quinto Punto Controvertido 

(Pretensión accesoria a la Décima Segunda 

Pretensión Principal): 

En caso se ampare la Décima Segunda 

Pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral 

ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 07, 

el cual equivale a la suma de S/550,926.98 

(quinientos cincuenta mil novecientos 

veinte seis con 98/100 soles), más los 

respectivos intereses hasta su fecha 

efectiva de pago. 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 
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 Décimo Sexto Punto Controvertido 

(Pretensión subordinada a la Décimo 

Segunda Pretensión Principal): 

En caso no se ampare la Décimo Segunda 

Pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral 

declare la invalidez y/o ineficacia parcial 

de la Resolución Gerencial Regional N°D31-

2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, mediante el cual el 

Gobierno Regional de Cajamarca declaro 

improcedente la ampliación de plazo N°07 

por cincuenta y siete (57) días calendario. 

 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 Décimo Séptimo Punto Controvertido 

(Pretensión accesoria a la pretensión 

subordinada a la Décimo Segunda 

pretensión Principal): 

En caso se ampare la pretensión 

subordinada a la Décimo Segunda 

pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral 

ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 07, 

el cual equivale a la suma de S/ 550,926.98 

(quinientos cincuenta mil novecientos 

veintiséis con 98/100 soles), más los 

respectivos intereses hasta su fecha 

efectiva de pago. 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

Sobre las 

valorizaciones 

9 y 10 

Décimo Octavo Punto Controvertido 

(Décimo Quinta Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral reconozca y/o 

apruebe y/u ordene a la Entidad el pago al 

Consorcio de las valorizaciones N° 09 y 10, 

correspondiente al mes de noviembre de 

2021 (por S/ 477,223.45) y diciembre de 2021 

(por S/ 997,248.95), así como el 

reconocimiento de intereses por la demora 

en el pago. 

 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

Sobre la 

ejecución de 

las Cartas 

Fianzas 

Segundo punto controvertido (Tercera 

Pretensión Principal):  

Determinar si corresponde o no que el 

Tribunal Arbitral declare que el Gobierno 

Regional de Cajamarca pueda ejecutar las 

Cartas Fianzas de Fiel Cumplimiento, 

Adelanto Directo y Adelanto de Materiales 

otorgadas por la empresa CONSORCIO 

CARRETERA CAJAMARCA, y a la vez, 

Entidad 

(demanda de 

la Entidad) 
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ordene a la empresa cumpla con cancelar 

al Gobierno Regional de Cajamarca la 

suma total del contrato como 

indemnización de los daños ocasionados, 

con la indebida resolución de contrato. 

Sobre los 

costos 

arbitrales 

Quinto Punto Controvertido (Cuarta 

Pretensión Principal) DE LA DEMANDA 

ARBITRAL ORIGINAL 

Que, el Tribunal Arbitral ordené a la Entidad 

asumir el íntegro de las costas, costos y 

gastos arbitrales del presente arbitraje. 

 

Consorcio 

(demanda 

original) 

 Décimo Noveno Punto Controvertido 

(Décimo Sexta Pretensión Principal): DE LA 

DEMANDA ACUMULADA  

Que el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad 

asumir el íntegro de las costas, costo y 

gastos arbitrales del presente arbitraje. 

 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 Tercer punto controvertido (Cuarta 

Pretensión Principal): DE LA DEMADA DE LA 

ENTIDAD 

Determinar si corresponde o no que el 

Tribunal Arbitral ordene al Consorcio 

Carretera Cajamarca, asuma en su 

totalidad el pago de los costos del 

arbitraje.” 

 

Entidad 

(demanda de 

la Entidad) 

 

5.1. PRIMER BLOQUE: PUNTO CONTROVERTIDO VINCULADO A LA NULIDAD DE 

CONTRATO 

 

Sobre la 

nulidad del 

contrato 

Vigésimo Primer Punto Controvertido 

(Décimo Octava Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad, 

invalidez y/o ineficacia de la Carta Notarial 

N° D1-2022-GR.CAJ-GR.DRAJ y la 

Resolución Ejecutiva Regional N° D216-

2022-GR.CAJ/GR, mediante el cual el 

Gobierno Regional de Cajamarca declara 

la nulidad de oficio del Contrato N° 001-

2020- GRC-GGR. 

 

 

Consorcio 

(Décimo 

Octava 

Pretensión 

Principal de la 

Quinta 

demanda 

arbitral 

acumulada) 
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BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DEL CONSORCIO A LO LARGO DEL 

PRESENTE ARBITRAJE  

 

5.1.1. El 01 de octubre de 2020, el Comité de Selección adjudicó al Contratista 

la buena pro de la Licitación Pública Nº 005-2020-GR.CAJ-PRIMERA 

CONVOCATORIA. 

 

5.1.2. El 26 de octubre de 2020, suscribió con la Entidad el Contrato 

 

5.1.3. El 23 de agosto de 2022, mediante Carta Notarial Nº D1-2022-GR.CAJ-GR-

DRACJ, la Entidad notificó la Resolución Ejecutiva Regional Nº D216-2022-

GR.CAJ/GR con la cual se declaró la nulidad del Contrato Nº 001-2020-

GRC-GGR. 

 

¿Por qué la Resolución es nula? 

5.1.4. Indica que, la Entidad ha usado como base legal para declarar la 

nulidad del contrato, el artículo 10° del Texto Único Ordenado (TUO) de 

la Ley N° 27444, el cual regula los vicios del acto administrativo que 

causan su nulidad de pleno derecho, encontrándose en el numeral 2), el 

defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez. 

 

5.1.5. Asimismo, indica que, el numeral 4 del artículo 3° del TUO de la Ley N° 

27444 -artículo que hace referencia a los requisitos de validez de los actos 

administrativos- regula la motivación, como se transcribe a continuación: 

 

“Artículo 3.- Requisitos de validez de los actos administrativos 

Son requisitos de validez de los actos administrativos 

(…) 

4. Motivación. - El acto administrativo debe estar debidamente 

motivado en proporción al contenido y conforme al ordenamiento 

jurídico. 

5. Procedimiento regular. - Antes de su emisión, el acto debe ser 

conformado mediante el cumplimiento del procedimiento 

administrativo previsto para su generación”. (resaltado agregado 

por el Consorcio)” 

 

5.1.6. En ese sentido, indicó que, un acto administrativo será válido si se 

encuentra motivado en hechos concretos y reales. 
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Sobre la motivación del acto administrativo 

 

5.1.7. Este punto el Tribunal advierte que en esencia la posición del 

demandante es que la Resolución que declaró la nulidad del contrato, 

no se encuentra debidamente motivada en tanto que no se ajusta a los 

hechos y al derecho aplicable. 

 

5.1.8. A efecto de lo anterior sostiene esencialmente que la Entidad ha 

efectuado una evaluación parcializada del caso en concreto, ya que no 

se ha demostrado con pruebas que el Certificado de trabajo del 

Ingeniero Julio Cesar Baldárrago Belizario como especialista de 

Instalaciones Eléctricas, sea un documento falso o adulterado. Así mismo 

indica que los documentos emitidos por la Entidad dentro del 

procedimiento de investigación y la misma Resolución contienen 

informaciones falsas e inexactas. 

 

Por tanto, la Entidad no ha demostrado que el Consorcio habría 

transgredido el literal b) del numeral 44.22) del artículo 44º de la LCE, 

referido a transgredir el principio de presunción de veracidad durante el 

procedimiento de selección. 

 

5.1.9. La Entidad sostiene que el único instrumento utilizado para afirmar que el 

certificado es falso o adulterado es una presunta declaración del 

representante de la empresa OHL, la cual es competidora del 

Contratista. En atención a ello, destaca que dicha declaración no 

asegura que el certificado del Ingeniero Julio César Baldárrago sea falso 

o adulterado. 

 

5.1.10. Agrega que, en diversas resoluciones emitidas por el Tribunal de 

Contrataciones del Organismo Supervisor de las Contrataciones del 

Estado – OSCE se ha establecido que para determinar una clara 

vulneración al principio de presunción de veracidad se debe efectuar la 

consulta tanto al emisor como al beneficiario del documento 

cuestionado como bien se puede apreciar en el siguiente caso: 
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5.1.11. En ese sentido, el Consorcio observa que la Entidad no ha corroborado 

lo que habría afirmado el agente emisor, con el agente beneficiario, de 

lo cual puede advertir que la Entidad no ha procedido correctamente 

para concluir que el Consorcio ha presentado documentación falsa o 

adulterada. 

 

5.1.12. Añade que, la Entidad asumió que el Certificado del Profesional era falso 

o adulterado, sin previamente haberle dado la plena y amplia 

oportunidad de defenderse o contradecir la imputación. 

 

Indebida motivación 

 

5.1.13. Adicional a ello, el Consorcio encuentra contradicciones y vacíos en las 

afirmaciones de la Entidad dentro de la resolución que declaró la nulidad 

del Contrato, pues, en dicha resolución, se afirma lo siguiente: 

 

 
 

5.1.14. Por lo que, el Contratista textualmente indicó que, de lo señalado en la 

resolución se desprende lo siguiente: 

 

 

5.1.15. Señaló que, con dichas afirmaciones, la Entidad declaró la nulidad del 

Contrato.  

 

5.1.16. El Contratista manifiesta que, contrario a lo señalado por la Entidad, del 

propio Certificado de trabajo cuestionado, se puede concluir lo 

siguiente: 
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- “Quien firma el documento es el Jefe de Recursos Humanos de OHL. No lo 

hace el representante legal Alvaro Manchado. 

- Quien emite el documento es el Jefe de Recursos Humanos OHL. No lo hace 

el representante legal Alvaro Manchado. 

- Si no obra en los archivos empresariales del representante legal, por 

desorden o por intencionalidad, no es una situación que acredite que ese 

documento realmente no existe ni es falso ni adulterado.” 

 

5.1.17. En ese sentido, concluye que las supuestas afirmaciones del 

representante de OHL, a las cuales nunca tuvieron acceso, no concluyen 

en ningún extremo ni generan certeza de que el Certificado es falso o 

adulterado. 

 

Sobre la ausencia del examen costo beneficio y una debida motivación 

5.1.18. Asimismo, en la resolución con la cual se declaró la nulidad del contrato, 

la Contratista señala que la Entidad no realizó un análisis costo beneficio 

previo a emitir su decisión, pese a que está obligada -como se aprecia 

en la Opinión N° 032-2019/DTN- y es un requisito para que sea válida una 

declaratoria de nulidad. A ello agrega que  tiene un documento emitido 

por el Ministerio de Cultura en el cual se afirma que el profesional si 

participó en la ejecución del Contrato de Obras. 

 

5.1.19. Precisa que, para que la entidad determine si ejerce o no la facultad de 

declarar la nulidad del contrato, ésta debe atender ciertos criterios, entre 

los cuales se encuentra la satisfacción del interés público, el logro de la 

finalidad pública y el estado de avance de la contratación. 

 

5.1.20. Por lo que, concluye que, la falta de evaluación de los criterios 

mencionados, que, bajo el mismo razonamiento, es un incumplimiento 

de lo establecido por el organismo rector, constituye una ilegalidad por 

parte de la entidad además de un atentado en contra del interés 

público. 

 

5.1.21. Finalmente, indica que, por todo lo anteriormente expuesto, corresponde 

que el Tribunal Arbitral declare fundada su pretensión la cual tiene como 

objetivo que se declare la nulidad, invalidez y/o ineficacia de la carta 

notarial N° D1-2022-GR.CAJ-GR.DRAJ y la Resolución Ejecutiva Regional 

N° D216-2022-GR.CAJ/GR. 
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BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DE LA ENTIDAD A LO LARGO DEL PRESENTE 

ARBITRAJE  

 

Respecto a la nulidad de los actos administrativos  

5.1.22. La Entidad señaló que el Contratista incurrió en causales para declarar la 

nulidad del acto administrativo al infringir el artículo 50, inciso j), del Título 

VI del Régimen de Infracciones y Sanciones del Texto Único Ordenado de 

la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del Estado, que prohíbe presentar 

documentos falsos o adulterados. 

 

5.1.23. Además, la Entidad recordó que el artículo 10 del TUO de la LPAG 

establece causales de nulidad, incluyendo contravenciones a la 

Constitución, leyes o normas reglamentarias; defectos u omisiones en 

requisitos de validez; adquisición de derechos contrarios al ordenamiento 

jurídico; y actos constitutivos de infracción penal.  

 

5.1.24. En ese sentido, indica que, el Contratista no ha demostrado en qué 

causal de nulidad se enmarcaría el acto administrativo que pretende 

declarar nulo, pues la nulidad debe estar sustentada en alguna de ellas, 

no habiéndose determinado o presentado causal alguna en la 

Resolución Ejecutiva Regional N° D216-2022-GR.CAJ/GR. 

 

Del control posterior de los actos administrativos 

5.1.25. Asimismo, la Entidad presentó como evidencia las cartas de respuesta 

del representante legal de la Empresa Obrascon Huarte Lain S.A. Suc. Del 

Perú y de la señora Esteban Zárate Ana María, quienes manifestaron no 

haber emitido los certificados de trabajo a favor de Julio César 

Baldárrago Belizario y Juber Osiel Ponce Olano, respectivamente.  

 

5.1.26. La Entidad argumentó que la declaración de nulidad de oficio por parte 

del titular de La Entidad es una potestad administrativa y no una 

obligación. La Opinión N° 032-2019/DTN, que menciona la facultad de 

declarar nulo un contrato tras un análisis de costo-beneficio, no 

constituye una causal de nulidad.  
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5.1.27. La Entidad destacó que, según el fundamento 34 de la Sentencia del 

Tribunal Constitucional N° 00090-2004-PA-TC, un acto administrativo debe 

expresar las razones de hecho y el sustento jurídico que justifican la 

decisión tomada. En este caso, el acto administrativo no fue arbitrario ya 

que se motivó adecuadamente y no se basó solo en la apreciación 

individual de quien ejerció la competencia administrativa. 

 

5.1.28. Precisa que, lo dispuesto en el numeral 64.6 del artículo 64 del RLCE y en 

el numeral 43.6 del artículo 43 del RLCE, está referido a la fiscalización 

posterior que toda Entidad debe efectuar, respecto de la información 

que el ganador de la buena pro haya presentado en su propuesta, 

entendiéndose como tal a toda la documentación obrante en la misma. 

 

5.1.29. En esa medida, señala que, todos aquellos documentos, declaraciones 

y traducciones que presenten los postores adjudicados con la buena pro, 

en los distintos procedimientos de selección que lleve a cabo cada 

Entidad, deberán ser sometidos al procedimiento de fiscalización 

posterior. 

 

5.1.30. En ese sentido, se tiene que la Entidad a fin de dar cumplimiento a la 

normativa descrita, realizó la verificación posterior de la propuesta 

Ganadora de la Buena Pro, presentada por el Contratista, por ello, la 

Dirección de Abastecimiento como Órgano Responsable; efectuó el 

desarrollo de las acciones de verificación posterior, en la cual se advirtió 

que respecto al “Certificado de Trabajo” emitido por Obrascon Huarte 

Lain S.A., el propio representante legal de la empresa Obrascon Huarte 

Lain, manifestó no reconocer haber suscrito o emitido el documento 

precitado, pues, adicionalmente, el mismo no obra en sus archivos ni 

registros empresariales.  

 

5.1.31. Indicó que, dicha información fue plasmada en el Informe Técnico N° D6- 

2022-GR.CAJ-DRA-DA/RERO, de fecha 14 de julio del 2022, mediante el 

cual el Abg. Ronal Edwin Rojas Oblitas - Asistente Administrativo II adscrito 

a la Dirección de Abastecimiento, concluyó: 

 

“Al tenerse como evidencia las cartas de respuesta a lo requerido 

por la Entidad tanto del representante legal de la Empresa 

Obrascon Huarte Lain S.A. Suc. Del Perú y de la señora Esteban 

Zárate Ana María quienes manifiestan no haber emitido los 

certificados de trabajo emitidos a favor de Julio César Baldárrago 

Belizario y Juber Osiel Ponce Olano respectivamente, el Consorcio 

Carretera Cajamarca, ha infringido el artículo 50, inciso j), Titulo VI 
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Régimen de Infracciones y Sanciones del Texto Único Ordenado 

de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del estado, que a la 

letra dice: (...) j) Presentar documentos falsos o adulterado a las 

Entidades, al Tribunal de Contrataciones del Estado, al Registro 

Nacional de Proveedores (RNP), al Organismo Supervisor de las 

Contrataciones del Estado (OSCE), o a la Central de Compras 

Públicas – Perú Compras. Respecto al daño causado, se afectó los 

derechos e intereses de la Entidad y generó retraso en la 

satisfacción de sus necesidades.” 

 

Del derecho a la defensa 

5.1.32. Por otro lado, indica que, se debe de tener en consideración lo señalado 

en el numeral 213.2 del artículo 213° del TUO de la Ley N° 27444°, respecto 

a que, si una autoridad decide anular de oficio un acto administrativo 

que favorece a un administrado, debe notificarle y darle al menos cinco 

días para ejercer su derecho de defensa antes de emitir la decisión final. 

 

5.1.33. En ese sentido, la Entidad señala que no ha vulnerado el derecho de 

defensa del Contratista, y ello ha quedado acreditado con los siguientes 

documentos:  

 

- Carta N° D148-2022-GR.CAJ-DRA/DA, de fecha 17 de marzo de 

2022, en la que se le solicita al señor Bo Zhao, representante del 

Consorcio, que presente descargos sobre certificados cuya 

veracidad ha sido negada por los emisores, otorgándole un plazo 

de 5 días hábiles para responder. 

 

- Carta N° 422-2022-CCC, a través de la cual el Consorcio le 

respondió a la Entidad la Carta N° D148-2022-GR.CAJ-DRA/DA, y 

manifestó que los documentos presentados a la Entidad fueron 

compartidos por el ingeniero Juber Osiel Ponce Olano, quien 

autentificó su veracidad y se comprometió a responder la solicitud 

de la Entidad. 

 

- Se le corrió traslado al señor Juber Osiel Ponce Olano, de la Carta 

D148-2022-GR.CAJ-DRA/DA, y éste respondió adjunto al Contrato 

de Locación de Servicios de fecha 05 de marzo de 2010, que con 

dicho documento sustentaba la veracidad de los trabajos 

realizados.  
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- Carta N° D212-2022-GR.CAJ-DRA/DA, de fecha 05 de abril de 2022, 

dirigida al representante del Consorcio, se le reiteró al Consorcio 

que presente su descargo, y no se evidenció respuesta alguna.  

 

5.1.34. La Entidad señala que ha cumplido con otorgarle un plazo al Consorcio 

para que presente sus descargos, de acuerdo con lo señalado en la 

normativa. Sin embargo, ha sido el Consorcio quien no ha cumplido con 

la presentación de sus descargos correspondientes a la información 

presentada por el Ing. Juber Osiel Ponce Olano y el Ing. Julio César 

Baldárrago Belizario. 

 

Sobre falta de motivación 

5.1.35. Indica que, ha quedado demostrado y se puede apreciar del propio 

acto administrativo que el Consorcio pretende impugnar, que éste ha 

sido emitido con una debida motivación, en donde se han sustentado los 

hechos y la norma aplicable al caso concreto. 

 

5.1.36. Añade que, el accionar del Consorcio se ha enmarcado dentro de una 

infracción, contenida en el literal b) del numeral 50.1 del artículo 50 de la 

LCE, que dispone que el Tribunal de Contrataciones del Estado sanciona 

a los postores cuando incurran en las siguientes infracciones: “Literal j) 

Presentar documentos falsos o adulterados a las Entidades, al Tribunal de 

Contrataciones del Estado, al Registro Nacional de Proveedores (RNP), al 

Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado (OSCE), o a la 

Central de Compras Públicas – Perú Compras”. 

 

5.1.37. Finalmente, la Entidad concluye que, lo peticionado por la Entidad 

carece de sustento técnico y legal, motivo por el cual deberá declararse 

infundada esta pretensión.  

 

POSICIÓN DEL TRIBUNAL ARBITRAL 

5.1.38. No existe discusión entre las partes respecto de la facultad de la Entidad 

de realizar fiscalización posterior. Ello esta previsto en el numeral 64.6 del 

artículo 64 del RLCE. 

 

5.1.39. Tampoco se encuentra en discusión la facultad que tiene la Entidad de 

declarar la nulidad del contrato en caso de verificarse la transgresión al 
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principio de presunción de veracidad durante el procedimiento de 

selección o para el perfeccionamiento del contrato. Ello está previsto en 

el literal b) del numeral 44.2 del artículo 44 de la LCE. 

 

5.1.40. Básicamente la discusión se centra en si es que, en el caso en concreto, 

la Entidad ejerció válidamente esta facultad. De no haberlo hecho así, 

esa decisión que se encuentra contenida en la Resolución Ejecutiva 

Regional N° D216-2022-GR.CAJ/GR, sería nula, invalida e ineficaz, al igual 

que la Carta Notarial N° D1-2022-GR.CAJ-GR.DRAJ (a través de la cual se 

comunicó la citada Resolución Ejecutiva Regional). 

 

5.1.41. Las razones por las que el Consorcio expresa que no se ha hecho un 

ejercicio adecuado de la potestad de declarar de oficio la nulidad del 

contrato, son esencialmente las siguientes: 

 

- No existe certeza que el Certificado de Trabajo sea falso, pues la 

persona que suscribió el mismo era el Gerente de Recursos 

Humanos de la empresa OHL (Sr. Erwin Maldonado Martinez), pero 

quien responde en la fiscalización posterior, es el representante 

legal de esa empresa (Sr. Alvaro Manchado Mayayo), quien 

termina señalando que “OHL no reconoce haber suscrito o emitido 

el documento precitado, pues adicionalmente no obra en sus 

archivos ni registros empresariales”. 

- La Entidad no ha presentado ninguna pericia grafotécnica que 

acredite que el documento es falso. 

- A diferencia de lo afirmado por la Entidad, si cuentan con un 

documento emitido por el Ministerio de Cultura en el cual se afirma 

que el profesional (Julio César Baldárrago Belizario) si participó en 

la ejecución del contrato de obra a que se refiere el certificado en 

discusión. 

- Durante el procedimiento de fiscalización posterior, nunca se le 

hizo entrega de la comunicación de OHL, con la finalidad de 

tomar conocimiento directo de la respuesta brindada por esa 

empresa, ni tampoco de la comunicación que la Entidad le había 

cursado a OHL. 

- La Resolución que declara la nulidad del contrato no adjunta 

ningún informe o comunicación en la que se sustenta. 

- La decisión de la Entidad es abierta y general, sin profundizar en 

un análisis del caso concreto, y tampoco realiza un análisis costo 

beneficio que sustente el uso de la facultad discrecional de 

declarar la nulidad del contrato.  
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5.1.42. Revisada la aludida Resolución Ejecutiva Regional, se verifica que el 

fundamento fáctico por el cual se declaró la nulidad del contrato radica 

en la supuesta “vulneración al principio de veracidad” al haberse 

presentado para la firma del contrato un documento que según la 

Entidad resulta falso, cual es el certificado de trabajo de fecha 05 de 

diciembre de 2019 otorgado a favor del Sr. Julio César Baldárrago 

Belizario por el período comprendido desde el 05 de marzo de 2018 hasta 

el 30 de setiembre de 2019, en el cargo de Ingeniero de Instalaciones 

Eléctricas  - Mecánicas.  

 

Cabe precisar que la nulidad no se fundamenta en el documento 

emitido por la empresa T&C Ingenieros Consultores Ejecutores S.R.Ltda. 

pues claramente se indica en el primer párrafo de la página 6 de la 

propia Resolución Ejecutiva Regional antes citada, que este documento 

se presentó ya durante la ejecución del contrato y por tanto no es 

tomado en cuenta para la nulidad del contrato. 

 

5.1.43. Revisada también la Resolución Ejecutiva Regional, el Tribunal aprecia 

algunos aspectos relevantes, que estima pertinente resaltar pues tienen 

directa relación en el ejercicio discrecional de la Entidad para declarar 

la nulidad del contrato: 

 

- Al 19 de agosto de 2022, fecha en que la Entidad toma la decisión 

de declarar la nulidad del contrato, ya habían transcurrido más de 

6 meses desde que este había sido resuelto por cada una de las 

partes de manera separada. 

 

- La Entidad tomó conocimiento de la existencia de la presunta 

vulneración al principio de presunción de veracidad, desde el 28 

de diciembre de 2020, y toma la decisión de resolver el contrato el 

19 de agosto de 2022, es decir, luego de haber transcurrido más 

de 1 año y 7 meses, y cuando ya el contratista e incluso la propia 

Entidad cada uno por su lado, habían resuelto el contrato por 

motivos diferentes. 

 

 

5.1.44. Tal como se ha indicado, el literal b) del numeral 44.2 del artículo 44 de la 

LCE, señala expresamente: 
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5.1.45. Tal como lo enfatiza el OSCE a través de diversos pronunciamientos de su 

Dirección Técnico Normativa, que han sido citados en la propia 

Resolución Ejecutiva Regional6, la declaratoria de nulidad del contrato, 

es una potestad y no una obligación del Titular de la Entidad. 

 

5.1.46. Siendo ello así, lo que cabe preguntarse es, si al haberse tomado 

conocimiento - cómo resultado de la fiscalización posterior- de la 

existencia de una presunta vulneración al principio de presunción 

veracidad que podría generar la nulidad del contrato, ¿resulta válido 

que esta se quede en silencio, permita que el contrato se siga 

ejecutando regularmente durante más de un año, y luego de haber 

transcurrido aproximadamente 1 año y 7 meses -cuando ya se había 

resuelto el contrato por otras razones- opte por declarar la nulidad que 

no invocó durante toda su ejecución?. 

 

5.1.47. No. La normativa de contratación pública no valida esta situación, tal 

como se explica a continuación: 

 

a) Es claro -pues incluso se señala en la propia Resolución Ejecutiva 

Regional opiniones de OSCE7 - que la resolución y la nulidad de un 

contrato constituyen dos figuras diferentes, por lo que es 

perfectamente factible que, “Si el Titular de la Entidad decide 

declarar la nulidad de un contrato, esta procede aun cuando el 

contrato se encuentre resuelto”.  

 
6 Opinión N° 032-2019/DTN. 

 
7 Véase página 10 infine y 11. En la Opinión N° 081-2018/DTN se señaló lo siguiente: 
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b) Sin embargo, la situación que esta afirmación no responde es si la 

Entidad, conocedora del hecho en el que sustenta la nulidad, 

permite durante más de un año la ejecución del contrato, para 

después invocar este hecho para declarar la nulidad. 

 

c) Para ello, hay que tener en cuenta que tal como lo prevé el propio 

literal b) del numeral 44.2 del artículo 44 de la LCE, la declaración 

de nulidad de un contrato es una atribución discrecional de la 

Entidad, en cabeza de su Titular, y por tanto se encuentra en su 

esfera el haber declarado la nulidad o continuar permitiendo su 

ejecución. Esto último sin perjuicio de informar sobre el hecho al 

Tribunal de Contrataciones del Estado para efecto que, de ser el 

caso, luego del correspondiente proceso sancionador imponga la 

sanción correspondiente al Consorcio; así lo establece el numeral 

64.6 del artículo 64 del RLCE8. 

 

De hecho, el Tribunal verifica que en el presente caso la Entidad, 

conocedora del hecho, informó del mismo al Tribunal de 

Contrataciones del Estado, el cual a su vez, mediante Resolución 

N° 4136-2023-TCE-S1 de fecha 26 de octubre de 2023, declaró NO 

HA LUGAR la imposición de sanción a los miembros del Consorcio, 

en tanto que la Entidad no había acompañado al Tribunal de 

Contrataciones del Estado del OSCE, los documentos 

supuestamente cuestionados, pese a que se le habían requerido.  

Así se indica en la citada Resolución del Tribunal de 

Contrataciones del Estado, como se evidencia a continuación: 

 

 
8 
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d) En este contexto, este Tribunal aprecia que en la Resolución 

Ejecutiva Regional (páginas 11 y 12) se reconoce que, producto 

de la fiscalización posterior la Entidad, tomó conocimiento de los 

hechos que sustentan la nulidad en diciembre de 20209, pero que 

por una negligencia interna -que debe ser materia de un deslinde 

de responsabilidades- no se dio tramite a ello en esa oportunidad. 

 

A criterio de este Tribunal, esta situación es de absoluta 

responsabilidad de la Entidad10 y, no puede ser trasladada al 

Contratista, pues en la práctica, ha significado que el Gobierno 

Regional permita la continuación de la ejecución del contrato por 

más de 13 meses, en que fue resuelto por otros motivos que nada 

tienen que con los hechos que, 6 meses después, en agosto de 

2022, se utilizan para declarar la nulidad del contrato.  En otras 

palabras, la Entidad no puede alegar un error interno, pues la 

responsabilidad de ella frente al contratista es solo una. Tampoco 

puede alegar su propio error para pretender fundar un derecho o 

el ejercicio de una atribución, porque nadie puede alegar un 

derecho o atribución sobre su propia negligencia. 

 

5.1.48. El Tribunal verifica que uno de los argumentos del cuestionamiento 

realizado por el Consorcio esta referido precisamente a que el artículo 44 

de la LCE otorga una facultad discrecional a la Entidad para declarar la 

nulidad del contrato y no así una obligación, siendo que en el presente 

caso no se ha ejercido debidamente el ejercicio de esa facultad 

 
9 Se indica que la respuesta del OHL ante la fiscalización posterior ingreso a mesa 

de parte de la Entidad el 28 de diciembre de 2020. 
10 Sin perjuicio que merezca ser debidamente y, de ser el caso, se determinen los 

responsables de ello. 
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discrecional. Al respecto, el Tribunal Arbitral verifica que lo que sucedió 

es que cuando la Entidad conoció de las razones que sustentan la 

nulidad, no optó por hacerla valer, sino que permitió que el contrato se 

continue ejecutando normalmente, e incluso más de un año después lo 

resolvió por otras razones (más allá que exista una discusión sobre la 

resolución que también invocó el Consorcio) y, por ende, optó en su 

momento por mantener válida la relación contractual. 

 

5.1.49. Adicionalmente es de mencionar que, revisados tanto el documento 

identificado como certificado de trabajo del 05 de diciembre de 2019; 

así   como la declaración del Sr. Alvaro Machado Mayayo de fecha 16 

de noviembre de 2020, a la luz de la cual se concluyó en la Resolución 

Ejecutiva Regional N° D216-2022-GR.CAJ/GR que el primero de los 

documentos mencionados  es un documento falso, este Tribunal aprecia 

que: 

 

- El certificado de trabajo del 05 de diciembre de 2019 es un 

documento que aparece en papel membretado de OHL y se 

encuentra suscrito por el Sr. Erwin Maldonado en condición de 

Gerente de Recursos Humanos de OHL. 

 

- La Carta del 16 de noviembre de 2020, es un documento que se 

encuentra suscrito por el Sr. Alvaro Machado, en condición de 

representante legal de OHL, siendo que en este documento se 

indica que “OHL no reconoce haber suscrito o emitido el 

documento precitado -refiriéndose al certificado de trabajo”, 

pues adicionalmente no obra en sus archivos ni registros 

empresariales.” Sin embargo, resulta claro que esa persona no es 

quien suscribió el certificado de trabajo, y no se dice nada sobre 

si el Sr. Erwin Maldonado que era quien sí lo emitió era o no el 

Gerente de Recursos Humanos de OHL.  A criterio de este Tribunal 

lo lógico en este contexto para poder afirmar sin margen de mayor 

duda que se estaba frente a un documento falso, era tener en 

claro este aspecto, es decir, si quien aparecía firmándolo lo había 

emitido o si dicha persona tenía o no la condición de Gerente de 

Recurso Humanos de OHL. 

 

- A lo anterior se suma que, cuando posteriormente, la propia 

Entidad pone en conocimiento del Tribunal de Contrataciones del 

Estado, la presunta vulneración al principio de presunción de 

veracidad en el procedimiento de selección -presentación de 

documentación falsa-, a efecto que esa instancia proceda a 
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imponer la sanción administrativa a los miembros del Consorcio; 

no cumplió con presentar, pese a las dos oportunidades en que se 

le requirió por el Tribunal de Contrataciones del Estado, la 

documentación que se le solicitó a efecto que se pueda verificar 

la comisión de la vulneración al principio de presunción de 

veracidad,  que ella misma alegaba, no pudiéndose determinar 

administrativamente si se había o no incurrido en la vulneración 

del principio de veracidad y por tanto tampoco imponer sanción 

alguna. 

 

- Estos hechos y situaciones descritas, evaluadas en su conjunto, no 

permiten que este Tribunal se forme convicción respecto de la 

vulneración al principio de presunción de veracidad que alegó la 

Entidad, como sustento de la nulidad de contrato que dispuso a 

través de la Resolución Ejecutiva Regional materia de 

cuestionamiento. 

 

 

5.1.50. Cabe tener en cuenta que, el numeral 2 del artículo 10 del TUO de la Ley 

del Procedimiento Administrativo General, establece que son causales 

de nulidad de los actos administrativos, “el defecto o la omisión de 

alguno de sus requisitos de validez (…)”. 

 

5.1.51. Por su parte, el numeral 4 del artículo 3 de la misma norma establece que, 

es requisito de validez del acto administrativo, la “motivación”, señalando 

que “el acto administrativo debe estar debidamente motivado en 

proporción al contenido y conforme al ordenamiento jurídico” 11. 

 
11 Cabe tener en cuenta que a través de la Opinión N° 111-2022/DTN el OSCE ha 

reconocido que las decisiones que adoptan las Entidades durante la ejecución 

contractual en el marco de la LCE, constituyen en esencia decisiones 

administrativas a las que en cuanto a su formalidad le son exigibles los requisitos 

de validez de los actos administrativos: 
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5.1.52. Precisamente lo que cuestiona en este extremo el Consorcio es que, la 

decisión adoptada, por la razón ya expuesta, no es acorde con el 

ordenamiento jurídico. Y sobre ello el Tribunal ha advertido que: 

 

a. La conducta contractual de la Entidad fue continuar con la 

ejecución contractual, a pesar de que supo, al menos 19 meses 

antes, que había una eventual causa de nulidad que pudo 

aplicar. 

b. La Entidad no aplicó la eventual causa de nulidad como 

remedio para terminar el contrato. 

c. La Entidad decidió terminar el contrato mediante otro 

mecanismo, la resolución del contrato y por otras razones. 

d. Después decidió anular el contrato, cuando ya lo había 

resuelto por otra razón, pese a que ya conocía de la existencia 

de la eventual causa de nulidad. 

e. Además, el ejercicio de una facultad discrecional requiere de 

una motivación funcional y adecuada al objeto que la Entidad 

pretende lograr. En el contexto de la ejecución contractual 

descrita, no se ha producido una motivación funcional ni 

adecuada al objeto, el interés público, perseguido por la 

Entidad, en el marco del contexto anotado. Por contrario, 

resolver para después anular el mismo contrato, cuando ya la 

Entidad conocía de los hechos que posteriormente utiliza para 

sustentar la nulidad, es un acto arbitrario en el contexto del 

caso. 

 

5.1.53. A criterio de este Tribunal y luego del análisis realizado ut supra, se 

concluye que en efecto la decisión adoptada y contenida en la 

Resolución Ejecutiva Regional cuestionada, no resulta acorde con el 

ordenamiento jurídico descrito, y por tanto corresponde amparar la 

pretensión que es materia de este punto controvertido. 

  

 

5.2. SEGUNDO BLOQUE: PUNTOS CONTROVERTIDOS VINCULADOS A LA 

RESOLUCIÓN DE CONTRATO 

 

 

Sobre la 

resolución del 

contrato 

Vigésimo Punto Controvertido (Décimo 

Séptima Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare consentida 

la Resolución de Contrato N°001-2020- 

Consorcio 

(Cuarta 

demanda 
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GRC-GGR, efectuada por el Consorcio 

Carretera Cajamarca, la misma que fuera 

notificada al Gobierno Regional de 

Cajamarca a través de la Carta Notarial N° 

411-2022-CCC. 

 

arbitral 

acumulada) 

 Noveno Punto Controvertido (Décima 

Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la invalidez 

y/o ineficacia y/o nulidad de la Resolución 

de Gerencia General Regional N°D017-

2022-GR-CAJ-GGR-DRAJ comunicada con 

carta notarial N°D41-2022-GR.CAJ-GGR-

DRAJ, mediante el cual el Gobierno 

Regional de Cajamarca decidió resolver el 

contrato N° 001-2020-CGR-GGR. 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 
Primer punto controvertido (Segunda 

Pretensión Principal):  

Determinar si corresponde o no que el 

Tribunal Arbitral declare válida y eficaz, la 

resolución del Contrato N° 01-2022- CCC, 

contenida en la Resolución de Gerencia 

General Regional N° D17-2022-GR-CAJ-

GGR.DRAJ del Gobierno Regional de 

Cajamarca, y notificada al Consorcio 

Carretera Cajamarca, a través de la Carta 

Notarial N° D41-2002-GR.CAJ-DRAJ, de 

fecha 31 de enero del 2022.  

 

 

Entidad (de la 

demanda de 

la Entidad) 

 

 

 

BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DEL CONSORCIO A LO LARGO DEL 

PRESENTE ARBITRAJE 

 

5.2.1 Respecto del vigésimo punto controvertido de la pretensión planteada 

por el Consorcio: El Contratista alegó que, según la normativa del 

arbitraje, la única figura procesal establecida por las normas para 

cuestionar la oposición a una resolución de contrato es recurrir a 

conciliación y arbitraje para resolver la discrepancia relacionada con la 

resolución del contrato. Esto se debe a que la parte interesada debe 

iniciarla dentro del plazo de treinta días hábiles. 
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5.2.2 Por lo que, si una de las partes no hubiera iniciado el arbitraje en el plazo 

previsto, habría operado la caducidad y se tendría por validada la 

resolución del contrato, dado que no existiría controversia alguna. 

 

5.2.3 Precisó que, en la Carta Notarial Nº 411-2022-CCC de fecha 27 de enero 

de 2022, el Contratista resolvió el Contrato Nº 001-2020-GRC-GGR, y al 

haber pasado los treinta días de ley, sin que la Entidad haya realizado 

ningún mecanismo para la solución de esta controversia, se declara 

válida la Resolución de Contrato, quedado consentida y por ende 

aceptada. 

 

5.2.4 Respecto del noveno punto controvertido de la pretensión planteada por 

el Consorcio: El Contratista alegó que, mediante Carta Notarial D41-2022-

GR.CAJ-GGR-DRAJ y Resolución de Gerencia General Nº D17-2022-GR-

CAJ-GGR-DRAJ, se les comunicó la resolución del contrato, sin embargo, 

alega que ambos documentos carecen de validez, ya que ambos tienen 

vicios desde su constitución, tanto de forma como de fondo.  

 

5.2.5 Según la Quinta Disposición Complementaria Final de la Ley de 

Contrataciones del Estado, se establece un límite a la discrecionalidad 

de la Entidad al momento de emitir sus respectivos pronunciamientos en 

el marco de la Ley, donde no se puede prescindir de motivación y 

debería tener relación o concordancia directa entre los hechos 

señalados por la Entidad y sus fundamentos deberían ser coherentes. 

 

5.2.6 El Contratista indicó que, le comunicó a la Entidad mediante Cartas N° 

340- 411 y 412-2022-CCC que las razones que motivaron la resolución del 

contrato y el apercibimiento eran inválidas, sin embargo, pese a ello 

decidieron resolver el contrato, tal como lo detallan a continuación:  
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(…) 

5.2.7 El Contratista alegó que, respecto a la aprobación del PAMA, éste no 

está sujeto a sanción por parte de la Entidad, pero al haber aumentado 

la cantidad de áreas auxiliares destinadas para DMEs, el monto 

considerado por el presupuesto de obra para las partidas 07.04.01 

Abandono de instalaciones auxiliares y 07.04.02 Restauración de áreas 

deforestadas es de S/. 37 000.00 y S/. 40 000.00 respectivamente. 

 

5.2.8 Se debió considerar que el contrato se firmó con 11 DMEs, y actualmente 

hay 32. Por lo tanto, el monto considerado para el tratamiento de estas 

áreas es insuficiente, ya que no se cuenta con el presupuesto necesario 

para la intervención preliminar, durante la ejecución y al final. Esto 

imposibilitó la ejecución de partidas de movimiento de tierras debido a 



   Exp. 26-2021/CA-RENA 
 

Página 80 de 291 

 

la falta de área para el depósito del material excedente, ya que el 

propietario exige el tratamiento adecuado antes de su uso. 

 

5.2.9 Por lo tanto, sostiene que lo que se debe aprobar es un adicional a la 

obra y un deductivo vinculante; sin embargo, la Entidad persistió en 

incumplir sus obligaciones y deberes esenciales en el contrato para 

regularizar dicha situación, incluyendo un PAMA aprobado. 

 

5.2.10 Sobre los planos de replanteo, el Contratista señaló que, en reiteradas 

oportunidades, expuso al Demandado, a la supervisión e inspectores, 

que el replanteo aprobado por la Entidad en el mes de marzo de 2021 

presentaba múltiples deficiencias. Entre ellas, la falta de ecuaciones de 

empalme en las adecuaciones efectuadas, lo que conlleva a tener una 

carretera en ejecución con una longitud menor a la contratada, y la 

inconsistencia del diseño geométrico empleado, que no cumple con los 

parámetros mínimos estipulados por el Manual de Diseño Geométrico 

MTC. La más severa de las deficiencias es la poligonal de apoyo, la cual 

no contaba con cálculo de cierre en el plano vertical y horizontal, 

situación que se evidenció al momento de tratar de documentar los 

planos en campo. Todos estos puntos fueron presentados a la supervisión 

mediante la Carta Nº 084-2021-CCC de fecha 07.08.2021, para el tramo 

del km 0+000 al km 29+980, y con la Carta Nº 22-2021-CCC de fecha 

15.12.2021, para el tramo del km 30+000 al km 61+160.37. A pesar de las 

afirmaciones de la Entidad, persistía el incumplimiento de la obligación 

esencial que se requería. 

 

5.2.11 La Entidad alegó que, en relación con la reformulación del expediente 

técnico, el Contratista presentó el replanteo topográfico inicial. Sin 

embargo, fue la Entidad quien encargó a la supervisión de obra la 

adecuación del eje geométrico a las condiciones reales del terreno sin 

haberlo consultado con el Contratista. Tras esta modificación, se 

consideraron las deficiencias cometidas en su formulación y se realizaron 

progresivas modificaciones en los planos de obra de arte, volúmenes de 

corte y relleno, entre otras actividades cuya ejecución dependía de los 

planos. Estos planos, después de la adecuación efectuada por la 

supervisión, ya no eran los mismos con los que se firmó el contrato, lo que 

resultó en una modificación total de los metrados del presupuesto de la 

obra. Ante esto, el Contratista, a solicitud de la supervisión, procedió a 

realizar el replanteo del trazo modificado para definir los nuevos planos y 

la planilla del metrado. 
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5.2.12 En cuanto al expediente técnico incompleto, el Contratista alegó que 

esto se debía a que se habían modificado los planos topográficos y solo 

se requerían estos para completar el expediente. 

 

5.2.13 Asimismo, el contrato se suscribió bajo unas condiciones establecidas, 

entre las cuales se incluyeron los planos topográficos. Al realizar una 

modificación de estos, por secuencia lógica y por tratarse de una obra 

lineal, se produjo una variación en los metrados. Por lo tanto, en el 

cuaderno de obra (asiento) Nº 303 del 11.09.2021, se solicitó al Supervisor 

requerir al proyectista los factores de seguridad utilizados para definir los 

taludes de corte del proyecto. Esto se hizo ante la necesidad de verificar 

si se había producido un derrumbe entre las progresivas km 10+600 y km 

10+700. Sin embargo, esta verificación no pudo llevarse a cabo debido a 

la omisión de esta información en el Expediente Técnico y a la falta de 

respuesta por parte del Supervisor y del Proyectista. 

 

5.2.14 El Contratista alegó que, en cuanto a la afirmación de la Entidad de que 

no se han alcanzado físicamente ninguno de los documentos técnicos, 

como los planos de planta, perfil longitudinal, secciones transversales, 

obras de arte, etc., estos documentos corresponden a que, después de 

efectuada la adecuación del eje geométrico por la supervisión y 

requerida por La Entidad, se modificaron tácitamente todos los planos 

vinculados a la topografía. Sin embargo, estos planos no han sido 

alcanzados por la Entidad debidamente aprobados. 

 

5.2.15 Acerca de la licencia para la autorización de la compra de los explosivos, 

estos fueron tramitados adecuadamente y se encuentran a nombre del 

Contratista. Lo que se requirió y se formuló como consulta fue la 

autorización, ubicación y planos de construcción para el polvorín donde 

se almacenarían los explosivos. Sin embargo, esta consulta no fue 

absuelta. A pesar de que manifestaron su rechazo a la subcontratación 

para este fin, lo que se realizó fue la contratación de mano de obra 

calificada para tales fines, reservándose el derecho de accionar 

legalmente. 

 

5.2.16 Sobre la falta de saneamiento físico legal y la liberación de áreas de 

trabajo, el Contratista señaló que la Entidad realizó trabajos de campo y 

se acogió a la normativa correspondiente. Lo que requerían los 

propietarios era el pago efectivo de la compensación. La Entidad y la 

supervisión firmaron acuerdos con los propietarios para el reconocimiento 
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económico. Sin embargo, ese pago no pudo concretarse hasta que se 

aprobara el PAC (Plan de Adecuación y Compensación). Al no estar 

aprobado, esto impidió al Demandado efectuar el pago de este 

compromiso. Por lo tanto, mediante los asientos en el Cuaderno de Obra 

Nº 535 y 536 del 14.12.2021, se comunicó al supervisor de la obra la 

presentación de la carta Nº 303-2021-CCC el 11.12.2021, donde se anexó 

el informe de la Especialista en Impacto Ambiental. En este informe se 

hace un resumen de todas las interferencias por viviendas, terrenos y 

zonas urbanas, las cuales sumaban 19.95 km, es decir, el 32.62% de la 

longitud contratada. Se dejó constancia de la falta de atención a estos 

asientos, como lo expresó la Entidad en el Anexo Nº 5 de la Carta Notarial 

Nº D40-2022-GR.CAJ-GGR-GRI, ya que estos asientos carecen de 

absolución. 

 

5.2.17 Respecto a lo que indicó la Entidad sobre la absolución de las consultas 

formuladas por el Contratista, estas se hicieron después de un año, 

manifestando que la actuación de la supervisión de obra en relación con 

ello, siendo el consultor quien debió opinar y recomendar al Demandado 

las implicaciones de la falta de absolución. Como lo detallan los TDR de 

la supervisión, que también debió elaborar un informe de compatibilidad, 

del cual no se tiene conocimiento de su formulación y tampoco de las 

acciones que tomó la Entidad al respecto. 

 

5.2.18 Al respecto de los procedimientos en relación con la normativa de 

contrataciones del Estado, se indica que toda consulta formulada a 

través del cuaderno de obra debe ser absuelta a través de este, no 

siendo válido otro medio para comunicar la absolución. Respecto a estas 

consultas respondidas por parte del supervisor, estas carecen de una 

solución técnica, requiriendo al Contratista efectuar evaluaciones y 

proponer alternativas de solución, funciones inherentes a la supervisión 

de obra. Este accionar fue recurrente en el supervisor de obra, pues 

evadió sus responsabilidades y obligaciones esenciales. Hay consultas sin 

absolución que ocasionaron la imposibilidad de ejecutar las prestaciones 

contratadas y generaron retraso en el cumplimiento de las obligaciones 

contractuales, recayendo la responsabilidad sobre el pronunciamiento 

de la Entidad en el informe sobre los sectores que requieren mejoramiento 

de suelos a nivel de subrasante y que no fueron considerados en el 

expediente técnico. 
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5.2.19 El Contratista alegó que, respecto a la designación del supervisor para el 

proyecto, esta es una obligación de la Entidad exigida por ley. Pese a 

ello, la Entidad designó a inspectores que no cumplen con el perfil 

profesional para atender los requerimientos de una obra con tantas 

complicaciones técnicas, contractuales y legales. Como se demostró en 

el cuaderno de obra, la permanencia temporal del inspector de obra no 

aportaba objetividad a su criterio para absolver los requerimientos del 

Contratista; es más, el personal profesional enseñó al inspector a utilizar el 

cuaderno de obra digital, ya que no conocía su uso. Además, la falta de 

criterio de la supervisión de la obra y de los dos inspectores de obra 

designados por la Entidad mostraba que desconocían los antecedentes 

del proyecto, por lo que existen consultas sin ser atendidas, informes sobre 

los planos de replanteo, mejoramientos y nuevas canteras propuestas sin 

pronunciamiento hasta la fecha. Esto demuestra que los inspectores no 

tienen ni la capacidad ni la experiencia para cumplir con las funciones 

que requiere el proyecto. 

 

 

5.2.20 Respecto del punto controvertido derivado de la demanda acumulada 

por la Entidad (segunda pretensión principal): El Contratista argumentó 

que, la Entidad no cumplió con otorgarle el plazo de 15 días para que 

cumpla con sus obligaciones contractuales, conforme lo establece el 

numeral 165.2 del artículo 165 del Reglamento de la Ley de 

Contrataciones del Estado. 

 

5.2.21 Respecto a la existencia de un ritmo bajo de trabajo, señalan que el 

retraso en la ejecución de la Obra ha sido a consecuencia de la propia 

Entidad, toda vez que ante la modificación unilateral del trazo del 

proyecto, este generó que solo se tengan planos topográficos 

incompletos, pues estos no contenían entre otros datos, cuadros de 

elementos de curva, planillas topográficas, planillas de volúmenes de 

corte y relleno, planos de obras de arte considerando las adecuaciones 

y modificaciones que se habían efectuado, siendo el más significativo la 

falta de informe de georreferenciación que sustenten el cierre angular y 

lineal de la poligonal. 

 

5.2.22 En ese sentido, señala que se encontraban en obligación de ejecutar los 

trabajos tomando en consideración el calendario de reprogramación 

acelerado aprobado el 26 de enero de 2022; no obstante, 

inexplicablemente con fecha 31 de enero de 2022, la Entidad les 
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comunicó su decisión de resolver el Contrato, aduciendo que los 

supuestos incumplimientos no podrían ser revertidos. 

 

5.2.23 Asimismo, con relación a la falta del personal y otros, señala que la 

Entidad tenía los mecanismos legales para sancionar al Contratista, tal 

como es el caso la aplicación de penalidades, mas no concluir que los 

supuestos incumplimientos no podían ser revertidos, a fin de dar por 

resuelto de plano el Contrato. 

 

5.2.24 Finalmente, con relación a sus cuestionamientos de fondo a los 

incumplimientos alegados por la Entidad en la Resolución de Gerencia 

General Regional N° D17-2022-GR-CAJ-GGR.DRAJ, señalan que se 

remiten a los argumentos formulados en su demanda presentada en la 

cual cuestionan la valides y eficacia de la Resolución de Contrato 

efectuada por la Entidad, así como a la Carta N° 412-2022-CCC de fecha 

27 de enero de 2022. 

 

BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DE LA ENTIDAD A LO LARGO DEL PRESENTE 

ARBITRAJE 

 

5.2.25 Respecto del vigésimo punto controvertido de la pretensión planteada 

por el Consorcio: La Entidad indicó que efectivamente, el Contratista, 

mediante carta Nº 340-2021-CCC de fecha 29 de diciembre de 2021, 

notificada a La Entidad el 4 de enero de 2022, le solicitó el cumplimiento 

de obligaciones esenciales, bajo percibimiento de resolver el contrato. 

Ante ello, el Contratista resolvió el contrato, llevándolo a controversia, lo 

cual debió hacerse dentro de los 30 días siguientes, en caso contrario la 

resolución del contrato quedaría consentida, teniendo en cuenta la base 

legal señalada por el Contratista. 

 

5.2.26 En ese sentido, indicó que, en el presente caso, la notificación a la que 

hace referencia el contratista y de la que ahora pretende se declare 

consentida, ha sido sometida a proceso arbitral dentro del plazo de Ley, 

esto es el 11 de marzo del presente año, en atención a los señalado en 

el marco normativo respectivo tal y como lo procede a graficar para un 

mejor entender: 
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5.2.27 Indicó que, lo señalado anteriormente es corroborado con la copia del 

correo electrónico remitido al Centro de Arbitraje de la Cámara de 

Comercio de Cajamarca, al haberse ingresado el expediente a la casilla 

de trámite documentario. 

 

5.2.28 En ese sentido, deja constancia que lo señalado por el Contratista no se 

ajusta a la realidad.  

 

5.2.29 En atención a ello, la Entidad ofreció el anexo G, en cuyo reverso se 

puede apreciar la Certificación dejada por el Notario Vigo Saldaña, y 

que señala claramente que la carta notarial se diligenció el 31 de enero, 

tal como en la imagen se aprecia. 
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5.2.30 Siendo, así las cosas, la Entidad solicitó al Tribunal Arbitral, declarar 

infundada la pretensión. 

 

5.2.31 Respecto del noveno punto controvertido de la pretensión planteada por 

el Consorcio: La Entidad alegó que el artículo 165, numeral 4, regula el 

procedimiento para resolver el contrato y la lista de causales de dicha 

resolución contractual. Según este artículo, se dejó abierta la posibilidad 

de resolver el contrato suscrito bajo la normativa de contrataciones del 

Estado cuando el Contratista incumpla sus obligaciones contractuales, 

legales o reglamentarias a su cargo, y esto se configure como una 

situación irreversible. 

 

5.2.32 Por lo que, las principales causas de resolución de contrato fue la 

disminución del ritmo de trabajo, retiro de maquinaria, equipos de 

personal y abandono de obra. 

 

5.2.33 La Entidad alegó que el Contratista realizó el retiro de maquinarias, 

equipos y personal, sin comunicación al Demandado, lo que ocasionó la 

paralización total de la obra, cuyas partidas debieron estar programadas 

para el último día de enero. Además de ello, el abandono de la 

ejecución de la obra de manera intempestiva afectó la transitabilidad 
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vehicular y la ocurrencia de posibles accidentes en el corredor vial, 

responsabilidad que es atribuible al Contratista, lo que ocasionó daño y 

perjuicios al Demandado y a los usuarios de las localidades afectadas. 

 

5.2.34 La Entidad alegó que el Contratista no reformuló el expediente técnico 

contractual, como afirmó el Contratista. Asimismo, la aprobación de los 

planos replanteados a las condiciones del eje existente desde el km 

00+000 hasta el km 32+252.35 del proyecto, y los planos de replanteo del 

km 32+252.55 al km 61+354.39 del proyecto, tuvieron el sustento técnico 

del Contratista, que la opinión técnica de la Entidad lo acogió. Teniendo 

en cuenta que es función de la supervisión velar directa y 

permanentemente por la correcta ejecución técnica, económica y 

administrativa de la obra, así como del cumplimiento del contrato, 

además de la debida y oportuna administración de riesgos durante todo 

el plazo de la obra. 

 

5.2.35 La Entidad alegó que, en la Carta Nº 20-2020-CCC, donde el Contratista 

manifestó que existen deficiencias en la especialidad de Topografía, 

trazo y diseño vial, se demostró que no ha existido ninguna modificación 

unilateral. Se procedió a disponer la elaboración del replanteo del eje 

geométrico por parte del Contratista. 

 

5.2.36 La Entidad alegó que, en cuanto al requerimiento de que ella haga 

efectivo el saneamiento físico legal y la liberación del área de trabajo, así 

como de las áreas auxiliares y las afectaciones de predios de propietarios 

de terceros, la liberación de áreas se refiere a la afectación de predios. 

Como es de pleno conocimiento del Contratista, se había establecido 

que en los lugares donde los propietarios no han dispuesto o cedido sus 

propiedades para el ensanchamiento de la carretera, se tendría que 

hacer una adecuación de vía. Para tal caso, se realizaría el adicional o 

deductivo que correspondería, pues la modificación se encuentra 

prevista en la Ley de Contrataciones del Estado y su Reglamento. 

 

5.2.37 Respecto del punto controvertido derivado de la demanda acumulada 

por la Entidad (segunda pretensión principal): La Entidad alegó que con 

fecha 1 de enero del 2021 se suspendieron los trabajos por efectos de las 

lluvias, y se reiniciaron el 16 de mayo del mismo año, por lo cual se 

actualizó el Calendario de Avance de Obra en dos oportunidades, 

teniendo como sustento legal el artículo 202 del RLCE. 

 

5.2.38 Sin embargo, sostiene que en el mes de diciembre del 2021, nuevamente 

disminuye el ritmo de trabajo del Contratista, toda vez que según 
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Valorización de obra N° 10, correspondiente al mes de diciembre del 

2021, se tiene un avance físico ejecutado acumulado de 5.52% y un 

avance físico programado acumulado de 9.67%, que representa un 

atraso del 57.09%, por lo que el Inspector de la obra solicitó al contratista 

presente el Cronograma de Avance de obra Acelerado, por el atraso 

imputable al contratista como se observa en las diversas anotaciones en 

los Asientos N° 457, 458 y 497 del Cuaderno de Obra, realizados por la 

Supervisión (Consorcio Supervisor Santa Cruz) tal como se evidencia en el 

Asiento Nº 518. 

 

5.2.39 En tal sentido, señalan que el Contratista no contaba con la maquinaria 

mínima que se requería en obra, para revertir la situación de atraso de 

avance en obra. 

 

5.2.40 Asimismo, señala que durante la inspección realizada se evidenció 02 

almacenes con materiales en total abandono, (conforme al Panel 

Fotográfico adjunto en el Anexo) ubicados en el Distrito de Tongod, 

siendo los lugares correspondientes a: Almacén de Materiales 01 – frente 

a la planta enfriadora de leche y Almacén de Materiales 02 – escuela - 

frente al cementerio. Estos materiales correspondientes a alcantarillas 

TMC de diámetros variables, siendo Ø 24”, 36”, 48” y 60” que fueron 

solicitados con el Adelanto de Materiales sin existir ningún tipo de 

guardián, ni personas encargas de su custodia, evidenciando un claro 

incumplimiento de funciones contractuales por parte del Consorcio 

Carretera Cajamarca. 

 

5.2.41 Asimismo, señala que se solicitó a la empresa Contratista realizar los 

trabajos de limpieza y mantenimiento entre las progresivas del Km 10 al 

Km 32 a través delos Asientos N° 643, 656, 665 y 675 del Cuaderno de 

Obra, con la finalidad de tener transitabilidad vehicular segura en la 

zona; sobre todo, en el tramo correspondiente desde la progresiva 

19+800 hasta la 21+700 (asiento 675 del cuaderno de obra), la que se 

encuentra saturada con alta presencia de sedimentos, impidiendo la 

adecuada transitabilidad, lo que a su vez genera un riesgo ante los 

posibles peligros que se puedan producir para los pobladores y demás 

involucrados, como consecuencia de la situación actual de la carretera; 

peligros que serían de entera responsabilidad por la empresa contratista 

al no cumplir con lo mencionado; situación que habría sido ignorada en 

su totalidad por el Consorcio. 

 

5.2.42 Precisa que, notificaron al Contratista la resolución de aprobación del 

primer Calendario Acelerado de Obra elaborado por el Residente de la 
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Obra y aprobado por el Inspector, en donde se indica que en el mes de 

enero el Contratista debería tener un avance mensual de 7.94%; sin 

embargo, lejos de implementar mayor maquinaria o frentes de trabajo 

para aumentar su rendimiento y cumplir con su calendario acelerado 

como se ha dejado anotado en los Asientos N° 637, 638, 639, 640, 641, 

642, 643, 653, 654, 655, 656, 665, 666, 667, 668, 675 y 676 del Cuaderno de 

Obra, realizados el Jefe de Inspección, se obtuvo como respuesta del 

Residente de la obra en la anotación del Asiento N° 664 del Cuaderno de 

Obra, mostrando su discrepancia total sobre el acto resolutivo; 

argumento que evidenciaría que el Contratista no iba a ejecutar o no 

tiene la posibilidad de ejecutar las actividades dentro de los plazos 

establecidos, lo que significaba un nuevo atraso injustificado, conforme 

lo ha señalado el Inspector de Obra, en la anotación del Asiento N° 676 

del Cuaderno de Obra. 

 

5.2.43 Señala que ante la coyuntura identificada en todas las progresivas y la 

situación de la obra, se procedió a levantar actas de constatación física 

de obra, con intervención de las autoridades de la zona. 

 

5.2.44 Por otro lado, sostiene que el Contratista tampoco inició la ejecución del 

Adicional de Obra N°01 y el Deductivo Vinculante N° 01, pese a haber 

sido aprobados en octubre de 2021, generando un atraso adicional.  

 

5.2.45 En ese contexto, señala que, de la revisión de Calendario de Avance de 

Obra, vigente hasta diciembre del 2021 se advierte que el inicio de la 

ejecución de la prestación adicional N° 01, estuvo programada para el 

mes de diciembre del 2021; sin embargo, esto no ocurrió, constituyéndose 

como un atraso respecto a lo programado, lo que dio lugar a solicitar por 

parte del inspector de obra, la presentación del Calendario Acelerado 

de Obra. 

 

5.2.46 Asimismo, indicó que teniendo en cuenta que el Contratista había 

realizado el retiro de maquinarias, equipos y personal, ocasionando la 

paralización total de la obra, cuyas actividades y/o partidas según el 

Calendario Acelerado de Obra, tienen una valorización total (contrato 

principal más adicional-deductivo vinculante) que asciende al monto 

de: S/ 8,163,364.96, y siendo 31 de enero, el último día del mes, resultaba 

imposible ejecutar en un solo día actividades y/o partidas que puedan 

revertir la situación actual de ejecución de lo programado y que tenga 

incidencia en la valorización programada. Por lo que, resultaba imposible 

la ejecución de la obra según lo programado en el Calendario de 

Avance de Obra Acelerado. 
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5.2.47 De igual forma, señaló que el Contratista incumplió con mantener la 

maquinaria mínima requerida en obra según su oferta, lo cual afectaba 

los rendimientos y avance programado, pese a los reiterados 

requerimientos y que este hizo caso omiso a las indicaciones del 

Supervisor y del Inspector de obra para revertir los atrasos, evidenciando 

una falta de disposición para cumplir con sus obligaciones contractuales. 

 

5.2.48 Así, señala que el Contratista no brindó soluciones técnicas ante 

problemas suscitados en obra, como un deslizamiento y conformación 

de terraplenes, evadiéndose de sus responsabilidades contractuales. 

 

5.2.49 La Entidad indicó que la situación de incumplimiento del Contratista se 

tornó irreversible, por lo que procedió a resolver el contrato al amparo del 

numeral 165.4 del Reglamento de la Ley de Contrataciones, sin 

necesidad de requerir previamente el cumplimiento.  

 

5.2.50 Asimismo, manifestó que prolongar esta situación de incumplimiento 

implicaría mayores sobrecostos innecesarios y riesgos de conflictos 

sociales, por lo que la resolución contractual atendía al interés público. 

 

5.2.51 Argumentó que el Contratista incumplió con realizar los trabajos de 

limpieza y mantenimiento de vías requeridos, pese a los requerimientos, 

generando riesgos para los pobladores y usuarios. 

 

5.2.52 La Entidad manifestó que los almacenes del Contratista con materiales 

fueron abandonados sin custodia, evidenciando más incumplimientos 

contractuales y que la curva de avance físico proyectada en el 

Calendario Acelerado era claramente inviable de cumplir con los 

recursos dispuestos por el Contratista en obra. 

 

5.2.53 La Entidad alegó que, de acuerdo con el numeral 165.1 del artículo 165 

del RLCE, tiene la potestad sancionadora para proteger el interés público 

y la ejecución íntegra de las obligaciones derivadas del proceso de 

contratación y que, según el artículo 148 del mismo RLCE, le corresponde 

ejercer la potestad sancionadora y el control del debido cumplimiento 

de las obligaciones derivadas del proceso de contratación. 
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POSICIÓN DEL TRIBUNAL ARBITRAL 

 

 

5.2.54 Se aprecia que los puntos controvertidos de las pretensiones materia de 

análisis en este extremo, tienen relación con la resolución del contrato.  

Ello en tanto que por un lado dos están vinculados con la validez y 

eficacia de la resolución hecha por la Entidad a través de la Resolución 

de Gerencia General Regional N°D017-2022-GR-CAJ-GGR-DRAJ 

comunicada con carta notarial N°D41-2022-GR.CAJ-GGR-DRAJ12 y, por 

otro, uno de ellos tiene que ver con el consentimiento de la resolución 

contractual realizada por el Consorcio que fuera notificada a la Entidad 

a través de la Carta Notarial N° 411-2022-CCC. 

 

5.2.55 Así las cosas, este Tribunal advierte que lo primero que corresponde 

determinar es si operó o no el consentimiento de la resolución del 

contrato efectuada por el Consorcio, pues de ser ello así, no resultará 

posible validar una resolución contractual por parte de la Entidad, pues 

esto resultaría jurídicamente imposible, al haber ya operado una 

resolución previa que habría quedado consentida. 

 

5.2.56 En relación con el consentimiento o no de la resolución contractual 

realizada por el Consorcio, valga recordar que en el curso de este 

arbitraje, ya la Entidad había postulado como primera pretensión de su 

demanda lo siguiente: 

 

 
 

5.2.57 Esta pretensión fue objeto de una excepción de caducidad que dio lugar 

a la emisión de la Resolución N° 30 de fecha 28 de septiembre de 2023. 

 
12 El contratista por su parte sostiene que esa resolución es nula y/o inválida y/o 

ineficaz. 
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5.2.58 En dicha resolución, el Tribunal Arbitral se pronunció amparando 

excepción planteada, es decir, amparando la excepción deducida pues 

se advirtió que había operado la caducidad del derecho de la Entidad 

para cuestionar la resolución contractual efectuada por el Consorcio, tal 

como se puede verificar de los argumentos que se citan a continuación: 
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5.2.59 Consecuentemente al haber caducado el derecho de la Entidad para 

cuestionar la resolución contractual realizada por el Contratista, 

corresponde amparar la pretensión relativa a que se declare consentida 

la resolución contractual realizada por el Consorcio.  A su vez, como 

consecuencia de ello, resulta inválida e ineficaz la resolución contractual 

realizada por la Entidad, pues no es posible que un mismo contrato 

quede resuelto a su vez por la razón que invoca la parte A (Entidad), 

cuando ya quedó resuelto por la razón que invoca la parte B (Consorcio). 

 

5.3. TERCER BLOQUE: PUNTOS CONTROVERTIDOS VINCULADOS A LAS 

PENALIDADES 

 

 

Sobre las 

penalidades 

Sexto Punto Controvertido (Séptima 

Pretensión Principal): 

Consorcio 

(Primera, 



   Exp. 26-2021/CA-RENA 
 

Página 101 de 291 

 

Que, el Tribunal Arbitral determine si 

corresponde la aplicación y cobro de 

penalidades descontadas en las 

valorizaciones desde el mes de mayo hasta 

diciembre del 2021. Ascendente a S/ 

570,759.00 (quinientos setenta mil, 

setecientos cincuenta y nueve con 00/100 

soles). 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada)  

 Séptimo Punto Controvertido (Pretensión 

accesoria a la Séptima Pretensión 

Principal): 

En caso se ampare la séptima pretensión 

principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la 

Entidad pagar al Consorcio la suma de S/ 

570,759.00 (quinientos setenta mil 

setecientos cincuenta y nueve con 00/100 

soles), por los conceptos que 

efectivamente deben ser cancelados y 

fueron cobrados en las valorizaciones 

correspondientes desde el mes de mayo 

hasta diciembre del 2021. 

 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 

BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DEL CONSORCIO A LO LARGO DEL 

PRESENTE ARBITRAJE  

 

5.3.1. Cabe recordar que inicialmente esta pretensión fue planteada como 

quinta pretensión principal. Inicialmente en su demanda acumulada 

sostuvo sobre el particular únicamente lo siguiente: 
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5.3.2. Posteriormente, luego del desistimiento de varias pretensiones, del 

reordenamiento de aquellas que subsistieron y, de las audiencias 

desarrolladas, en el escrito de conclusiones manifestó lo siguiente: 
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BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DE LA ENTIDAD A LO LARGO DEL PRESENTE 

ARBITRAJE 

 

 

5.3.3. La Entidad alegó que, en la cláusula Décimo Quinta del contrato, se 

describe la penalidad a aplicar, el cálculo y el procedimiento a seguir. 

Por lo tanto, las penalidades aplicadas se encuentran debidamente 

justificadas. Por ejemplo, la Contraloría General de la República realizó 

controles concurrentes, evidenciando la no permanencia de algunos 

profesionales del plantel clave del Consorcio, como se pudo observar en 

el Informe de Visita de Control Nº 013-2021-OCI/5336, en el cual se 

acreditó la identificación de la Situación Adversa Nº 01, representada por 

la ausencia del plantel profesional del Contratista. Esto fue comunicado 

al Contratista mediante la Carta Nº 391-2021-GRC-SGSL. 

 

5.3.4. Asimismo, el equipo de coordinadores no encontró en varias 

oportunidades al residente de obra, quien siempre justificaba su ausencia 

alegando que su trabajo era de 20 días seguidos por 10 días de descanso. 

Sin embargo, durante esos 10 días, no quedaba nadie encargado y la 

obra estaba abandonada. Por lo tanto, la aplicación de penalidades 

está debidamente sustentada y esta pretensión debería ser declarada 

infundada. 
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5.3.5. La Entidad alegó que la aplicación de las penalidades se encuentra 

regulada en el artículo 162 del Reglamento de la Ley de Contrataciones 

del Estado, donde se puede penalizar al contratista bajo las modalidades 

de mora y otras penalidades. Por ello, en el contrato se estipuló la forma 

de cálculo y el procedimiento correspondiente. 

 

5.3.6. Por lo que, la Entidad procedió a identificar los incumplimientos del 

Contratista y a realizar la aplicación de otras penalidades por la ausencia 

de los profesionales ofertados por el contratista. 

 

5.3.7. La Entidad sustentó que la Contraloría General de la República, a través 

del Órgano de Control Interno, realizó controles concurrentes, donde se 

evidenció la ausencia de algunos profesionales, como se puede observar 

en el Informe de Visita de Control Nº 013-2021-OCI/5336, el cual acreditó 

la Situación Adversa Nº 01. Asimismo, el equipo de coordinadores de obra 

en muchas ocasiones no encontró al residente de obra, quien alegaba 

que su situación laboral era de 20 días de trabajo por 10 días de 

descanso, pero no hubo ninguna comunicación oficial y la obra 

quedaba abandonada durante esos 10 días. 

 

5.3.8. Consecuentemente al haberse aplicado correctamente las 

penalidades, las pretensiones deben ser declaradas infundadas. 

 

5.3.9. Posteriormente mediante su escrito con sumilla “Téngase Presente al 

Momento de Laudar” presentado el 22 de mayo de 2024, complementó 

sus argumentos indicando esencialmente lo siguiente: 

 

- Si bien el Contratista señala que no le habían sido notificados los 

supuestos penalizados de manera previa a su aplicación, es decir, al 

descuento en sus valorizaciones mensuales; debe tenerse en cuenta 

que mensualmente la Entidad devolvía el expediente de valorización 

para que el contratista levante las observaciones siendo que este 

expediente contaba con el informe técnico de la supervisión en el 

cual ya se consignaba la penalidad que le correspondía a dicho mes. 

 

- Ha sido recién a partir de setiembre de 2021 que el Contratista solicitó 

que se le aclare el motivo de las penalidades, pese a ya tenía 

conocimiento de las actas de visita de campo  en las que se estaba 

verificando la permanencia en obra tanto de su personal como el de 

la supervisión. 
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- La forma de tomar conocimiento de los hechos penalizables son 

diversas, lo cual no se encuentra definido en los documentos de 

obligaciones contractuales; siendo que en el presente caso  con la 

firma de las actas el contratista ya tenía conocimiento de los hechos 

que se iban a penalizar. 

 

- Mediante el Informe N° 78-2021-CSSC/MDOL/SUPERVISOR GENERAL DE 

OBRA de fecha 02 de octubre de 2021, se deja constancia que con 

Carta N° 177-2021/CSSC la supervisión comunicó los incumplimientos 

y penalidades, solicitando que el contratista, de ser necesario pueda 

dar sustento o descargo, lo que nunca ocurrió: 

 

 
 

- Mediante Asiento 170 del cuaderno de obra, el supervisor advirtió que 

solamente se encuentra presencialmente el residente y un 

especialista de estructura, contando con la ausencia del personal 

clave y no clave, según el contrato. 

 

- La ausencia del personal ha sido también verificada por el Órgano de 

Control Interno, levantándose las actas correspondientes, las cuales 

obran en el expediente arbitral: 
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- Finalmente indica que no todas la penalidades han sido aplicadas por 

causal de no permanencia de personal clave en obra, sino también 

por concepto de incumplimiento de gastos generales como el no 

tener patio de máquinas, comedor para su personal, almacenes, etc, 

incumplimientos que están penalizados como se consigna en las 

bases y el contrato. 
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POSICIÓN DEL TRIBUNAL ARBITRAL 

5.3.10. No está en discusión que la normativa aplicable al contrato celebrado 

permite la aplicación de las denominadas “otras penalidades”.  En 

efecto, el artículo 163 del RLCE señala: 

 

 

 
 

5.3.11. Bajo este contexto se aprecia que en la cláusula décimo quinta del 

contrato13 se establecieron una serie de supuestos penalizables, bajo el 

rubro genérico “otras penalidades”: 

 

 

 

 
13  El Tribunal entiende que ello deriva de lo establecido en el proyecto de 

contrato previsto en las bases del procedimiento de selección, pues nadie ha 

negado esa coincidencia. 
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5.3.12. Nótese que tanto la norma citada, como el propio contrato establecen 

que entre las condiciones que deben observarse para la correcta 

aplicación de esas “otras penalidades” se encuentra el requisito o 

condición de que ellas sea “objetivas, razonables, congruentes y 

proporcionales con el objeto de la convocatoria”. 
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5.3.13. Sobre el particular el OSCE a través de diversos pronunciamientos de 

emitidos por su Dirección Técnico Normativa ha desarrollado con mayor 

alcance lo que esas condiciones suponen, tal como se aprecia a 

continuación: 

 

 

Opinión 077-2023/DTN: 

 

 
 

 

Opinión 052-2022/DTN: 
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5.3.14. En concordancia con ello, específicamente en lo que respecta al 

“procedimiento a través del cual se verificará si se constituyó o no el 

supuesto que da lugar a la aplicación de la penalidad”; la propia 

cláusula décimo quinta señala que este es: el Informe de Supervisión o 

Inspector de obra14; el Informe del coordinador de obra o personal 

profesional acreditado por la Entidad y, el Informe del Comité de 

Recepción, según sea el caso. 

 

5.3.15. De no haberse respetado o cumplido con el procedimiento de 

verificación establecido en el propio contrato, entonces la penalidad 

habría sido incorrectamente aplicada. 

 

5.3.16. A su vez, corresponde tener presente que, a efecto de la aplicación de 

la penalidad, resulta necesario que previamente se otorgue al 

Contratista la oportunidad de formular su descargo, pues ello constituye 

un elemental respeto al derecho al “debido proceso” reconocido en el 

numeral 139.3 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú15. 

 

5.3.17. Es de mencionar que según lo ha señalado el Tribunal Constitucional 

Peruano en diversas sentencias, entre ellas la STC N° 04944-PA/TC, el 

derecho al debido proceso previsto por el artículo 139.3 de la 

Constitución Política del Perú (que evidentemente comprende el 

derecho a la defensa), resulta aplicable también en sede administrativa 

e incluso entre particulares, y supone el cumplimiento de todas las 

garantías, requisitos y normas de orden público que deben observarse en 

las instancias procesales de todos los procedimientos, incluidos los 

administrativos y conflictos entre privados, a fin de que las personas estén 

en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante 

cualquier acto que pueda afectarlos. 

 

Tan cierto es ello que incluso el Tribunal verifica que la propia Entidad 

tenía este entendimiento, pues así se aprecia de la siguiente Carta 

Múltiple del 25 de agosto de 2021 que ella curso a los supervisores de los 

 
14 En el presente caso, se advierte que las “otras penalidades” que se han 

aplicado corresponden a unas cuyo proceso de verificación debe darse a través 

del “Informe de supervisor o inspector”. 
15  “Artículo 139.- Principios de la Administración de Justicia: 

Son principios y deberes de la función jurisdiccional: (…) 

3. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. (..)” 
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diferentes proyectos que tenía a su cargo, entre ellos, a Consorcio 

Supervisor Santa Cruz, encargado de la supervisión del Contratista: 

 

 

 
(Documento adjunto al Anexo 1-O del escrito N° 9 del demandante) 

 

5.3.18. El reclamo del Consorcio esta referido a las penalidades (conocidas 

como “otras penalidades”) que según indica se le han aplicado en sus 

valorizaciones correspondientes a los meses de mayo a diciembre de 

2021 y de las cuales habría tomado conocimiento al advertir 

deducciones en sus valorizaciones. 
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5.3.19. Sin embargo, revisados los escritos presentados por el Consorcio, este 

Tribunal no advierte que este hubiera descrito o señalado cuáles son las 

penalidades que se le han aplicado en cada uno de los meses que 

indica. Revisado los documentos que aparece como Anexo 1- O del 

escrito N° 9 con sumilla “Subsanamos Observaciones” de fecha 22 de  

mayo de 2022, se verifica que el importe total asciende a la suma de S/ 

S/ 570,759.00 incluido ya el IGV (como se verá más adelante); sin 

embargo este importe corresponde a la aplicación de: a) otras 

penalidades y b) descuentos por gastos generales incumplidos. 

 

5.3.20. Por su parte, la Entidad no ha discutido el haber aplicado las 

penalidades, sino que básicamente argumenta que ello lo hizo 

correctamente a la luz del contrato y de las situaciones advertidas y, 

obedecieron tanto a la falta de personal como a incumplimientos de 

gastos generales.  Cabe precisar que en sus escritos la Entidad tampoco 

ha señalado cuáles y a cuánto asciende las penalidades en cada uno 

de los meses citados. 

 

5.3.21. A la luz de la información presentada en este arbitraje y 

fundamentalmente de aquella que aparece como Anexo 1-O del escrito 

N° 9 con sumilla “Subsanamos Observaciones” de fecha 22 de mayo de 

202216, se advierte la siguiente secuencia de hechos en relación con las 

penalidades17: 

 
16 El Anexo 1-O tiene a su vez 14 Anexos y cada uno de estos a su vez tiene 

distintos documentos. 
17 Cabe recordar que mediante Resolución N° 35 el Tribunal Arbitral 

solicito a las partes que cumplan con indicar expresamente en que parte 

del expediente arbitral se ubican los medios probatorios que sustentan su 

posición respecto de cada pretensión, a efecto de su ubicación correcta 

al momento de la audiencia.  El Consorcio fue la única parte que cumplió 

con ello, y presento su escrito de fecha 29 de febrero de 2024, en donde 

respecto de la controversia sobre penalidades señaló que dichos medios 

probatorios son los siguientes: 
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5.3.22. El 30 de agosto de 2021, la Supervisión hace llegar al Consorcio el Informe 

N° 037-2021/CSSC/MDOL/SGO en relación con el descuento y penalidad 

que corresponde al mes de agosto de 2021.  
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(Documento adjunto al Anexo 1-O del escrito N° 9 del demandante) 

 

5.3.23. El 21 de setiembre de 2021 el Consorcio solicita a Entidad se le brinde 

información sobre las penalidades y descuentos que se le han aplicado 

a efecto de tomar conocimiento y adoptar las acciones del caso. 

 

 
(Documento adjunto al Anexo 1-O del escrito N° 9 del demandante) 
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5.3.24. El 23 de septiembre de 2021 la Entidad remite al Consorcio el Informe N° 

D000052-2021-GRC-SGSL-OFM del Asistente de Coordinación de Obra, 

mediante el cual detalla las penalidades impuestas al Consorcio: 

 
(Documento adjunto al Anexo 1-O del escrito N° 9 del demandante) 

 

5.3.25. El 30 de septiembre de 2021, el Consorcio reitera a la Entidad que se le 

haga llegar el detalle de las penalidades y/o descuentos que se le 

hubieren aplicado sobre sus valorizaciones para poder actuar en 

consecuencia, señalando que los documentos que se le habían hecho 
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llegar previamente no le correspondían (a lo largo del arbitraje se advirtió 

que esa documentación que previamente se le había hecho llegar 

estaba referida a penalidades aplicadas a la Supervisión y no al 

Consorcio ejecutor): 

 

 

 
(Documento adjunto al Anexo 1-O del escrito N° 9 del demandante) 

 

5.3.26. El 03 de noviembre de 2021 (más de 2 meses después de haber recibido 

la Carta N° 177-201/CSSC), el Consorcio hace llegar sus descargos sobre 

los descuentos y penalidades que corresponde al mes de agosto de 2021: 
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(Documento adjunto al Anexo 1-O del escrito N° 9 del demandante) 

 

5.3.27. El 06 de noviembre de 2021, la Supervisión hace llegar al Consorcio los 

resúmenes de las valorizaciones N° 5 (julio 2021), 6 (agosto 2021) y 7 

(septiembre de 2021): 



   Exp. 26-2021/CA-RENA 
 

Página 124 de 291 

 

 

 
(Documento adjunto al Anexo 1-O del escrito N° 9 del demandante) 

 

5.3.28. A dicha Carta (303-2021/CSSC) adjuntó el Informe N° 133-

2021/CSSC/MDOL/SGO al que anexa las cartas con las que hizo llegar los 

informes de supervisión con los que aprobó las valorizaciones 5, 6 y 7: 
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(Documento adjunto al Anexo 1-O del escrito N° 9 del demandante) 

 

5.3.29. Cabe advertir que ninguno de los Informes de la Supervisión por los que 

se aprobaron las valorizaciones 5, 6 y 7 había sido dirigido al Contratista 

en su oportunidad, tal como se verifica a continuación: 
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a) En cuanto a la Valorización de N° 5 de julio de 2021, se indicó lo 

siguiente: 

 

 
 

(…) 
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(…) 

 

 
(Documento adjunto al Anexo 1-O del escrito N° 9 del demandante) 
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b) En cuanto a la Valorización 6 (agosto 2021): 

 

 
(…) 
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(…) 
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(Documento adjunto al Anexo 1-O del escrito N° 9 del demandante) 

 

c) En cuanto a la Valorización 7 (septiembre de 2021): 
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(…) 
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(…) 
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(Documento adjunto al Anexo 1-O del escrito N° 9 del demandante) 

 

5.3.30. El 26 de noviembre de 2021 el Consorcio solicita a la Entidad se le remita 

copia de las valorizaciones mensuales aprobadas a efecto de poder 

emitir sus correspondientes facturas: 

 

 
(Documento adjunto al Anexo 1-O del escrito N° 9 del demandante) 
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5.3.31. El 07 de diciembre de 2021, la Supervisión remite al Consorcio Carta 403-

2021/CSSC adjuntando el Informe 212-2021/CSSC/MDOL/SGO con la 

información de penalidades aplicadas desde mayo hasta noviembre de 

2021: 

 

 

 

 
(Documento adjunto al Anexo 1-O del escrito N° 9 del demandante) 
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5.4. Se aprecia que en el Informe N° 212-2021/CSSC/MDOL/SGO la Supervisión 

indica que las “otras penalidades” se han aplicado en las valorizaciones 

de los meses siguientes: 

 

 
(…) 



   Exp. 26-2021/CA-RENA 
 

Página 136 de 291 

 

 



   Exp. 26-2021/CA-RENA 
 

Página 137 de 291 

 

 
(Documento adjunto al Anexo 1-O del escrito N° 9 del demandante) 

 

De este documento, el Tribunal verifica que el monto de las penalidades 

aplicadas es de S/ 483,693.97. Si ese importe, no se hubiera descontado 

y se hubiese pagado en las respectivas valorizaciones, el monto total 

asciende a la suma de S/ 570,759.00 incluido ya el IGV. 

 

5.4.1. Teniendo en cuenta el marco legal y contractual expresado, así como los 

hechos advertidos por el Tribunal, corresponde analizar si resultan 

atendibles o no los cuestionamientos realizados por el Consorcio, quien 

considera que no se aplicó con corrección la penalidad esencialmente: 

 

- Porque no se observó lo establecido en la cláusula décimo quinta del 

contrato para la aplicación de las “otras penalidades”, pues allí se 

indica que se debe contar previamente con el informe del supervisor 

y/o inspector de obra, y nunca tuvieron acceso a ello. 
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A su vez la Entidad ha dejado entrever que la constatación del 

supuesto penalizable puede darse a través de cualquier otro 

mecanismo, pues el contrato no prevé uno en especial. 

 

El Tribunal no concuerda con la posición de la Entidad, pues el 

contrato es muy claro en cuanto establece en su cláusula décimo 

quinta que el procedimiento de verificación para aquellas 

penalidades que se han aplicado en el presente caso, debe hacerse 

mediante el Informe del Supervisor y/o inspector de obra18. 

 

Por tanto, de no advertirse dichos Informes, de manera previa a la 

aplicación de la penalidad, es evidente que no se habría respetado 

la condición exigida en el propio contrato y, por ende, inobservado la 

normativa (numeral 163.1 del artículo 163 del RLCE) al momento de su 

imposición. 

 

- Porque no se le brindó (al Consorcio) la posibilidad de ejercer su 

derecho de defensa antes que se le aplique la penalidad; lo cual 

resulta violatorio del derecho de defensa y del debido proceso 

consagrado en el artículo 139 de la Constitución. 

 

Sobre este extremo la Entidad señala que en aquellos casos en los que 

las penalidades obedecieron a ausencia del personal, esto fue de 

conocimiento del Consorcio pues se levantaron Actas en donde 

estuvo presente, y en ese momento no hizo ningún descargo. 

 

Al respecto este Tribunal considera que, independientemente del 

hecho que durante la ejecución de la obra puedan haberse 

levantado Actas de Verificación por parte del Organo de Control 

Institucional, en donde estuvo presente algún personal o 

representante del Consorcio; lo cierto es que, a efecto de proceder a 

la aplicación de las penalidades, el propio contrato impone como 

requisito que el procedimiento de verificación se realice a través del 

Informe del Supervisor. Consecuentemente, se requiere de un Informe 

específico del Supervisor como sustento de la verificación de cada 

hecho penalizable, no pudiendo ser suplido por un documento 

diferente. Evidentemente, dicho informe debe ser previo a la 

imposición de cualquier penalidad y además debe indicar el evento 

penalizable, el tipo de penalidad en la que se habría incurrido y el 

importe al que ascendería la misma, a efecto que el Contratista 

 
18 La obra tenía un Supervisor (Consorcio Supervisor Santa Cruz). 
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pueda ejercer válidamente su derecho de defensa. Incluso, como ya 

se ha advertido precedentemente, la propia Entidad era consciente 

de ello, como quedó evidenciado con la Carta Múltiple del 25 de 

agosto de 2021. 

 

5.4.2. Corresponde ahora analizar qué es lo que sucedió en cada uno de los 

meses que se han penalizado por la suma de S/ 570,759.00 incluido ya el 

IGV, lo cual se puede verificar del Informe N° 212-2021/CSSC/MDOL/SGO 

de fecha 06 de diciembre de 2021. 

 

 

5.4.3. Respecto de la penalidad de mayo de 2021: 

 

Se indica lo siguiente: 
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Como se puede apreciar se hace mención que a la valorización de ese 

mes se le aplicado penalidades (S/ 154,000.00) y descuentos a los gastos 

generales por incumplimientos (S/ 93.18 sin IGV). 

 

A su vez se indica que el sustento de ello serían Actas de Visita de Campo 

y, por otro lado, Informes de Supervisión. Sin embargo, cuando se habla 

del Informe de Supervisión se hace referencia al Informe N° 020-

2021/CSSC/SUPERVISOR GENERAL DE OBRA, el que está referido a la 

Aprobación de la Valorización N° 3 del mes de mayo de 2021. 

 

Consecuentemente, no se advierte que la verificación del hecho 

penalizable se hubiere realizado a través de un Informe de Supervisión, 

como lo exige el contrato, pues este no es el Informe de Informe por el 

cual se aprueba la valorización del mes, en la cual ya se está aplicando 

la penalidad. Evidentemente, ello no constituye el procedimiento que se 

estableció en el contrato. 

 

Por tanto, la penalidad del mes de mayo de 2021 ha sido indebidamente 

aplicada, al no haberse seguido el procedimiento para su verificación 

establecido en el contrato. 

 

En cuanto a los descuentos que se han aplicado como “Descuentos a los 

gastos generales por incumplimiento”; el Tribunal no advierte que el 

Contratista haya sustentado en su demanda la razón por la que estos 

estarían mal aplicados, por lo que no corresponde amparar este extremo 

de la pretensión. 

 

5.4.4. Respecto de la penalidad de junio de 2021: 

 

 

Se indica lo siguiente: 
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En este mes se aprecia exactamente lo mismo que en el mes anterior 

(evidentemente con diferencia en los montos); por lo que el Tribunal 

concluye que la penalidad también está mal aplicada. 

 

En cuanto a los descuentos que se han aplicado como “Descuentos a los 

gastos generales por incumplimiento”; el Tribunal no advierte que el 

Contratista haya sustentado en su demanda la razón por la que estos 

estarían mal aplicados, por lo que no corresponde amparar este extremo 

de la pretensión. 
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5.4.5. Respecto de la penalidad de julio de 2021: 

 

Se indica lo siguiente: 

 

 
 

En este mes se aprecia exactamente lo mismo que en el mes anterior 

(evidentemente con diferencia en los montos); por lo que el Tribunal 

concluye que la penalidad también está mal aplicada. 

 

En cuanto a los descuentos que se han aplicado como “Descuentos a los 

gastos generales por incumplimiento”; el Tribunal no advierte que el 

Contratista haya sustentado en su demanda la razón por la que estos 

estarían mal aplicados, por lo que no corresponde amparar este extremo 

de la pretensión. 

 

5.4.6. Respecto de la penalidad de agosto de 2021: 

 

 

Se indica lo siguiente: 
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En este mes se aprecia exactamente lo mismo que en el mes anterior 

(evidentemente con diferencia en los montos); por lo que el Tribunal 

concluye que la penalidad también está mal aplicada. 

 

En cuanto a los descuentos que se han aplicado como “Descuentos a los 

gastos generales por incumplimiento”; el Tribunal no advierte que el 

Contratista haya sustentado en su demanda la razón por la que estos 

estarían mal aplicados, por lo que no corresponde amparar este extremo 

de la pretensión. 
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5.4.7. Respecto de la penalidad de septiembre de 2021: 

 

Se indica lo siguiente: 

 

 
 

En este mes se aprecia exactamente lo mismo que en el mes anterior 

(evidentemente con diferencia en los montos); por lo que el Tribunal 

concluye que la penalidad también está mal aplicada. 

 

En cuanto a los descuentos que se han aplicado como “Descuentos a los 

gastos generales por incumplimiento”; el Tribunal no advierte que el 

Contratista haya sustentado en su demanda la razón por la que estos 

estarían mal aplicados, por lo que no corresponde amparar este extremo 

de la pretensión. 

 

 

5.4.8. Respecto de la penalidad de octubre de 2021: 

 

Se indica lo siguiente: 
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En este mes se aprecia exactamente lo mismo que en el mes anterior 

(evidentemente con diferencia en los montos); por lo que el Tribunal 

concluye que la penalidad también está mal aplicada. 

 

En cuanto a los descuentos que se han aplicado como “Descuentos a los 

gastos generales por incumplimiento”; el Tribunal no advierte que el 

Contratista haya sustentado en su demanda la razón por la que estos 
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estarían mal aplicados, por lo que no corresponde amparar este extremo 

de la pretensión. 

 

5.4.9. Respecto de la penalidad de noviembre de 2021: 

 

Se indica lo siguiente: 
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En este mes se aprecia exactamente lo mismo que en el mes anterior 

(evidentemente con diferencia en los montos); por lo que el Tribunal 

concluye que la penalidad también está mal aplicada. 

 

En cuanto a los descuentos que se han aplicado como “Descuentos a los 

gastos generales por incumplimiento”; el Tribunal no advierte que el 

Contratista haya sustentado en su demanda la razón por la que estos 

estarían mal aplicados, por lo que no corresponde amparar este extremo 

de la pretensión. 

 

5.4.10. Consecuentemente el Tribunal concluye que las penalidades que se han 

impuesto bajo el concepto de “otras penalidades” en los meses de 

mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre y noviembre de 2021 han 

sido incorrectamente aplicadas, al no haberse seguido el procedimiento 

de verificación establecido en el propio contrato, que exige que 

previamente se emita un Informe de la Supervisión, dicho informe es uno 

diferente a las Actas de Verificación y distinto del Informe de aprobación 

de las valorizaciones mensuales en donde ya se están aplicando las 

penalidades (que por lo demás no se advierte que hayan sido dirigidas 

al Contratista). Además, debe comunicársele previamente al Consorcio, 

a efecto que pueda formular sus descargos en un plazo que se la haya 

brindado para tal efecto, lo que tampoco se observa haya sucedido. 

 

Consecuentemente, corresponde amparar este extremo del pedido y 

disponer su restitución al Consorcio.  El Tribunal verifica que el importe de 

las penalidades aplicadas asciende a la suma de S/ 464,200, sin IGV.  Por 

lo que el monto que corresponde ser pagado al Consorcio por este 

concepto, incluyendo el IGV, es de S/ 547,756.00. 

 

Sin perjuicio de lo indicado, debe tenerse presente que de acuerdo con 

el numeral 161.4 del artículo 161 del RLCE19, las penalidades pueden 

hacerse efectivas incluso hasta el momento de la liquidación del 

contrato. Por tanto, se deja a salvo el derecho de la Entidad de actuar 

correctamente, es decir, siguiendo el procedimiento de verificación 

previsto en el contrato, en tanto exigen un previo informe del Supervisor, 

respecto de los eventos que considera deben ser penalizados. 

 
19 
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Por otro lado, en lo que respecta a los “descuentos aplicados a los gastos 

generales por incumplimientos” y que ascienden a S/ 19,494.27 (S/ 

23,003.24 con IGV), el Tribunal no aprecia que ello corresponda a “otras 

penalidades” y, además, del texto de la demanda presentada tampoco 

se aprecia argumento mayor de cuestionamiento respecto de este 

rubro20, por lo cual este extremo de la demanda no corresponde ser 

amparado. 

5.4. CUARTO BLOQUE: PUNTOS CONTROVERTIDOS VINCULADOS AL PAGO DE 

MAYORES GASTOS GENERALES POR EL PERIODO DE SUSPENSIÓN 

 

Sobre el pago 

de mayores 

gastos 

generales por 

el periodo de 

suspensión 

Octavo Punto Controvertido (Octava 

Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral reconozca y/o 

apruebe y/u ordene a la Entidad el pago al 

Consorcio de los mayores gastos generales 

incurridos durante el periodo de suspensión 

de plazo de la obra verificado entre los 

meses de enero y abril del 2021, 

ascendente a S/ 696,181.00 (seiscientos 

noventa y seis mil ciento ochenta y uno con 

00/100 soles). 

 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 

BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DEL CONSORCIO A LO LARGO DEL 

PRESENTE ARBITRAJE  

 

5.4.1 El Contratista alegó que la normativa de contrataciones del estado 

señala que, cuando se verifica una suspensión del plazo de ejecución de 

la obra, el contratista tendrá el derecho de cobrar el reembolso de los 

costos y gastos que se irroguen durante el periodo de suspensión y la 

Entidad tiene la obligación de pagarlo. 

 

5.4.2 Revisada la demanda se aprecia que el Consorcio solo señala lo 

siguiente como sustento de esta pretensión: 

 

 
20 Si bien el Tribunal si advierte de los medios probatorios aportados que el 

Consorcio expreso su disconformidad con el descuento que se le aplica; ello 

debe ser explicado en la demanda que se ha presentado en el proceso a efecto 

de su correspondiente análisis, lo cual no ha sucedido. 



   Exp. 26-2021/CA-RENA 
 

Página 149 de 291 

 

 
 

 

5.4.3 Posteriormente, al presentar su escrito de conclusiones, señaló sobre este 

particular lo siguiente: 
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BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DE LA ENTIDAD A LO LARGO DEL PRESENTE 

ARBITRAJE 

 

5.4.4 La Entidad precisó que, el artículo 178, numeral 178.1 del RLCE, establece 

lo siguiente: 

 

 
 

5.4.5 En atención a ello, indicó que, de conformidad con la normativa de 

contrataciones del Estado, la suspensión del plazo, no engendra la 

obligación de la Entidad, de reconocer al contratista el reconocimiento 

de mayores gastos generales y costos directos; salvo aquellos que 

resulten necesarios para viabilizar la suspensión, esto es, sólo se debe 

reconocer, aquellos gastos generales y costos directos, que garanticen 

la viabilidad de la suspensión del plazo; sin embargo el contratista, ha 

peticionado el pago de gastos generales y costos directos, como si se 

estuviera incurriendo en trabajos durante el periodo que se entiende, se 

encuentra paralizada la obra. 

 

5.4.6 La Entidad concluyó indicando que, no era obligación de ellos reconocer 

los gastos y costos solicitados por el Consorcio, más aún si respecto de los 

gastos generales de los meses de enero a marzo, en diversas 

oportunidades fueron devueltos por el área usuaria debido a que no se 

encontraban debidamente sustentadas, añadiendo que nunca fueron 

subsanadas.  

 

5.4.7 Además, indicó que, los mayores gastos generales, así como los costos 

directos necesariamente, tienen que estar debidamente acreditados, y 

como podrán advertir, el Consorcio, no ha logrado acreditar, de manera 
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debida, los gastos generales y costos directos, que viabilicen la 

suspensión; más aún, si el sustento de gastos generales y costos directos, 

se realizan, como si nos encontráramos ante un supuesto, fuera de 

circunstancias propias de una suspensión de plazo; y por el contrario, 

valoriza como si la ejecución de la obra, se hubiera encontrado 

desarrollándose en condiciones normales. 

 

5.4.8 Posteriormente, en su escrito “Téngase Presente al momento de laudar” 

de fecha 17 de mayo de 2024, señaló como argumentos 

complementarios, lo siguiente: 
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POSICIÓN DEL TRIBUNAL ARBITRAL 

5.4.9 De la revisión de los argumentos y medios probatorios presentados por las 

partes, se advierte lo siguiente: 

 

a) Durante la ejecución del contrato se dieron los siguientes periodos de 

suspensión, acordados con Acta:  

Periodos de suspensión del plazo durante el desarrollo contractual 

Acta Periodo Rango 

Acta de Suspensión Nº1 

(Firmada: 06.01.2021) 

Periodo 1 Inicio: 

01.01.2021 

Final: 

01.03.2021 

Acta de Suspensión Nº2 

(Firmada: 26.03.2021) 

Periodo 2 Inicio: 

26.03.2021 

Final: 

30.04.2021 

Acta de Suspensión Nº3 

(Firmada: 04.05.2021) 

Periodo 3 Inicio: 

01.05.2021 

Final: 

16.05.2021 

 

 

b) El monto materia de reclamo en la pretensión presentada por el 

Consorcio asciende a S/ 696,181.00 que corresponde, según señala, a 

un primer periodo, de enero hasta marzo de 2021 y un segundo 
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periodo de marzo a abril de 2021.  No se comprende en este reclamo 

alguna suma por el tercer periodo. 

c) El Consorcio no ha explicado ni detallado en su demanda a cuánto 

ascienden los montos reclamados por cada uno de estos periodos; sin 

embargo revisando los documentos que ha presentado, se puede 

apreciar que el importe finalmente reclamado, por el periodo de 

enero a  marzo de 2021, asciende a la suma de S/ 570,632.47 incluido 

IGV, como se verá más adelante y por el segundo periodo (marzo a 

abril de 2021) S/ 106,397.78 (véase documento adjunto a la Carta 058-

2021-CCC del 31 de mayo de 2021 que obra como Anexo 1-P del 

escrito de N° 09 del Consorcio). 

d) Por tanto, el Tribunal verifica que el monto en discusión en el presente 

caso asciende a S/ 677,030.25 y no  a la suma de S/ 696,181.00 que el 

Consorcio ha postulado. 

 

5.4.10 Análisis del primer periodo de suspensión y sus correspondientes gastos 

generales incluyendo el valor por las actividades realizadas para 

mantener la transitabilidad: 

 

5.4.11 De acuerdo con el acta de suspensión, este periodo comprendía desde 

el 01.01.2021 hasta el 01.03.2021. 

 

 

 

5.4.12 Asimismo, se acordó que el contratista iba a realizar una serie de trabajos 

determinados, tal cual se estableció en los numerales 2 y 7 del acuerdo, 

esencialmente referidos a ejecutar trabajos para mantener la 

transitabilidad en la vía, así como mantener actualizados algunos de los 
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instrumentos relevantes para la ejecución contractual, tal como se 

aprecia a continuación: 

 

 

  

 

5.4.13 Cabe señalar que, en los Anexos A y B de dicha Acta, se establecieron 

los montos que las partes estimaron se reconocerían por los gastos 

generarles, durante el período de suspensión, así como los 

correspondientes a la transitabilidad de la vía. Corresponde hacer 

hincapié en que dichos montos se fijaron de manera estimada y 

referencial, pues en ambos casos el Consorcio debe sustentar 

documentadamente los mismos, tal como se aprecia a continuación: 
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   Exp. 26-2021/CA-RENA 
 

Página 169 de 291 

 

5.4.14 En línea con lo anterior, en el Anexo - A, se establecieron como gastos 

generales referenciales: 
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5.4.15 En el Anexo - B se establecieron las actividades a realizar para el rubro de 

transitabilidad. 

 

 

 

5.4.16 Hay que indicar que, según estos anexos, durante el periodo de enero a 

marzo se acordó que el contratista iba a ejecutar lo siguiente: 

 

- Eliminación de derrumbes, huaicos y/o remoción de obstáculos. 

- Remoción de derrumbes localizados incluido el acarreo a los 

botaderos. 

- Colocación de material de afirmado en zonas críticas. 

 

5.4.17 Asimismo, se acordó que el gasto general estimado (que involucraba el 

gasto general propiamente dicho, así como los trabajos de 

transitabilidad a realizarse) sería de S/. 590,501.82 (quinientos noventa mil 

quinientos uno con 82/100 soles). 
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5.4.18 El contratista, en relación con este periodo, remitió la Carta Nº 040-2021-

CCC de fecha 07.04.2021, a través de la cual hizo entrega de las 

valorizaciones por suspensión de plazo correspondientes al periodo 

comprendido entre los meses de enero a marzo.  Sin embargo, si bien 

esta ha presentado como Anexo de 1-P de su escrito N° 9 dicha Carta, 

no se advierte de ella el monto que consignó, ni tampoco se verifica que 

haya presentado en este arbitraje el adjunto respectivo. 
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5.4.19 Sin embargo, la Entidad formuló observaciones sobre el reconocimiento 

de gastos generales por suspensión de plazo. Así lo señaló en su Carta Nº 

D000073-2021-GRC-SGSL con fecha 09.04.2021.  

 

 



   Exp. 26-2021/CA-RENA 
 

Página 174 de 291 

 

 

5.4.20 A lo largo de una serie de comunicaciones posteriores, se evidencia que 

la Entidad requirió en más de una oportunidad que el Consorcio subsane 

las observaciones que había identificado el equipo técnico del Gobierno 

Regional de Cajamarca. Así tenemos:  
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5.4.21 Asimismo, la carta N° 329-2021-GRC-SGSL del 01.07.21: 
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5.4.22 El contratista respondió con la carta N° 085-2021-CCC de fecha 

09.08.2021: 

 

 
 

 

5.4.23 La Entidad volvió a manifestar que no habían sido subsanadas las 

observaciones por medio de la Carta Nº D000449-2021-GRC-SGSL de 

fecha 06.09.2021: 
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5.4.24 En esta comunicación se adjunta el Informe Nº D0000122-2021-GRC-SGE-

RC el cual da respuesta a la carta N° 085-2021-CCC, reiterando de forma 

urgente que se efectuasen las correcciones aún no subsanadas del 

Informe Nº D000041-2021-GRC-SGE-RIC, bajo responsabilidad del 

contratista. 
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5.4.25 Se aprecia que el referido Informe reiteró que continuaban sin subsanarse 

las siguientes observaciones: 
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5.4.26 Como se pudo corroborar de la revisión del Informe Nº D000041-2021-

GRC-SGE-RIC, las observaciones preexistentes seguían sin ser subsanadas. 

 

5.4.27 Posteriormente, el 05 de noviembre del 2021, el contratista remitió la carta 

Nº 0202-2021-CCC, la cual indica como referencia la carta N° 329-2021-

GRC-SGSL del 01.07.21, la misma que ya había sido objeto de 

pronunciamiento del contratista (con carta N° 085-2021-CCC de fecha 

09.08.2021): 
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5.4.28 Cabe indicar además que según se aprecia de esta comunicación el 

monto materia de reclamo fue determinado en S/ 570, 632.47 incluido 

IGV, tal como se aprecia a continuación: 
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Con esta comunicación (que obra como Anexo 1-P del escrito N° 9 del 

Consorcio), el Contratista presentó más de 500 folios, a efecto de 

absolver las observaciones que le venían siendo formuladas por la 

Entidad. 

.  

5.4.29 A lo largo de este arbitraje, la Entidad no ha referido que haya revisado 

esa información; únicamente se ha limitado a expresar su oposición, en 

base a Informes previos como son los comunicados con la Carta N° 449-

2021-GRC-SGSL (que por lo demás no ha presentado de manera 

completa en este arbitraje), así como en base al Informe D44-2022-GR-

CAJ-GRI-SGSLEMCG. 

 

5.4.30 Ahora bien, el Tribunal aprecia que, en el presente caso, la discrepancia 

se presenta porque, a criterio de la Entidad, no se habría acreditado 
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documentalmente los gastos generales durante el periodo de suspensión 

(de enero a marzo de 2021). 

 

5.4.31 Cabe traer a colación la Opinión N° 156-2019-OSCE, que entre sus 

conclusiones señala: 

 

“3.1  El pago correspondiente por los mayores “gastos generales” 

y “costos” necesarios para viabilizar la suspensión del plazo de 

ejecución de una obra -el cual debe ser reconocido conforme a 

lo dispuesto en el numeral 153.1 del artículo 153 del Reglamento- 

obedece al acuerdo de suspensión al que arriben las partes21; 

razón por la cual, la forma y oportunidad para realizar el pago de 

dichos conceptos dependerán de los términos en los que se 

acuerde la suspensión, lo que incluye la verificación del sustento 

que acredita los mayores “gastos generales” y “costos” incurridos 

para la suspensión, como facturas, boletas de pago u otra 

documentación sustentatoria. “ (resaltado agregado) 

 

5.4.32 Esta Opinión del OSCE, si bien se refiere a la normativa anterior, establece 

un criterio válido también para el presente caso, pues señala que el 

acuerdo de suspensión debe contener la forma y oportunidad para 

realizar el pago: “la forma y oportunidad para realizar el pago de dichos 

conceptos dependerán de los términos en los que se acuerde la 

suspensión…” 

 

Asimismo, indica que el acuerdo de suspensión debe incluir la verificación 

del sustento que acredita los mayores “gastos generales” y “costos 

incurridos para la suspensión, como facturas, boletas de pago u otra 

documentación sustentatoria”. 

 

5.4.33 En el presente caso, se verifica del Acta del 06 de enero de 2021 que las 

partes al momento de acordar la suspensión convinieron, entre otros 

aspectos, que el Contratista realice actividades para permitir la 

transitabilidad y además en reconocerle los gastos generales durante 

dicho periodo. 

 

5.4.34 Si bien la Entidad formuló diversas observaciones a los sustentos 

presentados por el Consorcio, finalmente éste presentó su Carta N° 0202-

2021-CCC del 05 de noviembre de 2021 en donde fija el importe 

reclamado en la suma de S/ 570,632.47, no advirtiéndose que ello hubiera 

sido revisado por la Entidad.  Los cuestionamientos que la Entidad ha 

 
21 En concordancia con lo señalado en la Opinión N° 141-2019/DTN.  



   Exp. 26-2021/CA-RENA 
 

Página 183 de 291 

 

expresado están referidos a documentos presentados con antelación al 

sustento adjunto a esta comunicación. 

 

Lo anteriormente expresado, se corrobora incluso con lo señalado por la 

Entidad, en su escrito “Téngase presente al momento de laudar” de 

fecha 17 de mayo de 2024, en donde sostiene que la última subsanación 

que habría presentado el Consorcio fue a través de su carta N°047-2021-

CCC de fecha 30 de abril de 2021, tal como se aprecia a continuación: 

 

 

 
Sin embargo, como se ha advertido previamente, ello no es correcto. 

 

5.4.35 Por lo tanto, la Entidad no ha acreditado que los sustentos presentados 

finalmente por el Contratista adjuntos a su carta del 05 de noviembre de 

2021 no resulten pertinentes, pero tampoco el Contratista ha acreditado 

haber levantado las observaciones formuladas por la Entidad, pues del 

contenido de los documentos anexados a la Carta N° 0202-2021-CCC, 

no se verifica que se hubiese dado una respuesta específica a cada una 

de las observaciones presentadas, sino que en esencia se ha limitado a 

presentar diversa documentación. 

 

5.4.36 En este contexto, y siendo que a la fecha se encuentra pendiente 

practicar la liquidación del contrato, así como que corresponde que la 

Entidad pueda verificar los sustentos que se le hicieron llegar adjunto a la 

Carta 0202-2021-CCC, este Tribunal considera que la pretensión 

formulada es improcedente, en tanto que resta su revisión por la Entidad. 

 

5.4.37 Análisis del segundo periodo de suspensión y sus correspondientes gastos 

generales incluyendo el valor por las actividades realizadas para 

mantener la transitabilidad: 

 

5.4.38 De acuerdo con el Acta de Suspensión, este periodo comprendía desde 

el 26.03.2021 hasta el 30.04.2021. 
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5.4.39 Al igual que con el primer periodo de suspensión se acordó que el 

contratista realizaría una serie de trabajos de mantenimiento de la vía 

para garantizar la transitabilidad, así como de actualización de 

documentos de gestión para la ejecución, tal como se verifica a 

continuación: 
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5.4.40 También se estableció que durante periodo de suspensión se 

reconocerían gastos generales (que comprenderían a su vez el pago por 

las actividades de mantenimiento de la transitabilidad), fijándose un valor 

referencial o estimado para ello que debía luego ser acreditado, tal 

como se aprecia a continuación: 
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Nótese que, en este monto referencial o estimado, se comprenden tanto 

los costos de transitabilidad de la vía como los gastos generales. 

 

Es de tener en cuenta que, a diferencia de lo que sucedió con el primer 

periodo de suspensión, para el caso de los “costos de mantenimiento de 

la vía” en este caso sí se estableció que debía contarse con informe 

favorable de la Supervisión. 

 

5.4.41 El contratista, en relación con este periodo, remitió diversas 

comunicaciones como se expresa en los párrafos siguientes. 

 

5.4.42 Con carta Nº 058-2021-CCC de fecha 31 de mayo de 2021, presentó la 

documentación para el reconocimiento de pago de gastos generales 

por la suspensión de plazo de abril, afirmando que el total a cancelar era 

de S/. 106,397.78 (ciento seis mil trescientos noventa y siete con 78/100 

soles). 
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En esta comunicación, además, adjuntó los reportes diarios de las 

actividades de transitabilidad. 

 

 

5.4.43 Al respecto, con Informe Nº 041-2021/CSSC/SUPERVISOR GENERAL DE 

OBRA del 26.07.2021, la Supervisión señalo: 
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5.4.44 Por tanto, se verifica que la Supervisión aprobó los trabajos de 

transitabilidad de la vía desde el 26 de marzo hasta el 30 de abril del 2021 

por la suma de S/. 63,767.19 Soles. 

 

5.4.45 Respecto del concepto de gastos generales por periodo de suspensión del 

mes de abril, la Supervisión no emite un pronunciamiento concreto, 

señalando solamente que los componentes de los gastos generales no son 

de su responsabilidad pues de acuerdo con el Acta de Suspensión 

Complementaria (Supervisión -Entidad), solo se le asignó el seguimiento de 

la ejecución de la transitabilidad de la carretera, por lo que, los demás 

componentes (gastos generales) no son su responsabilidad. 

 

5.4.46 En respuesta a esta comunicación, el Consorcio remitió la Carta Nº 220-

2021-CCC, de fecha 04.11.2021, en la cual reiteraban su pedido de 

reconocimiento de gastos generales por suspensión del plazo del mes de 

abril. 
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5.4.47 Por tanto, se aprecia que la Supervisión aprobó los trabajos de 

transitabilidad de la vía desde el 26 de marzo hasta el 30 de abril del 2021 

por la suma de S/. 63,767.19 Soles. 

 

5.4.48 Asimismo, obra en autos, la carta N°366-2021/CSSC de fecha 25 de 

noviembre de 2021, por la cual la Supervisión responde al contratista 

señalando: 

  

 
 

De los documentos adjuntos a esta comunicación se aprecia que la 

Supervisión se ratificó en la evaluación anteriormente efectuada, 

concluyendo que: (i) reconoce los trabajos de transitabilidad de la vía 

desde el 26 de marzo hasta el 30 de abril del 2021 por la suma de S/. 

63,767.19 Soles, y (ii) respecto de los gastos generales, la Supervisión indica 

que no son de su responsabilidad el emitir pronunciamiento.  

 

5.4.49 A diferencia de lo que sucedió respecto del primer periodo de suspensión, 

en relación con este segundo periodo, no se aprecia que la Entidad haya 

formulado alguna observación y menos que haya presentado alguna en el 

curso de este arbitraje. 

 

5.4.50 Teniendo en cuenta lo expresado, este Tribunal concluye que sí 

corresponde amparar este extremo de la pretensión, es decir, declarar 

fundado el pago que se reclama por el periodo de abril de 2021, por la 

suma de S/ 106,397.78 (ciento seis mil tres cientos noventa y siete y 78/100 

Soles. 
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5.5. QUINTO BLOQUE: PUNTOS CONTROVERTIDOS VINCULADOS A LA SAP N° 02 

 

Sobre la 

Solicitud de 

Ampliación de 

Plazo N° 2 

Primer punto controvertido (Primera 

pretensión principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad 

de la resolución gerencial N°D000196-2021-

GRC-GRI, notificada mediante oficio 

N°D002548-2021-GRC-SG, y que revirtiendo 

lo decidido por la Entidad, ampare la 

Solicitud de Ampliación de Plazo N°02 por 

116 días calendario solicitada y sustentada 

mediante carta N°200-2021-CCC, 

motivada por la causal en el literal “a” del 

artículo 197 del Reglamento de la Ley de 

Contrataciones del Estado, relacionada a 

atraso y/o paralizaciones por causas no 

atribuibles al Demandante, ocasionando 

por la imposibilidad de ejecutar las partidas 

de preparación de material para sub base 

en cantera y preparación de material para 

base en cantera. 

 

Consorcio 

(demanda 

original) 

 Segundo Punto Controvertido (Pretensión 

accesoria a la Primera Pretensión Principal): 

En caso se ampare la primera pretensión 

principal, el Tribunal Arbitral ordene a la 

entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y 

mayores costos directos vinculados a la 

ampliación de plazo N°02, el cual equivale 

a la suma de S/1,098,551.92 (un millón 

noventa y ocho mil quinientos cincuenta y 

uno con 92/100 soles), más los respectivos 

intereses hasta su fecha efectiva de pago. 

 

Consorcio 

(demanda 

original)  

 Tercer Punto Controvertido (Pretensión 

subordinada a la primera pretensión 

principal): 

En caso no se ampare la primera pretensión 

principal, que el Tribunal Arbitral declare la 

invalidez y/o ineficacia parcial de la 

Resolución Gerencial Regional N°D000196-

2021-GRC-GRI en el extremo de los 110 días 

denegados de los 116 días calendarios 

solicitados mediante Solicitud de 

Ampliación de Plazo N° 02, y que revirtiendo 

Consorcio 

(demanda 

original) 
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lo decidido por la Entidad conceda el plazo 

solicitado. 

 

 Cuarto Punto Controvertido (Pretensión 

accesoria a la pretensión subordinada a la 

primera pretensión principal) 

En caso se ampare la pretensión 

subordinada a la primera pretensión 

principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la 

Entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y 

mayores costos directos vinculados a la 

ampliación de plazo N° 02, el cual equivale 

a la suma de S/1,098,551.92 (un millón 

noventa y ocho mil quinientos cincuenta y 

uno con 92/100 soles), más los respectivos 

intereses hasta su fecha efectiva de pago. 

 

Consorcio 

(demanda 

original) 

 

 

BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DEL CONSORCIO A LO LARGO DEL 

PRESENTE ARBITRAJE  

 

5.5.1 El Contratista alegó que, el 28 de octubre de 2021, a través de la Carta 

N° 200-2021-CCC, presentó la SAP N° 02 por 116 días calendario, 

relacionada a las paralizaciones y/o atrasos por causas no atribuibles al 

Contratista. 

 

5.5.2 El 25 de noviembre de 2021, a través de la Resolución Gerencial N° 

D000196-2021-GRC-GRI, notificada mediante Oficio N° D002548-2021-

GRC-SG, la Entidad resolvió otorgar 6 días calendarios de los 116 días 

calendarios solicitados. 

 

5.5.3 El Contratista alegó que la causal de dichas paralizaciones y atrasos 

fueron ocasionados como consecuencia de la imposibilidad de la 

ejecución de las partidas de preparación de material para sub base en 

cantera y preparación de material para base en cantera, ambas 

formaban parte de la ruta crítica del Programa de Ejecución de Obra. 

 

5.5.4 Asimismo, precisa que ambas partidas estaban vinculadas a la 

necesidad de la previa aprobación de un Adicional de Obra. 
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5.5.5 De otro lado, señala que la configuración de la causal de su SAP ha sido 

literalmente corroborada con la Resolución Gerencial Regional N° 

D000196-2021-GRC-GRI, de fecha 24 de noviembre de 2021, cuando en 

su Artículo Primero resuelve declarar PROCEDENTE la Ampliación de Plazo 

N° 02, por 06 días calendario, ya que la misma acreditaría la causal 

establecida en el literal “a” del artículo 197 del Reglamento de la Ley de 

Contrataciones del Estado. 

 

5.5.6 Sin embargo, el Contratista sostiene que existe un error (entiéndase en 

cuanto a la cuantificación del plazo necesario), ya que al momento de 

su evaluación por la supervisión, ella solo tomó en cuenta la afectación 

de la Partida 03.01 "Sub base granular s/rodillo e:0.15 m", que se inició el 

14 de octubre de 2021, cuando lo correcto debería haber sido el análisis 

con la partida crítica 02.01.04 "Preparación de material para Sub base en 

cantera" que, según el programa de ejecución de obra vigente, debió 

iniciar el 25 de junio de 2021. Por lo tanto, hubo una afectación real, ya 

que no estaba definido en el Expediente Técnico que, para la utilización 

del material de esas canteras, se iban a requerir actividades de 

perforación, voladura, chancado y zarandeo, lo que originó que se 

genere una Prestación Adicional. 

 

5.5.7 Indicó, además, que también existen otras partidas críticas que se han 

visto afectadas, en especial la partida referente a la causal 02.01.04 - 

preparación de material para sub base en cantera, la cual debió iniciar 

su ejecución el 25.06.2021, y la partida 02.01.03 - preparación de material 

para base en cantera, la cual debió iniciarse el 27.06.2021; sin embargo, 

fue imposible hasta la aprobación del Adicional N° 01, el cual fue 

notificado al Contratista el 19 de octubre de 2021. Por lo tanto, la 

documentación, como el Diagrama de Gantt, el Calendario de Avance 

Valorizado, así como la programación PERT-CPM, vigentes a la 

presentación de la Ampliación de Plazo, verifica la Ruta Crítica y demás 

partidas conformantes del presupuesto de obra.  

 

5.5.8 En consecuencia, debido a la imposibilidad de ejecutar dichas partidas, 

se ha modificado el Calendario Vigente de Avance de Obra en 116 días 

calendario; por lo tanto, el plazo de ejecución de la obra modificado 

como consecuencia de la SAP N° 02 debería ser de 668 días calendario. 

 

5.5.9 Asimismo, el Contratista señala que, conforme al asiento N° 1141 de 

fecha 11 de junio de 2021, se advirtió de la imposibilidad de ejecutar las 

partidas antes señaladas a partir del 25.06.2021 y 27.06.2021, las mismas 

que de conformidad con el Programa de Ejecución de Obra, forman 
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parte de la Ruta Crítica. Sin embargo, su ejecución fue imposible hasta la 

aprobación del Adicional N° 01, el mismo que le fue notificado el 

19.10.2021; es decir, el plazo que corresponde otorgar a consecuencia 

de la ampliación de plazo N° 02 es desde el 25.06.2021 hasta el 

19.10.2021, tal como se detalla a continuación: 

 

 

5.5.10 Respecto al procedimiento para la ampliación de plazo, el Contratista 

sostiene que, en el caso concreto, se tiene que el inicio de la causal de 

la Ampliación de Plazo N° 02, esta anotado en el asiento N° 141 del 

Cuaderno de Obra de fecha 11 de junio de 2020; fecha en la que se 

comunica a la Supervisión la afectación de la Ruta Crítica del Programa 

de Ejecución de Obra, toda vez que, para la ejecución de las Partidas 

02.01.04 – PREPARACIÓN DE MATERIAL PARA SUB BASE EN CANTERA y 

02.01.03- PREPARACIÓN DE MATERIAL PARA BASE EN CANTERA era 

necesaria la aprobación de un Adicional de Obra que contemple las 

actividades de preparación de material en cantera para sub base, base 

y otros usos, con actividades de voladura y chancado, por las 

características de material estrato rocoso de las canteras. 

 

5.5.11 En cuanto a la fecha de cese de la causal, ella se configura con la 

aprobación de la Prestación Adicional N° 01, el cual se anotó en el 

Asiento N° 371 del Cuaderno de Obra de fecha 19 de octubre de 2021. 

 

5.5.12 Es así que se apreciaría que conforme a lo dispuesto en el artículo 198 del 

RLCE, habría cumplido con realizar las anotaciones en el cuaderno de 

Obra, donde de indican las circunstancias que determinan la causal y la 

afectación a la Ruta Crítica del Cronograma contractual vigente. 

 

5.5.13 En ese sentido, el Contratista sostiene que el nuevo plazo de término de 

la Ejecución de Obra, a consecuencia de nuestra Solicitud de Ampliación 

de Plazo N° 02, por 116 días calendario es el 05 de febrero de 2023. 
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5.5.14 Por todo lo expuesto, el Consorcio solicita que el Tribunal Arbitral declare 

fundada la primera pretensión principal de su demanda originaria. 

 

5.5.15 El Contratista alegó que, al declararse fundada la primera pretensión, 

correspondería a la Entidad reconocer y pagar a favor del Contratista los 

mayores gastos generales y los mayores costos directos vinculados a la 

ampliación de plazo Nº 2, más los respectivos intereses hasta la fecha de 

pago. 

 

5.5.16 Adicional a ello, respecto de la pretensión solicitó que se declare la 

invalidez e ineficacia de las Resoluciones de Gerencia Regional N° 

D000196-2021-GRC-GRI y N° D000194-2021-GRC-GRI, dado que carecen 

de motivación suficiente; asimismo, que la fundamentación de la Entidad 

carece de sustento técnico, pues no consideró los argumentos expuestos 

respecto de la SAP N° 2. 

 

5.5.17 Sostiene que existió una motivación insuficiente, ya que no se cumplió 

con el mínimo de motivación exigible y no se tomaron en cuenta todas 

las razones relevantes para emitir la decisión.  

 

5.5.18 En ese sentido, el Contratista señala que las Resoluciones de Gerencia 

Regional N° D000196-2021-GRC-GRI y N° D000194-2021-GRC-GRI 

adolecieron de esa deficiencia, incurriendo en el vicio de motivación 

insuficiente al no analizar siquiera mínimamente los argumentos técnicos 

y jurídicos presentados por el Contratista. 

 

5.5.19 Finalmente, alegó que, al declararse fundada la primera pretensión, 

correspondería a la Entidad reconocer y pagar a favor del Contratista los 

mayores gastos generales y los mayores costos directos vinculados a la 

ampliación de plazo Nº 2, más los respectivos intereses hasta la fecha de 

pago. 

 

BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DE LA ENTIDAD A LO LARGO DEL PRESENTE 

ARBITRAJE 

 

5.5.20 La Entidad alegó que, para la aprobación de una ampliación de plazo, 

se debe acreditar la causal normativa en la solicitud; asimismo, deberá 

acreditar haber cumplido los presupuestos procesales establecidos, 

como la existencia de un atraso y/o paralización.  
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5.5.21 Señala que, en el presente caso, no ha existido paralización de los 

trabajos constructivos, y por ende no ha existido paralización del plazo 

de ejecución contractual. Si bien podría haber existido atrasos en la 

ejecución de la obra, estos atrasos sí le son atribuibles al Contratista, tal 

como lo ha advertido la supervisión y el área usuaria. Así pues, el 

Contratista ejecutor, refiere que el atraso en el cumplimiento de sus 

obligaciones  se justifica a partir de la aprobación tardía del adicional de 

Obra N° 01, generada a partir de la supuesta imposibilidad de ejecutar la 

partida de preparación de material para la sub base en cantera y 

preparación de base en cantera. 

 

5.5.22 La Entidad señala que se solicitó realizar una nueva evaluación de las 

condiciones reales de cada una de las canteras para poder verificar la 

pertinencia del uso, tanto por calidad como por potencia. Para ello, se 

emitió la Carta Nº D000308-2021-GGR-SGSL, remitiendo el Informe Nº 

D00043-2021-GRC-SGE-RIC del Ingeniero Raúl Idrugo, en su calidad de 

coordinador de la obra. Se notificó al Contratista sobre el levantamiento 

de las observaciones, bajo las recomendaciones dadas por la supervisión 

con fecha del 22 de junio de 2021. 

 

5.5.23 Con fecha 14 de agosto de 2021, después de 53 días, mediante la Carta 

Nº 090-2021-CCC, se remitió el informe Nº 003-2021-SYP-CCC del Ing. 

Segundo W. Chillón Llanos como documento de absolución de 

observaciones; además, mediante distintos asientos del cuaderno de 

obra, se acredita que la Entidad ha requerido al Contratista una 

evaluación de las condiciones reales de cada una de las canteras, para 

verificar la pertinencia del uso, tanto por calidad como por potencia. Sin 

embargo, el Contratista no ha cumplido con la subsanación de las 

observaciones realizadas, por lo que es su responsabilidad el retraso en el 

plazo. 

 

5.5.24 En ese sentido, la Entidad sostiene que el supuesto error de la supervisión, 

en cuanto a la cuantificación de días, debe precisarse que la supervisión 

no confundió en su análisis el sustento del contratista; más bien, la 

ejecución del adicional de obra N° 1 tiene como fecha más próxima de 

afectación a la partida 3.01, y no es que se haya analizado una partida 

distinta a la que sustentaba el Contratista. 

 

5.5.25 Asimismo, precisa que el Contratista, durante el supuesto periodo de 

retraso, no ha dejado de ejecutar sus prestaciones contractuales 

habiéndolas valorizado, tal y como se indica en el Informe D54-2022-

GR.CAJ-GRI-SGSL/CJLZ. 



   Exp. 26-2021/CA-RENA 
 

Página 196 de 291 

 

 

5.5.26 Consecuentemente, se tiene por no acreditada la causal del literal a) del 

artículo 197 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, pues 

se encuentra acreditado que el retraso en el cumplimiento de las 

prestaciones contractuales es atribuible única y exclusivamente al 

Contratista. 

 

5.5.27 La Entidad alegó que al declararse infundada la primera pretensión, ello 

conlleva a que se declaren infundadas las pretensiones accesorias. 

 

5.5.28 Además, la Entidad alegó que al declararse infundada la primera 

pretensión, ello conllevaría a la declaración de infundada de -también- 

la pretensión subordinada. 

 

POSICIÓN DEL TRIBUNAL ARBITRAL 

5.5.29 Esta e sección se desarrollará según el siguiente orden:  

 

- Consideraciones preliminares: 

 

➢ Estructura de análisis.  

 

➢ Criterios por utilizarse en el análisis de las ampliaciones de plazo: 

marco legal aplicable 

 

- Análisis de la SAP N° 02 

 

- Decisión respecto de los puntos controvertidos  

 

 

Consideraciones preliminares  

 

Estructura de análisis 

 

5.5.30 De manera previa se deja establecido que el Tribunal Arbitral efectuará 

la evaluación conjunta de las pretensiones referidas a la SAP N° 02, 

considerando el principio de flexibilidad para su análisis y sin que ello 

implique una vulneración al derecho de defensa de las partes.  

 

5.5.31 Así, en el presente análisis se tendrá en cuenta, los argumentos, 

documentos, alegaciones expuestas por las partes en las audiencias y en 
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general, toda la documentación admitida que obra en el expediente 

arbitral respecto a la ejecución del contrato y en particular, respecto de 

la SAP N° 02.  

 

Criterios por utilizarse en el análisis de las ampliaciones de plazo: marco 

legal aplicable 

 

5.5.32 El Tribunal Arbitral considera conveniente, conforme con el deber de 

motivación y exposición de la cadena de razonamiento a emplear en el 

análisis de las siguientes materias controvertidas, precisar la norma legal 

aplicable y los criterios conforme los cuales se analizarán las SAP objeto 

del presente laudo arbitral (SAP N° 02, 06 y 07); sin perjuicio de las 

particularidades que correspondan a cada una de dichas solicitudes de 

ampliación de plazo.   

 

5.5.33 El derecho del contratista a solicitar una ampliación de plazo está 

regulado en el numeral 34.9 de la LCE22. Asimismo, el artículo 197° del 

RLCE23, desarrolla las condiciones que se deben cumplir para que se 

reconozca este derecho y el artículo 198° del RLCE, desarrolla el 

procedimiento que se debe seguir para su tramitación.  

 

5.5.34 En atención a este marco legal, deben concurrir las siguientes 

condiciones para proceder a reconocer la ampliación de plazo: 

 

a) Acreditación de alguna de las causales previstas en el artículo 197° 

del RLCE. 

 
22 El artículo 34° de la Ley:  

 34.9 El contratista puede solicitar la ampliación del plazo pactado por atrasos y 

paralizaciones ajenas a su voluntad debidamente comprobados y que 

modifiquen el plazo contractual de acuerdo a lo que establezca el reglamento.” 

 
23 El artículo 197° del Reglamento:  

Artículo 197. Causales de ampliación de plazo 

El contratista puede solicitar la ampliación de plazo pactado por cualquiera de 

las siguientes causales ajenas a su voluntad, siempre que modifiquen la ruta 

crítica del programa de ejecución de obra vigente al momento de la solicitud 

de ampliación: 

a) Atrasos y/o paralizaciones por causas no atribuibles al contratista. 

b) Cuando es necesario un plazo adicional para la ejecución de la prestación 

adicional de obra. En este caso, el contratista amplía el plazo de las garantías 

que hubiere otorgado. 

c) Cuando es necesario un plazo adicional para la ejecución de los mayores 

metrados, en contratos a precios unitarios. 
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b) Modificación de la ruta crítica del programa de ejecución de obra 

vigente al momento de la solicitud. 

 

5.5.35 Respecto a la primera condición, el artículo 197° del RLCE, establece 03 

causales fundadas en situaciones ajenas a la voluntad del contratista, 

como es: (i) “atrasos y/o paralizaciones”, (ii) la ejecución de “mayores 

metrados” y (iii) “prestaciones adicionales”.  

 

5.5.36 Respecto a la segunda condición, el Anexo Único de definiciones del 

RLCE señala que la ruta crítica del programa de ejecución de Obra “es 

la secuencia programada de las actividades constructivas de una obra, 

cuya variación afecta el plazo total de ejecución de la obra”. De esta 

definición, se desprende que la ruta crítica está conformada por 

actividades/tareas programadas que no pueden retrasarse, porque 

atrasarían la fecha de conclusión de la obra24. 

 

5.5.37 Adicionalmente, existen otras condiciones relacionadas con el 

procedimiento para tramitar una ampliación de plazo y están definidas 

en el artículo 198° del Reglamento: 

 

“Artículo 198. Procedimiento de ampliación de plazo 

198.1. Para que proceda una ampliación de plazo de 

conformidad con lo establecido en el artículo precedente, el 

contratista, por intermedio de su residente anota en el cuaderno 

de obra, el inicio y el final de las circunstancias que a su criterio 

determinen ampliación de plazo y de ser el caso, el detalle del 

riesgo no previsto, señalando su efecto y los hitos afectados o no 

cumplidos. Tratándose de mayores metrados en contratos a 

precios unitarios, el residente anota en el cuaderno de obra el 

inicio de la causal, luego de la conformidad emitida por el 

supervisor, y el final de esta a la culminación de los trabajos. Dentro 

de los quince (15) días siguientes de concluida la circunstancia 

invocada, el contratista o su representante legal solicita, cuantifica 

y sustenta su solicitud de ampliación de plazo ante el inspector o 

supervisor, según corresponda, con copia a la Entidad, siempre 

que la demora afecte la ruta crítica del programa de ejecución 

de obra vigente. 

 
24 Cabe precisar que existen otras actividades que forman parte del cronograma de 

avance de obra que pueden variar y atrasarse, sin que ello modifique la fecha de 

terminación de la obra, pues no son actividades criticas según lo programado 

inicialmente (actividades con “holgura”). Sin embargo, dichas actividades podrían 

volverse criticas si se consume su “holgura” por razones ajenas al contratista y su falta 

de ejecución o el retraso en su culminación impiden el termino de la obra. Estas 

situaciones se analizan según el caso concreto.  
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198.2. El inspector o supervisor emite un informe que sustenta 

técnicamente su opinión sobre la solicitud de ampliación de plazo 

y lo remite a la Entidad y al contratista en un plazo no mayor de 

cinco (5) días hábiles, contados desde el día siguiente de 

presentada la solicitud. La Entidad resuelve sobre dicha 

ampliación y notifica su decisión al contratista en un plazo máximo 

de quince (15) días hábiles, contados desde el día siguiente de la 

recepción del indicado informe o del vencimiento del plazo, bajo 

responsabilidad. De no emitirse pronunciamiento alguno dentro 

del plazo señalado, se tiene por aprobado lo indicado por el 

inspector o supervisor en su informe. 

 

198.3. En caso el inspector o supervisor no emita el informe al que 

se refiere el numeral anterior, la Entidad resuelve sobre la 

ampliación solicitada y notifica su decisión al contratista en un 

plazo máximo de quince (15) días hábiles, contados desde el 

vencimiento del plazo previsto para el inspector o supervisor, bajo 

responsabilidad. 

 

198.4. Si dentro del plazo de veinte (20) días hábiles de presentada 

la solicitud, la entidad no se pronuncia y no existe opinión del 

supervisor o inspector, se considera ampliado el plazo solicitado 

por el contratista. 

 

 198.5. Cuando las ampliaciones se sustenten en causales que no 

correspondan a un mismo periodo de tiempo, sea este parcial o 

total, cada solicitud de ampliación de plazo se tramita y resuelve 

independientemente. 

 

198.6. Cuando se trate de circunstancias que no tengan fecha 

prevista de conclusión, hecho que es debidamente acreditado y 

sustentado por el contratista de obra, y no se haya suspendido el 

plazo de ejecución contractual, el contratista puede solicitar y la 

Entidad otorgar ampliaciones de plazo parciales, a fin de permitir 

que el contratista valorice los gastos generales por dicha 

ampliación parcial, para cuyo efecto se sigue el procedimiento 

antes señalado. 

(…)” 

 

5.5.38 De este modo, es pacifico en nuestra regulación que, 

independientemente de la causal invocada, el contratista que reclama 

una ampliación de plazo debe seguir una serie de pasos según lo 

establecido en el Reglamento:  
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- A través de su residente, anota en el cuaderno de obra, las 

circunstancias (hechos y/o eventos) sobre los cuales se determinará 

una ampliación de plazo, indicando el inicio y el fin de su ocurrencia. 

 

- El contratista debe presentar su solicitud al Supervisor dentro de los 

quince (15) días siguientes de concluido el hecho o evento. En el 

supuesto de que la circunstancia invocada no tenga fecha prevista 

de conclusión, es posible que el contratista solicite ampliaciones de 

plazo parciales.  

 

- Finalmente, el contratista, debe solicitar, cuantificar y sustentar su 

pedido de ampliación de plazo, siempre que la demora afecte la ruta 

crítica del programa de ejecución de obra vigente.  

 

5.5.39 En tal sentido, el Tribunal Arbitral, tendrá en cuenta al momento de 

efectuar el análisis de las solicitudes de ampliación de plazo, estas 

condiciones legales, que son transversales para determinar la 

procedencia de los reclamos.  

 

Respecto a la ruta crítica: 

 

5.5.40 La ruta crítica es la secuencia de actividades conectadas que conduce 

del principio del proyecto al final de este; si cualquier actividad de la ruta 

crítica dura más de lo previsto o empieza en una fecha posterior a la 

prevista, el proyecto en su conjunto se demorará el mismo plazo de la 

demora o duración excesiva. Como se aprecia, la normativa de 

contrataciones del Estado otorga al contratista el derecho a solicitar la 

ampliación del plazo de ejecución de obra cuando se produzcan 

situaciones ajenas a su voluntad −principalmente, atrasos y/o 

paralizaciones− que afecten la ruta crítica del programa de ejecución 

de obra vigente, con la finalidad de extender el plazo de ejecución de 

obra y, de esta manera, reparar y equilibrar las condiciones inicialmente 

pactadas o adecuar el plazo de ejecución de obra a las modificaciones 

del contrato ordenadas por la Entidad .  

 

Una actividad es crítica cuando no se puede cambiar sus instantes de 

comienzo y finalización sin modificar la duración total del proyecto. Las 

actividades críticas no tienen holgura, pero ¿qué pasa si es que una 

actividad sin ser parte de la ruta crítica, por la indefinición de su ejecución 

sobrepasa el término de finalización de la obra?, ¿entonces se convierte 

en crítica? La holgura total de una actividad es el tiempo que se puede 

retrasar una actividad sin cambiar la fecha de finalización del proyecto, 
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si se pierde esta holgura y se estima que la finalización de la partida se 

hará en fecha posterior a lo indicado en el Cronograma vigente de la 

obra, entonces se convierte en crítica. Todas las actividades que tienen 

holgura cero deben estar en una ruta crítica, mientras que ningún evento 

que tiene holgura mayor que cero puede estar en una ruta crítica.  

 

5.5.41 En suma, el Tribunal Arbitral analizará si los pedidos de ampliación de 

plazo se sustentan en atrasos que son ajenos a la voluntad del contratista 

y además si la demora en las activades afectadas, impactó en la 

secuencia constructiva de la obra. Debiendo entenderse “secuencia 

constructiva” como el conjunto de partidas genéricas y específicas, 

críticas y no críticas, considerando las fechas programadas en el 

calendario de avance de obra vigente al momento de presentación de 

cada solicitud de ampliación de plazo. 

 

Análisis de la SAP Nº 02 

5.5.42 El Tribunal Arbitral analizará si la SAP N° 02 cumple con las condiciones 

establecidas en la normativa antes reseñada y si es conforme con los 

criterios de aplicación establecidos.  

 

Dicha evaluación se realizará considerando, además, los argumentos de 

ambas partes, y de lo expuesto en las audiencias de informe oral 

desarrolladas durante el proceso arbitral.  Finalmente, como parte de 

este análisis, el Tribunal Arbitral evaluará la decisión de la Entidad y 

verificará si resulta acorde con el marco legal y por tanto es legalmente 

válida o, si por el contrario, contraviene el ordenamiento legal aplicable 

y, por tanto, debe declararse su nulidad.  

 

5.5.43 Cabe precisar, además, que en el caso específico de la SAP N° 02, 

estamos frente a una aprobación parcial, esto es, la Entidad reconoció 

seis (06) de los ciento dieciséis (116) días solicitados por el contratista. Por 

tanto, la controversia radica en el periodo que la Entidad no ha 

reconocido.  

 

5.5.44 De ello se desprende que la Entidad ha reconocido que el contratista sí 

cumplió con el procedimiento formal de la solicitud de ampliación de 

plazo. En concreto, las partes no difieren posiciones sobre el inicio o fin de 

la causal, sino únicamente respecto de la cantidad de días solicitados 

por el contratista.  

 

5.5.45 Sin perjuicio de lo anterior y, a fin de dilucidar los hechos en controversia, 

efectuaremos el análisis considerando las siguientes interrogantes: 
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a) ¿El Contratista siguió el procedimiento obligatorio que establece 

la LCE y el Reglamento para solicitar la SAP 02? 

 

b) ¿Existía impedimento para la ejecución de las partidas 

contractuales: a) Partida 02.01.04 – PREPARACIÓN DE MATERIAL 

PARA SUB BASE EN CANTERA y, b) Partida 02.01.03- PREPARACIÓN 

DE MATERIAL PARA BASE EN CANTERA; debido a la necesidad de 

la aprobación de un adicional de obra que contemple las 

actividades de preparación de material en cantera para sub 

base, base y otros usos, con actividades de voladura y chancado, 

por las características de material estrato rocoso de las canteras? 

 

c) ¿De existir el impedimento, este hecho afectó la ruta crítica del 

programa de ejecución de obra vigente?  

 

d) ¿Lo analizado por la Entidad en la Resolución Gerencial Regional 

N° D000196-2021-GRC-GRI está debidamente fundamentado o 

adolece de vicios que determinen su invalidez o nulidad? 

 

¿El contratista cumplió el procedimiento? 

 

5.5.46 La Entidad reconoce parcialmente la SAP N° 02 y lo hace recogiendo el 

análisis realizado por la Supervisión, el Jefe de Coordinación de Obra, el 

Sub Gerente de Supervisión y Liquidaciones, Supervisor General de la 

Obra y Gerente Regional de Infraestructura. 

 

Pronunciamiento de la Supervisión:  

 

5.5.47 El Supervisor presento al Sub Gerente de Supervisión y Liquidaciones la 

carta Nº 307-2021/CSSC de fecha 08.11.2021, en la cual adjunto el 

Informe N° 138-2021-CSSC/MDOL/SGO, de fecha 08 de noviembre de 

2021, en donde concluye:  
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5.5.48 Informe Nº D000227-2021-GRC-SGE-RIC, elaborado por el Jefe de 

Coordinación de Obra 

 

Determina la procedencia de la ampliación de plazo, la misma que es 

avalada por la Subgerencia de Supervisión y Liquidaciones. 

 

En este informe, se concluye lo siguiente: 

 

5.5.49 Oficio Nº D001568-2021-GRC-SGSL de fecha 22.11.2021, elaborado por el 

Sub Gerente de Supervisión y Liquidaciones 

 

El Sub-Gerente remite a la Gerencia Regional de Infraestructura el 

expediente de la SAP N° 02. 

 

5.5.50 Informe Nº 138-2021/CSSC/MDOL/SGO, elaborado por el Supervisor 

General de Obra 

 

Revisado por el Ing. Manuel David Ocas Lozano, Supervisor General de 

Obra, quien declaró procedente la AP 02 pero por solo 6 días calendario. 

 

5.5.51 Oficio Nº D001127-2021-GRC-GRI, de fecha 22.11.2021, elaborado por el 

Gerente Regional de Infraestructura 

 

El Gerente Regional de Infraestructura solicitó a la Dirección Regional de 

Asesoría Jurídica proyectar la resolución que declara procedente la SAP 

N° 02. 

 

5.5.52 En relación con estos Informes, indica la Resolución:  
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5.5.53 En específico, y respecto del cumplimiento del procedimiento, en la 

Resolución se aprecia el siguiente extremo: 

 
 

En concreto, el Tribunal Arbitral aprecia que no existe controversia sobre 

los requisitos formales de la solicitud de ampliación de plazo: anotación 

en el cuaderno de obra, plazo para presentar la misma, entre otros.  

 

5.5.54 La controversia no radica en la determinación de la procedencia de la 

SAP N° 02, pues la Entidad reconoció su procedencia, pero sólo por 06 

días calendario. La determinación del número de días será objeto de 

análisis en los siguientes ítems del presente laudo arbitral.  

 

5.5.55 Por tanto, hasta este extremo, se aprecia que la SAP N° 02 presentada 

por el contratista cumplió con las condiciones formales establecidas en 

el artículo 198° del Reglamento, no existiendo controversia al respecto.  

 

¿Existía impedimento para la ejecución de las partidas contractuales 

indicadas por el Contratista? 

 

5.5.56 El contratista señala que no podía ejecutar las partidas de preparación 

de material para sub base en cantera y preparación de material para 
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base en cantera y que dicha limitación generó la necesidad de una 

nueva prestación adicional de obra, dadas las deficiencias del 

expediente técnico, en donde no se hallaba definido que para la 

utilización del material de las canteras se requerían de trabajos de 

perforación, voladura, chancado y zarandeo. 

 

Fue a razón de ello, que terminaron viéndose afectados los Hitos Sub Base 

y Base, Pavimentos y Señalización y Seguridad Vial, por motivo de las 

partidas sucesoras críticas y no críticas que la componen. 

 

Expediente Técnico de Obra 

 

5.5.57 En este punto el Tribunal Arbitral considera necesario indicar que todos 

los elementos necesarios para la ejecución de la obra deben encontrarse 

previstos en el Expediente Técnico.  

 

5.5.58 Al respecto, el Anexo de Definiciones del Reglamento, establece que, el 

Expediente Técnico de Obra es el: “El conjunto de documentos que 

comprende: memoria descriptiva, especificaciones técnicas, planos de 

ejecución de obra, metrados, presupuesto de obra, fecha de 

determinación del presupuesto de obra, análisis de precios, calendario 

de avance de obra valorizado, fórmulas polinómicas y, si el caso lo 

requiere, estudio de suelos, estudio geológico, de impacto ambiental u 

otros complementarios.” 

 

5.5.59 El expediente técnico entonces, contiene una serie de documentos de 

carácter técnico y/o económico que deben permitir la adecuada 

ejecución del proyecto. 

 

Asimismo, es elaborado por un consultor de obras o por la propia Entidad 

y a veces por el propio contratista ejecutor (concurso oferta). En el 

presente caso, considerando el tipo de proceso de selección: licitación 

pública sin que aplique la modalidad de concurso-oferta; se advierte que 

el Expediente Técnico no fue elaborado por el contratista ejecutor. Por 

tanto, es evidente que la responsabilidad de las deficiencias, 

indefiniciones o errores del Expediente Técnico no son atribuibles al 

ejecutor de la obra.  

 

5.5.60 De este modo, en el presente análisis corresponde tener en cuenta la 

responsabilidad que la norma establece para la formulación del 

expediente técnico.  
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Al respecto, la Opinión 069-2021-OSCE, establece:  

 

“Abundando en lo anterior, cuando se indica que los documentos 

del expediente técnico de obra debían proporcionar información 

"suficiente”, debe entenderse que deben, en su conjunto, 

contener toda la información necesaria e idónea para que los 

postores puedan formular adecuadamente sus ofertas, sin 

necesidad de que tengan que recurrir a otros documentos o 

estudios. Asimismo, cuando se señala que los documentos del 

expediente técnico de obra deben proporcionar información 

"coherente", debe entenderse que dicha información no debe 

presentar contradicciones o indicaciones que sean incompatibles 

entre sí. Por último, cuando se establece que los documentos del 

expediente técnico de obra deben incluir información 

"técnicamente correcta", debe entenderse que, al tratarse de 

documentos de ingeniería que brindan información sobre los 

requerimientos de la Entidad y sobre los estudios que señalan las 

condiciones del terreno donde se ejecutará la obra, dicha 

información debe estar conforme a las reglas de la técnica e 

ingeniería y reflejar adecuadamente las condiciones reales del 

lugar donde se ejecutará la obra. En ese sentido, es requisito para 

convocar una obra, contar con el expediente técnico de obra, el 

cual debe formularse adecuadamente y comprender de manera 

suficiente, coherente y técnicamente correcta la información 

relativa a los planos, especificaciones técnicas, memoria 

descriptiva, presupuesto de obra, metrados y demás documentos 

que conformen dicho expediente; bajo esta premisa, es 

importante señalar que la normativa de contrataciones del Estado 

no admite la posibilidad de iniciar la ejecución de una obra sobre 

la base de “planos de planteamiento general del proyecto” en 

donde no se comprenda adecuadamente la documentación 

detallada previamente.” 

 

5.5.61 En consecuencia, no sería posible responsabilizar a un tercero que no 

tuvo participación alguna en la formulación del expediente por sus 

deficiencias o limitaciones. 

 

5.5.62 Aplicando estos criterios al presente caso, se tiene en cuenta que la 

selección de las canteras también es parte del Expediente Técnico, pues 

estas son la principal fuente de materiales pétreos, los cuales se 

constituyen en insumo fundamental para la construcción de la obra.  

 

5.5.63 Ahora bien, en el presente caso, se aprecia que el contratista en 

reiterados asientos del cuaderno de obra advirtió la problemática que se 

venía dando, puesto que, ante las deficiencias de la cantera que 

indicaba el expediente técnico, la cual no contaba con las 
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especificaciones técnicas idóneas para el proceso constructivo, se tuvo 

que empezar a buscar y reemplazar con nuevas canteras.  
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5.5.64 Adicionalmente, en la SAP, se hace referencia a las siguientes 

comunicaciones: 
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5.5.65 Asimismo, la Supervisión, también en varias notaciones (léase, Asientos 77 

y 86 del Cuaderno de Obra) indicó que se consultó a la Entidad y 

finalmente se aprobó el adicional.  
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5.5.66 Esta situación, finalmente se vio reconocida por la Entidad, que aprobó 

el Adicional N° 01 mediante Resolución de Gerencia General Regional Nº 

D000294-2021-GRC, notificada por Oficio Nº D00261-2021-GRC-SG; 

registrada en el asiento de cuaderno de obra N° 371 del 19 de octubre 

de 2021. 
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5.5.67 Entonces para el Tribunal Arbitral ha quedado demostrado que ha 

existido un impedimento para la ejecución de las partidas relacionadas 

a la actividad de movimiento de tierras: 

  

- 02.01.03 Preparación de material para base en cantera y; 

- 02.01.04 Preparación de material para sub base en cantera;  
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los cuales generaron la necesidad de una nueva prestación adicional de 

obra. 

 

5.5.68 Como ya se indicó, esta causa no es atribuible al contratista, pues este 

no elaboró el expediente técnico y no puede asumir la carga de los 

errores, falencias o indefiniciones de éstos. Además, finalmente la 

aprobación del adicional es evidencia de que sí era necesario modificar 

el expediente técnico para poder continuar con el proceso constructivo.  

 

¿De existir el impedimento, este hecho afectó la ruta crítica del programa 

de ejecución de obra vigente?  

 

5.5.69 Considerando que las partidas en cuestión, de acuerdo con el programa 

de avance de obra, estaban en ruta crítica, el contratista ha acreditado 

que sí hubo una afectación de las actividades programadas.  

 

5.5.70 Cabe señalar que, el número de días por el cual la Entidad puede otorgar 

una ampliación de plazo, debe ser equivalente a la cantidad de días en 

que se afectó la Ruta Crítica y en el presente caso, de la revisión de los 

cronogramas, se aprecia que el contratista sustentó que las partidas 

afectadas tenían que ser ejecutadas a partir del 25 de junio de 2021 y 

estaban en ruta crítica.  

 

5.5.71 El colegiado aprecia que el programa de avance de obra, que sustenta 

la solicitud de ampliación de plazo, muestra que el análisis debía 

realizarse con la partida crítica 02.01.04 Preparación de material para Sub 

base en cantera que, según el programa de ejecución de obra vigente, 

debió de iniciar el 25/06/2021. A continuación, el cuadro N° 01 indicado 

en la página 29 de la SAP N° 02: 
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Es por esta razón que también se vieron afectadas las partidas 

subsecuentes25: 

 

 

5.5.72 No se pudo iniciar la ejecución de estas partidas en las fechas 

establecidas hasta la aprobación del Adicional de Obra Nº 01. 

 

Fue a razón de ello, que terminaron viéndose afectados los Hitos Sub Base 

y Base, Pavimentos y Señalización y Seguridad Vial, por motivo de las 

partidas sucesoras críticas y no críticas que la componen. 

 

5.5.73 El contratista ha presentado el extracto del programa de obra vigente a 

esa fecha, en donde se aprecia la afectación de la ruta crítica26:  

 
25 Extracto de la página 30 de la SAP N° 02. 
26 Extracto de la página 31 de la SAP N° 02. 
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En el extracto antes expuesto, se aprecia, en efecto, que las partidas 

indicadas estaban en la ruta crítica y sin holgura.  

 

5.5.74 El contratista concluye que la modificación al Calendario vigente de 

Avance de Obra es en ciento dieciséis días (116) días calendarios, 

habiendo desplazado su fecha de término de obra en ese mismo plazo. 

 

¿Lo analizado por la Entidad en la Resolución Gerencial Regional N° 

D000196-2021-GRC-GRI está debidamente fundamentado o adolece de 

vicios que determinen su invalidez o nulidad? 

 

5.5.75 En el caso particular, la Entidad reconoce que sí hubo una afectación a 

la ruta crítica, pero solo concede una ampliación de plazo de seis (06) 

días en base a criterios diferentes a los que plantea el contratista en su 

solicitud.  

 

5.5.76 Veamos en los siguientes párrafos, cuáles son los argumentos que 

sustentan la posición de la Entidad para reconocer solo 06 días de los 116 

solicitados por el contratista. 

 

5.5.77 En la página 04 de la Resolución Gerencial se hace referencia al Informe 

N° D000227-2021-GRC-SGE-RIC, de fecha 17 de noviembre del 2021, 

elaborado por el Jefe de Coordinación de Obra, quien a su vez cita la 

opinión de la Supervisión. 
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5.5.78 En este extracto, la Supervisión indica que el planteamiento del 

contratista ha sido mal formulado, pero no indica en qué extremo de la 

solicitud estaría dicho defecto de formulación del pedido. 

 

Asimismo, señala dos aspectos:  

 

a) Cuantificación del plazo solicitado: 

- La empresa bajo ningún pretexto ha paralizado la obra y se 

puede compatibilizar como ampliación de plazo. 

- La empresa ha realizado trabajos de manera continua, por existir 

frentes de trabajo según la actualización del programa de 

ejecución aprobada por la Supervisión y sin la afectación de la 

ruta crítica, razón para que la contratista haya valorizado de 

manera mensual tal cual aprobó la supervisión.  

- A la fecha (noviembre de 2021), la contratista estaba realizando 

partidas contractuales sin la consideración de mayores metrados 

por variación de expediente técnico. 

 

b) Cuantificación de los días de ampliación de plazo: 

 

- No se acreditó una real afectación del normal desarrollo del 

proceso constructivo de la obra, ya que el contratista no registró 

en el cuaderno de obra el atraso y/o paralización en forma 

precisa de alguna partida, ya que como se podrá corroborar con 

las valorizaciones de obra, siempre se han ejecutado trabajos en 

obra.  

- No se acreditó la afectación de la ruta crítica del calendario de 

avance de obra vigente por cuanto no se registró en el cuaderno 

de obra el inicio ni el final de la causal de atrasos y/o 

paralizaciones de alguna partida del cronograma de ejecución 

de obra que haya afectado la ruta crítica.  

- Con relación al inicio de la causal y fin de la causal, esta se 

enmarca como lo define la supervisión en el cuadro de partidas 

modificadas por aprobación de prestación adicional de obra 01 

y partidas afectadas en su ejecución por efectos de 

modificación de partidas aprobadas con prestación adicional 

de obra 01. 

 

5.5.79 Sobre estas consideraciones del Supervisor, el Tribunal Arbitral considera 

necesario efectuar las siguientes precisiones:  
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a) La norma aplicable no condiciona la procedencia de una ampliación 

de plazo a la paralización de la obra. El artículo 197° del RLCE 

claramente establece que procede la ampliación de plazo ante: 

“atrasos y/o paralizaciones por causas no atribuibles al contratista.” 

 

El hecho que existan frentes de trabajo y que el contratista haya 

efectuado actividades en los mismos, no es un supuesto que impida 

presentar una ampliación de plazo. La presentación de una 

valorización tampoco significa que no se ha afectado la ruta crítica. 

La condición para establecer técnicamente si estamos frente a un 

supuesto de ampliación de plazo es que se afecte la ruta crítica 

programada. Es decir, es en la programación en donde se visualiza la 

afectación, pues eso es lo que establece el artículo 197° del 

Reglamento: “…siempre que modifiquen la ruta crítica del programa 

de ejecución de obra vigente.” 

 

b) El Supervisor también señala que a esa fecha el contratista venía 

realizando partidas contractuales, “sin la consideración de mayores 

metrados por variación de expediente técnico”. Esta afirmación 

tampoco representa un impedimento para reconocer una 

ampliación de plazo, según el marco legal aplicable. 

 

c) La Supervisión indica que el contratista no registró en forma precisa el 

atraso y/o paralización de alguna partida, y que se puede corroborar 

con las valorizaciones en obra que siempre se han ejecutado trabajos 

en obra. 

 

Al respecto, se debe tener en cuenta que esta situación, tampoco 

constituye un supuesto para no reconocer una ampliación de plazo, 

conforme lo establecido en el artículo 197° del Reglamento, que 

establece que la situación debe modificar la ruta crítica del 

programa. 

 

Se debe tener en cuenta que el RLCE no establece que deba 

anotarse en el cuaderno de obra la afectación de la partida 

afectada, lo que establece la normativa es que se anota la causal, y 

se sustenta en la solicitud de ampliación de plazo como esa causal 

ha afectado la ruta crítica. 

 

Por tanto, los criterios indicados en la página 04 de la Resolución 

Gerencial Regional Nº D000196-2021-GRC-GRI no resultan suficientes 

para desvirtuar la afectación de la ruta crítica planteada por el 
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contratista ni tampoco contienen un sustento normativo o contractual 

que respalde lo expuesto por el Supervisor. 

 

d) En la página 05 de la precitada Resolución, se aprecia el sustento 

específico por el cual la Supervisión considera que solo deben ser 

reconocidos 06 días y no los 116 originalmente solicitados.  

  

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

La Supervisión desconoce los días anteriores al 14 de octubre de 2021, 

pues señala que, a partir del 22 de junio de 2021, se incurrió en trámites 

que sustentan la aprobación del adicional de la prestación adicional 

01 y que estas demoras son atribuibles al contratista. 

 

Por tanto, añade: “asimismo y analizando la causal y afectación a 

partidas sucesoras y criticas determina que le corresponde un PLAZO 

ADICIONAL”, y concluye que las nuevas fechas: “…desde el 12 de 

octubre de 2022 hasta el 18 de octubre de 2022 como culminación 

final de la obra”. 

 

El Tribunal Arbitral, en atención a los criterios establecidos 

anteriormente, no concuerda con el análisis realizado por la 

Supervisión, pues, no es un planteamiento contemplado en la 

normativa aplicable, que la demora o duración del procedimiento de 

aprobación del adicional sea un plazo que pueda ser descontado de 

la afectación de la ruta crítica.  
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En concreto, se tiene en cuenta que el procedimiento establecido en 

la normativa sobre el trámite de un adicional, está regulado en el 

artículo 205° del Reglamento y en este no se contempla que la 

demora en el trámite de un adicional tendrá la repercusión que 

señala la Supervisión en el trámite de una ampliación de plazo.  

 

5.5.80 Ahora bien, en el proceso arbitral, la Entidad ha señalado que el 

contratista es responsable por no atender las observaciones efectuadas 

por la Entidad, respecto del procedimiento de aprobación del adicional; 

sin embargo, ello no es un hecho que esté acreditado en la Resolución 

Gerencial Regional N° D000196-2021-GRC-GRI, y aún si así hubiera 

ocurrido, la Entidad tendría que señalar cuál es la base normativa para 

establecer esa consecuencia en el reconocimiento de una ampliación 

de plazo. 

 

5.5.81 Asimismo, no se aprecia en la evaluación de la Supervisión un análisis de 

las partidas afectadas; se limita a señalar que desde el 22 de junio de 

2021 se incurre en trámites que sustentan la aprobación de la prestación 

adicional, pero no acredita esta situación ni que la demora, si es que la 

hubo, en la aprobación del adicional haya sido imputable al contratista 

y que además ello sea oponible al pedido de ampliación de plazo.  

 

5.5.82 Por tanto, se aprecia que el análisis realizado por la Supervisión no se 

ajusta al marco legal aplicable para la evaluación de una solicitud de 

ampliación de plazo, habiendo establecido criterios de análisis sin 

precisar la base normativa de los mismos.  

 

5.5.83 En relación con el cuestionamiento del contratista sobre la motivación de 

la Resolución Gerencial Regional N° D000196-2021-GRC-GRI, se debe 

tener en cuenta:  la Primera Disposición Complementaria Final del RLCE, 

establece la aplicación supletoria de las normas de derecho público a 

los contratos. 

 

Disposiciones complementarias finales 

Primera. “En lo no previsto en la Ley y el Reglamento, son de 

aplicación supletoria las normas de derecho público y, solo en 

ausencia de estas, las de derecho privado”. 

 

5.5.84 En el presente caso, cabe tener en cuenta que el numeral 2 del artículo 

10 del TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo General, establece 

que son causales de nulidad de los actos administrativos, “el defecto o la 

omisión de alguno de sus requisitos de validez (…)”. 
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5.5.85 Por su parte el numeral 4 del artículo 3 de la misma norma establece que, 

es requisito de validez del acto administrativo, la “motivación”, señalando 

que “el acto administrativo debe estar debidamente motivado en 

proporción al contenido y conforme al ordenamiento jurídico” 27. 

 

5.5.86 El Tribunal Arbitral aprecia que la evaluación que realiza la Entidad para 

denegar la SAP N° 02 se sustenta en el Informe N° 138-2021-

CSSC/MDOL/SGO elaborado y presentado por el Supervisor con la carta 

307-2021/CSSC de fecha 08.11.2021. 

 

5.5.87 El Tribunal Arbitral ha determinado que dicho análisis no se ajusta a lo 

establecido en el artículo 197° del RLCE, respecto a la causal de 

ampliación de plazo planteada por el contratista. Esto es, se ha 

determinado que la evaluación realizada por el Supervisor contraviene 

dicha norma legal, pues establece situaciones que no están 

contempladas en el marco regulatorio para desestimar la SAP N° 02. 

 

5.5.88 De este modo, el Tribunal Arbitral, ha verificado que la decisión de la 

Entidad, (que a través de sus diversas Direcciones han ratificado la 

evaluación realizada por la supervisión), no resulta conforme con el 

ordenamiento jurídico, en específico, no es conforme con el artículo 197° 

del RLCE. Además, el Tribunal Arbitral ha determinado que la SAP N° 02 

presentada por el contratista si cumple las condiciones normativas.  

 

5.5.89 En suma, la evaluación realizada por el Inspector y ratificada por la 

Entidad, no resulta conforme con el ordenamiento jurídico, en específico, 

 
27 Cabe tener en cuenta que a través de la Opinión N° 111-2022/DTN el OSCE ha 

reconocido que las decisiones que adoptan las Entidades durante la ejecución 

contractual en el marco de la LCE, constituyen en esencia decisiones 

administrativas a las que en cuanto a su formalidad le son exigibles los requisitos 

de validez de los actos administrativos: 
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no es conforme con el artículo 197° del RLCE, por lo que, el Tribunal Arbitral 

ha determinado que la SAP N° 06 presentada por el contratista si cumple 

las condiciones normativas.  

 

5.5.90 Por tanto, se llega a la conclusión que la Resolución Gerencial materia 

de análisis es nula por contravenir el artículo 197° del RLCE y en atención 

a lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 3 de la Ley N° 27444. 

 

 

5.5.91 Conclusiones del análisis realizado por el Tribunal Arbitral 

 

- La SAP N° 02 cumple las condiciones establecidas en el artículo 197 y 

198° del RLCE. 

 

- Se ha verificado la afectación a la ruta crítica y la cuantificación de 

los días de afectación reclamados por el contratista. 

 

- La decisión de la Entidad contenida en la Resolución Gerencial 

Regional N° D000196-2021-GRC-GRI es nula por contravenir las 

disposiciones del RLCE antes indicas y por no ajustarse a lo establecido 

en el numeral 4 del artículo 3 de la Ley N° 27444. 

 

 

Segundo Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la Primera 

Pretensión Principal): 

 

“En caso se ampare la primera pretensión principal, el Tribunal 

Arbitral ordene a la entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N°02, el cual equivale a la 

suma de S/1,098,551.92 (un millón noventa y ocho mil quinientos 

cincuenta y uno con 92/100 soles), más los respectivos intereses 

hasta su fecha efectiva de pago.” 

 

 

Análisis de la pretensión: 

 

5.5.92 El contratista solicita el reconocimiento y pago de los mayores gastos 

generales y de los mayores costos directos en atención a lo establecido 

en el artículo 199, numeral 1 del RLCE. 

 

“Artículo 199. Efectos de la modificación del plazo contractual 
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199.1. “Las ampliaciones de plazo en los contratos de obra dan lugar al 

pago de mayores costos directos y mayores gastos generales variables, 

ambos directamente vinculados con dichas ampliaciones”. 

 

 

5.5.93 Al respecto, si bien es cierto que Art. 199.1 RLCE señala que, ante 

ampliaciones de plazo, corresponderá el pago tanto de mayores gastos 

generales como de mayores costos directos; no podemos obviar lo que 

establecen los numerales siguientes del mismo artículo, donde se refiere 

a que deberán hallarse debidamente acreditados y cuantificados. 

 

“199.2. Los costos directos se encuentran debidamente acreditados y 

forman parte de aquellos conceptos que integren la estructura de costos 

de la oferta económica del contratista. 

  

199.3. Los mayores gastos generales variables se determinan en función 

al número de días correspondientes a la ampliación multiplicado por el 

gasto general variable diario, salvo en los casos de las ampliaciones de 

plazo que se aprueben para la ejecución de prestaciones adicionales de 

obra y que tienen calculados en su presupuesto sus propios gastos 

generales. 

  

199.4. Solo cuando la ampliación de plazo sea generada por la 

paralización total de la obra por causas ajenas a la voluntad del 

contratista, da lugar al pago de mayores gastos generales variables 

debidamente acreditados, de aquellos conceptos que forman parte de 

la estructura de gastos generales variables de la oferta económica del 

contratista. 

  

199.5. Como parte de los sustentos se requiere detallar los riesgos que 

dieron lugar a la ampliación de plazo”. 

 

5.5.94 En el presente caso, el contratista solicita se “ordene a la entidad 

reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores gastos generales y 

mayores costos directos vinculados a la ampliación de plazo N°02, el cual 

equivale a la suma de S/1,098,551.92”. 

 

5.5.95 Se aprecia que el contratista solicita dos conceptos: a) se ordene 

reconocer y; b) pagar los mayores gastos generales y mayores costos 

directos vinculados a la SAP N° 02 

 

5.5.96 Cabe precisar, que si bien como se ha indicado el artículo 199.1° del 

RLCE, establece la consecuencia económica de una ampliación de 

plazo, también lo es que a efecto de tener derecho ella, establece 

algunas condiciones. 
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5.5.97 Así, , el RLCE también contiene una regulación sobre la determinación de 

los mayores costos directos y los mayores gastos generales variables que 

deben ser reconocidos ante una ampliación de plazo. 

 

5.5.98 Sobre los mayores costos directos, el artículo 199.2 establece: 

  

“199.2. “Los costos directos se encuentran debidamente acreditados y 

forman parte de aquellos conceptos que integren la estructura de costos 

de la oferta económica del contratista.” (resaltado agregado) 

 

Asimismo, sobre los mayores gastos generales el artículo 199.3 establece:  

 

“199.3. Los mayores gastos generales variables se determinan en función al 

número de días correspondientes a la ampliación multiplicado por el gasto 

general variable diario, salvo en los casos de las ampliaciones de plazo que 

se aprueben para la ejecución de prestaciones adicionales de obra y que 

tienen calculados en su presupuesto sus propios gastos generales.” 

(resaltado agregado) 

 

5.5.99 Conforme con estas disposiciones, los costos directos deben estar 

debidamente acreditados. 

 

En cambio, los mayores gastos generales variables que corresponden a 

una ampliación de plazo, según el artículo 199.3° no tienen que estar 

debidamente acreditados, sino se van a determinar en función al número 

de días correspondientes a la ampliación de plazo multiplicados por el 

gasto generales variable diario.  

 

5.5.100 En el presente caso, el contratista ha solicitado que se reconozcan 

ambos conceptos (mayores costos directos y mayores gastos generales), 

y que además se ordene a la Entidad el pago de estos, señalando que 

la suma de ambos conceptos asciende al monto de S/1,098,551.92”. 

 

5.5.101 Sin embargo, en el presente proceso, el contratista no ha 

presentado argumento alguno en su demanda que permita analizar y 

verificar que la suma reclamada (S/1,098,551.92), ha sido calculada 

conforme con las disposiciones antes citadas, por tanto, no ha cumplido 

con acreditar el monto que reclama y en consecuencia este extremo de 

su demanda deviene en INFUNDADA. 

 

 

5.5.102 DECISIÓN:  
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5.5.103 En atención al análisis realizado de las pretensiones relacionadas 

con la SAP N° 02, el Tribunal Arbitral ha determinado lo siguiente:  

 

Primer punto controvertido (Primera pretensión principal): 

 

“Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad de la resolución 

gerencial N°D000196-2021-GRC-GRI, notificada mediante oficio 

N°D002548-2021-GRC-SG, y que revirtiendo lo decidido por la 

Entidad, ampare la Solicitud de Ampliación de Plazo N°02 por 116 

días calendario solicitada y sustentada mediante carta N°200-

2021-CCC, motivada por la causal en el literal “a” del artículo 197 

del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, 

relacionada a atraso y/o paralizaciones por causas no atribuibles 

al Demandante, ocasionando por la imposibilidad de ejecutar las 

partidas de preparación de material para sub base en cantera y 

preparación de material para base en cantera” 

 

El Tribunal Arbitral declara FUNDADO el primer punto controvertido y en 

consecuencia nula la Resolución Gerencial N° D000196-2021-GRC-GRI, 

correspondiendo reconocer la solicitud de ampliación de plazo N° 02 por 

116 días calendarios, en atención a las consideraciones antes expuestas, 

 

Segundo Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la Primera 

Pretensión Principal): 

 

“En caso se ampare la primera pretensión principal, el Tribunal 

Arbitral ordene a la entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N°02, el cual equivale a la 

suma de S/1,098,551.92 (un millón noventa y ocho mil quinientos 

cincuenta y uno con 92/100 soles), más los respectivos intereses 

hasta su fecha efectiva de pago.” 

 

El Tribunal Arbitral declara INFUNDADA. 

 

 

Tercer Punto Controvertido (Pretensión subordinada a la primera 

pretensión principal) 

 

“En caso no se ampare la primera pretensión principal, que el 

Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial de la 

Resolución Gerencial Regional N°D000196-2021-GRC-GRI en el 

extremo de los 110 días denegados de los 116 días calendarios 

solicitados mediante Solicitud de Ampliación de Plazo N° 02, y que 

revirtiendo lo decidido por la Entidad conceda el plazo solicitado.” 
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Al ser una pretensión subordinada, y al haberse declarado fundada la 

pretensión principal, la misma deviene en IIMPROCEDENTE. 

 

Cuarto Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la pretensión 

subordinada a la primera pretensión principal). 

 

“En caso se ampare la pretensión subordinada a la primera 

pretensión principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad 

reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos vinculados a la ampliación 

de plazo N° 02, el cual equivale a la suma de S/1,098,551.92 (un 

millón noventa y ocho mil quinientos cincuenta y uno con 92/100 

soles), más los respectivos intereses hasta su fecha efectiva de 

pago.” 

 

Al ser una pretensión accesoria a una pretensión subordinada que ha sido 

declarada improcedente, esta deviene también en IMPROCEDENTE.  

5.6. SEXTO BLOQUE: PUNTOS CONTROVERTIDOS VINCULADOS A LA SAP N° 06 

 

Sobre la 

Solicitud de 

Ampliación de 

Plazo N° 6 

Décimo Punto Controvertido (Décimo 

Primera pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad 

de la Resolución Gerencial N°D0030-2022- 

GRC-GRI, y que revirtiendo lo decidido por 

la Entidad, ampare la Solicitud de 

Ampliación de Plazo N° 06 por 94 días 

calendario solicitada y sustentada por mi 

representada mediante carta N°376-2022-

CCC, motivada por la causal contemplada 

en el literal “a” del artículo 197 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones 

del Estado, relacionada a atraso y/o 

paralizaciones por causas no atribuibles al 

Demandante, ocasionado por la 

imposibilidad de ejecutar las partidas 

correspondientes a la ruta crítica por efecto 

de que en sectores de la carretera 

persistían interferencias por la falta de 

saneamiento físico legal que le 

correspondía realizar a la Entidad. 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 Décimo Primer Punto Controvertido 

(Pretensión accesoria a la Décimo Primera 

Pretensión Principal): 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 
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En caso se ampare la Décimo Primera 

Pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral 

ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 06, 

el cual equivale a la suma de S/ 905,360.38 

(novecientos cinco mil trescientos sesenta 

con 38/100 soles), más los respectivos 

intereses hasta su fecha afectiva de pago. 

 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 Décimo Segundo Punto Controvertido 

(Pretensión subordinada a la Décimo 

Primera Pretensión Principal): 

En caso no se ampare la Décimo Primera 

Pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral 

declare la invalidez y/o ineficacia parcial 

de la Resolución Gerencial Regional N°D30-

2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, mediante el cual el 

gobierno Regional de Cajamarca declaro 

improcedente la ampliación de plazo N°06 

por novena y cuatro (94) días calendario 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 Décimo Tercer Punto Controvertido 

(Pretensión accesoria a la pretensión 

subordinada a la Décimo Primera 

pretensión principal): 

En caso se ampare la pretensión 

subordinada a la Décimo Primera 

pretensión principal, que el Tribunal Arbitral 

ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 06, 

el cual equivale a la suma de S/ 905,360.38 

(novecientos cinco mil trescientos sesenta 

con 38/100 soles), más los respectivos 

intereses hasta su fecha efectiva de pago. 

 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 

BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DEL CONSORCIO A LO LARGO DEL 

PRESENTE ARBITRAJE  

 

5.6.1 El Contratista alegó que, el 19 de enero de 2022 a través de la Carta Nº 

376-2022-CCC presentó la SAP Nº 6 por 94 días calendario. Esta solicitud 

se basó en la causal relacionada con el atraso y/o paralizaciones por 

causas no atribuibles al Contratista, lo que ocasionó la imposibilidad de 
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ejecutar las partidas correspondientes a la ruta crítica. Esto se debió a 

que en sectores de la carretera persistían interferencias debido a la falta 

de saneamiento físico legal que le correspondía realizar al Demandado; 

sin embargo, la Entidad, con fecha 11 de febrero de 2022, a través de la 

Resolución Gerencial Nº D0030-2022-GRC-GRI, declaró improcedente la 

SAP. 

 

5.6.2 El Contratista alegó que esta ampliación se generó como consecuencia 

de la imposibilidad de construir la carretera en sectores que abarcan un 

total de 19,945 metros de la vía proyectada. Estos sectores están 

interferidos por la falta de saneamiento físico legal, lo cual es 

responsabilidad de la Entidad. Esta situación, es la causa de la 

ampliación de plazo, ya que imposibilita la ejecución de los trabajos de 

las partidas críticas. Se considera el periodo desde el 08 de octubre de 

2021 hasta el corte parcial de la causal de ampliación de plazo, fecha 

10 de enero de 2022. Durante este periodo, la ejecución de la obra 

registraba un atraso en el avance del 42.91%, el cual no es atribuible al 

Contratista. 

 

5.6.3 Añadió que, al declararse fundada la pretensión anterior, correspondería 

ordenar a la Entidad reconocer y pagar a favor del Consorcio los 

mayores gastos generales y mayores costos directos vinculados a la 

ampliación de plazo Nº 6, más los respectivos intereses hasta la fecha 

efectiva de pago. 

 

5.6.4 Además, el Contratista alegó que la Resolución de Gerencia General 

Regional que decidió resolver el contrato carece de validez e ineficacia 

debido a vicios tanto de forma como de fondo. Argumentó a que tanto 

la carta notarial como la resolución carecen de motivación suficiente y 

que no cumplen con los requisitos legales establecidos para su 

constitución. 

 

5.6.5 Indicó que, la Entidad no cumplió con la Quinta Disposición 

Complementaria Final de la Ley de Contrataciones del Estado, que 

establece límites a su discrecionalidad al emitir pronunciamientos. 

Sostiene que la decisión administrativa debe estar debidamente 

sustentada y que la falta de motivación en la resolución constituye un 

incumplimiento de esta disposición. 

 

5.6.6 Además, señaló que la resolución carece de una fundamentación 

adecuada, ya que no establece una relación directa entre los hechos y 

los fundamentos de la decisión. Se argumenta que la motivación escrita 
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es un principio y derecho de la función administrativa y que su ausencia 

invalida la resolución. 

 

5.6.7 Finalmente, precisó que, por lo expuesto anteriormente, la pretensión 

accesoria a la pretensión subordinada a la décimo primera pretensión 

principal se debería declarar fundada, basándose en las pruebas y el 

contexto remitido al Tribunal Arbitral. Por consiguiente, corresponde el 

reconocimiento del pago de mayores gastos generales por el número de 

días solicitado. 

 

BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DE LA ENTIDAD A LO LARGO DEL PRESENTE 

ARBITRAJE 

 

5.6.8 La Entidad alegó que, para la aprobación de una ampliación de plazo, 

el Contratista debe acreditar la causal normativa en la solicitud de 

ampliación del plazo contractual. Asimismo, deberá demostrar el 

cumplimiento de los presupuestos procesales establecidos en el RLCE;  

todo lo cual debió acreditarse en la SAP presentada. 

 

5.6.9 Alegó también que, mediante la Resolución Gerencial Regional Nº D30-

2022-GR. CAJ-GRI-DAJ, se declaró improcedente la SAP Nº 06 por 94 días 

calendario pues la causal invocada era las interferencias dentro del 

ámbito de la obra; pero, al verificar el sustento, se evidenció que la 

supuesta interferencia correspondía a un promedio de 1,510 metros 

lineales según las actas presentadas por el Contratista, sin existir otro tipo 

de documentación al respecto. 

 

5.6.10 Señaló además que las actas presentadas por el Contratista respecto de 

las interferencias fueron suscritas durante los meses de julio, agosto y 

setiembre de 2021; siendo que el Contratista presentó la SAP sin tener en 

cuenta los plazos establecidos puesto que el artículo 197 del RLCE señala 

un plazo de 15 días para presentar la solicitud después de terminada la 

causal o los hechos generadores del atraso o la paralización. Por tanto, 

el Contratista presentó su SAP fuera del plazo reglamentario y sin haber 

indicado la afectación de la ruta crítica. 

 

5.6.11 Indicó que la obra corresponde a un saldo de obra en el que los cortes, 

al momento de su primera intervención, ya alcanzaban 

aproximadamente un 80%. Por lo tanto, argumentó que el Contratista 

pudo haber intervenido en los frentes de trabajo, siendo irrelevante la 

supuesta interferencia de 1,510 metros. 
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5.6.12 Precisó que debe declararse infundada la décima pretensión, puesto 

que trae consigo la misma suerte de la pretensión accesoria, siguiendo el 

principio accessorium sequitur principale. 

 

5.6.13 Asimismo, respecto a los gastos generales, indicó que ellos deben estar 

debidamente acreditados para su reconocimiento. Por lo tanto, el 

Tribunal Arbitral no puede determinar en esta etapa de solución de 

controversias si se encuentran sustentados o no conforme al derecho que 

regula la contratación pública, debido a la falta de certeza al respecto. 

 

5.6.14 Indicó que, el Contratista incumplió sus obligaciones contractuales al 

retirar maquinaria, equipos y personal sin previo aviso, lo que llevó a la 

paralización total de la obra. Este incumplimiento se consideró 

irreversible, ya que no había manera de recuperar el ritmo de trabajo y 

cumplir con el plazo establecido. 

 

5.6.15 Precisó que, el abandono repentino de la obra causó problemas de 

tránsito vehicular y aumentó el riesgo de accidentes en el corredor vial, 

lo cual fue atribuible directamente al Contratista. 

 

5.6.16 Indicó que, respecto a las consultas técnicas y la entrega de 

documentación necesaria, el Contratista no proporcionó pruebas 

concretas de incumplimiento por parte de la Entidad. 

 

5.6.17 Argumentó que no hubo modificación unilateral del expediente técnico 

por parte su parte, y que cualquier ajuste necesario se basó en la 

supervisión técnica la cual comunicó debidamente al Contratista. 

 

5.6.18 Manifestó que se proporcionaron todos los documentos técnicos 

necesarios para la ejecución de la obra, y el contratista no presentó 

pruebas de lo contrario. La entrega del expediente técnico se hizo en el 

momento oportuno, como se indica en la ley. 

 

5.6.19 Señaló que la Entidad no recibió solicitudes formales para absolver 

consultas y observaciones técnicas oportunamente, y cualquier demora 

en este proceso no afectó la ruta crítica del proyecto. 

 

5.6.20 Finalmente, precisó que, dado que la pretensión mayor será declarada 

infundada, la pretensión accesoria a la pretensión subordinada a la 

décimo primera pretensión principal también deberá ser infundada. 

Asimismo, en relación con los gastos generales, señaló que es necesario 
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que estén debidamente acreditados para su reconocimiento, ya que el 

Tribunal Arbitral no puede determinar un monto debido a la falta de 

certeza sobre la magnitud del proyecto de inversión pública. 

 

POSICIÓN DEL TRIBUNAL ARBITRAL 

5.6.21 Considerando los criterios generales establecidos en el análisis de la SAP 

N° 02, se procederá a efectuar el análisis de la SAP N° 06. 

 

5.6.22 Cabe reiterar que en el presente análisis el Tribunal Arbitral tendrá en 

cuenta, los argumentos de ambas partes, y lo expuesto en la Audiencia 

de Informes Orales.  

 

5.6.23 La evaluación que realizará el Tribunal Arbitral se realizará considerando 

las siguientes interrogantes:  

 

a) ¿El Contratista siguió el procedimiento obligatorio que establece 

la Ley y el Reglamento para solicitar la SAP N° 06? 

 

b) ¿Existía impedimento para la ejecución de las partidas 

contractuales referidas a las actividades de: (i) 02.02.00 

Movimiento de tierras; (ii) 03.00.00 Base - Sub Base; y  (iii) 05.02 

Alcantarillas, según señala el contratista por la falta de 

saneamiento físico legal de un conjunto de sectores que en total 

sumaban 19,945 metros de vía? 

 

c) ¿De existir el impedimento, este hecho afectó la ruta crítica del 

programa de ejecución de obra vigente? 

 

d) ¿Lo analizado por la Entidad en la Resolución Gerencial Regional 

N° D30-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ está debidamente fundamentadas 

o adolecen de vicios que determinen su invalidez o nulidad? 

 

Sobre el procedimiento: anotación de la causal y presentación de la SAP  

5.6.24 El Tribunal Arbitral aprecia en primer término que, el contratista señala 

como inicio de la causal el 08 de octubre de 2021, fecha en la cual 

efectuó la anotación en el asiento N° 345 del cuaderno de obra, en 

donde hace referencia a la liberación de predios por falta de 

saneamiento físico legal que había venido advirtiendo. Asimismo, el 

asiento 346 de la misma fecha, en donde señala que los sectores 
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indicados en el asiento 345 venían generando atrasos en el cumplimiento 

de sus obligaciones contractuales, los cuales no serían atribuibles al 

contratista y son causal de ampliación de plazo por generar la alteración 

total del programa de ejecución de obra, además de retrasos y pérdida 

de productividad:  

 

 

5.6.25 Continúa haciendo referencia a una serie de anotaciones del cuaderno 

de obra, incluidas algunas del supervisor, señalando que ellas 

evidenciaban la imposibilidad de construcción de la carretera en 

sectores por un total de 19,945 metros de la vía proyectada, interferidos 

por la falta de saneamiento físico legal, que era responsabilidad de la 
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Entidad, imposibilitando la ejecución de los trabajos de las partidas 

críticas siguientes:  

 

 

 ( Extraído de la página 27 de la SAP N° 06) 

5.6.26 El contratista, además, si bien hace referencia a anotaciones anteriores, 

para efectos de configurar la SAP N° 06, considera desde el 08 de octubre 

de 2021, hasta el corte parcial de la causal de ampliación de plazo, que 

fija en el 10 de enero del 2022.  

 

5.6.27 Se aprecia en este extremo que la SAP N° 06 cumple con la condición de 

anotar el inicio de la causal, verificándose además que la Entidad no ha 

efectuado observación sobre dicha fecha, y apreciándose, también, 

que en la anotación 345 del 08 de octubre del 2021, se indica claramente 

que la situación existente respecto a la falta de saneamiento físico legal 

constituía causal de ampliación de plazo.  

 

5.6.28 En cuanto a la anotación del término de la causal, se aprecia que el 

contratista ha efectuado el corte del cómputo de la SAP N° 06 06 al 10 

de enero de 2022, con la anotación N° 588, 589 y 590 del cuaderno de 

obra. 

 

5.6.29 Cabe precisar que estamos frente a una solicitud de ampliación de plazo 

parcial, respecto a la cual, el artículo 198.6 establece: 

 

“198.6. Cuando se trate de circunstancias que no tengan fecha 

prevista de conclusión, hecho que es debidamente acreditado y 

sustentado por el contratista de obra, y no se haya suspendido el 
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plazo de ejecución contractual, el contratista puede solicitar y la 

Entidad otorgar ampliaciones de plazo parciales, a fin de permitir 

que el contratista valorice los gastos generales por dicha 

ampliación parcial, para cuyo efecto se sigue el procedimiento 

antes señalado.” 

 

5.6.30 En tal sentido, en el asiento N° 588, 589 y 590 de fecha 10 de enero de 

2022, el contratista anotó que a dicha fecha se tienen interferencias por 

falta de saneamiento físico legal, en determinados tramos del proyecto, 

indicando que la liberación de dichos tramos serían responsabilidad de 

la Entidad y que esa omisión estaba ocasionando atrasos en el 

cumplimiento de sus obligaciones contractuales, que resultaban causal 

de ampliación de plazo que a ese momento no tenían fecha de 

conclusión, por lo que realizarían el cierre parcial de la causal invocada: 

 

 

5.6.31 Por tanto, se verifica que se cumple con la condición establecida en el 

artículo 198° del RLCE, respecto del registro del inicio y término de la 

causal (parcial) de la SAP. Adicionalmente, se tiene en cuenta que en la 

Resolución Gerencial Regional N° D30-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ no se 

efectúa ninguna observación respecto de la anotación del inicio y fin de 

la causal de ampliación de plazo. 

 

5.6.32 A mayor abundamiento, en la referida Resolución se hace referencia al 

Informe Nº D9-2022-GR.CAJ-GRI-SGSL/NFOQ, de fecha 10.02.2022, 

elaborado por el Jefe de Inspección de Obra, quien señala:  
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5.6.33 En este informe, para efectos del punto objeto de análisis, se aprecia que 

el Inspector señala que la solicitud de ampliación de plazo se encuentra 

dentro de los plazos establecidos. 

 

5.6.34 Sin embargo, llama la atención de este Tribunal que en la RESOLUCIÓN 

GERENCIAL REGIONAL Nº D30-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, se indique que la 

solicitud de ampliación de plazo es improcedente pues no se habría 

seguido rigurosamente el procedimiento previsto en la norma, que 

establece que el contratista presenta su solicitud de ampliación de plazo 

ante el inspector o Supervisor: 

 

 

5.6.35 Al respecto, este Colegiado aprecia que esta afirmación resulta 

contradictoria con lo señalado en el último párrafo de la primera página 

de la misma RESOLUCIÓN GERENCIAL REGIONAL Nº D30-2022-GR.CAJ-

GRI-DRAJ:  
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5.6.36 El Tribunal Arbitral adicionalmente, tiene en cuenta que según la 

información que obra en autos, la Supervisión resolvió su contrato el 20 

de diciembre de 2021 y la Entidad designó a inspectores el 22 de 

diciembre de 202128. 

 

5.6.37 Por tanto, no obra evidencia de que el contratista no cumplió con lo 

establecido en el Reglamento, más aún, cuando el sustento de la 

decisión de la Entidad es principalmente el Informe Nº D9-2022-GR.CAJ-

GRI-SGSL/NFOQ, de fecha 10.02.2022, elaborado por el Jefe de 

Inspección de Obra – Ing. Nelson Francisco Oblitas Quispe.  

 

5.6.38 En tal sentido, si el Jefe de Inspección no hubiera recibido la SAP, no se 

explica cómo es que emitió pronunciamiento respecto del mismo, y sobre 

el cual se indica en la página 7 de la referida Resolución:  

 
28 Según se indica en el Informe N° D9-2022-GR.CAJ-GRI-SGSL/NFOQ de fecha 10 

de febrero de 2022, presentado por la Entidad al proceso arbitral con su escrito 

del 21 de diciembre de 2022. 
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En consecuencia, de los propios términos de la Resolución, no se aprecia 

que el contratista no cumplió con presentar la SAP N° 06 ante el Inspector. 

5.6.39 Se tiene en cuenta que el Inspector, en su Informe N° D9-2022-GR.CAJ-

GRI-SGSL/NFOQ de fecha 10 de febrero de 2022, tampoco indica que el 

contratista no cumplió con presentar su solicitud conforme con el 

procedimiento establecido en el Reglamento, señalando en sus 

conclusiones lo siguiente: 
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¿Existía impedimento para la ejecución de las partidas contractuales 

señaladas por el contratista? 

5.6.40 El contratista señala que el atraso se generó por la imposibilidad de 

construcción de la carretera en un conjunto de sectores que en total 

sumaban 19, 945 m de la vía proyectada. 

 

5.6.41 Indica que dicha interferencia se debió a la falta de saneamiento físico 

legal, responsabilidad de la Entidad, lo que hasta la fecha de 

presentación de la Carta Nº 376-2022-CCC venía generando atrasos en 

el cumplimiento de las obligaciones contractuales. 

 

5.6.42 De la revisión de las anotaciones que adjunta a la solicitud de ampliación 

de plazo, se evidencia que hubo resistencia de parte de los 

vecinos/propietarios respecto de la ejecución de actividades en sus 

propiedades29: 

 

 

 

 
29 Se insertan algunas de las anotaciones del cuaderno de obra que obran en la 

solicitud de ampliación de plazo como Anexo N° 02. 
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5.6.43 De acuerdo con el contratista, esta situación le imposibilitó la ejecución 

de las partidas críticas mencionadas en el Cuadro Nº 01, ocasionando 

que la ejecución de obra no sea continua ni ordenada, a razón de las 

reiteradas interrupciones, generando la Alteración Total del Programa de 

Ejecución de Obra: (extracto de la página 39 de la solicitud): 
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5.6.44 Señala el contratista que, estas partidas críticas se vieron afectadas ante 

la imposibilidad de la construcción de la carretera, en un compendio de 

sectores que respectan un total de 19,945 m. de la vía proyectada, lo 

cual generaba un desplazamiento del término de obra por 94 días 

calendarios, originado por la afectación de la ruta crítica desde el 

08.10.2021 (anotado en Asiento 345) hasta el 10.01.2022 (como fue 

anotado en el Asiento 588). 

 

5.6.45 A continuación, se presente el cuadro N° 02 que obra en la página 41 de 

la SAP: 

 

 

 

5.6.46 El Tribunal Arbitral aprecia que la falta de disposición de los terrenos y la 

oposición de los pobladores está acreditada, lo cual evidencia que 

estamos frente a una deficiencia del expediente técnico que no le es 

imputable. Sobre los efectos de la deficiencia del expediente técnico, ya 

nos hemos referido en el presente laudo arbitral (ver análisis de la SAP 02). 

Asimismo, está acreditado que esta situación era ajena al contratista y 

que era de conocimiento de la Entidad.  

¿De existir el impedimento, este hecho afectó la ruta crítica del programa 

de ejecución de obra vigente?  

5.6.47 Considerando que la ruta crítica del programa de ejecución de obra es 

definida como30: “Es la secuencia programada de las partidas de una 

obra cuya variación afecta el plazo total de ejecución de la obra”, el 

 
30 Según el Anexo de Definiciones del Reglamento. 
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contratista ha señalado la relación de partidas que se vieron afectadas 

por esta situación. 

 

5.6.48 El contratista agrega que, de acuerdo con el programa de ejecución de 

obra vigente, a raíz de la afectación de las partidas críticas directamente 

afectadas (ver Cuadro Nº 01 en la página 39 de la SAP): 

 

 

 

5.6.49 El Tribunal Arbitral aprecia que se ha indicado las partidas directamente 

afectadas, wur comprende determinadas partidas contenidas dentro de 

los rubros movimiento de tierras, base – sub base y alcantarillas (Ver 

Cuadro Nº 01). 

 

- 02.02.02 Corte en roca suelta, H=2,300-3,8000 MSNM. 

- 02.02.03 Corte en roca fija, H=2,300-3,8000 MSNM. 

- 02.02.08 Perfilado y compactado de subrasante. 

- 03.02.00 Sub base granular c/rodillo E= 0,20 M. 

- 03.03.00 Sub base granular c/rodillo E= 0,25 M. 

- 03.04.00 Base granular c/rodillo E= 0,15. 

- 03.05.00 Base granular c/rodillo E= 0,20. 

- 03.06.00 base granular c/rodillo E= 0,25. 

- 05.02.01.05 Instalación alcantarilla TMC D=24” 

- 05.02.01.06 Instalación alcantarilla TMC D=36” 

- 05.02.01.07 Instalación alcantarilla TMC D=48” 

- 05.02.01.08 Instalación alcantarilla TMC D=60” 

- 02.02.21 Corte en material suelto, H=2,300-3,8000 MSNM. 
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5.6.50 Además, se verifica que el contratista ha sustentado la relación entre la 

afectación de estas partidas las cuales forman parte de la ruta crítica, 

con el grupo de partidas de los Hitos Sub Base y Base, Pavimentos, 

Alcantarillas y Señalización y Seguridad Vial, los cuales también sufrieron 

retrasos como consecuencia de las partidas críticas afectadas. 

 

5.6.51 También se ven afectados los Hitos Sub Base y Base, Pavimentos, 

Alcantarillas y Señalización y Seguridad Vial, a razón de las partidas 

sucesoras críticas y no críticas que la componen, como las siguientes31:  

 

 

5.6.52 Este grupo de actividades también se vieron afectadas a raíz de la 

imposibilidad de la construcción de la carretera en diversos sectores por 

un total de 19,945 m. de la vía proyectada, interferidos por la falta de 

saneamiento físico legal, lo cual es responsabilidad de la Entidad. 

 

5.6.53 A raíz de ello, el contratista realiza el cálculo del número de días por los 

cuales se ha presentado la Alteración Total del Programa de Ejecución 

de Obra, desde la fecha de inicio de causal – 08.10.2021 (Asiento 345) - 

hasta el corte parcial del – 10.01.2022 (Asiento 588) -, concluyendo en 

que corresponde otorgar la ampliación de plazo Nº 06 por 94 días 

calendarios. 

 

5.6.54 El Tribunal Arbitral considera que esta afectación de la ruta crítica está 

sustentada, apreciándose el impacto de las limitaciones que afrontó el 

contratista en la programación de las partidas que estaban en la ruta 

crítica. 

 

 
31 Extraído de la página 45 de la SAP N° 06. 
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5.6.55 Asimismo, se aprecia que el contratista efectuó anotaciones en el 

cuaderno de obra sobre estos eventos, los cuales no fueron desvirtuados 

por el Inspector de Obra. 

 

5.6.56 A mayor abundamiento se aprecia en la página 43 de la SAP N° 06 el 

cuadro: “Del programa de ejecución de obra vigente, se demuestra 

afectación de la ruta crítica”: 

 

 

5.6.57 Adicionalmente, dentro de la Carta Nº 376-2022-CCC del contratista, se 

aprecia que en el Informe Nº 037-2021-CCC – MA/MIOR, de fecha 

09.12.2021 (dentro de Anexo X.3, fj. 124-143), se encuentran múltiples 

actas donde se detallan las coordinaciones con los propietarios de las 

viviendas que, de acuerdo con el Expediente Técnico, se hallaban como 

propiedad afectada en la ejecución de la obra. 

 

5.6.58 Asimismo, se aprecia en dichas Actas la firma y sello de representantes 

del Gobierno Regional32. Así por ejemplo y a modo de referencia, 

 
32 Como anexo de la SAP N° 06, obran 20 Actas.  
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podemos citar la siguiente Acta en donde firma el consejero regional 

Julio Anchay:  

 

 

5.6.59 Por lo tanto, se comprueba que sí hubo una afectación a la ruta crítica 

ante la falta de saneamiento físico legal, lo cual era responsabilidad de 

la Entidad y también era de su conocimiento.  

 

¿Lo analizado por la Entidad en la Resolución Gerencial Regional N° D30-

2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ está debidamente fundamentado o adolece de 

vicios que determinen su invalidez o nulidad? 
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5.6.60 La Entidad no ha reconocido la afectación de la ruta crítica planteada 

por el contratista, conforme se aprecia en la Resolución Gerencial 

Regional Nº D30-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, de fecha 11.02.2022, por lo que, 

corresponde evaluar si el análisis realizado por la Entidad se ajusta al 

marco legal aplicable y por ende desvirtúa el sustento presentado por el 

contratista. 

 

5.6.61 Sobre el particular, se aprecia que la Resolución Gerencial Regional Nº 

D30-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, de fecha 11.02.2022, se sustenta en la 

evaluación realizada por el Jefe de Inspección de Obra, el Ing. Nelson 

Oblitas Quispe, en su Informe Nº D9-2022-GR.CAJ-GRI-SGSL/NFOQ. 

 

El Jefe de Inspección de Obra señaló que “no siempre la ocurrencia de 

un hecho por sí misma, genera la afectación de la ruta crítica, sino que 

dicha afectación se puede derivar de los efectos que dicho hecho 

produce en obra, por lo que tal y como se menciona líneas arriba el 

Contratista pudo continuar con otros frentes de trabajo en los lugares 

donde no existía interferencias sin afectar la ruta crítica, acción que no 

se ha previsto y no ha tomado en consideración”. 

5.6.62 Sobre el particular, el Tribunal Arbitral tiene en cuenta que la existencia 

de otros frentes de trabajo no diluye la afectación de la ruta crítica, 

considerando que esta se sustenta en las actividades programadas que 

deben ser ejecutadas en estricto cumplimiento de las obligaciones 

contractuales del contratista. 

 

5.6.63 Por tanto, la existencia de otros frentes de trabajo o que el contratista 

pueda realizar actividades en otros frentes de trabajo no desvirtúa la 

procedencia de una ampliación de plazo, la cual va a corresponder 

siempre que se cumplan las condiciones establecidas en el artículo 197° 

del Reglamento. 

 

5.6.64  Asimismo, en el referido Informe se indica que “las únicas actas seguras 

de negación de corte han correspondido al periodo de Julio hasta 
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Setiembre y que, tal y como se indica anteriormente, la Contratista debió 

haber justificado el momento de la identificación de la causal de 

ampliación de plazo parcial”. 

 

5.6.65 El Tribunal Arbitral no comparte este criterio de análisis, pues no está 

acreditado que el contrato ni las bases establecieron como necesario el 

estándar de acreditación que indica el Inspector. 

 

5.6.66 El Inspector además señala que “se pudo continuar con los trabajos con 

la escaza cantidad de maquinaria evidenciada en campo … se pido 

continuar con otros frentes de trabajo, sin perjudicar el avance de la obra 

sin afectar la ruta crítica” (sic). 

 

5.6.67 Cabe indicar que la referencia a que el contratista pudo avanzar con 

otros frentes de trabajo, no es una exigencia contractual, por lo que, 

considerando que estamos frente a un conjunto de obligaciones 

contractuales y, que se establece que el contratista debe ejecutar la 

obra de acuerdo con las actividades programadas que forman parte de 

la ruta crítica del programa de ejecución de obra, la posibilidad de 

efectuar actividades en otros frentes de trabajo, no diluye el derecho del 

contratista a solicitar una ampliación de plazo. 

 

5.6.68  Asimismo, el Tribunal advierte que las Actas no son el único sustento que 

evidencia las limitaciones para ejecutar las actividades programadas, 

siendo principalmente las anotaciones del cuaderno de obra, 

documento válido para registrar las ocurrencias durante la ejecución, en 

donde se dejó también constancia de ello:  

 

“Artículo 192. Anotación de ocurrencias 

192.1. “En el cuaderno de obra se anotan, en asientos correlativos, los 

hechos relevantes que ocurran durante la ejecución de esta, firmando al 

pie de cada anotación el inspector o supervisor o el residente, según sea 

el que efectúe la anotación. Las solicitudes que se requieran como 

consecuencia de las ocurrencias anotadas en el cuaderno de obra, se 

presentan directamente a la Entidad o al inspector o supervisor, según 

corresponda, por el contratista o su representante, por medio de 

comunicación escrita”. 

 

5.6.69 En la página 3 de la Resolución Gerencial Regional Nº D30-2022-GR.CAJ-

GRI-DRAJ, se indica que: “…contradictoriamente en algunas actas se 

encuentran disponibles a acceder siempre y cuando se les haga una 

retribución económica, retribución que ha venido siendo trabajada 

como trato directo entre la entidad y los afectados; información que ha 
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sido de conocimiento del Consorcio Carretera Cajamarca por lo que, la 

liberación de dichos afectados se encontraban en vía de regularización, 

por lo que las únicas personas que presentaban su total negatividad 

asciende a la suma de 1,510 m. en los tramos se detallan a 

continuación:…” 

 

5.6.70 Sobre ello cabe tener en cuenta que el inspector, en el párrafo antes 

transcrito, no indica que se han superado los desacuerdos con la 

totalidad de los pobladores involucrados, sino más bien señala que las 

“retribuciones que han venido siendo trabajadas como trato directo 

entre la entidad y los afectados”.  

 

5.6.71 De ello, se desprende que, a esa fecha, la Entidad continuaba 

negociando y, por tanto, no existía la certeza de que se había alcanzado 

acuerdos definitivos con la totalidad de los involucrados: “la liberación 

de dichos (sectores) afectados se encontraban en vías de 

regularización”. El Tribunal considera que esta afirmación es un 

reconocimiento de que las limitaciones imputadas por el contratista 

existieron y que, al momento de la elaboración del Informe por parte del 

Inspector, aún no estaban del todo superadas. El hecho que a la fecha 

de corte efectuada por el contratista (10.01.22), se indique se estaba 

regularizando, no desvirtúa la imputación de que desde octubre del 2021 

había dificultades para poder efectuar los trabajos en las zonas 

correspondientes a las partidas involucradas.  

 

5.6.72 Del mismo modo, en la Resolución Gerencial Regional Nº D30-2022-

GR.CAJ-GRI-DRAJ, de fecha 11.02.2022 se transcriben las conclusiones y 

recomendaciones del informe del Inspector, donde se concluye que el 

atraso generado no sería responsabilidad de la Entidad, señalando que 

no existe el sustento suficiente, pero sin especificar ni desarrollar dicho 

criterio:  

 



   Exp. 26-2021/CA-RENA 
 

Página 248 de 291 

 

 

5.6.73 Se ha analizado los literales a), b) y c) de las conclusiones antes citadas. 

El literal d) es elocuente en cuanto a la realidad del problema de 

saneamiento físico, pues indica que: “Con la elaboración del nuevo 

expediente de saldo de obra, se debe tener en cuenta estas 

interferencias para su correcta ejecución y evitar posibles 

contradicciones.” 

 

5.6.74 Al respecto, se tiene en cuenta que al momento en que el Inspector 

elaboró su Informe N° D9-2022-GR.CAJ-GRI-SGSL/NFOQ (10 de febrero de 

2022), la Entidad ya había resuelto el contrato (31 de enero de 2022).  En 

tal sentido, la recomendación que hace el inspector sobre las 

interferencias (falta de saneamiento físico legal), es un reconocimiento 

de que la situación sí generaba impacto en la ejecución de la obra y era 

necesario solucionar para “evitar futuras contradicciones”. Por tanto, se 

aprecia que la Resolución Gerencial N°D0030-2022- GRC-GRI, que se 

sustenta en el Informe del Inspector, contraviene lo establecido en el 

artículo 197° del RLCE.  

 

5.6.75 En relación con la motivación de la Resolución Gerencial Regional Nº 

D30-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, se debe tener en cuenta:  la Primera 

Disposición Complementaria Final del RLCE, establece la aplicación 

supletoria de las normas de derecho público a los contratos. 

 

Disposiciones complementarias finales 

Primera. “En lo no previsto en la Ley y el Reglamento, son de 

aplicación supletoria las normas de derecho público y, solo en 

ausencia de estas, las de derecho privado”. 
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5.6.76 En el presente caso, cabe tener en cuenta que el numeral 2 del artículo 

10 del TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo General, establece 

que son causales de nulidad de los actos administrativos, “el defecto o la 

omisión de alguno de sus requisitos de validez (…)”. 

 

5.6.77 Por su parte el numeral 4 del artículo 3 de la misma norma establece que, 

es requisito de validez del acto administrativo, la “motivación”, señalando 

que “el acto administrativo debe estar debidamente motivado en 

proporción al contenido y conforme al ordenamiento jurídico” 33. 

 

5.6.78 El Tribunal Arbitral aprecia que la evaluación que realiza la Entidad para 

denegar la SAP N° 06 se sustenta en el Informe N° D9-2022-GR.CAJ-GRI-

SGSL/NFOQ, elaborado y presentado por el Inspector el 11.02.2022 y 

ratificada por las distintas Direcciones Internas del Gobierno Regional de 

Cajamarca. 

 

5.6.79 El Tribunal Arbitral ha verificado que dicho análisis no se ajusta a lo 

establecido en el artículo 197° del RLC,E respecto a la causal de 

ampliación de plazo planteada por el contratista. Esto es, se ha 

determinado que la evaluación realizada por el Inspector contraviene 

dicha norma legal, pues establece situaciones que no están 

contempladas en el marco regulatorio para desestimar la SAP N° 06. 

 

5.6.80 En suma, la evaluación realizada por el Inspector y ratificada por la 

Entidad, no resulta conforme con el ordenamiento jurídico, en específico, 

no es conforme con el artículo 197° del RLCE, por lo que, el Tribunal Arbitral 

ha determinado que la SAP N° 06 presentada por el contratista si cumple 

las condiciones normativas.  

 
33 Cabe tener en cuenta que a través de la Opinión N° 111-2022/DTN el OSCE ha 

reconocido que las decisiones que adoptan las Entidades durante la ejecución 

contractual en el marco de la LCE, constituyen en esencia decisiones 

administrativas a las que en cuanto a su formalidad le son exigibles los requisitos 

de validez de los actos administrativos: 
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5.6.81 Por tanto, se llega a la conclusión que la Resolución Gerencial materia 

de análisis es nula por contravenir el artículo 197° del RLCE y en atención 

a lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 3 de la Ley N° 27444. 

 

5.6.82 Conclusiones del análisis realizado por el Tribunal Arbitral 

 

- La SAP N° 06 cumple las condiciones establecidas en el artículo 197 y 

198° del RLCE. 

 

- Se ha verificado la afectación a la ruta crítica y la cuantificación de 

los días de afectación reclamados por el contratista. 

 

- La decisión de la Entidad contenida en la Resolución Gerencial 

Regional N° D0030-2022- GRC-GRI, es nula por contravenir las 

disposiciones del RLCE antes indicas y por no ajustarse a lo establecido 

en el numeral 4 del artículo 3 de la Ley N° 27444. 

 

Décimo Primer Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la Décimo 

Primera Pretensión Principal): 

 

“En caso se ampare la Décimo Primera Pretensión Principal, que el 

Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 06, el cual equivale a la 

suma de S/ 905,360.38 (novecientos cinco mil trescientos sesenta 

con 38/100 soles), más los respectivos intereses hasta su fecha 

afectiva de pago.” 

 

Análisis de la pretensión: 

 

5.5.104 El contratista solicita el reconocimiento y pago de los mayores 

gastos generales y de los mayores costos directos en atención a lo 

establecido en el artículo 199, numeral 1 del RLCE. 

 

“Artículo 199. Efectos de la modificación del plazo contractual 

199.1. “Las ampliaciones de plazo en los contratos de obra dan lugar al 

pago de mayores costos directos y mayores gastos generales variables, 

ambos directamente vinculados con dichas ampliaciones”. 

 

5.5.105 Al respecto, si bien es cierto que Art. 199.1 RLCE señala que, ante 

ampliaciones de plazo, corresponderá el pago tanto de mayores gastos 

generales como de mayores costos directos; no podemos obviar lo que 
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establecen los numerales siguientes del mismo artículo, donde se refiere 

a que deberán hallarse debidamente acreditados y cuantificados. 

 

“199.2. Los costos directos se encuentran debidamente acreditados y 

forman parte de aquellos conceptos que integren la estructura de costos 

de la oferta económica del contratista. 

  

199.3. Los mayores gastos generales variables se determinan en función 

al número de días correspondientes a la ampliación multiplicado por el 

gasto general variable diario, salvo en los casos de las ampliaciones de 

plazo que se aprueben para la ejecución de prestaciones adicionales de 

obra y que tienen calculados en su presupuesto sus propios gastos 

generales. 

  

199.4. Solo cuando la ampliación de plazo sea generada por la 

paralización total de la obra por causas ajenas a la voluntad del 

contratista, da lugar al pago de mayores gastos generales variables 

debidamente acreditados, de aquellos conceptos que forman parte de 

la estructura de gastos generales variables de la oferta económica del 

contratista. 

  

199.5. Como parte de los sustentos se requiere detallar los riesgos que 

dieron lugar a la ampliación de plazo”. 

 

5.5.106 En el presente caso, el contratista solicita se “ordene a la entidad 

reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores gastos generales y 

mayores costos directos vinculados a la ampliación de plazo N°06, el cual 

equivale a la suma de S/ 905,360.38 (novecientos cinco mil trescientos 

sesenta con 38/100 soles),”. 

 

5.5.107 Se aprecia que el contratista solicita dos conceptos: a) se ordene 

reconocer y; b) pagar los mayores gastos generales y mayores costos 

directos vinculados a la SAP N° 06 

 

5.5.108 Cabe precisar, que si bien como se ha indicado el artículo 199.1° 

del RLCE, establece la consecuencia económica de una ampliación de 

plazo, también lo es que a efecto de tener derecho ella, establece 

algunas condiciones. 

 

5.5.109 Así, el RLCE también contiene una regulación sobre la 

determinación de los mayores costos directos y los mayores gastos 

generales variables que deben ser reconocidos ante una ampliación de 

plazo. 
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5.5.110 En el presente caso, el contratista ha solicitado que se reconozcan 

ambos conceptos (mayores costos directos y mayores gastos generales), 

y que además se ordene a la Entidad el pago de estos, señalando que 

la suma de ambos conceptos asciende al monto de S/ 905,360.38”. 

 

Sin embargo, en el presente proceso, el contratista no ha presentado 

argumento alguno en su demanda que permita analizar y verificar que 

la suma reclamada (S/ 905,360.38), ha sido calculada conforme con las 

disposiciones antes citadas, por tanto, no ha cumplido con acreditar el 

monto que reclama y en consecuencia este extremo de su demanda 

deviene en INFUNDADA. 

- . 

 

5.5.111 DECISIÓN:  

 

5.5.112 En atención al análisis realizado de las pretensiones relacionadas 

con la SAP N° 06, el Tribunal Arbitral ha determinado lo siguiente:  

 

 

Décimo Punto Controvertido (Décimo Primera pretensión Principal): 

 

“Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad de la Resolución 

Gerencial N°D0030-2022- GRC-GRI, y que revirtiendo lo decidido 

por la Entidad, ampare la Solicitud de Ampliación de Plazo N° 06 

por 94 días calendario solicitada y sustentada por mi representada 

mediante carta N°376-2022-CCC, motivada por la causal 

contemplada en el literal “a” del artículo 197 del Reglamento de la 

Ley de Contrataciones del Estado, relacionada a atraso y/o 

paralizaciones por causas no atribuibles al Demandante, 

ocasionado por la imposibilidad de ejecutar las partidas 

correspondientes a la ruta crítica por efecto de que en sectores de 

la carretera persistían interferencias por la falta de saneamiento 

físico legal que le correspondía realizar a la Entidad.” 

 

El Tribunal Arbitral declara FUNDADO el décimo punto controvertido y en 

consecuencia, nula la Resolución Gerencial N°D0030-2022-GRC-GRI, 

correspondiendo amparar la solicitud de ampliación de plazo N° 06 por 

94 días calendarios, en atención a las consideraciones antes expuestas. 

 

Décimo Primer Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la Décimo 

Primera Pretensión Principal): 

 

“En caso se ampare la Décimo Primera Pretensión Principal, que el 

Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del 
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Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 06, el cual equivale a la 

suma de S/ 905,360.38 (novecientos cinco mil trescientos sesenta 

con 38/100 soles), más los respectivos intereses hasta su fecha 

afectiva de pago.” 

 

El Tribunal Arbitral declara INFUNDADA. 

 

 

Décimo Segundo Punto Controvertido (Pretensión subordinada a la 

Décimo Primera Pretensión Principal): 

 

“En caso no se ampare la Décimo Primera Pretensión Principal, que 

el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial de la 

Resolución Gerencial Regional N°D30-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, 

mediante el cual el gobierno Regional de Cajamarca declaro 

improcedente la ampliación de plazo N°06 por novena y cuatro 

(94) días calendario.” 

 

Al ser una pretensión subordinada, y al haberse declarado fundada la 

pretensión principal, esta deviene en IMPROCEDENTE. 

 

Décimo Tercer Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la pretensión 

subordinada a la Décimo Primera pretensión principal): 

 

“En caso se ampare la pretensión subordinada a la Décimo Primera 

pretensión principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad 

reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos vinculados a la ampliación 

de plazo N° 06, el cual equivale a la suma de S/ 905,360.38 

(novecientos cinco mil trescientos sesenta con 38/100 soles), más 

los respectivos intereses hasta su fecha efectiva de pago.” 

 

Al ser una pretensión accesoria a una pretensión subordinada que ha sido 

declarada improcedente, esta deviene también en IMPROCEDENTE.  

5.7. SETIMO BLOQUE: PUNTOS CONTROVERTIDOS VINCULADOS A LA SAP N° 07 

 

Sobre la 

Solicitud de 

Ampliación de 

Plazo N° 7 

Décimo Cuarto Punto Controvertido 

(Décima Segunda Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad 

de la Resolución Gerencial N°D00031- 2022-

GRC-GRI, y que revirtiendo lo decidido por 

la Entidad, ampare la Solicitud de 

Ampliación de plazo N° 07 por 57 días 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 
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calendario solicitada y sustentada por mi 

representada mediante Carta N°378-2022-

CCC, motivada por la causal contemplada 

en el literal “a” del artículo 197 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones 

del Estado, ocasionado por la imposibilidad 

de ejecutar las partidas correspondientes a 

la ruta crítica de movimiento de tierras 

generado por la falta de definición de talud 

por omisión del Expediente técnico y 

Demora de absolución de consulta. 

 Décimo Quinto Punto Controvertido 

(Pretensión accesoria a la Décima Segunda 

Pretensión Principal): 

En caso se ampare la Décima Segunda 

Pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral 

ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 07, 

el cual equivale a la suma de S/ 550,926.98 

(quinientos cincuenta mil novecientos 

veinte seis con 98/100 soles), más los 

respectivos intereses hasta su fecha 

efectiva de pago. 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 Décimo Sexto Punto Controvertido 

(Pretensión subordinada a la Décimo 

Segunda Pretensión Principal): 

En caso no se ampare la Décimo Segunda 

Pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral 

declare la invalidez y/o ineficacia parcial 

de la Resolución Gerencial Regional N°D31-

2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, mediante el cual el 

Gobierno Regional de Cajamarca declaro 

improcedente la ampliación de plazo N°07 

por cincuenta y siete (57) días calendario. 

 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 

 Décimo Séptimo Punto Controvertido 

(Pretensión accesoria a la pretensión 

subordinada a la Décimo Segunda 

pretensión Principal): 

En caso se ampare la pretensión 

subordinada a la Décimo Segunda 

pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral 

ordene a la Entidad reconocer y pagar a 

favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 07, 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 
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el cual equivale a la suma de S/ 550,926.98 

(quinientos cincuenta mil novecientos 

veintiséis con 98/100 soles), más los 

respectivos intereses hasta su fecha 

efectiva de pago. 

 

BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DEL CONSORCIO A LO LARGO DEL 

PRESENTE ARBITRAJE  

 

5.7.1 El Contratista alegó que el 24 de enero de 2022, a través de la Carta Nº 

378-2022-CCC presentó la SAP Nº 7 por 57 días calendario. Esta solicitud 

se basaba en la falta de definición de talud entre los sectores de km 

6+240 y 6+280, del km 10+600 al km10+700 y del km 32+700 al km 41+000. 

Estos aspectos fueron considerados como riesgos de diseño asignados al 

Demandado para su mitigación, lo cual imposibilitaba la ejecución de 

varias partidas. 

 

5.7.2 Indica que el 11 de febrero de 2022, a través de la Resolución Gerencial 

Nº D0031-2022-GRC-GRI, la Entidad declaró improcedente la ampliación 

de plazo Nº 7. 

 

5.7.3 Señaló que, el inicio de la afectación del programa de obra vigente se 

dio después de agotar las gestiones de consulta realizadas, lo cual quedó 

registrado en el asiento del cuaderno de obra. Por lo tanto, se consideró 

desde el 17 de noviembre de 2021 hasta el corte parcial de la causal de 

ampliación de plazo con fecha 13 de enero de 2022. 

 

5.7.4 Indicó que dicha situación afecta a las partidas críticas: 02.02.08 perfilado 

y compactado subrasante; 03.02 sub base granular; 03.05 Base granular 

y partidas subsecuentes todas ellas formaban parte de la ruta crítica del 

programa de ejecución de obra vigente. 

 

5.7.5 Respecto a la pretensión accesoria a la décima segunda pretensión 

principal de la primera, segunda y tercera demanda acumulada, el 

Consorcio indicó que, se debería declarar fundada, basándose en las 

pruebas y el contexto remitido al Tribunal Arbitral. Por consiguiente, 

correspondería el reconocimiento del pago de mayores gastos generales 

por el mismo número de días. 

 

5.7.6 Respecto a la pretensión subordinada a la décimo segunda pretensión 

principal de la primera, segunda y tercera demanda acumulada, sostuvo 

que la SAP cumplía con todos los requisitos establecidos en la normativa 
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aplicable, particularmente con lo estipulado en el artículo 197 del RLCE, 

que contempla atrasos y/o paralizaciones por causas no atribuibles al 

contratista. 

 

5.7.7 Asimismo, el Contratista destacó que actuó de manera diligente, 

buscando soluciones que minimizas en el impacto en el plazo de 

ejecución. Registraron las gestiones y consultas realizadas en el cuaderno 

de obra y a través de comunicaciones formales. 

 

5.7.8 El Contratista argumentó que la imposibilidad de ejecutar las partidas 

mencionadas debido a la falta de definición de taludes representaba un 

riesgo técnico y un error de diseño asignado a la Entidad. Esta situación 

causaba la distorsión del programa de ejecución de la obra y afectaba 

significativamente la ruta crítica. 

 

5.7.9 El Contratista citó el artículo 197 y el artículo 199 del RLCE para sustentar 

la SAP y el reconocimiento de mayores gastos generales. Según estos 

artículos, es obligatorio compensar al contratista por los costos 

adicionales y los mayores gastos generados por la ampliación del plazo 

por causas no atribuibles a ellos. 

 

5.7.10 El Contratista alegó que el Tribunal Arbitral al reconocer la ampliación de 

plazo por 57 días calendario y ordenar a la Entidad el pago de mayores 

gastos generales y costos directos vinculados a esta ampliación, con los 

respectivos intereses hasta la fecha efectiva de pago, mantendría el 

equilibrio económico del contrato y compensaría adecuadamente al 

contratista. 

 

BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DE LA ENTIDAD A LO LARGO DEL PRESENTE 

ARBITRAJE 

5.7.11 La Entidad alegó que, respecto a la Ampliación Nº 7, se debió indicar que 

el Contratista no logró acreditar la existencia de un hecho generador que 

haya ocasionado atraso y/o paralización de sus pretensiones 

contractuales que haya afectado la ruta crítica. La SAP Nº 7 se sustentó 

en la supuesta falta de definición de talud entre los sectores de km 6+240 

y 6+280; sector del km 10+600 al km 10+700 al 41+00, indicados por el 

residente de obra en los asientos Nº 303 de fecha 11/09/2021, donde 

solicita requerir al proyectista los factores de seguridad que sirvieron para 

definir los taludes de corte del proyecto. 
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5.7.12 Asimismo, señaló que, el residente de obra inició su causal de ampliación 

de plazo por falta de definición de corte en talud, indicando que existirían 

diversas consultas no absueltas por la supervisión. Sin embargo, indicó 

que, se puede evidenciar que la supervisión respondió mediante los 

asientos Nº 482 y 483 del 18/11/2021, lo que indicaría que los tramos a los 

que se hace referencia estaban conciliados y liberados por la supervisión, 

según los puntos asignados con el especialista de geología y geotecnia 

del contratista, el Ing. Carlos Tejada. Pero, el residente de obra no 

respondió hasta el asiento Nº 494, en el cual indica que existiría una 

causal de ampliación de plazo por falta de definición de corte en talud, 

precisando que existirían sectores con taludes no definidos, lo que 

impediría la ejecución de las partidas de corte en material suelto y corte 

en roca suelta, y que todas ellas conforman la ruta crítica. 

 

5.7.13 Indicó que, de igual forma, la supervisión mediante el asiento Nº 500, 

respondió que deja constancia de la verificación y control de los trabajos 

ejecutados y programados, y que la partida de corte en roca suelta no 

estaba dentro de la programación de esa semana. Por lo tanto, según la 

supervisión, no existiría una causal de ampliación de plazo, ya que, como 

se puede apreciar en los asientos de obra invocados por el Contratista 

para la SAP Nº 7, estas fueron atendidas por la supervisión, quien indicó 

que los tramos mencionados por el residente estaban liberados. 

 

5.7.14 Señala la Entidad que, si bien el Contratista indicó que la ejecución de la 

obra se vió afectada por la falta de definición de factores de seguridad; 

lo cierto es que el problema principal fue la escasa cantidad de 

maquinaria, la cual, es de exclusiva responsabilidad del Contratista. 

 

5.7.15 Respecto a la pretensión accesoria a la décima segunda pretensión 

principal de la primera, segunda y tercera demanda acumulada, la 

Entidad indicó que, dado que la pretensión anterior será declarada 

infundada, esta pretensión también deberá ser infundada. Asimismo, en 

relación con los gastos generales, es necesario que estén debidamente 

acreditados para su reconocimiento, ya que el Tribunal Arbitral no puede 

determinar un monto debido a la falta de certeza sobre la magnitud del 

proyecto de inversión pública. 

 

5.7.16 Respecto a la pretensión subordinada a la décimo segunda pretensión 

principal de la primera, segunda y tercera demanda acumulada, 

argumentó que, el Consorcio no pudo demostrar la existencia de un 

hecho generador que ocasionara retrasos o paralizaciones en sus 

prestaciones contractuales, ni que afectara la ruta crítica. 
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POSICIÓN DEL TRIBUNAL ARBITRAL 

5.7.17 Considerando los criterios establecidos en el análisis de la SAP N° 02, se 

procederá a efectuar el análisis de la SAP N° 07. 

 

5.7.18 Cabe reiterar que en el presente análisis el Tribunal Arbitral tendrá en 

cuenta, los argumentos de ambas partes, y lo expuesto en la Audiencia 

de Informes Orales. 

 

5.7.19  La evaluación que realizará el Tribunal Arbitral se efectuará 

considerando las siguientes interrogantes:  

 

a) ¿El Contratista siguió el procedimiento obligatorio que establece la 

Ley y el Reglamento para solicitar la SAP N° 07? 

 

b) ¿Existía impedimento para la ejecución de las partidas contractuales 

referidas a las actividades de: (i) 02.00.00 Movimiento de tierras; (ii) 

03.00.00 Base - Sub Base; según señala el contratista por falta de 

definición de corte en talud de un conjunto de sectores por omisión 

del Expediente Técnico y demora en la absolución de consulta? 

 

c) ¿De existir el impedimento, este hecho afectó la ruta crítica del 

programa de ejecución de obra vigente?. 

 

d)  ¿Lo analizado por la Entidad en la Resolución Gerencial Regional 

N°D00031-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ está debidamente fundamentadas 

o adolecen de vicios que determinen su invalidez o nulidad? 

 

Sobre el procedimiento  

5.7.20 El contratista señala como inicio de la causal el 17 de noviembre de 2021, 

fecha en la que, en el asiento 459 del cuaderno de obra indico que la 

liberación de predios por falta de saneamiento físico legal que había 

venido advirtiendo. Asimismo, el asiento 603 de fecha 13.01.2022, en 

donde señala que los sectores indicados en el asiento 459 (así como en 

los asientos 493 y 494) venían generando atrasos en el cumplimiento de 

sus obligaciones contractuales, las cuales no serían atribuibles al 

contratista y son causal de ampliación de plazo por generar la alteración 

total del programa de ejecución de obra, además de retrasos y pérdida 

de productividad: 
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5.7.21 Continua el contratista haciendo referencia a una serie de anotaciones 

del cuaderno de obra, señalando que dichas comunicaciones 

evidenciaban la imposibilidad de ejecución de corte en explanaciones 

partidas de corte en material suelto, corte en roca suelta, perfilado y 

compactado subrasante, sub base granular y partidas subsecuentes; 

ante la demora de absolución de consultas de la Entidad, imposibilitando 

la ejecución de los trabajos de las partidas criticas siguientes34:  

 

5.7.22 El contratista, indica además que, sin bien hace referencia a anotaciones 

anteriores, para efectos de configurar la SAP N° 07, considera desde el 17 

 
34  Extracto de la página 18 de la SAP N° 07. 
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de noviembre de 2021, hasta el corte parcial de la causal de ampliación 

de plazo, que fija en el 13 de enero del 2022. 

 

5.7.23  Se aprecia en este extremo que la SAP N° 07 cumple con la condición 

de anotar el inicio de la causal, verificándose además que la Entidad no 

ha efectuado observación sobre dicha fecha, y apreciándose, además, 

que en la anotación 459 del 17 de noviembre del 2021, se indica 

claramente que la situación existente respecto a la falta de definición de 

corte de talud a consecuencia de las consultas no absueltas por la 

Supervisión y/o Proyectista, constituía causal de ampliación de plazo. 

 

5.7.24 En cuanto a la anotación del fin de la causal, se aprecia que el 

contratista ha efectuado el corte del cómputo de la SAP N° 07 al 13 de 

enero de 2022, con la anotación N° 603 y 604 del cuaderno de obra. 

 

5.7.25 Cabe precisar que estamos frente a una solicitud de ampliación de plazo 

parcial, respecto a la cual, el artículo 198.6 establece: 

 

“198.6. Cuando se trate de circunstancias que no tengan fecha prevista 

de conclusión, hecho que es debidamente acreditado y sustentado por 

el contratista de obra, y no se haya suspendido el plazo de ejecución 

contractual, el contratista puede solicitar y la Entidad otorgar 

ampliaciones de plazo parciales, a fin de permitir que el contratista 

valorice los gastos generales por dicha ampliación parcial, para cuyo 

efecto se sigue el procedimiento antes señalado.” 

 

5.7.26 En tal sentido, en el asiento N° 603 y 604 de fecha 13 de enero de 2022, el 

contratista anotó que a dicha fecha se tienen interferencias por falta de 

definición de corte en talud en determinados tramos del proyecto, 

indicando que ello se debía ante la falta de absolución de consultas por 

la Supervisión y/o Proyectista, y que dicha omisión estaba ocasionando 

atrasos en el cumplimiento de sus obligaciones contractuales, que 

resultaban causal de ampliación de plazo que a esa fecha no tenían 

fecha de conclusión, por lo que realizarían el cierre parcial de la causal 

invocada.  
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5.7.27 Se verifica entonces que se cumple con la condición establecida en los 

artículos 198° del Reglamento respecto del registro del inicio y término de 

la causal (parcial) de la solicitud de ampliación de plazo. 
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Además, en la Resolución de la Entidad no se efectúa ninguna 

observación respecto de la anotación del inicio y fin de la causal de 

ampliación de plazo.  

En este informe, para efectos del punto objeto de análisis se aprecia que 

el Inspector indica que la solicitud de ampliación de plazo se encuentra 

dentro de los plazos establecidos. 

5.7.28 Una cuestión adicional es que en la Resolución se indica que la solicitud 

de ampliación de plazo es improcedente pues no se habría seguido 

rigurosamente el procedimiento previsto en la norma, que establece que 

el contratista presenta su solicitud de ampliación de plazo ante el 

inspector o Supervisor: 

 

 

Al respecto, esta afirmación es contradictoria con lo señalado en el 

último párrafo de la primera página de la RESOLUCIÓN GERENCIAL 

REGIONAL N° D31-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ:  

5.7.29 El Tribunal Arbitral adicionalmente, tiene en cuenta que según la 

información que obra en autos, la Supervisión resolvió su contrato el 20 

de diciembre de 2021 y la Entidad designó inspectores el 22 de diciembre 

de 202135.  

 

 

Por tanto, no obra evidencia de que el contratista no cumplió con lo 

establecido en el Reglamento, más aún, cuando el sustento de la 

decisión de la Entidad es principalmente el Informe Nº D10-2022-GR.CAJ-

GRI-SGSL/NFOQ, de fecha 10.02.2022, elaborado por el Jefe de 

 
35 Según se indica en el Informe N° D10-2022-GR.CAJ-GRI-SGSL/NFOQ de fecha 

10 de febrero de 2022, presentado por la Entidad al proceso arbitral con su escrito 

del 21 de diciembre de 2022. 
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Inspección de Obra – Ing. Nelson Francisco Oblitas Quispe. Por tanto, si 

no hubiera recibido este la solicitud de ampliación de plazo, no se explica 

cómo es que emitió pronunciamiento respecto del mismo, y sobre el cual 

se indica en la paginas 3 y 4 de la referida Resolución:  

 

 

5.7.30 En consecuencia, de los propios términos de la Resolución no se aprecia 

que el contratista no cumplió con presentar la SAP N° 07 ante la 

inspección y este en su Informe Nº D10-2022-GR.CAJ-GRI-SGSL/NFOQ de 

fecha 10 de febrero de 2022 no indica que el contratista no cumplió con 

presentar su solicitud conforme con el procedimiento establecido en el 

Reglamento, señalando en sus conclusiones lo siguiente: 
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5.7.31 En conclusión: El contratista cumplió con anotar el inicio y termino (corte 

parcial) de la solicitud de ampliación de plazo. 

 

¿Existía impedimento para la ejecución de las partidas contractuales 

señaladas por el contratista? 

5.7.32 El contratista señala que el atraso se generó por la imposibilidad de 

construcción de la carretera en una serie de determinados sectores, los 

cuales se veían afectados ante la falta de definición de corte en talud 

(sectores km 6+240 y km 6+280; km 10+600 al km 10+700; km 32+700 al 

41+000). 

 

5.7.33 Indica que dicha interferencia se debió a la falta de absolución de las 

consultas, lo cual no era responsabilidad alguna del contratista, lo que 

hasta la fecha de presentación de la Carta Nº 378-2022-CCC venía 

generando atrasos en el cumplimiento de las obligaciones contractuales. 

 

5.7.34 De la revisión de las anotaciones que adjunta a la solicitud de ampliación 

de plazo, así como del resto de medios probatorios, se extrae lo siguiente: 

 

- El contratista señala que no pudo avanzar esas partidas porque no 

fueron absueltas las consultas concernientes al Asiento 303; fue ante 

ello que en el Asiento 459 indicaron que correspondía una ampliación 

de plazo. 

 

Sin embargo, según se indica en la Resolución Nº D31-2022-GR.CAJ-

GRI-DRAJ, enfocando un extracto del Informe Nº D10-2022-GR.CAJ-

GRI-SGSL/NFOQ, la Supervisión respondió, como consta dentro del 

Asiento 482, el cual señala lo siguiente:  
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Asimismo, indica que el Asiento 494, el Residente de Obra mencionó 

lo siguiente:  

 

 

 

De igual forma, es importante destacar lo señalado en el extremo IV. 

Opinión respecto a solicitud de ampliación de plazo Nº 07, donde la 

Supervisión señala que las consultas sí fueron absueltas 

oportunamente. 
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5.7.35 Por lo tanto, el Tribunal Arbitral toma en cuenta que el Art. 193.2 RLCE 

establece lo siguiente: 

 

“Artículo 193.- Consultas sobre ocurrencias en la obra 

[…] 

193.2. Las consultas cuando por su naturaleza, en opinión del inspector o 

supervisor, no requieran de la opinión del proyectista, son absueltas por 

estos dentro del plazo máximo de cinco (5) días siguientes de anotadas 

las mismas. Vencido el plazo anterior y de no ser absueltas, el contratista 

dentro de los dos (2) días siguientes tiene que acudir a la Entidad, la cual 

las resuelve en un plazo máximo de cinco (5) días, contados desde el día 

siguiente de la recepción de la comunicación del contratista”. (resaltado 

agregado) 

5.7.36 Como se puede apreciar, este numeral establece que en caso el 

contratista no estuviese de acuerdo o no hubiese sido respondida la 

consulta adecuada, tenía un plazo de dos días para acudir a la Entidad, 

para su posterior absolución. Sin embargo, en el presente proceso, no hay 

evidencia que el contratista haya procedido de tal manera. 

 

5.7.37 Por lo tanto, se puede concluir que no estamos ante una situación la cual 

pudiese impedir la realización de las actividades contenidas en las 

partidas paralizadas por parte del contratista. 

 

En concreto, si el contratista hubiera elevado la consulta a la Entidad, 

como lo dispone el artículo 193.2°, entonces el contratista habría 

cumplido con el procedimiento establecido y si la Entidad no le hubiera 

absuelto satisfactoriamente, recién estaríamos ante un supuesto de 

atraso ajeno al contratista como causal de ampliación de plazo. Al no 

haber procedido conforme con la norma, impide que se configure la 

causal de ampliación de plazo. 

¿De existir el impedimento, este hecho afectó la ruta crítica del programa 

de ejecución de obra vigente?  

5.7.38 Habiéndose determinado que la causal invocada, no se configuró, 

carece de objeto analizar si hubo o no afectación de la ruta crítica. 
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¿Lo analizado por la Entidad en la Resolución Gerencial Regional N° D31-

2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ está debidamente fundamentadas o adolecen 

de vicios que determinen su invalidez o nulidad? 

 

5.7.39 De acuerdo con el análisis antes realizado, habiendo verificado que el 

contratista no cumplió con la disposición contemplada en el artículo 

193.2° del Reglamento, lo cual es sustento de la Resolución para denegar 

la ampliación de plazo; por tanto, se verifica que ella se encuentra 

debidamente fundamentada, por lo que, corresponde declarar su 

validez. 

 

Decisión:  

5.7.40 En atención al análisis antes realizado, las pretensiones planteadas por el 

contratista resultan: 

 

Décimo Cuarto Punto Controvertido (Décima Segunda Pretensión 

Principal): 

“Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad de la Resolución 

Gerencial N°D00031- 2022-GRC-GRI, y que revirtiendo lo decidido 

por la Entidad, ampare la Solicitud de Ampliación de plazo N° 07 

por 57 días calendario solicitada y sustentada por mi representada 

mediante Carta N°378-2022-CCC, motivada por la causal 

contemplada en el literal “a” del artículo 197 del Reglamento de la 

Ley de Contrataciones del Estado, ocasionado por la imposibilidad 

de ejecutar las partidas correspondientes a la ruta crítica de 

movimiento de tierras generado por la falta de definición de talud 

por omisión del Expediente técnico y Demora de absolución de 

consulta.” 

 

Corresponde declarar INFUNDADA esta pretensión.  

 

Décimo Quinto Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la Décimo 

Segunda pretensión Principal): 

 

“En caso se ampare la Décima Segunda Pretensión Principal, que 

el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor 

del Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos 

directos vinculados a la ampliación de plazo N° 07, el cual 

equivale a la suma de S/550,926.98 (quinientos cincuenta mil 

novecientos veinte seis con 98/100 soles), más los respectivos 

intereses hasta su fecha efectiva de pago.” 
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El Tribunal Arbitral declara INFUNDADA esta pretensión accesoria, al ser 

infundada la pretensión principal. 

 

Décimo Sexto Punto Controvertido (Pretensión subordinada a la Décimo 

Segunda Pretensión Principal): 

“En caso no se ampare la Décimo Segunda Pretensión Principal, 

que el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial 

de la Resolución Gerencial Regional N°D31-2022-GR.CAJ-GRI-

DRAJ, mediante el cual el Gobierno Regional de Cajamarca 

declaro improcedente la ampliación de plazo N°07 por cincuenta 

y siete (57) días calendario.” 

 

Corresponde declarar INFUNDADA, pues, como se ha advertido, 

previamente, en este caso no se ha acreditado que la causal no sea 

imputable al Contratista pues esa parte no observó el procedimiento 

para a formulación de las consultas previsto en el RLCE. 

 

Décimo Séptimo Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la 

pretensión subordinada a la Décimo Segunda pretensión Principal): 

“En caso se ampare la pretensión subordinada a la Décimo 

Segunda pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la 

Entidad reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores 

gastos generales y mayores costos directos vinculados a la 

ampliación de plazo N° 07, el cual equivale a la suma de S/ 

550,926.98 (quinientos cincuenta mil novecientos veintiséis con 

98/100 soles), más los respectivos intereses hasta su fecha efectiva 

de pago.” 

 

Al ser una pretensión accesoria a una pretensión subordinada que ha sido 

declarada infundada, igualmente deviene en INFUNDADA. 

  

5.8. OCTAVO BLOQUE: PUNTOS CONTROVERTIDOS VINCULADOS A LAS 

VALORIZACIONES 9 Y 10 

 

Sobre las 

valorizaciones 

9 y 10 

Décimo Octavo Punto Controvertido 

(Décimo Quinta Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral reconozca y/o 

apruebe y/u ordene a la Entidad el pago al 

Consorcio de las valorizaciones N° 09 y 10, 

correspondiente al mes de noviembre de 

2021 (por S/ 477,223.45) y diciembre de 2021 

(por S/ 997,248.95), así como el 

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 

arbitral 

acumulada) 
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reconocimiento de intereses por la demora 

en el pago. 

 

 

BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DEL CONSORCIO A LO LARGO DEL 

PRESENTE ARBITRAJE  

 

5.8.1. El Contratista alegó que el empleo del sistema a suma alzada en el caso 

de obras suponía que las cantidades, magnitudes y calidades de los 

trabajos necesarios para la ejecución se encontraban debidamente 

definidas en el expediente técnico, por lo que, el riesgo de variación de 

los metrados consignados se veía reducido. 

 

5.8.2. Indicó que, la normativa de contrataciones del Estado establecía que en 

las obras contratadas bajo el sistema de suma alzada, las valorizaciones 

debían realizarse considerando lo previsto en las bases y los metrados 

contratados. Por lo tanto, La Entidad se negó a pagar las valorizaciones 

9 y 10 correspondientes a la obra de manera arbitraria e injustificada. 

 

5.8.3. Precisó que, por ese motivo, el Contratista solicita al Tribunal Arbitral que 

ordene al Demandado el pago de dichas valorizaciones, 

correspondientes al mes de noviembre de 2021 por S/ 477,223.45 y 

diciembre 2021 por S/ 997,248.95, así como el reconocimiento de los 

intereses por la demora en el pago. 

 

BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DE LA ENTIDAD A LO LARGO DEL PRESENTE 

ARBITRAJE 

 

5.8.4. La Entidad alegó que la valorización Nº 9 corresponde al mes de 

noviembre ha sido aprobada por la Supervisión, además de tramitada 

para su respectivo pago, encontrándose en el sistema SIAF como 

devengado. Sin embargo, a pesar de haberse solicitado la factura para 

la cancelación, el Contratista nunca la hizo llegar a la Entidad, lo que 

ocasionó que no se lograra cobrar la valorización. 

 

5.8.5. Además, la Entidad alegó que la valorización Nº 10, correspondiente al 

mes de diciembre, fue observada mediante el Informe Nº D16-2022-

GR.CAJ-GRI-SGSL/RBCDLT del 26 de enero de 2022, y comunicada al 
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Contratista a través de la Carta Nº 51-2022-GR.CAJ-GRI/SGSL. En dicha 

comunicación se señalaron diversas observaciones, tales como: 

 

- Incompatibilidad entre los metrados y el sustento de estos. 

 

- Partida valorizada correspondiente al mejoramiento con over; sin 

embargo, no se presentaron los ensayos de campo y los resultados 

necesarios para verificar la correcta ejecución de los trabajos bajo los 

estándares de calidad requeridos. 

 

- Falta de amortización de materiales según el calendario presentado. 

 

- Las inspecciones realizadas durante las fechas correspondientes 

tampoco evidenciaron conformidad con lo estipulado. 

 

 

5.8.6. La Entidad añadió que, hasta la fecha, el Contratista no ha devuelto la 

valorización indicada, la cual está actualmente en su poder. Por lo tanto, 

sostiene que no corresponde ningún pago de interés legal. En 

consecuencia, es responsabilidad del Contratista el levantamiento de las 

observaciones planteadas. 

 

POSICIÓN DEL TRIBUNAL ARBITRAL 

5.8.7. Al absolver la Resolución N° 35 mediante la cual el Tribunal solicito a las 

partes que precisen cuales son los medios probatorios que sustentan sus 

posiciones y que serán usados como tales en la Audiencia de Informes 

Orales, el Consorcio (en su escrito de fecha 29 de febrero de 2024), 

respecto de los puntos controvertidos vinculados a esta pretensión indicó 

lo siguiente: 

 

 
(escrito del Consorcio del 29 de febrero de 2024) 

5.8.8. Revisado dichos medios probatorios se aprecia que, estos son las 

comunicaciones con las que el residente alcanza al representante del 

Consorcio, y este a su vez remite luego a la Entidad, las Valorizaciones 9 

y 10 
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5.8.9. En el Anexo 1-AA aparecen los siguientes documentos relativos a la 

Valorización N° 9: 
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5.8.10. En el Anexo 2-AA, aparecen los siguientes documentos relativos a la 

Valorización N° 10: 
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Análisis respecto de la valorización N° 9: 

5.8.11. En relación con esta Valorización el Tribunal no aprecia que exista 

discusión entre las partes respecto del monto ni de su procedencia.  De 

hecho, la Entidad sostiene que esa valorización fue aprobada por la 

Supervisión y tramitada para su respectivo pago; sin embargo, si no se 

pagó fue porque el Consorcio no hizo llegar su factura oportunamente. 

En consecuencia, respecto de esta valorización corresponde que se 

reconozca y apruebe el importe, y se ordene que la Entidad proceda a 

su pago, ascendente a la suma de S/ 477,223.45, previa presentación por 

parte del Consorcio de la factura correspondiente. 

5.8.12. En cuanto a los intereses que se reclaman, siendo que como condición 

para el pago es necesaria la presentación previa de la factura, y no 

advirtiéndose del texto de la demanda que el Consorcio haya 

mencionado que llegó a presentar su factura.  No corresponde ordenar 

el pago de los intereses legales que se solicitan. 

 

Respecto de la valorización N° 10 (Valorización de cierre): 

5.8.13. En relación con este extremo, revisada la posición de las partes, el Tribunal 

advierte que sí se han presentado discrepancias entre ellas. El importe de 

la valorización que reclama el Consorcio es de S/ 997,248.95. 

   

5.8.14. El monto del contrato según se indica es de S/ 88,760,837.60, tal como se 

aprecia de su cláusula tercera: 

 

5.8.15. Por tanto, el monto de la Valorización en controversia es menor al 5% del 

monto del contrato. Siendo ello así, es de tener en cuenta que el artículo 

196 del RLCE señala como regla general que las discrepancias respecto 

de la formulación, aprobación o valorización de los metrados se 

resuelven en la liquidación del contrato; salvo que se trate de 

valorizaciones superiores al 5% del monto del contrato actualizado: 
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5.8.16. Consecuentemente corresponde que esta controversia sea dilucidada 

al momento de la liquidación del contrato, y por tanto este extremo 

respecto de la Valorización N° 10 debe ser declarado IMPROCEDENTE. 

5.9. NOVENO BLOQUE: PUNTOS CONTROVERTIDOS VINCULADOS A LA 

EJECUCION DE LAS FIANZAS 

 

Sobre la 

ejecución de 

las Cartas 

Fianzas 

Segundo punto controvertido (Tercera 

Pretensión Principal):  

Determinar si corresponde o no que el 

Tribunal Arbitral declare que el Gobierno 

Regional de Cajamarca pueda ejecutar las 

Cartas Fianzas de Fiel Cumplimiento, 

Adelanto Directo y Adelanto de Materiales 

otorgadas por la empresa CONSORCIO 

CARRETERA CAJAMARCA, y a la vez, 

ordene a la empresa cumpla con cancelar 

al Gobierno Regional de Cajamarca la 

suma total del contrato como 

indemnización de los daños ocasionados, 

con la indebida resolución de contrato. 

Entidad 

(demanda de 

la Entidad) 

 

BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DE LA ENTIDAD A LO LARGO DEL PRESENTE 

ARBITRAJE  

 

5.9.1. La Entidad argumentó que, al amparo de lo establecido en el numeral 1 

del artículo 166 del RLCE, tienen derecho a exigir la ejecución de las 

cartas fianzas otorgadas por el Contratista. 

 

5.9.2. Explicó que el perjuicio sufrido por la resolución del contrato supera el 

monto de la garantía de fiel cumplimiento establecida, lo que habilita a 

la Entidad a reclamar indemnización por los daños y perjuicios, conforme 

al artículo 1321 del Código Civil. 
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5.9.3. Además, alegó que las pretensiones anteriores están debidamente 

fundamentadas y respaldadas por el ordenamiento jurídico vigente, por 

lo que solicitan al Tribunal Arbitral que las declare fundadas. 

 

5.9.4. La Entidad señaló que la resolución del contrato de ejecución de obra 

fue atribuible exclusivamente al Contratista. 

 

5.9.5. La Entidad argumentó que la ejecución de las garantías proporcionadas 

por el contratista es una medida necesaria para resarcir los daños debido 

a la resolución contractual indebida. 

 

5.9.6. Por último, la Entidad indicó que el reclamo de indemnización por los 

daños sufridos es un derecho legítimo de la Entidad, conforme a la 

normativa civil y contractual aplicable en este caso. 

 

BREVE RESUMEN DE LA POSICIÓN DEL CONSORCIO A LO LARGO DEL 

PRESENTE ARBITRAJE 

5.9.7. El Contratista destacó que, al encontrarse en un proceso arbitral, aún no 

se ha practicado la liquidación final de la obra, acto en el cual se realiza 

la amortización de los adelantos conforme a lo dispuesto en el artículo 

183° del Reglamento del Procedimiento de Contratación Pública 

Especial para la Reconstrucción con Cambios. 

 

5.9.8. Además, precisó que el artículo 209° del mismo Reglamento señala que 

no se procede a la liquidación mientras existan controversias pendientes 

de resolver, por lo que la liquidación final debe esperar a que todas las 

controversias sean resueltas. 

 

5.9.9. El Contratista mencionó que la liquidación del contrato de obra debe 

contener todas las valorizaciones, reajustes, mayores gastos generales, 

utilidad e impuestos que afectan la prestación, conceptos que siempre 

forman parte del costo total de la obra. 

 

5.9.10. Asimismo, sostiene que otros conceptos como las penalidades aplicables 

al contratista, los adelantos otorgados y sus amortizaciones, entre otros, 

también deben ser incluidos en la liquidación final del contrato de obra. 

 

5.9.11. El Contratista explicó que el propósito del acto de liquidación es realizar 

un ajuste formal y final de cuentas que establezca el saldo económico a 
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favor de una de las partes, considerando todos los conceptos 

contractuales y económicos pertinentes. 

 

5.9.12. En ese sentido, sostiene que las cartas fianzas por adelanto directo y 

materiales deben mantenerse sin ser ejecutadas hasta que se practique 

la liquidación final de la obra, momento en que se realizará el cálculo 

técnico y económico necesario. 

 

POSICIÓN DEL TRIBUNAL ARBITRAL 

5.9.13. En relación con la ejecución de las garantías, el artículo 155 del RLCE 

señala lo siguiente: 
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5.9.14. En el presente laudo, no se ha validado la resolución contractual 

realizada por la Entidad, como tampoco se ha validado la declaratoria 

de nulidad del contrato celebrado. 

 

5.9.15. Por tanto, no corresponde amparar la ejecución de las garantías 

solicitadas por la Entidad, ni la indemnización por daños y perjuicios en 

función a una resolución por responsabilidad del Consorcio. En 

consecuencia, por lo cual debe declararse INFUNDADA la pretensión 

vinculada a este punto controvertido. 

 

5.9.16. Se deja expresa constancia que lo señalado no resta el derecho a que 

la Entidad, pueda ejecutar las referidas garantías de presentarse 

cualquier otro supuesto amparado en la normativa, pero no así por las 

razones expuestas en su demanda (esto es, como consecuencia directa 

de la resolución de contrato o a la nulidad del mismo). 

5.10. DECIMO BLOQUE: PUNTOS CONTROVERTIDOS VINCULADOS A LOS COSTOS 

ARBITRALES 

 

Sobre los 

costos 

arbitrales 

Quinto Punto Controvertido (Cuarta 

Pretensión Principal) DE LA DEMANDA 

ARBITRAL ORIGINAL 

Que, el Tribunal Arbitral ordené a la Entidad 

asumir el íntegro de las costas, costos y 

gastos arbitrales del presente arbitraje. 

 

Consorcio 

(demanda 

original) 

 Décimo Noveno Punto Controvertido 

(Décimo Sexta Pretensión Principal): DE LA 

DEMANDA ACUMULADA  

Consorcio 

(Primera, 

Segunda y 

Tercera 

demanda 
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Que el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad 

asumir el íntegro de las costas, costo y 

gastos arbitrales del presente arbitraje. 

 

arbitral 

acumulada) 

 Tercer punto controvertido (Cuarta 

Pretensión Principal): DE LA DEMADA DE LA 

ENTIDAD 

Determinar si corresponde o no que el 

Tribunal Arbitral ordene al Consorcio 

Carretera Cajamarca, asuma en su 

totalidad el pago de los costos del 

arbitraje.” 

 

Entidad 

(demanda de 

la Entidad) 

 

5.10.1 El artículo 61 del Reglamento del Centro establece: 

 

 

5.10.2 De la revisión del convenio arbitral, el Tribunal Arbitral advierte que las 

partes no han establecido o acordado disposición alguna 
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relacionada con la imputación o distribución de los costos del 

arbitraje. 

 

5.10.3 Según la información proporcionada por la secretaría arbitral, en 

cuanto a los costos referidos a los gastos arbitrales por honorarios del  

Tribunal Arbitral y los gastos administrativos de la Secretaría Arbitral, 

han sido los siguientes: 

 

GASTOS ADMINISTRATIVOS ASUMIDOS POR EL CONSORCIO CARRETERA 

CAJAMARCA 

 

 

 

GASTOS ADMINISTRATIVOS ASUMIDOS POR EL GOBIERNO REGIONAL DE 

CAJAMARCA 
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5.10.4 El artículo 73.1 de la Ley de Arbitraje ordena que el tribunal tenga en 

cuenta, para distribuir los costos del arbitraje, ante la falta de acuerdo 

entre partes, la prorrata entre las partes considerando las 

circunstancia del caso. Este criterio es consistente con el artículo del 

centro de arbitraje arriba citado. Así, las circuntancias del caso han 

generado resultados mixtos, razón por la cual el tribunal efectuará la 

prorrata. 

 

5.10.5 En ese sentido, atendiendo a lo dispuesto en la Ley de Arbitraje y el 

Reglamento del Centro, que otorgan libertad a este Colegiado para 

determinar los costos del arbitraje, y considerando el resultado de este 

proceso, el Tribunal Arbitral concluye, respecto de los costos arbitrales 

lo siguiente: 

 

a) Que el Gobierno Regional de Cajamarca asuma el integro de los 

honorarios arbitrales, secretariales y gastos administrativos 

correspondientes a su demanda acumulada y que ascienden a la 

suma de S/ 173,821.17 (Ciento Setenta y Tres Mil Ochocientos 

Veintiuno con 17/100 soles), los cuales ya fueron cancelados por 

esa parte. 
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b) Que en cuanto a los costos arbitrales que corresponden a los 

honorarios arbitrales, secretariales, gastos administrativos del 

centro que corresponden a la demanda presentada por el 

Consorcio  y las diversas acumulaciones, lo que totaliza la suma de 

S/ 1´573,252.28 (Un Millón Quinientos Setenta y Tres Mil Doscientos 

Cincuenta y Dos con 28/100 soles); cada parte asuma los mismos 

en un 50%.  Por tanto, habiendo sido ello cancelado íntegramente 

por el Consorcio, corresponde ordenar que el Gobierno Regional 

de Cajamarca le pague en vía de reembolso la suma de S/ 

786,626.14 (Setecientos ochenta y seis mil seiscientos veintiséis y 

14/100 Soles). 

 

En cuanto a cualquier otro costo arbitral, este debe ser asumido por la 

parte que hubiere incurrido en ello. 

VI. FALLO: 

 

PRIMERO.- Respecto de las pretensiones y puntos controvertidos de las 

demandas presentadas por el Consorcio Carretera Cajamarca: 

DEMANDA ARBITRAL ORIGINARIA 

 

Primer punto controvertido (Primera pretensión principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad de la resolución 

gerencial N°D000196-2021-GRC-GRI, notificada mediante oficio 

N°D002548-2021-GRC-SG, y que revirtiendo lo decidido por la 

Entidad, ampare la Solicitud de Ampliación de Plazo N°02 por 116 

días calendario solicitada y sustentada mediante carta N°200-

2021-CCC, motivada por la causal en el literal “a” del artículo 197 

del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, 

relacionada a atraso y/o paralizaciones por causas no atribuibles 

al Demandante, ocasionando por la imposibilidad de ejecutar las 

partidas de preparación de material para sub base en cantera y 

preparación de material para base en cantera. 

 

SE DECLARA: FUNDADA 

 

Segundo Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la Primera 

Pretensión Principal): 
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En caso se ampare la primera pretensión principal, el Tribunal 

Arbitral ordene a la entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N°02, el cual equivale a la 

suma de S/1,098,551.92 (un millón noventa y ocho mil quinientos 

cincuenta y uno con 92/100 soles), más los respectivos intereses 

hasta su fecha efectiva de pago. 

 

SE DECLARA: INFUNDADA 

. 

Tercer Punto Controvertido (Pretensión subordinada a la primera 

pretensión principal): 

En caso no se ampare la primera pretensión principal, que el 

Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial de la 

Resolución Gerencial Regional N°D000196-2021-GRC-GRI en el 

extremo de los 110 días denegados de los 116 días calendarios 

solicitados mediante Solicitud de Ampliación de Plazo N° 02, y que 

revirtiendo lo decidido por la Entidad conceda el plazo solicitado. 

 

SE DECLARA: IMPROCEDENTE 

 

Cuarto Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la pretensión 

subordinada a la primera pretensión principal) 

En caso se ampare la pretensión subordinada a la primera 

pretensión principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad 

reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos vinculados a la ampliación de 

plazo N° 02, el cual equivale a la suma de S/1,098,551.92 (un millón 

noventa y ocho mil quinientos cincuenta y uno con 92/100 soles), 

más los respectivos intereses hasta su fecha efectiva de pago.  

 

SE DECLARA: IMPROCEDENTE 

 

PRIMERA, SEGUNDA Y TERCERA DEMANDA ARBITRAL ACUMULADA 

 

Sexto Punto Controvertido (Séptima Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral determine si corresponde la aplicación y 

cobro de penalidades descontadas en las valorizaciones desde el 

mes de mayo hasta diciembre del 2021. ascendente a S/ 

570,759.00 (quinientos setenta mil, setecientos cincuenta y nueve 

con 00/100 soles). 
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SE DECLARA: FUNDADO  en el extremo que no corresponde 

la aplicación y cobro de penalidades descontadas en las 

valorizaciones de mayo hasta noviembre de 2021,por la 

suma de S/ 547,756.00 incluido IGV;  e INFUNDADA en el 

extremo de los “descuentos aplicados a los gastos 

generales por incumplimientos” que ascienden a la suma 

de S/ 19,494.27 sin IGV. 

 

 

Séptimo Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la Séptima 

Pretensión Principal): 

En caso se ampare la séptima pretensión principal, que el Tribunal 

Arbitral ordene a la Entidad pagar al Consorcio la suma de S/ 

570,759.00 (quinientos setenta mil setecientos cincuenta y nueve 

con 00/100 soles), por los conceptos que efectivamente deben ser 

cancelados y fueron cobrados en las valorizaciones 

correspondientes desde el mes de mayo hasta diciembre del 2021. 

 

SE DECLARA: FUNDADO en parte y se dispone que 

corresponde al Gobierno Regional de Cajamarca pagar en 

vía de devolución   la suma de S/ 547,756.00 (quinientos 

cuarenta y siete mil setecientos cincuenta y seis y 00/100 

Soles) incluido IGV. 

 

Octavo Punto Controvertido (Octava Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral reconozca y/o apruebe y/u ordene a la 

Entidad el pago al Consorcio de los mayores gastos generales 

incurridos durante el periodo de suspensión de plazo de la obra 

verificado entre los meses de enero y abril del 2021, ascendente a 

S/ 696,181.00 (seiscientos noventa y seis mil ciento ochenta y uno 

con 00/100 soles). 

 

SE DECLARA: IMPROCEDENTE en lo que respecta al periodo 

de enero a marzo de 2021, y FUNDADO en lo que respecta 

al periodo de abril de 2021 por el monto de S/ 106,397.78 

(ciento seis mil tres cientos noventa y siete y 78/100 Soles. 

 

Noveno Punto Controvertido (Décima Pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia y/o 

nulidad de la Resolución de Gerencia General Regional N°D017-

2022-GR-CAJ-GGR-DRAJ comunicada con carta notarial N°D41-
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2022-GR.CAJ-GGR-DRAJ, mediante el cual el Gobierno Regional 

de Cajamarca decidió resolver el contrato N° 001-2020-CGR-GGR. 

 

SE DECLARA: FUNDADA 

 

Décimo Punto Controvertido (Décimo Primera pretensión Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad de la Resolución 

Gerencial N°D0030-2022- GRC-GRI, y que revirtiendo lo decidido 

por la Entidad, ampare la Solicitud de Ampliación de Plazo N° 06 

por 94 días calendario solicitada y sustentada por mi representada 

mediante carta N°376-2022-CCC, motivada por la causal 

contemplada en el literal “a” del artículo 197 del Reglamento de 

la Ley de Contrataciones del Estado, relacionada a atraso y/o 

paralizaciones por causas no atribuibles al Demandante, 

ocasionado por la imposibilidad de ejecutar las partidas 

correspondientes a la ruta crítica por efecto de que en sectores de 

la carretera persistían interferencias por la falta de saneamiento 

físico legal que le correspondía realizar a la Entidad. 

 

SE DECLARA: FUNDADA 

 

Décimo Primer Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la 

Décimo Primera Pretensión Principal): 

En caso se ampare la Décimo Primera Pretensión Principal, que el 

Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 06, el cual equivale a la 

suma de S/ 905,360.38 (novecientos cinco mil trescientos sesenta 

con 38/100 soles), más los respectivos intereses hasta su fecha 

afectiva de pago. 

 

SE DECLARA: INFUNDADA 

 

Décimo Segundo Punto Controvertido (Pretensión subordinada a la 

Décimo Primera Pretensión Principal): 

En caso no se ampare la Décimo Primera Pretensión Principal, que 

el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial de la 

Resolución Gerencial Regional N°D30-2022-GR.CAJ-GRI-DRAJ, 

mediante el cual el gobierno Regional de Cajamarca declaro 

improcedente la ampliación de plazo N°06 por novena y cuatro 

(94) días calendario. 
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SE DECLARA: IMPROCEDENTE 

 

Décimo Tercer Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la 

pretensión subordinada a la Décimo Primera pretensión principal): 

En caso se ampare la pretensión subordinada a la Décimo Primera 

pretensión principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad 

reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores gastos 

generales y mayores costos directos vinculados a la ampliación de 

plazo N° 06, el cual equivale a la suma de S/ 905,360.38 

(novecientos cinco mil trescientos sesenta con 38/100 soles), más 

los respectivos intereses hasta su fecha efectiva de pago. 

 

SE DECLARA: IMPROCEDENTE 

 

Décimo Cuarto Punto Controvertido (Décima Segunda Pretensión 

Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad de la Resolución 

Gerencial N°D00031- 2022-GRC-GRI, y que revirtiendo lo decidido 

por la Entidad, ampare la Solicitud de Ampliación de plazo N° 07 

por 57 días calendario solicitada y sustentada por mi representada 

mediante Carta N°378-2022-CCC, motivada por la causal 

contemplada en el literal “a” del artículo 197 del Reglamento de 

la Ley de Contrataciones del Estado, ocasionado por la 

imposibilidad de ejecutar las partidas correspondientes a la ruta 

crítica de movimiento de tierras generado por la falta de definición 

de talud por omisión del Expediente técnico y Demora de 

absolución de consulta. 

 

SE DECLARA: INFUNDADA 

 

Décimo Quinto Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la 

Décima Segunda Pretensión Principal): 

En caso se ampare la Décima Segunda Pretensión Principal, que el 

Tribunal Arbitral ordene a la Entidad reconocer y pagar a favor del 

Consorcio, los mayores gastos generales y mayores costos directos 

vinculados a la ampliación de plazo N° 07, el cual equivale a la 

suma de S/550,926.98 (quinientos cincuenta mil novecientos veinte 

seis con 98/100 soles), más los respectivos intereses hasta su fecha 

efectiva de pago. 

 

SE DECLARA: INFUNDADA 
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Décimo Sexto Punto Controvertido (Pretensión subordinada a la 

Décimo Segunda Pretensión Principal): 

En caso no se ampare la Décimo Segunda Pretensión Principal, 

que el Tribunal Arbitral declare la invalidez y/o ineficacia parcial 

de la Resolución Gerencial Regional N°D31-2022-GR.CAJ-GRI-

DRAJ, mediante el cual el Gobierno Regional de Cajamarca 

declaro improcedente la ampliación de plazo N°07 por cincuenta 

y siete (57) días calendario. 

 

SE DECLARA: INFUNDADA 

 

Décimo Séptimo Punto Controvertido (Pretensión accesoria a la 

pretensión subordinada a la Décimo Segunda pretensión 

Principal): 

En caso se ampare la pretensión subordinada a la Décimo 

Segunda pretensión Principal, que el Tribunal Arbitral ordene a la 

Entidad reconocer y pagar a favor del Consorcio, los mayores 

gastos generales y mayores costos directos vinculados a la 

ampliación de plazo N° 07, el cual equivale a la suma de S/ 

550,926.98 (quinientos cincuenta mil novecientos veintiséis con 

98/100 soles), más los respectivos intereses hasta su fecha efectiva 

de pago. 

 

SE DECLARA: INFUNDADA 

 

Décimo Octavo Punto Controvertido (Décimo Quinta Pretensión 

Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral reconozca y/o apruebe y/u ordene a la 

Entidad el pago al Consorcio de las valorizaciones N° 09 y 10, 

correspondiente al mes de noviembre de 2021 (por S/ 477,223.45) 

y diciembre de 2021 (por S/ 997,248.95), así como el 

reconocimiento de intereses por la demora en el pago. 

 

SE DECLARA: FUNDADA en el extremo relativo a la 

Valorización N° 9, previa presentación de la factura 

correspondiente por parte del Consorcio, e IMPROCEDENTE 

en lo que respecta a la Valorización N° 10. 

 

CUARTA DEMANDA ARBITRAL ACUMULADA 

 

Vigésimo Punto Controvertido (Décimo Séptima Pretensión 

Principal): 
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Que, el Tribunal Arbitral declare consentida la Resolución de 

Contrato N°001-2020- GRC-GGR, efectuada por el Consorcio 

Carretera Cajamarca, la misma que fuera notificada al Gobierno 

Regional de Cajamarca a través de la Carta Notarial N° 411-2022-

CCC. 

 

SE DECLARA: FUNDADA 

 

QUINTA DEMANDA ARBITRAL ACUMULADA 

 

Vigésimo Primer Punto Controvertido (Décimo Octava Pretensión 

Principal): 

Que, el Tribunal Arbitral declare la nulidad, invalidez y/o ineficacia 

de la Carta Notarial N° D1-2022-GR.CAJ-GR.DRAJ y la Resolución 

Ejecutiva Regional N° D216-2022-GR.CAJ/GR, mediante el cual el 

Gobierno Regional de Cajamarca declara la nulidad de oficio del 

Contrato N° 001-2020- GRC-GGR”. 

SE DECLARA: FUNDADA 

 

SEGUNDO: Respecto de las pretensiones y puntos controvertidos de las 

pretensiones de la demanda acumulada presentada por el Gobierno 

Regional de Cajamarca: 

“Primer punto controvertido (Segunda Pretensión Principal):  

Determinar si corresponde o no que el Tribunal Arbitral declare 

válida y eficaz, la resolución del Contrato N° 01-2022- CCC, 

contenida en la Resolución de Gerencia General Regional N° D17-

2022-GR-CAJ-GGR.DRAJ del Gobierno Regional de Cajamarca, y 

notificada al Consorcio Carretera Cajamarca, a través de la Carta 

Notarial N° D41-2002-GR.CAJ-DRAJ, de fecha 31 de enero del 2022.  

 

SE DECLARA: INFUNDADA la pretensión del Gobierno Regional de 

Cajamarca y en consecuencia inválida e ineficaz la resolución del 

Contrato N° 01-2022- CCC, contenida en la Resolución de 

Gerencia General Regional N° D17-2022-GR-CAJ-GGR.DRAJ del 

Gobierno Regional de Cajamarca, y notificada al Consorcio 

Carretera Cajamarca, a través de la Carta Notarial N° D41-2002-

GR.CAJ-DRAJ, de fecha 31 de enero del 2022. 

 

Segundo punto controvertido (Tercera Pretensión Principal):  
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Determinar si corresponde o no que el Tribunal Arbitral declare que 

el Gobierno Regional de Cajamarca pueda ejecutar las Cartas 

Fianzas de Fiel Cumplimiento, Adelanto Directo y Adelanto de 

Materiales otorgadas por la empresa CONSORCIO CARRETERA 

CAJAMARCA, y a la vez, ordene a la empresa cumpla con 

cancelar al Gobierno Regional de Cajamarca la suma total del 

contrato como indemnización de los daños ocasionados, con la 

indebida resolución de contrato.  

 

SE DECLARA: INFUNDADA 

 

TERCERO: Respecto de los costos arbitrales y a los que se refieren las siguientes 

pretensiones y puntos controvertidos: 

 

De la demanda originaría del Consorcio Carretera Cajamarca: 

 

Quinto Punto Controvertido (Cuarta Pretensión Principal) 

Que, el Tribunal Arbitral ordené a la Entidad asumir el íntegro de las 

costas, costos y gastos arbitrales del presente arbitraje. 

 

De la primera, segunda y tercera demanda acumulada por el Consorcio 

Carretera Cajamarca: 

 

 

Décimo Noveno Punto Controvertido (Décimo Sexta Pretensión 

Principal): 

Que el Tribunal Arbitral ordene a la Entidad asumir el íntegro de las 

costas, costo y gastos arbitrales del presente arbitraje. 

De la demanda acumulada presentada por el Gobierno Regional de 

Cajamarca: 

 

Tercer punto controvertido (Cuarta Pretensión Principal):  

Determinar si corresponde o no que el Tribunal Arbitral ordene al 

Consorcio Carretera Cajamarca, asuma en su totalidad el pago 

de los costos del arbitraje.” 

SE DECLARA:  

a) Que el Gobierno Regional de Cajamarca asuma el integro de los 

honorarios arbitrales, secretariales y gastos administrativos 



   Exp. 26-2021/CA-RENA 
 

Página 291 de 291 

 

correspondientes a su demanda acumulada y que ascienden a la 

suma de S/ 173,821.17 (Ciento Setenta y Tres Mil Ochocientos 

Veintiuno con 17/100 soles), los cuales ya fueron cancelados por 

esa parte. 

 

b) Que en cuanto a los costos arbitrales que corresponden a los 

honorarios arbitrales, secretariales, gastos administrativos del 

centro que corresponden a la demanda presentada por el 

Consorcio  y las diversas acumulaciones, lo que totaliza la suma de 

S/ 1´573,252.28 (Un Millón Quinientos Setenta y Tres Mil Doscientos 

Cincuenta y Dos con 28/100 soles); cada parte asuma los mismos 

en un 50%.  Por tanto, habiendo sido ello cancelado íntegramente 

por el Consorcio, corresponde ordenar que el Gobierno Regional 

de Cajamarca le pague en vía de reembolso la suma de S/ 

786,626.14 (Setecientos ochenta y seis mil seiscientos veintiséis y 

14/100 Soles). 

 

En cuanto a cualquier otro costo arbitral, este debe ser asumido por la 

parte que hubiere incurrido en ello. 

CUARTO.- Disponer que el presente laudo se notifique a las partes y se proceda 

a su registro en el SEACE. 

 
 
 
 

_____________________________ 

SERGIO ALBERTO TAFUR SÁNCHEZ 

Presidente Tribunal Arbitral 

 

 

 

 

_______________________________ 

RICARDO LEON PASTOR 

Árbitro 

 

 

 

    

 

                                 ____________________________ 

EDWIN GIRALDO MACHADO 

     Árbitro 
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Decisión N° 10 
Cajamarca, 15 de agosto de 2024 

 

I. DATOS GENERALES Y ABREVIATURAS  
 

DATOS GENERALES  
 

Demandante: CONSORCIO LOS ANDES (integrado por ALQUILER DE 

MAQUINARIAS CONTRATISTAS GENERALES S.A.C. y 

CONSULTORA Y EJECUTORA GRUPO GALVEZ S.A.C.) 
 

Demandada:  UNIDAD EJECUTORA DE PROGRAMAS REGIONALES PRO 

REGIÓN DEL GOBIERNO REGIONAL DE CAJAMARCA. 

 

Contrato: Contrato N° 006-2018-GR.CAJ/PRORREGION/DE, para la Ejecución 

de la Obra “Obras complementarias para la puesta en marcha del proyecto de 

inversión pública: Mejoramiento y Ampliación de los sistemas de agua potable, 

alcantarillado, tratamiento y disposición de excretas de la ciudad de Bambamarca 

– Hualgayoc”. 

 

Monto del contrato: S/ 1´315,425.70 (Un Millón trescientos quince mil 

cuatrocientos veinticinco con 70/100 Soles). 

 

Fecha de convocatoria: 09 de agosto de 2018. 
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Fecha de inicio del arbitraje: 12 de abril de 2023. 

 

Tipo de arbitraje: Institucional, Nacional y de Derecho 

 
Controversias relacionadas a las siguientes materias: 
 Nulidad de notificación. 

 Nulidad de resolución administrativa. 

 Liquidación de contrato. 

 Condena de costas y costos arbitrales. 
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ABREVIATURAS: 

 

Centro: Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio y Producción de 

Cajamarca. 

 

Contrato: Contrato N° 006-2018-GR.CAJ/PRORREGION/DE, para la Ejecución 

de la Obra “Obras complementarias para la puesta en marcha del proyecto de 

inversión pública: Mejoramiento y Ampliación de los sistemas de agua potable, 

alcantarillado, tratamiento y disposición de excretas de la ciudad de Bambamarca 

- Hualgayoc”. 

 

El Contratista o el Demandante: CONSORCIO LOS ANDES. 
 

La Entidad o la Demandada: GOBIERNO REGIONAL DE CAJAMARCA 

 

Las partes: Conjuntamente el Demandante y la Demandada. 

 

LCE: Ley N° 30225 - Ley de Contrataciones del Estado, modificada mediante 

Decreto Legislativo N° 1341. 

 

Ley de Arbitraje: Decreto Legislativo N° 1071 que norma el arbitraje. 

 

LPAG: Ley del Procedimiento Administrativo General Nº 27444. 

 

Proceso de selección: Adjudicación Simplificada N° 006-2018-

GRA.CAJ/PROREGIÓN- “Obras complementarias para la puesta en marcha del 

proyecto de inversión pública: Mejoramiento y Ampliación de los sistemas de agua 

potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de excretas de la ciudad de 

Bambamarca - Hualgayoc”. 

 

Reglamento: Reglamento de Arbitraje del Centro. 
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RLCE: Reglamento de la LCE en su texto aprobado por Decreto Supremo N° 

350-2015-EF, modificado mediante Decreto Supremo Nº 056-2017-EF. 

 

MARCO INTRODUCTORIO  
 

LUGAR Y FECHA DE EMISIÓN 
 

En la ciudad de Cajamarca, a los trece (13) días del mes de septiembre del año 

dos mil veinticuatro (2024), el señor José Félix Novoa Tello, por estar en 

desacuerdo con los fundamentos de los otros dos distinguidos miembros del 

Tribunal Arbitral, luego de llevar a cabo las actuaciones arbitrales en respeto 

riguroso del debido proceso y la igualdad de las partes, de conformidad con la ley 

y las normas establecidas por las partes, habiendo escuchado sus argumentos 

sobre las pretensiones planteadas en la demanda y los puntos controvertidos 

fijados en este arbitraje, ha realizado un análisis sobre todo lo debatido y los 

medios probatorios aportados, por lo que dicta el presente Laudo Arbitral 
Singular. 

 

IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES Y DOMICILIOS PROCESALES 
 

PARTE DEMANDANTE: 
 

Razón Social: CONSORCIO LOS ANDES (integrado por ALQUILER DE 

MAQUINARIAS CONTRATISTAS GENERALES S.A.C. y CONSULTORA Y 

EJECUTORA GRUPO GALVEZ S.A.C.) 
 

PARTE DEMANDADA: 
 

Razón Social: UNIDAD EJECUTORA DE PROGRAMAS REGIONALES PRO 

REGIÓN DEL GOBIERNO REGIONAL DE CAJAMARCA. 

 



        
 
                                                                                              

   
EXPEDIENTE: 010-2023-CA 

 CONSORCIO LOS ANDES Vs GOBIERNO REGIONAL DE CAJAMARCA   
 

5 
 

CÁMARA DE COMERCIO Y 
PRODUCCIÓN DE CAJAMARCA 

 
Representante: Henry Fernando Montero Vásquez. 

 

CONVENIO ARBITRAL 
 

“CLÁUSULA VIGÉSIMA PRIMERA: SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 
Las controversias que surjan entre las partes durante la ejecución del 

contrato de resuelven mediante conciliación o arbitraje, según el acuerdo de 

las partes. 

 

Cualquiera de las partes tiene derecho a iniciar el arbitraje a fin de resolver 

dichas controversias dentro del plazo de caducidad previsto en los artículos 

122, 146, 152, 168, 170, 177, 178, 179 y 180 del Reglamento de la Ley de 

Contrataciones del Estado o en su defecto, en el Inciso 45.2 del artículo 45 

de la Ley de Contrataciones del Estado. 

 

El arbitraje será institucional y resuelto por tres (3) árbitros. LA ENTIDAD 

propone las siguientes instituciones arbitrales: Cámara de Comercio y 

Producción de Cajamarca y la Cámara de Comercio y Producción La 

Libertad. 

 

Facultativamente, cualquiera de las partes tiene el derecho a solicitar una 

conciliación dentro del plazo de caducidad correspondiente, según lo 

señalado en el artículo 183 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del 

Estado; sin perjuicio de recurrir al arbitraje, en caso no se llegue a un 

acuerdo entre ambas partes o se llegue a un acuerdo parcial. Las 

controversias sobre nulidad del contrato solo pueden ser sometidas a 

arbitraje. 

 

El Laudo arbitral emitido es inapelable, definitivo y obligatorio para las partes 

desde el momento de su notificación, según lo previsto en el inciso 45.8 del 

artículo 45 de la Ley de Contrataciones del Estado. 
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DESIGNACIÓN DEL TRIBUNAL ARBITRAL 

 

La designación del Tribunal Arbitral se ha efectuado dentro de los alcances del 

Reglamento del Centro y de la normativa aplicable, contando con la conformidad 

de las partes. 

 

TIPO DE ARBITRAJE 
 

El arbitraje es Institucional, Nacional y de Derecho conforme a lo dispuesto en la 

Ley N° 30225 - Ley de Contrataciones del Estado, modificada por el Decreto 

Legislativo N° 1341 y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N° 

350-2015-EF y modificado con Decreto Supremo N° Nº 056-2017-EF. 

 
DESCRIPCIÓN DEL CONTRATO 

 

Contrato N° 006-2018-GR.CAJ/PRORREGION/DE, para la Ejecución de la Obra 

“Obras complementarias para la puesta en marcha del proyecto de inversión 

pública: Mejoramiento y Ampliación de los sistemas de agua potable, 

alcantarillado, tratamiento y disposición de excretas de la ciudad de Bambamarca 

- Hualgayoc”. 

 

II. PRINCIPALES ANTECEDENTES PROCESALES 

 

3.1. Con fecha 14 de abril de 2023, el DEMANDANTE solicitó el inicio del proceso 

arbitral, ante el Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio y Producción de 

Cajamarca. 

 

3.2. Mediante Resolución N° 01 del 18 de abril de 2023, se admite a trámite la solicitud 

de arbitraje formulada por el DEMANDANTE. 
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3.3. Con la Orden Procesal N° 1, el Tribunal Arbitral declaró instalado el presente 

proceso arbitral, asimismo, se remitió el proyecto de las reglas procesales para el 

presente arbitraje. 

 

3.4. El 28 de agosto de 2023, mediante Orden Procesal N° 2, se dispuso fijar las reglas 

procesales del arbitraje, ante la omisión de las partes a presentar alguna 

observación a éstas. 

 

3.5. Mediante la Orden Procesal N° 3 del 03 de octubre de 2023, se admitió a trámite 

la excepción de caducidad deducida por el DEMANDADO respecto de la Primera 

Pretensión Principal formulada por el DEMANDANTE. 

 

3.6. El 09 de octubre de 2023, el DEMANDANTE absolvió la excepción de caducidad 

deducida por el DEMANDADO. 

 

3.7. Siendo 11 de octubre de 2023, con Orden Procesal N° 4, se programó una 

Audiencia Especial para que las partes pudieran expresar sus argumentos y 

posición respecto de la excepción de caducidad deducida por el DEMANDADO, 

la cual se efectuó con fecha 19 de octubre de 2023. 

 

3.8. Mediante Orden Procesal N° 06, se emitió el Laudo Parcial, ello con fecha 12 de 

enero de 2024, por la cual, se desestimó la excepción de caducidad deducida por 

la DEMANDADA y en consecuencia, se declaró infundada. 

 

3.9. Con Orden Procesal N° 07, de fecha 26 de febrero de 2024, el Tribunal Arbitral fijó 

los puntos controvertidos del presente arbitraje y procedió a admitir los medios 

probatorios ofrecidos por las Partes. 

 

3.10. El 05 de marzo de 2024, se llevó a cabo la Audiencia de Ilustración de Hechos, 

contando con la participación de las Partes, donde éstas pudieron exponer sus 

argumentos y medios probatorios. 
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3.11. El 31 de mayo de 2024, el DEMANDANTE presentó sus alegatos finales, haciendo 

lo propio el DEMANDADO con fecha 04 de junio de 2024. 

 

3.12. El 01 de julio de 2024, se realizó la Audiencia de Informes Orales, contando con 

la presencia de las Partes, en éstas oralizaron sus alegatos, asimismo, en dicha 

audiencia se cerraron actuaciones y se estableció el plazo de cincuenta (50) días 

hábiles para emitir el Laudo Arbitral. 

 

III. CONSIDERACIONES PRELIMINARES 

 

a. DEL MARCO LEGAL 
 

i) En lo que concierne al marco normativo que se aplica a la relación 

contractual celebrada, es de mencionar que ésta se rige por la Ley de 

Contrataciones del Estado y su Reglamento vigente a la fecha de 

convocatoria del proceso de selección. Consecuentemente, la ley aplicable 

al fondo de la controversia es la Ley N° 30225 modificada por el Decreto 

Legislativo N° 1341 y su Reglamento en su texto aprobado por Decreto 

Supremo N° 350-2015-EF y sus modificatorias introducidas por el Decreto 

Supremo Nº 056-2017-EF. 

 

ii) Bajo dicho parámetro, es conveniente tener en cuenta que el arbitraje en 

materia de contrataciones del Estado es una institución jurídica de derecho 

público, así de acuerdo al numeral 45.3 del Artículo 45° de la Ley de 

Contrataciones del Estado (en adelante, la Ley o LCE) establece un orden 

de prelación para la aplicación normativa a la que se sujeta el arbitraje de 

esta materia, estableciendo una preferencia de las normas de derecho 

público respecto de las normas de derecho privado, las cuales se aplican en 

forma supletoria. 
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b. DEL EJERCICIO LEGÍTIMO DEL DERECHO DE DEFENSA DE LAS PARTES 
 

iii) El DEMANDANTE presentó su Demanda Arbitral dentro del plazo otorgado, 

la cual fue admitida por el Tribunal Arbitral. Por su parte, el DEMANDADO 

representada por la Procuraduría Pública del Gobierno Regional de 

Cajamarca fue debidamente emplazada con dicha demanda, habiendo 

ejercido su derecho a contradecir, deduciendo también una excepción de 

caducidad, la cual fue desestimada conforme se aprecia en el Laudo Parcial 

emitido. 

 

iv) Las partes, durante el transcurso del presente proceso arbitral, ofrecieron 

medios probatorios que fueron incorporados por el Tribunal Arbitral para 

tener mayores elementos para resolver. 

 

v) Las partes tuvieron plena libertad para ofrecer y actuar todos los medios 

probatorios que consideraran pertinentes, sin limitación alguna, así como 

para expresar sus posiciones de hecho y de derecho, respetando en todo 

momento el Tribunal Arbitral su irrestricto ejercicio del derecho de defensa 

en igualdad de condiciones en resguardo del debido proceso. 

 

vi) Finalmente, es necesario destacar que el hecho que una afirmación o un 

elemento probatorio que no haya sido mencionado de manera explícita en 

el Laudo Arbitral, no quiere decir que no haya sido revisado, analizado y 

valorado; simplemente, que al momento de crear convicción, se han 

ponderado algunos elementos de prueba o argumentos que han contribuido 

a la toma de decisión y sentido de la materia controvertida, ello en 

consonancia por lo dispuesto por el máximo intérprete de nuestra 

Constitución, el cual con ocasión de la emisión de la Sentencia N° 01230-

2002- HC/TC dispuso (SIC): “La Constitución no garantiza una 
determinada extensión de la motivación, por lo que su contenido esencial 

se respeta siempre que exista fundamentación jurídica, congruencia entre lo 
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pedido y lo resuelto y, por sí misma, exprese una suficiente justificación de 

la decisión adoptada, aun si esta es breve o concisa, o se presenta el 

supuesto de motivación por remisión. Tampoco garantiza que, de manera 
pormenorizada, todas las alegaciones que las partes puedan formular 
dentro del proceso sean objeto de un pronunciamiento expreso y 
detallado”. (Subrayado y énfasis agregado) 

 

c. SOBRE LA APLICACIÓN DE LAS NORMAS DE DERECHO PÚBLICO 
 

vii) Cabe señalar en este punto, que todo Laudo Arbitral, salvo los que 

sustancian temas de nulidad de contratos, deriva de la etapa de ejecución 

contractual, donde la naturaleza de la relación sustancial entre las partes 

contractuales no se regula por normas de derecho público entendidas bajo 

la relación administración - administrado que contiene la LPAG, sino a la luz 

de una situación especial, nacida de la propia naturaleza de un contrato 

administrativo. 

 

viii) Para mayor detalle, es necesario considerar la Opinión N° 001-2020/DTN en 

la que se hace referencia a lo expuesto por la Consulta Jurídica N° 17-2018- 

JUS/DGDNCR de la Dirección General de Desarrollo Normativo y Calidad 

Regulatoria del Ministerio de Justicia y Derecho Humanos, considerando 

que dicha opinión no constituye norma de obligatoria aplicación ni genera 

vinculación, sin embargo, rescatamos su alcance lógico jurídico, conforme 

lo expuesto en ella: 

 

“Opinión N° 001-2020/DTN 
[…] 
Consulta Jurídica N° 17-2018- JUS/DGDNCR 
[…] 
 55. El proceso de contratación, en general, consta de varias etapas, 

empezando por los actos preparatorios, el desarrollo del proceso de 

contratación y finalmente la ejecución del contrato. Durante los actos 
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preparatorios, no hay ninguna relación especial de la administración 

hacia los ciudadanos, a quienes se les considera administrados. De 

igual manera, durante el desarrollo del proceso de contratación, los 

postores no cambian su estatus jurídico frente a la Administración, 

pues también son considerados como administrados.  

 

56. Durante la etapa de ejecución contractual la relación jurídica se 

desarrolla entre los proveedores del Estado y la entidad pública 

contratante. Estos proveedores del Estado ya no son 
considerados como administrados, sino que existe entre ellos y 
la entidad contratante una relación contractual, que se rige ya 
no por las normas del Procedimiento Administrativo General, 
sino por lo dispuesto, en primer lugar, en el contrato, luego, en 
las bases y términos de referencia y finalmente en las normas 
de contrataciones del Estado. Los proveedores del Estado no 

tienen la calidad de administrados ante la entidad contratante, por lo 

que las normas sustantivas aplicables a la relación jurídica 

contractual que se ha generado no son las normas de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General (...)." 

 

(Subrayado y énfasis agregado) 

 

En base a lo expuesto, podemos afirmar que, en la etapa de ejecución 

contractual, existe una normativa propia, la Ley y su Reglamento que 

regulan las actuaciones de las Partes, asimismo, debe considerarse que la 

LPAG no regula las relaciones contractuales de las entidades públicas, sino 

las actuaciones de la función administrativa del Estado1 y el procedimiento 

administrativo común. 

 
1 Uno de los elementos diferenciales de la función administrativa, según Christian Guzmán Napurí, es que 

manifiesta una "(...) relación directa con los administrados, de tal manera que las actividades que desempeña 
la Administración Pública los afectan de manera directa. Asimismo, dicha función se encuentra sometida al 
principio de legalidad, y en especial, a la ley emanada del Parlamento (...)" (El subrayado es agregado). Un 
Acercamiento al Concepto de Función Administrativa en el Estado de Derecho. Revista Asociación Civil 
Derecho & Sociedad. Publicación N° 31. Pág. 291. 
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ix) En ese entendido, durante la ejecución contractual por un lado se observan 

que pueden confluir instituciones del derecho público, en cuanto a las 

actuaciones de las entidades y también confluyen instituciones de derecho 

privado, en tanto al cumplimiento de las prestaciones, siempre que no se 

encuentran reguladas en la Ley y su Reglamento, es decir de forma 

supletoria. 

 

x) Por ello, considerando el criterio desarrollado en diversas opiniones2 de la 

Dirección Técnica Normativa del OSCE, ante la ausencia de regulación de 

algún hecho o situación en la normativa de contrataciones del Estado que 

se ocupa de la ejecución contractual, será necesario recurrir, 

supletoriamente, a las disposiciones del Código Civil que resulten 

compatibles, y no a las disposiciones de la LPAG, pues, como se ha dicho, 

estas resultarían incompatibles con la lógica contractual.  

 

xi) Sin embargo, como se ha señalado previamente, en la etapa de ejecución 

contractual, si bien, no existe una relación administración - administrado y 

existe una normativa propia (Ley y Reglamento) y de aplicación supletoria 

(Código Civil), ello, no afecta ni excluye cuando corresponda, la aplicación 

de las disposiciones de la LPAG a las actuaciones que permiten a las 

Entidades manifestar su voluntad en el marco de una relación contractual 

bajo el ámbito de la normativa de contrataciones del Estado. 

 

IV. FIJACIÓN DE PUNTOS CONTROVERTIDOS Y ADMISIÓN DE MEDIOS 
PROBATORIOS 

 

IV.1. FIJACIÓN DE PUNTOS CONTROVERTIDOS 
 

Mediante Orden Procesal N° 07 se fijaron los puntos controvertidos 

 
2 Opiniones Nº 107-2012/DTN, Nº 130-2018/DTN y Opinión N° 099-2022/DTN, de las cuales se puede observar 

que lo expuesto es un aspecto que se ha sostenido en el tiempo e incluso trasciende regímenes normativos. 
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siguientes: 

 

PRIMER PUNTO CONTROVERTIDO DERIVADO DE LA PRIMERA 
PRETENSIÓN PRINCIPAL: Determinar si corresponde o no que se 

declare la nulidad y/o invalidez y/o ineficacia de la notificación del Oficio N° 

592-2022-GR.CAJ/PROREGION/DE efectuada por la Unidad Ejecutora de 

Programas Regionales - PROREGION del Gobierno Regional de 

Cajamarca. 

 
SEGUNDO PUNTO CONTROVERTIDO DERIVADO DE LA PRIMERA 
PRETENSIÓN ACCESORIA A LA PRIMERA PRETENSIÓN PRINCIPAL: 
Determinar si corresponde o no que se ordene a la Unidad Ejecutora de 

Programas Regionales - PROREGION del Gobierno Regional de 

Cajamarca notifique válidamente el Oficio N° 592-2022-

GR.CAJ/PROREGION/DE al CONSORCIO LOS ANDES a su domicilio 

ubicado en el Jr. San Martín N° 706, distrito y provincia de Chota, 

departamento de Cajamarca conforme lo establece la cláusula vigésimo 

segunda del Contrato de Ejecución de Obra N° 006-2018-

GR.CAJ/PROREGION/DE. 
 

TERCER PUNTO CONTROVERTIDO DERIVADO DE LA SEGUNDA 
PRETENSIÓN PRINCIPAL: Determinar si corresponde o no que se 

declare la nulidad y/o invalidez y/o ineficacia de la Resolución Directoral 

Ejecutiva N° 19-2023-GR-CAJ/PROREGION/DE y su notificación 

efectuada vía whatsapp; y en consecuencia, deje sin efecto el 

consentimiento de la liquidación de obras complementarias del proyecto: 

“Mejoramiento y ampliación de los sistemas de agua potable, alcantarillado 

y tratamiento de aguas residuales de la ciudad de Bambamarca, 

departamento de Cajamarca”. 

 

CUARTO PUNTO CONTROVERTIDO DERIVADO DE LA PRETENSIÓN 
ACCESORIA A LA SEGUNDA PRETENSIÓN PRINCIPAL: Determinar si 
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corresponde o no que se declare que no corresponde que el CONSORCIO 

LOS ANDES pague a la Unidad Ejecutora de Programas Regionales - 

PROREGION del Gobierno Regional de Cajamarca el monto de S/ 

366,086.68 Soles, por no encontrarse consentida la liquidación de obra. 

 
QUINTO PUNTO CONTROVERTIDO DERIVADO DE LA TERCERA 
PRETENSIÓN PRINCIPAL: Determinar si corresponde o no que se ordene 

a la Unidad Ejecutora de Programas Regionales - PROREGION del 

Gobierno Regional de Cajamarca asuma el integro de los costos arbitrales 

y demás gastos en que tenga que incurrir el CONSORCIO LOS ANDES 

para su mejor defensa en el proceso arbitral. 

 

IV.2   MEDIOS PROBATORIOS 
 

Para efectos del proceso, se consideran los medios probatorios ofrecidos 

por las partes que han sido admitidos conforme al siguiente detalle: 

 

Medios probatorios presentados por el DEMANDANTE: Se admiten los 

medios probatorios ofrecidos por el DEMANDANTE en su escrito de 

demanda arbitral. 

 

Medios probatorios presentados por la DEMANDADA: Se admiten los 

medios probatorios ofrecidos por el DEMANDADO en su escrito de 

contestación de demanda arbitral. 

 

V. ANÁLISIS DE LOS PUNTOS CONTROVERTIDOS 
 

6.1 Previo al análisis de fondo de los puntos controvertidos del presente arbitraje, 

es necesario señalar que conforme se han propuesto los argumentos de tesis 

y de antítesis formulados por las Partes, se abordará en forma conjunta el 

Primer, Segundo, Tercero y Cuarto Punto Controvertido por guardar relación 

conceptual y de efectos entre éstas, ello con la finalidad de obtener un Laudo 



        
 
                                                                                              

   
EXPEDIENTE: 010-2023-CA 

 CONSORCIO LOS ANDES Vs GOBIERNO REGIONAL DE CAJAMARCA   
 

15 
 

CÁMARA DE COMERCIO Y 
PRODUCCIÓN DE CAJAMARCA 

Arbitral integral y sin recurrir a pleonasmos que no permitan su comprensión. 

 

6.2 Asimismo, es necesario iniciar la estructuración de este Laudo, delineando y 

estableciendo un marco conceptual que permita dilucidar adecuadamente la 

resolución de la presente controversia, ello para un mayor abundamiento y 

comprensión de las partes del presente arbitraje, abordando primigeniamente 

lo que se comprende como un contrato administrativo. 

 

El contrato como punto de partida 
 

6.3 El contrato desde un punto de vista netamente civilista, se le puede definir 

como el acuerdo de voluntades para crear, modificar o extinguir relaciones 

jurídicas patrimoniales; siendo que, en el ámbito civil, la voluntad de las partes 

tiene una esencial importancia para definir lo que vendría a ser el esquema 

contractual, estableciéndose que el contrato es una relación horizontal entre 

las personas que integran el pacto.  

 

6.4 En ese sentido, dentro de esa autonomía de la voluntad, las partes suelen 

pactar conforme a su conveniencia, resultando que muchas veces se obligan 

concatenadamente, en este tipo de contratos se genera un nexo especial que 

la doctrina ha denominado “correspondencia o reciprocidad” y que consiste 

en la interdependencia entre los contratantes, por lo que en tal sentido cada 

una no está obligada por sus propias prestaciones sino porque la contraparte 

debe otras prestaciones. 

 

6.5 En consecuencia, las prestaciones a cargo de una de las partes contractuales 

constituyen el presupuesto indeclinable de las prestaciones de la otra, en ese 

sentido las obligaciones de una parte se encuentran ligadas a las obligaciones 

de su contraparte conformándose el sinalagma contractual, a dicho tipo de 

contratos se le suele denominar como “contratos de prestaciones recíprocas”, 

tal como lo es el CONTRATO propiamente dicho. 
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6.6 Sobre el particular, el tratadista Manuel De La Puente y Lavalle3 señala lo 

siguiente: 

 

“[…] Basta que los contratantes acuerden, mediante el consentimiento, 

que existen obligaciones vinculadas entre sí por ese mismo 

consentimiento, para que en virtud de la fuerza obligatoria que la ley 

concede al contrato, la obligación de contratante sea correlativa a la 

obligación del otro y corran paralelas durante toda la vida del contrato 

[…]” 

 

Bajo dicha premisa, podemos colegir que un contrato será de prestaciones 

recíprocas cuando las partes intervinientes sean acreedoras y deudoras una 

respecto de la otra. 

 
El contrato público como instrumento de la contratación pública 

 

6.7 Sin embargo, dentro del esquema general de la contratación, no sólo existen 

los contratos a los que se obligan los particulares, sino existen aquellos donde 

uno de los intervinientes resulta ser el Estado o una dependencia de éste 

otorgándole un cariz, tratativa y regulación distinta. 

 

6.8 En esa línea de análisis, mientras que en la contratación civil prima la 

autonomía privada que presupone que las partes están son iguales ante la 

ley, en la contratación administrativa se establece una suerte de desigualdad 

entre los suscribientes. En ese sentido es útil traer a colación lo expuesto por 

los autores Eduardo García Enterría y Tomás Ramón Fernández4: 

 

 
3 DE LA PUENTE Y LAVALLE; MANUEL. Estudios del Contrato Privado. Cultural Cuzco S.A. editores, Lima 

1983. Tomo I. Pág. 477.  
 
4 GARCÍA DE ENTERRÍA; EDUARDO y FERNÁNDEZ; TOMÁS RAMÓN. Curso de Derecho Administrativo. 

Palestra Editores S.A.C., Lima, 2006. Tomo I. Pág. 737. 
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[…] Los contratantes civiles suponen esencialmente la existencia de los 

contratantes en pie de igualdad, mientras que en los contratos 

administrativos las partes se reconocen desiguales, en la medida en que 

una de ellas representa el interés general, el servicio público, y la otra 

sólo puede exhibir su propio y particular interés […]”. 

 

Sin embargo, independientemente de la naturaleza civil o administrativa que 

pudiera atribuírsele a un contrato donde una parte signataria es el Estado o 

una dependencia administrativa de éste, lo cierto es que el contrato genera 

obligaciones y crea vinculaciones entre las partes, como bien lo afirma el 

tratadista Manuel De La Puente y Lavalle5: 

 

“[…] No interesa que el contrato sea civil o administrativo. Basta que sea 

contrato, por cuanto, como se ha visto, tanto en derecho privado como en 

el derecho público el contrato crea relaciones jurídicas entre las partes y 

es obligatorio para ellas […] En ambos derechos es una fuente de 

obligaciones. Y también en ambos la obligación contractual es lo mismo: 

un deber jurídico que ata a las partes […]” 

 

En un contrato administrativo, la administración pública conserva para sí, su 

potestad y poder frente su contraparte, no obstante, ello no impide el 

surgimiento de prestaciones recíprocas a los que las partes pese a sus 

prerrogativas se obligan a su cumplimiento. 

 

La especial naturaleza de un contrato administrativo y su ubicuidad en 
la regulación normativa 

 

6.9 Precisado lo anterior, un contrato administrativo crea obligaciones recíprocas 

entre las partes signatarias, a efectos de implementar el desarrollo de una 

consultoría o ejecución de obras o el abastecimiento de bienes y servicios con 

 
5  DE LA PUENTE Y LAVALLE; MANUEL. El Contrato en General. Comentarios a la Sección Primera del Libro 

VII del Código Civil. Volumen XI. Cultural Cuzco S.A. editores. Pág. 367. 
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el fin de dar continuidad o ampliar la cobertura de los servicios de la 

administración pública dentro del marco de las contrataciones del Estado. 

 

6.10 Conforme a lo expuesto, se tiene que en un contrato administrativo las partes 

vienen a ser el Estado y un particular, existiendo una relación de desigualdad, 

siendo que dichos contratos por su naturaleza son regulados por el derecho 

público, al respecto, Christian Guzmán Napurí asevera: 

 

“[…] El objeto de este contrato se rige, en consecuencia, por el derecho 

público. Si bien en todo contrato administrativo tiene que participar por lo 

menos un órgano público en ejercicio de función administrativa […]”. 

 

Así las cosas, un contrato administrativo es regulado por las normas 

emanadas del derecho público, en consecuencia, las normas que regulan las 

contrataciones del Estado son la Ley y el Reglamento, dispositivos legales 

que se aplican, como regla general, a las contrataciones de bienes, servicios 

u obras, que realicen los organismos públicos, en el marco de sus funciones 

y que se salden con cargo a fondos públicos. 

 

6.11 En ese sentido, el sistema de contrataciones del Estado está regulado por 

cuerpos normativos a los cuales deberán sujetarse las entidades públicas que 

no se encuentren comprendidas en supuestos de exclusión o no cuenten con 

una norma específica que regule sus procedimientos de contratación. 

 

6.12 Ahora bien, de una revisión exhaustiva de los puntos controvertidos 

sometidos a decisión del Tribunal Arbitral, se señala que resulta conveniente 

juntar determinados puntos controvertidos, para su análisis conjunto, dado 

que comparten similar naturaleza, siendo que un análisis individual implicaría 

un innecesario pleonasmo que aportaría complejidad para una adecuada 

comprensión de este Laudo Arbitral, en ese sentido, se ha considerado 

abordar en forma conjunta el Primer, Segundo, Tercero y Cuarto Punto 

Controvertido; y Quinto Punto Controvertido en ejes controversiales, para una 
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mejor comprensión del presente Laudo. 

 

PRIMER, SEGUNDO, TERCER Y CUARTO PUNTO CONTROVERTIDO 
 

Determinar si corresponde o no que se declare la nulidad y/o invalidez y/o 

ineficacia de la notificación del Oficio N° 592-2022-GR.CAJ/PROREGION/DE 

efectuada por la Unidad Ejecutora de Programas Regionales – PROREGION del 

Gobierno Regional de Cajamarca. 

 

Determinar si corresponde o no que se ordene a la Unidad Ejecutora de 

Programas Regionales - PROREGION del Gobierno Regional de Cajamarca 

notifique válidamente el Oficio N° 592-2022-GR.CAJ/PROREGION/DE al 

CONSORCIO LOS ANDES a su domicilio ubicado en el Jr. San Martín N° 706, 

distrito y provincia de Chota, departamento de Cajamarca conforme lo establece 

la cláusula vigésimo segunda del Contrato de Ejecución de Obra N° 006-2018-

GR.CAJ/PROREGION/DE. 

 

Determinar si corresponde o no que se declare la nulidad y/o invalidez y/o 

ineficacia de la Resolución Directoral Ejecutiva N° 19-2023-GR-

CAJ/PROREGION/DE y su notificación efectuada vía whatsapp; y en 

consecuencia, deje sin efecto el consentimiento de la liquidación de obras 

complementarias del proyecto: “Mejoramiento y ampliación de los sistemas de 

agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales de la ciudad de 

Bambamarca, departamento de Cajamarca”. 

 

Determinar si corresponde o no que se declare que no corresponde que el 

CONSORCIO LOS ANDES pague a la Unidad Ejecutora de Programas regionales 

- PROREGION del Gobierno Regional de Cajamarca el monto de S/ 3,66,086.68 

Soles, por no encontrarse consentida la liquidación de obra. 
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 Resumen de la posición del DEMANDANTE 
 

6.13 Sobre el presente eje controversial, el DEMANDANTE ha sostenido que una vez 

suscrito el CONTRATO y procediéndose a su ejecución, éste tuvo una serie de 

complicaciones, que demandaron la suspensión del plazo contractual, hasta en 

dos (2) ocasiones, siendo que finalmente por intermedio de la resolución Directoral 

Ejecutiva N° 227-2019-GR.CAJ/PROREGION/DE, se aprobó el Adicional de Obra 

N° 01 con Deductivo Vinculante N° 01. 

 

6.14 Sin embargo, conforme a la tesis del DEMANDANTE, la problemática continuó, 

esta vez en torno a la entrega de un terreno denominado “Tres Chorros” por donde 

se había proyectado la instalación de una línea de conducción en el marco de 

ejecución del proyecto, obligación que el DEMANDADO no cumplió y producto de 

ello, se efectuaron apercibimientos de resolución del CONTRATO. 

 

6.15 En la narrativa del DEMANDANTE, se tiene que con Carta Notarial N° 01-2021-

RCCA del 18 de enero de 2021, se apercibió de dicha obligación al DEMANDADO, 

ante el caso omiso de dicho requerimiento para el cumplimiento de la entrega del 

precio antes mencionado, se procedió a remitir la Carta Notarial N° 02-2021-RCCA 

del 14 de junio de 2021 y la Carta Notarial N° 03-2021-RCCA del 14 de setiembre 

de 2021, finalmente, ante la no entrega del predio, con Carta Notarial N° 04-2021-

RCCA del 30 de setiembre de 2021, el DEMANDANTE optó por resolver el 

CONTRATO. 

 

6.16 Señaló también que, por problemas en torno al acto de constatación física de la 

obra e inventarios, no se pudo efectuar la liquidación de la obra por parte del 

DEMANDANTE, situación que fue aprovechada por el DEMANDADO para 

proceder a efectuar dicha liquidación de obra. 

 

6.17 Precisó en ese sentido, que con fecha 19 de enero de 2023 y de una forma 

irregular, la propia secretaria de la entidad que gestionaba el contrato, esto es 
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PROREGIÓN notificó la Resolución Directoral Ejecutiva N° 19-2023-

GR.CAJ/PROREGIÓN/DE, en la que se declaró por consentida la liquidación de 

obra, cabe precisar, que conforme a lo sostenido por el DEMANDANTE la 

precitada liquidación habría sido remitida con el Oficio N° 592-2022-

GR.CAJ/PROREGION/DE de fecha 21 de junio de 2022, no obstante, ha 

argumentado que ello no ha sucedido así, detallando que recién tomó 

conocimiento de dicha comunicación el 19 de enero de 2023, cuando en forma 

irregular la secretaria de PROREGIÓN a través del número de celular: 913017034 

y mediante el aplicativo denominado “whatsapp” remitió la citada resolución 

directoral al número de celular 951636489 cuyo usuario es la persona de Emilio 

Gálvez Benavides, accionista de Consultora y Ejecutora Grupo Gálvez S.A.C., 

empresa integrante del CONSORCIO LOS ANDES (DEMANDANTE).  

 

6.18 Que, en ese sentido, el DEMANDANTE sostiene que al no habérsele notificado el 

Oficio N° 592-2022-GR.CAJ/PROREGION/DE, no se ha podido configurar por 

consecuencia ningún plazo perentorio ni mucho menos se puede tener por 

consentida la liquidación efectuada por el DEMANDADO, toda vez, que según su 

versión de los hechos no se le habría puesto en conocimiento, no pudiendo ejercer 

su derecho a formular observaciones o presentar su propia versión de la 

liquidación de obra. 

 

6.19 Considerando lo expuesto, el DEMANDANTE precisó que la liquidación de obra 

efectuada por el DEMANDADO no puede surtir los efectos establecidos en el 

artículo 179° del Reglamento, precisando que al efectuarse el proceso de 

conciliación, tomó conocimiento por parte del DEMANDADO que el Oficio N° 592-

2022-GR.CAJ/PROREGION/DE habría sido notificado por la página web  

WeTransfer  a la dirección de correo electrónico, sin embargo, el DEMANDANTE 

precisó que era obligación del DEMANDADO asegurarse de la recepción del 

citado correo electrónico; por lo que, al no obtener confirmación de dicha recepción 

debió proceder conforme lo señalado en el artículo 20° del TUO de la LPAG y 

proceder a notificar en forma física en el domicilio signado en el CONTRATO, 

hecho que finalmente no sucedió. 



        
 
                                                                                              

   
EXPEDIENTE: 010-2023-CA 

 CONSORCIO LOS ANDES Vs GOBIERNO REGIONAL DE CAJAMARCA   
 

22 
 

CÁMARA DE COMERCIO Y 
PRODUCCIÓN DE CAJAMARCA 

 
6.20 Aunado a ello, el DEMANDANTE en la audiencia de ilustración de hechos y 

en su escrito de alegatos, los cuales obran en el expediente arbitral, exhibió la 

información publicada en la página web de WeTransfer, en la cual se puede leer 

que existen los emails de confirmación cuando el destinatario haya descargado la 

transferencia realizada, precisamente para dar certeza al remitente que la 

información y/o documentación enviada ha sido debidamente descargada. 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

6.21 Es por ello, que el DEMANDANTE manifestó que si la remisión del Oficio N° 
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592-2022-GR.CAJ/PROREGION/DE con toda su información y/o documentación 

anexa hubiera sido recibida en su correo y descargada por él, entonces el 

DEMANDADO hubiera recibido un email de confirmación de descarga del citado 

documento, con el cual se acreditaría que fue válidamente notificado. 

 
6.22 Asimismo, el DEMANDANTE en su escrito de alegatos manifestó que, según 

el artículo 209 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, el plazo que 

tenía para pronunciarse sobre la liquidación realizada por el DEMANDADO era de 

15 días, y que este plazo se habría visto vulnerado, toda vez que, del correo 

electrónico presentado por el DEMANDADO se aprecia que el Oficio N° 592-2022-

GR.CAJ/PROREGION/DE fue remitido por vía WeTransfer al DEMANDANTE el 21 

de junio de 2022 y que el 28 de junio de 2022 caducaba dicha transferencia y no se 

podría realizar descarga alguna, por lo que, argumenta, solo durante 7 días se podía 

tener acceso a la liquidación realizada por el DEMANDADO y no por el plazo de 15 

días, que era el plazo que le correspondía de acuerdo al artículo 209 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado. En tal sentido, el 

DEMANDANTE alegó que el DEMANDADO debía garantizar un medio de 

notificación que le permita poder pronunciarse durante los 15 días siguientes a la 

notificación y no solo durante 7 días y que dada esta situación y habiéndose 

establecido un domicilio físico en el contrato correspondía que la notificación del 

Oficio N° 592-2022-GR.CAJ/PROREGION/DE se realice a través de este y no por 

vía WeTransfer al correo electrónico. 

 

6.23 En ese sentido, el DEMANDANTE solicitó que, conforme a los argumentos 

expuestos y las actuaciones efectuadas por el DEMANDADO, corresponde se 

acoja su petitorio, requiriendo se declare fundado en su integridad. 

 

Resumen de la posición del DEMANDADO 
 

6.24 Por su parte, el DEMANDADO ha sostenido enfáticamente que ante la omisión del 

DEMANDANTE de haber efectuado la liquidación de obra conforme al artículo 

179° del Reglamento, le correspondía a ésta el efectuarlo habiendo desarrollado 
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su liquidación de forma óptima y adecuada, arrojando finalmente un resultado que 

se hizo conocer al DEMANDANTE a través del Oficio N° 592-2022-

GR.CAJ/PROREGION/DE. 

 

6.25 Que, en ese sentido, el DEMANDADO ha expuesto que el centro del eje 

controversial radica en determinar si la notificación efectuada a través de medios 

electrónicos del Oficio N° 592-2022-GR.CAJ/PROREGION/DE resulta válida o no, 

en ese entendido sostiene que las actuaciones del DEMANDADO se basaron en 

lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 49° de la Ley, dispositivo que le habilitaba 

a efectuar la notificación a través de medios electrónicos como lo es el correo 

electrónico. 

 

6.26 Más aún, sostiene el DEMANDADO, en el propio CONTRATO se establecieron 

los correos electrónicos que las Partes habilitaron para recibir documentación 

relativa a la ejecución contractual, como lo fue el resultado de la liquidación de 

obra, puesto en conocimiento del DEMANDANTE, sosteniendo que sí se hizo de 

su conocimiento dicha comunicación. 

 

6.27 De esta forma, el DEMANDADO recalcó que el Oficio N° 592-2022-

GR.CAJ/PROREGION/DE, ha sido notificado válidamente y por tanto es eficaz, 

siendo inadecuada la actuación del DEMANDANTE al pretender desconocer su 

notificación, manifestando complementariamente que ha demostrado haber 

enviado el oficio al correo consignado en el CONTRATO, en el mismo que se 

aprecia que ha sido enviado correctamente. 

 

6.28 En esa idea, el DEMANDADO alegó que la notificación de la liquidación fue 

realizada con fecha 21 de junio del 2022, por lo tanto, el DEMANDANTE contó con 

quince (15) días calendario, para emitir pronunciamiento, plazo que venció el día 

6 de julio de 2022, y al no haber ningún pronunciamiento por parte del consorcio 

la liquidación de obra ha quedado consentida, no habiendo forma de revertir dicha 

situación. 
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6.29 Por otro lado, respecto a la notificación de la Resolución Directoral Ejecutiva N° 

19-2023-GRCAJ/PROREGION/DE, precisó el DEMANDADO que si bien es cierto, 

existiría un mensaje vía el aplicativo “whatsapp” emitido desde el teléfono celular 

N° 913017034, identificado como “Marisol PROREGION”; y, que fuera dirigido a 

la persona de Emilio Gálvez Benavides con teléfono celular N° 951636489, 

trabajador del CONSORCIO LOS ANDES, esta comunicación ha surtido efectos, 

puesto que el DEMANDANTE efectivamente tomó conocimiento de ésta, 

pronunciándose al respecto. 

 

6.30 Finalmente, el DEMANDADO señaló que la Resolución Directoral Ejecutiva N° 19-

2023-GRCAJ/PROREGION/DE tiene carácter meramente declarativo, sin 

posibilidad de generar obligaciones distintas a las que se derivan del 

consentimiento de la liquidación; por lo que, si se deja sin efecto no afecta la 

situación jurídica establecida mediante el consentimiento de la liquidación de obra. 

 

Posición definitiva del señor Árbitro José Félix Novoa Tello  
 

Delimitación de la controversia 
 

6.31 A efectos de iniciar el análisis del presente eje controversial, es necesario 

establecer que el Tribunal Arbitral en general y cada Árbitro en particular, dentro 

del marco de sus funciones, potestades y competencias sólo puede resolver lo 

que las partes hayan puesto a su consideración y que resulten materias 

controvertidas susceptibles de un pronunciamiento jurídico, bajo dicho supuesto, 

es necesario precisar que no es materia controvertida y por tanto de análisis la 

revisión cuantitativa de la liquidación de obra, dado que conforme se observa de 

las pretensiones, el DEMANDANTE requiere un pronunciamiento en el fuero 

arbitral respecto de la notificación de la liquidación de obra y sus consecuencias 

que a partir de ello se derivan. 

 

6.32 En ese sentido, considerando los argumentos expuestos por las Partes, el 

DEMANDANTE sostiene que: 
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(i) La liquidación de obra supuestamente notificada a través del Oficio N° 592-

2022-GR.CAJ/PROREGION/DE no sería válida, dado que el 

DEMANDADO al notificar no conoció que dicha disposición fue remitida 

efectivamente al DEMANDANTE conforme lo requerido por la Ley y el TUO 

de la LPAG, ello a juicio y criterio de este último. 

(ii) Si la remisión del Oficio N° 592-2022-GR.CAJ/PROREGION/DE hubiera 

sido recibida en su correo y descargada por él, entonces el DEMANDADO 

hubiera recibido un email de confirmación de descarga del citado 

documento (de acuerdo a la información que figura en la página web de 

WeTransfer exhibida que obra en su página web), con el cual se acreditaría 

que fue válidamente notificado. 

(iii) Según el artículo 209 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del 

Estado, el plazo que tenía para pronunciarse sobre la liquidación realizada 

por el DEMANDADO era de 15 días, y que este plazo se habría visto 

vulnerado, toda vez que, del correo electrónico presentado por el 

DEMANDADO se aprecia que el Oficio N° 592-2022-

GR.CAJ/PROREGION/DE fue remitido por vía WeTransfer al 

DEMANDANTE el 21 de junio de 2022 y que el 28 de junio de 2022 

caducaba dicha transferencia y no se podría realizar descarga alguna, por 

lo que, argumenta que solo durante 7 días se podía tener acceso a la 

liquidación realizada por el DEMANDADO y no por el plazo de 15 días, que 

era el plazo que le correspondía de acuerdo al artículo 209 del Reglamento 

de la Ley de Contrataciones del Estado.  

(iv) El DEMANDADO debía garantizar un medio de notificación que le permita 

al DEMANDANTE poder pronunciarse durante los 15 días siguientes a la 

notificación del Oficio N° 592-2022-GR.CAJ/PROREGION/DE y no solo 

durante 7 días y que dada esta situación y habiéndose establecido un 

domicilio físico en el contrato correspondía que la notificación del Oficio N° 

592-2022-GR.CAJ/PROREGION/DE se realice a través de este y no por 

vía WeTransfer al correo electrónico. 
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6.33 Conforme a ello, en lo que respecta al presente eje controversial, es necesario 

señalar que el punto álgido que radica para desentrañarlo, es el determinar a si el 

DEMANDADO procedió a notificar la liquidación de obra contenida en el Oficio N° 

592-2022-GR.CAJ/PROREGION/DE de manera correcta, toda vez que éste fue 

remitido a través de un medio electrónico. 

 

6.34 Corresponde ahora, abordar conceptos básicos referidos al presente eje 

controversial, toda vez que debemos dilucidar aspectos conceptuales en torno a 

lo que implica una liquidación de obra, su procedimiento en el marco de la 

ejecución contractual el régimen de notificaciones establecido en el CONTRATO. 

 

La liquidación del contrato y su procedimiento 
 

6.35 Debe indicarse que, una vez realizada la recepción de la obra, corresponde iniciar 

el procedimiento de liquidación del contrato de ejecución de obra, el mismo que 

debe considerar todos aquellos conceptos que hayan incidido en el costo de la 

obra. 

 

6.36 En esa medida, la liquidación del contrato de obra debe contener todos los 

conceptos que forman parte del costo total de la misma, tales como: las 

valorizaciones, los reajustes, los mayores gastos generales, la utilidad, los 

impuestos que afectan la prestación, las penalidades aplicables al contratista, los 

adelantos otorgados y sus amortizaciones, entre otros conceptos, los cuales 

deben estar debidamente sustentados con la documentación y los cálculos 

detallados que correspondan. 

 

6.37 Por tanto, la liquidación del contrato puede definirse6 como un procedimiento de 

cálculo técnico, bajo las condiciones legales y contractuales aplicables, que tiene 

por finalidad determinar, principalmente, el costo total de la obra y el saldo 

económico que pueda existir a favor o en contra de la entidad o el contratista. 

 
6 SALINAS SEMINARIO, Miguel. Costos, Presupuestos, Valorizaciones y Liquidaciones de Obra, Lima: 

Instituto de la Construcción y Gerencia (ICG), 2003, 2º edición, pág. 44. 
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6.38 Comparte nuestra posición lo expuesto por Retamozo Linares7, quien precisa: 

“La liquidación del contrato de ejecución de obra es el procedimiento por el 

cual las partes determinan el saldo final de la obra ya recibida, luego de un análisis 

técnico y financiero conforme a las estipulaciones y cláusulas del contrato. Este 

procedimiento supone incluir «todas las valorizaciones, los reajustes, los mayores 

gastos generales, la utilidad y los impuestos que afecten la prestación, conceptos 

que siempre forman parte del costo total de la obra. Adicionalmente, también 

pueden incorporarse otros conceptos autorizados por la normatividad de 

contrataciones del Estado como las penalidades aplicables al contratista, 

adelantos otorgados y sus amortizaciones, entre otros conceptos que se incluyen 

al cumplirse determinados supuestos y que determinan el saldo económico a favor 

de una de las partes”. 

 

6.39 Sobre el particular, es necesario precisar que el artículo 179° del Reglamento de 

la Ley desarrolla el procedimiento de liquidación de obra, para una mejor 

comprensión de la posición del A-Quo transcribimos la citada norma: 

 

“Reglamento de la Ley de Contrataciones 
[…] 
Artículo 179.- Liquidación del Contrato de Obra 

 

El contratista debe presentar la liquidación debidamente sustentada con 

la documentación y cálculos detallados, dentro de un plazo de sesenta 

(60) días o el equivalente a un décimo (1/10) del plazo vigente de 

ejecución de la obra, el que resulte mayor, contado desde el día siguiente 

de la recepción de la obra. Dentro del plazo máximo de sesenta (60) días 

de recibida, la Entidad debe pronunciarse con cálculos detallados, ya sea 

observando la liquidación presentada por el contratista o, de considerarlo 

 
7 RETAMOZO LINARES, Alberto. Contrataciones y adquisiciones del Estado y normas de control. Undécima 

Edición. Lima: Gaceta Jurídica, 2016, p. 328. 
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pertinente, elaborando otra, y notificar al contratista para que éste se 

pronuncie dentro de los quince (15) días siguientes. 

 

En caso el contratista no presente la liquidación en el plazo previsto, 
es responsabilidad de la Entidad elaborar la liquidación en idéntico 
plazo, siendo los gastos a cargo del contratista. La Entidad notifica la 

liquidación al contratista para que éste se pronuncie dentro de los quince 

(15) días siguientes. 

 

La liquidación queda consentida o aprobada, según corresponda, 
cuando, practicada por una de las partes, no es observada por la 
otra dentro del plazo establecido. 

 

Cuando una de las partes observe la liquidación presentada por la otra, 

ésta debe pronunciarse dentro de los quince (15) días de haber recibido 

la observación; de no hacerlo, se considera aprobada o consentida, 

según corresponda, la liquidación con las observaciones formuladas. 

 

En el caso que una de las partes no acoja las observaciones formuladas 

por la otra, aquella debe manifestarlo por escrito dentro del plazo previsto 

en el párrafo anterior. En tal supuesto, la parte que no acoge las 

observaciones debe solicitar, dentro del plazo previsto en la Ley, el 

sometimiento de esta controversia a conciliación y/o arbitraje, vencido el 

plazo se considera consentida o aprobada, según corresponda, la 

liquidación con las observaciones formuladas. 

 

Toda discrepancia respecto a la liquidación, incluso las controversias 

relativas a su consentimiento o al incumplimiento de los pagos que 

resulten de la misma, se resuelve según las disposiciones previstas para 

la solución de controversias establecidas en la Ley y en el presente 

Reglamento, sin perjuicio del cobro de la parte no controvertida. 
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En el caso de obras contratadas bajo el sistema de precios unitarios, la 

liquidación final se practica con los precios unitarios, gastos generales y 

utilidad ofertados; mientras que en las obras contratadas bajo el sistema 

a suma alzada la liquidación se practica con los precios, gastos generales 

y utilidad del valor referencial, afectados por el factor de relación. 

 

 No se procede a la liquidación mientras existan controversias pendientes 

de resolver. 

 

(Subrayado y resaltado nuestro) 

 

Precisando en su extensión literal, que las partes involucradas en dicho 

procedimiento tienen determinados plazos perentorios para sus actuaciones, así, 

la naturaleza de dicho procedimiento conforme lo expuesto en el artículo señalado, 

contempla la existencia de plazos perentorios respecto de los cuales una vez 

vencidos, la parte afectada ya no puede ejercer su derecho, así, se tiene que el 

plazo para cualquier de las Partes para observar o no dejar consentir la liquidación 

de obra que efectúe su contraparte era de quince (15) días hábiles. 

 

6.40 Así, se tiene que el procedimiento de liquidación de obra prioriza los rasgos 

adversariales para otorgar a las partes la potestad de acudir o no en vía de 

solución de controversias, ello, dado que lo que se busca con el procedimiento de 

liquidación de obra, no es la conceptualización o desarrollo de un diseño; sino 

dicho procedimiento tiene por finalidad el cerrar el expediente de contratación 

determinando los saldos de ejecución presupuestal y de obra. 

 

Sobre el acto de notificar y ser notificado 
 

6.41 El acto de notificar implica poner en conocimiento a determinada persona, ya sea 

natural o jurídica de un hecho o noticia, con la finalidad que pueda tomar 

conocimiento de determinada situación y de esta forma pueda ejercer su 

correspondiente derecho, garantizando que el sujeto a quien va dirigida la 
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notificación pueda ejercer alguna actuación material, dado que éste también 

puede optar por no ejercer ningún derecho o atribución. 

 

6.42 En ese sentido, es necesario destacar que la notificación como aspecto 

conceptual se agota en la puesta a conocimiento con las debidas garantías del 

hecho que pretende dar a conocer, independientemente si el sujeto a quien fue 

dirigida hace o realiza alguna actuación. 

 

6.43 Para mayor énfasis al desarrollo conceptual de lo que implica la notificación, es 

necesario citar a nuestro máximo intérprete de la Constitución, el cual en diversos8 

pronunciamientos ha señalado lo siguiente: 

 

“EXP. N.° 00881-2022-PHC/TC  
[…]  
7. En relación con el acto de notificación subyace la necesidad de 

garantizar el ejercicio efectivo del derecho de defensa, pues por medio 

de aquel se pone en conocimiento de los sujetos procesales el 

contenido de las resoluciones judiciales. El Tribunal Constitucional ha 

señalado que la notificación es un acto procesal cuyo cuestionamiento 

o anomalía no genera, per se, la violación del derecho al debido 

proceso o a la tutela procesal efectiva, pues para que ello ocurra es 

indispensable que se constate o acredite de manera indubitable que, 

debido a la falta de una debida notificación, se vulneró de manera 

manifiesta, real y concreta el derecho de defensa u otro derecho 

constitucional directamente implicado en el caso en particular.  

 

6.44 Conforme a lo antes expuesto, se rescata que una notificación implica la 

posibilidad o potencialidad en el notificado de ejercer un derecho o atribución 

conforme le corresponda, siendo que la anomalía de una notificación no implica 

per se la vulneración de un derecho, sino sólo en la medida que la falta de 

 
8 Cabe señalar que similares pronunciamientos se pueden hallar en las sentencias emitidas en los Expedientes 01443-2019-

PHC/TC, 00789-2018PHC/TC y 03401-2012-PHC/TC. 
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notificación impida su ejercicio efectivo. 

 

6.45 Sobre lo expuesto, es necesario señalar que el ámbito de acción de las Partes es 

en el marco de ejecución del CONTRATO y conforme al procedimiento establecido 

en el artículo 179° del Reglamento, así, se tiene que una particularidad del caso 

en concreto es que las Partes fijaron las direcciones donde se debían efectuar las 

notificaciones de las comunicaciones respecto de las actuaciones contractuales, 

siendo la liquidación de obra un acto que debía notificarse en el marco de lo 

dispuesto en el CONTRATO. 

 

6.46 A mayor profundidad, es necesario glosar lo dispuesto en la Cláusula Vigésima 

Segunda del CONTRATO: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

De lo establecido en la dicha cláusula no solo se determina el régimen de las 

notificaciones del CONTRATO, sino el propio DEMANDANTE estableció la 

posibilidad que se le notifique vía electrónica, a través de la siguiente dirección de 

correo electrónico: agrovetgalvez1@hotmail.com. 

 

Respecto de los eventos ocurridos en torno a la notificación 
 

Conforme se ha señalado previamente, el fondo de la controversia radica en 

establecer si la notificación efectuada de la liquidación de obra por el 

 

mailto:agrovetgalvez1@hotmail.com
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DEMANDADO en el marco del CONTRATO y a una dirección electrónica 

consignada por el DEMANDANTE, resulta válida o por el contrario no lo es, dado 

que como ha argumentado el DEMANDANTE, el DEMANDADO debía corroborar 

la recepción de dicho documento, toda vez que, de acuerdo a la información 

pública en la página de WeTransfer exhibida en su página web, el DEMANDADO 

debió recibir un email de confirmación de descarga del Oficio N° 592-2022-

GR.CAJ/PROREGION/DE, con el cual se acreditaría que fue válidamente 

notificado; caso contrario debía notificar al domicilio físico. 

 

6.47 Que, en este punto es necesario acotar lo señalado previamente, que el 

marco del procedimiento de la liquidación de obra, se da en torno al artículo 179° 

del Reglamento y conforme lo dispuesto en la Cláusula Vigésimo Segunda del 

CONTRATO, asimismo, conforme se ha detallado en la parte introductoria del 

Laudo Arbitral, si bien en torno a la ejecución contractual como etapa de la 

contratación pública, resulta posible la aplicación de algunos parámetros, 

categorías e instituciones de derecho público, vale decir establecidas en el TUO de 

la LPAG, el régimen de notificaciones de aspectos contractuales tiene su propio e 

inherente desarrollo formado por la voluntad de las Partes. 

6.48 De este modo, no resulta aplicable al presente caso lo dispuesto como 

formas de notificación en el artículo 20° del TUO de la LPAG. En efecto, este artículo 

contempla tres formas de notificación, que deben ser aplicadas en orden de 

prelación; lo que no impide a la autoridad utilizar más de una forma complementaria, 

siempre que no desnaturalice el orden previsto, si así lo estima conveniente para 

mejorar las posibilidades de participación de los administrados. En tal sentido, la 

autoridad se encuentra impedida, bajo sanción de nulidad de la notificación, de 

suplir una modalidad con otra y modificar el orden de prelación establecido en el 

precitado artículo, que es el siguiente: 

a. Notificación personal. 
b. Notificación por medios alternativos. 
c. Publicación. 

 

6.49 Precisamente, en el presente caso ello no es obligatorio, pues las partes 

pactaron que se les notifique vía correo electrónico (según está detallado en el 
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numeral 6.46 de este Laudo), lo cual es perfectamente válido de acuerdo a lo 

establecido en el numeral 20.4 del Artículo 20 de la Ley 27444. 

 

6.50 En este orden, cabe de nuevo mencionar el pronunciamiento del EXP. N.° 

00881-2022-PHC/TC citado en el presente laudo, por intermedio del cual el Tribunal 

Constitucional ha indicado que una notificación defectuosa por sí sola no viola el 

derecho al debido proceso o a la tutela procesal efectiva, porque para que haya una 

violación, es necesario demostrar de manera clara que la falta de una correcta 

notificación afectó de manera concreta y directa el derecho de defensa u otro 

derecho constitucional relevante en el caso. 

 

6.51 Es importante esa posición del Tribunal Constitucional para el análisis y decisión 

de este caso como se verá más adelante.  

 
6.52 Ahora bien, es necesario precisar que el DEMANDADO ha alegado que el Oficio 

N° 592-2022-GR.CAJ/PROREGION/DE fue notificado al siguiente correo 

electrónico: agrovetgalvez1@hotmail.com, a mayor detalle adjuntamos el citado 

oficio: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

mailto:agrovetgalvez1@hotmail.com
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Asimismo, precisó que fue notificado a través del siguiente correo electrónico: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Entonces, de acuerdo a lo evidenciado, se tiene que con fecha 21 de junio 

de 2022, el DEMANDADO notificó un documento denominado: “LIQUIDACIÓN 

BAMBAMARCA - JUNIO 2022 – ESCANEO.pdf”, respecto del cual el sistema 

informático señaló su correcta remisión conforme se puede observar en el cuadro 

glosado. Asimismo, se evidencia la fecha de caducidad: 28 de junio de 2022. 

 

6.53 Complementariamente, en la siguiente hoja del acuse de remisión, se observan 

los siguientes detalles: 
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6.54 Siendo que la controversia principal radica en la determinación de un proceder 

correcto o no del DEMANDADO en la notificación de la liquidación de obra 

contenida en el Oficio N° 592-2022-GR.CAJ/PROREGION/DE, siendo muy 

importante considerar siempre que dicha notificación fue realizada vía correo 

electrónico de acuerdo con lo pactado por las partes en litigio, es imprescindible 

analizar si ello ocurrió de acuerdo a lo establecido en el citado numeral 20.4 del 

Artículo 20 de la Ley 27444, habida cuenta que se estaba notificando a una 

dirección electrónica. 

 

6.55 En efecto, el numeral 20.4 del TUO de la LPAG señala que: “Esta notificación se 

entiende válidamente efectuada (la realizada vía correo electrónico) cuando la 

entidad reciba la respuesta de recepción de la dirección electrónica del 

administrado o esta sea generada en forma automática por un sistema informático 

que garantice que se realizó la notificación, y surte efectos el día que conste haber 
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sido recibida. La entidad que cuente con disponibilidad tecnológica puede asignar 

al administrado una casilla electrónica gestionada por esta, para la notificación de 

actos administrativos, siempre que cuente con el consentimiento expreso del 

administrado, el cual puede ser otorgado por vía electrónica”. 

 

6.56 En este punto es muy importante dejar constancia que en el expediente no 

obra constancia y/o confirmación alguna que acredite que EL DEMANDANTE tuvo 

acceso y/o recibió el correo de fecha 21 de junio de 2022. 

 
6.57 EL DEMANDADO no ha demostrado que haya cumplido con proceder 

conforme a lo normado por el numeral 20.4 del TUO de la LPAG dado que estaba 

notificando a una dirección electrónica y, dados los hechos acreditados en el 

expediente, no había recibido confirmación de recepción de tal mensaje.   

 
6.58 Por tanto, al no recibir la entidad regional (EL DEMANDADO) confirmación 

de recibo y/o recepción del correo de fecha 21 de junio de 2022, debió notificar 

conforme está establecido de igual modo en el referido numeral 20.4. A saber: “En 

caso de no recibirse respuesta automática de recepción en un plazo máximo de dos 

(2) días hábiles contados desde el día siguiente de efectuado el acto de notificación 

vía correo electrónico, se procede a notificar por cédula conforme al inciso 20.1.1, 

volviéndose a computar el plazo establecido en el numeral 24.1 del artículo 24”. (el 

subrayado es mío). 

 
6.59 Sigue la cita de la norma legal aplicable: “En ese caso, la notificación se 

entiende válidamente efectuada cuando la entidad la deposite en el buzón 

electrónico asignado al administrado, surtiendo efectos el día que conste haber 
sido recibida, conforme a lo previsto en el numeral 2 del artículo 25”. (el subrayado 

y la negrita es mío). 

 
6.60 El artículo 25 del TUO de la LPAG, establece que las notificaciones surten 

efectos conforme con las siguientes reglas: “… 2. Las cursadas mediante correo 

certificado, oficio, correo electrónico y análogos: el día que conste haber sido 
recibidas”. (el subrayado y el resaltado en negrita es mío). 
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6.61 Retomando la cita del numeral 6.50 que antecede, para este Árbitro es 

incontrovertible entonces que en este caso no se ha respetado claramente la forma 

legal establecida para un debida notificación lo cual trae como consecuencia una 

notificación defectuosa que en la situación planteada en este proceso sí sola viola 

el derecho al debido proceso o a la tutela procesal efectiva, pues está demostrado 

de manera clara que la falta de una correcta notificación afectó de manera concreta 

y directa el derecho de defensa de EL DEMANDANTE al no poder cuestionar o 

consentir la liquidación de la obra que se le puso supuestamente en conocimiento 

por intermedio del correo electrónico de fecha 21 de junio de 2022. 

 
6.62 De otro lado, está el hecho y problemática que se presenta en este caso por 

haberse notificado documentación vía el software denominado “We Transfer”. 

 
6.63 Así, cabe indicar que en atención a la investigación realizada por este Árbitro 

respecto al envío de documentos por vía WeTransfer, se encontró en la página web 

de esta lo siguiente: 

 

 
Fuente: https://help.wetransfer.com/hc/en-us/articles/210064643-

The-difference-between-email-transfers-and-link-transfers 

https://help.wetransfer.com/hc/en-us/articles/210064643-The-difference-between-email-transfers-and-link-transfers
https://help.wetransfer.com/hc/en-us/articles/210064643-The-difference-between-email-transfers-and-link-transfers
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6.64 Conforme se aprecia de la imagen precedente y que en conjunto con otras obran 

en el expediente arbitral, solo se evidencia la remisión del documento 

denominado: “OFICIO N° 592-2022.PDF” y el mensaje correspondiente dirigido al 

DEMANDANTE, en la dirección de correo indicada por éste, mas no el email y/o 

correo de confirmación de la descarga de dicho documento, en consideración a la 

información pública en la página web de WeTransfer en la cual se establece que 

el remitente recibe un correo de confirmación de descarga. Asimismo, se aprecia 

que efectivamente el DEMANDADO cumplió con notificar la liquidación de obra 

con fecha 21 de junio de 2022, pero el enlace de descarga caducaba el 28 de junio 

de 2022 y si el 21 de junio de 2022 es la fecha desde la cual deben contabilizarse 

los quince (15) días de plazo para que eventualmente tenía derecho el 

DEMANDANTE para asentir o discrepar dicha liquidación de obra, se tiene que el 

plazo vencía indefectiblemente el 22 de julio de 2022. 

 

6.65 En tal sentido, la notificación realizada el 21 de junio de 2022 por WeTransfer no 

garantizaba a cabalidad el derecho de defensa del DEMANDANTE (esto es su 

derecho a observar la liquidación si así lo consideraba pertinente), toda vez que, 

el enlace de descarga para que el DEMANDANTE tenga acceso al Oficio N° 592-

2022-GR.CAJ/PROREGION/DE caducaba en un plazo menor (ocho días menos) 

al que debía tener acceso para ejercer su derecho de defensa de pronunciarse 

sobre la liquidación. 

 
6.66 Dicho esto, si el DEMANDADO pretendía utilizar un medio de notificación 

electrónico, debía actuar con la debida diligencia de que éste no vulnere el plazo 

que el artículo 209 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado 

DEMANDANTE exige para que el DEMANDANTE ejerza su derecho a la defensa, 

esto es, su derecho a observar la liquidación si así lo consideraba pertinente. En 

su defecto, si el medio electrónico no otorgaba las debidas garantías de 

notificación, se debió notificar al domicilio físico estipulado en el contrato. 
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6.67 Por tanto, se tiene que la notificación efectuada respecto del Oficio N° 592-2022-

GR.CAJ/PROREGION/DE que contenía la liquidación de obra formulada por el 

DEMANDADO, no fue efectuada de acuerdo a la legalidad vigente, con las 

debidas garantías, debida diligencia y de acuerdo al CONTRATO; por lo que, 

corresponde declarar la nulidad, ineficacia e invalidez de la notificación efectuada 

por el DEMANDADO, por tanto, corresponde ordenar se efectúe una nueva 

notificación del Oficio N° 592-2022-GR.CAJ/PROREGION/DE, debiéndose acoger 

las pretensiones contenidas en el Primer y Segundo Puntos Controvertidos, 

debiendo declararse FUNDADAS. 

 

Sobre la notificación de la Resolución Directoral Ejecutiva N° 19-2023-GR-
CAJ/PROREGION/DE 

 

6.68 Por otro lado, respecto a la notificación de la Resolución Directoral Ejecutiva N° 

19-2023-GR-CAJ/PROREGION/DE, se tiene que por propia palabra del 

DEMANDADO reconoce que ésta fue notificada a un medio o canal no establecido 

en la Cláusula Vigésimo Segunda del CONTRATO. 

 

6.69 En ese entendido, no se notificó dicha resolución ni al domicilio físico ni a la 

dirección de correo electrónico precisada por el DEMANDANTE; cabe señalar que 

la precitada resolución no forma parte del procedimiento de liquidación de obra, 

teniendo por fin el señalar el consentimiento de la liquidación de obra, razón por 

la que dicho accionar no se encuentra regulada en el marco del artículo 179° del 

Reglamento. 

 

6.70 En tanto ello sea así, la notificación de la Resolución Directoral Ejecutiva N° 19-

2023-GR-CAJ/PROREGION/DE no se ha efectuado en forma correcta, no 

permitiendo al DEMANDANTE tomar conocimiento adecuado de lo expuesto en 

ésta y proceder conforme a sus prerrogativas, razón por la que conviene declarar 

la nulidad de la notificación efectuada a través del aplicativo de mensajería 

instantánea denominada “whatsapp” y la ineficacia de la Resolución Directoral 
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Ejecutiva N° 19-2023-GR-CAJ/PROREGION/DE. 

 
6.71 En consecuencia, corresponde que se deje sin efecto el consentimiento de la 

liquidación de obras complementarias del proyecto: “Mejoramiento y ampliación 

de los sistemas de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales 

de la ciudad de Bambamarca, departamento de Cajamarca”; y considerando que 

la primera pretensión principal ha sido declarada FUNDADA corresponde que se 

declare que no corresponde que el CONSORCIO LOS ANDES pague a la Unidad 

Ejecutora de Programas regionales - PROREGION del Gobierno Regional de 

Cajamarca el monto de S/ 366,086.68 Soles, por no encontrarse consentida la 

liquidación de obra. 

 

6.72 Bajo dicho criterio, conviene declarar FUNDADAS las pretensiones contenidas en 

el Tercer y Cuarto Punto Controvertido.  

 

QUINTO PUNTO CONTROVERTIDO 
 

Determinar si corresponde o no que se ordene a la Unidad Ejecutora de Programas 

Regionales - PROREGION del Gobierno Regional de Cajamarca asuma el integro 

de los costos arbitrales y demás gastos en que tenga que incurrir el CONSORCIO 

LOS ANDES para su mejor defensa en el proceso arbitral.  

 

Resumen de la posición del DEMANDANTE 
 

6.73 Concerniente a este punto controvertido, el DEMANDANTE ha señalado que 

conforme se ha podido evidenciar durante el proceso arbitral, las actuaciones de 

la DEMANDADA han dado origen a un proceso arbitral, en el cual no le asiste la 

razón, habiendo debido de actuar en cautela de sus derechos, razón por la cual 

corresponde se le sancione con la condena de costas y costos del presente 

proceso arbitral. 
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Resumen de la posición del DEMANDADO 

 

6.74 Por su parte el DEMANDADO sostiene que su accionar ha sido ajustado a Ley, 

reglamento y el CONTRATO, razón por la cual, no le corresponde condena de las 

costas y costos del proceso arbitral. 

 

Posición definitiva del Árbitro José Félix Novoa Tello 
 

6.75 En lo que respecta a la condena de costas y costos, es necesario señalar que la 

regla general dicta que la asunción de costos y gastos arbitrales lo efectúa la parte 

vencida, debido que por su accionar indebido o irregular se tiene por consecuencia 

el proceso arbitral, ello es de conformidad al numeral 1 del artículo 73° del Decreto 

Legislativo N° 1071, para mayor énfasis transcribimos la citada disposición: 

 

“Decreto legislativo N° 1071 

[…] 
   Artículo 73.- Asunción o distribución de costos. 

      1. El tribunal arbitral tendrá en cuenta a efectos de imputar o distribuir 

los costos del arbitraje, el acuerdo de las partes. A falta de acuerdo, 

los costos del arbitraje serán de cargo de la parte vencida. Sin 

embargo, el tribunal arbitral podrá distribuir y prorratear estos costos 

entre las partes, si estima que el prorrateo es razonable, teniendo en 

cuenta las circunstancias del caso”. 

  

6.76 Por otro lado, el Reglamento del CENTRO DE ARBITRAJE, en cuanto a los costos 

y gastos arbitrales establece las siguientes disposiciones: 

 

“Reglamento del Centro de Arbitraje 

[…] 
Contenido del laudo  
Artículo 47º.-  
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El laudo arbitral de derecho debe contener 

a) Lugar y fecha de expedición. 

b) Nombres de las partes y de los árbitros. 

c) La cuestión sometida a arbitraje y una sumaria referencia a las 

alegaciones y conclusiones de las partes. 

d) Valoración de las pruebas en las que se sustenta la decisión. 

e) Fundamentos de hecho y de derecho para admitir o rechazar las 

respectivas pretensiones y defensas. 

f) La decisión. 

g) La condena de costos a que se refiere el artículo 58°. 

El laudo arbitral de conciencia debe contener lo dispuesto en los incisos 

a), b), c), f) y g) del presente artículo. Este laudo requiere además de una 

motivación razonada. 

 

 Gastos de arbitraje 
Artículo 57º.-  
1. Los gastos del arbitraje comprenden los siguientes rubros: 

a. Los honorarios del Tribunal Arbitral. 
b. Los honorarios del secretario arbitral. 
c. Los gastos de viaje y demás expensas realizadas por los árbitros. 

d. El costo del asesoramiento pericial o cualquier otra asistencia 

requerida por el tribunal arbitral. 

e. Los gastos de viaje y otras expensas realizadas por los testigos, 

en la medida en que dichos gastos sean aprobados por el tribunal 

arbitral. 

f. El costo de representación y de los letrados de la parte 
vencedora si se hubiera reclamado dicho costo durante el 

procedimiento arbitral y solo en la medida en que el tribunal 

arbitral decida que el monto reclamado es razonable. 

g. Los gastos administrativos del Centro y cualquier otro honorario y 

gasto por concepto de servicios prestados por el Centro. 
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2. Los gastos del arbitraje serán fijados por el tribunal arbitral al dictar el 

laudo, con excepción de los mencionados en los literales a, b y g que 

anteceden. 

(Subrayado y resaltado nuestro). 

Atendiendo a lo expuesto, se debe tener en cuenta que el Reglamento del 

CENTRO DE ARBITRAJE ha otorgado la potestad de determinar en el Laudo 

Arbitral el sentido de la condena respecto de los costos y gastos arbitrales, así 

como los conceptos que se deben considerar como tales. 

 

6.77 El principio de “costs follow the event” tiene una atractiva simplicidad. Asume que 

un arbitraje concluirá con un ganador y un perdedor, y los costos se adjudicarán 

al ganador; sin embargo, en los casos que implican demandas y muchos tipos de 

daños, el éxito a menudo se divide en muchos frentes. 

 

6.78 En estas circunstancias, las Partes pueden señalar diferentes medidas de éxito 

relativo, incluyendo medidas aritméticas (tales como el porcentaje de daños 

recuperados respecto de los daños originalmente reclamados, numéricas 

(mediante listas comparativas de éxitos), o evaluaciones más sustanciales del 

resultado.  

 

6.79 En el presente caso, la DEMANDANTE ha justificado la decisión de iniciar este 

arbitraje y si bien no le ha asistido la razón en la mayoría de pretensiones 

formuladas, lo cierto es que lo hizo en el convencimiento que le asistía la razón y 

no por temeridad alguna. De esta forma, se tiene que, a nivel global, el 

DEMANDADO es la parte vencedora en el arbitraje, cabe señalar, que las Partes 

durante el proceso arbitral han tenido un comportamiento procesal adecuado, no 

habiendo efectuado acciones u omisiones tendientes a dilatar en forma 

innecesaria el proceso arbitral. 

 

6.80 Siendo ello así, no corresponde condenar a las Partes a sufragar las costas y 

costos del presente arbitraje, estableciendo que cada parte deberá asumir el 

cincuenta (50%) de las costas y costos del presente arbitraje. 
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6.81 Estando a que los gastos arbitrales alcanzaron la suma de S/41,493.08 Incluído 

el IGV conforme al cuadro siguiente Anexo 1 de la OP No. 01 de fecha 25 de julio 

de 2023: 

 
 
 

 
 

 

6.82 Y habiéndo el DEMANDANTE cancelado el 100% de dichos gastos arbitrales, 

corresponde que la DEMANDADA le devuelva o restituya la suma total de 

S/20,746.54 incuído el IGV. 

 

6.83 Por otra parte, es necesario precisar que las Partes con los medios probatorios 

aportados no han logrado acreditar mayores costos incurridos en el presente 

arbitraje, distintos a los consignados en los literales a) y b) del artículo 57° del 

Reglamento del CENTRO DE ARBITRAJE, razón por la cual el concepto de costas 

y costos sólo podrá abarcar los honorarios del Tribunal Arbitral y los gastos 

administrativos del CENTRO DE ARBITRAJE, debiéndose declarar FUNDADA 
EN PARTE la tercera pretensión principal. 
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VI. PARTE RESOLUTIVA 
 

Estando a las consideraciones expuestas, dentro del plazo correspondiente, el 

señor Árbitro José Félix Novoa Tello, en Derecho, LAUDA:     

 

PRIMERO: DECLARAR FUNDADA la primera pretensión principal por las 

razones expuestas en el presente Laudo Arbitral; en tal sentido, corresponde 

declarar la nulidad, invalidez e ineficacia de la notificación del Oficio N° 592-2022-

GR.CAJ/PROREGION/DE efectuada por la Unidad Ejecutora de Programas 

Regionales - PROREGION del Gobierno Regional de Cajamarca. 

SEGUNDO: DECLARAR FUNDADA la pretensión accesoria a la primera 
pretensión principal por las razones expuestas en el presente Laudo Arbitral; en 

consecuencia, corresponde ordenar a la Unidad Ejecutora de Programas 

Regionales - PROREGION del Gobierno Regional de Cajamarca notifique 

válidamente el Oficio N° 592-2022-GR.CAJ/PROREGION/DE al CONSORCIO 

LOS ANDES. 

 

TERCERO: DECLARAR FUNDADA la segunda pretensión principal por las 

razones expuestas en el presente Laudo Arbitral; en tal sentido: se declara la 

nulidad de la notificación efectuada a través del aplicativo de mensajería 

instantánea denominada “whatsapp” y la ineficacia de la Resolución Directoral 

Ejecutiva N° 19-2023-GR-CAJ/PROREGION/DE; así como, se declara dejar sin 

efecto el consentimiento de la liquidación de obras complementarias del proyecto: 

“Mejoramiento y Ampliación de los sistemas de agua potable, alcantarillado y 

tratamiento de aguas residuales de la ciudad de Bambamarca, departamento de 

Cajamarca”. 

 

CUARTO: DECLARAR FUNDADA la pretensión accesoria a la segunda 
pretensión principal por las razones expuestas en el presente Laudo Arbitral; en 

tal sentido, se declara que no corresponde que el CONSORCIO LOS ANDES 

pague a la Unidad Ejecutora de Programas Regionales - PROREGION del 
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Gobierno Regional de Cajamarca el monto de S/ 366,086.68 Soles, por no 

encontrarse consentida la liquidación de obra. 

 

QUINTO: DECLARAR FUNDADA EN PARTE la tercera pretensión principal; y, 

por tanto, no corresponde condenar a las Partes a las costas y costos del proceso 

arbitral, debiendo cada parte sufragar el cincuenta por ciento (50 %) de éstos. En 

ese sentido, corresponde que la Unidad Ejecutora de Programas Regionales - 

PROREGION del Gobierno Regional de Cajamarca devuelva o restituya al 

CONSORCIO LOS ANDES la suma total de S/20,746.54 incuído el IGV. 
 

SEXTO: NOTIFÍQUESE a las Partes. 

 
 
 
 

JOSÉ FELIX NOVOA TELLO          
Árbitro 
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